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UNIDAD I

El ordenamiento jurídico

El ser humano necesito de ciertas reglas destinadas a orientar su conducta, que se constituye en el “Ordenamiento Humano” con dos categorías: la Técnica y la Ética. La “Técnica”, son las reglas, y la segunda la “Ética” son las normas.


El Derecho surgió como necesidad, para reglar la conducta humana en sociedad, en la búsqueda del bien común a objeto de compatibilizar intereses.

ORDENAMIENTO NORMATIVO


Es el sistema de normas que regulan el obrar del hombre y tiene la misma razón de validez, existen cuatro clases de “ordenamiento normativo”; y cada norma tiene dentro de su ordenamiento, un regulador y un fin o ideal, como se indica en el siguiente cuadro:

	Ordenamiento

Normativo


	Regulador
	Ideal o fin

	1. Religioso


	     La Fe
	     Dios

	2. Moral


	     La Conciencia
	     El Bien

	3. De Trato Social


	     El Consejo Social
	     El Decoro

	4. Jurídico


	     El Estado
	     La Justicia


EL ORDENAMIENTO JURÍDICO. CONCEPTO

Constituye el conjunto sistematizado de aquellas normas establecidas  por el Estado, cuya razón de validez deriva de la misma Constitución Nacional o norma superior fundamental (Art. 137 C.N), y que apuntan a la realización de valor Justicia. Es el conjunto de normas que integran el Derecho Positivo o el Derecho vigente de un Estado.


Las normas jurídicas, no se encuentran aisladas unas de otras, sino vinculadas entre sí, por relaciones de fundamentación o derivación que, las constituye en un todo unitario o sistema denominado: Orden u Ordenamiento Jurídico. Comprende además el Derecho no estructurado, constituido por: 

- Los Principios Generales del Derecho;

- La Costumbre;

- La Equidad y 
- La Jurisprudencia.
JURIDICIDAD: LA CONDUCTTA LÍCITA


Es la tendencia o criterio favorable al predominio de las soluciones de estricto derecho en los asuntos políticos y sociales. Es la exigencia de la forma jurídica, mediante Ley previa u orden autorizada, en las innovaciones gubernamentales y en el trato a los enemigos de un régimen.

El concepto de Juridicidad es multimilenario, por cuanto podría adoptarse como lema aquel lapidario aforismo: “Ubi homo, ibi jus”, (Donde está el hombre, allí está el Derecho). Así es que la Juridicidad constituye la regulación que las normas jurídicas ejercen sobre los hechos o fenómenos de la realidad social.

Frente a las Normas Jurídicas, existen tres clases de actos y son:
- Actos Ordenados;

- Actos Prohibidos y

- Actos Libres.

LA CONDUCTA LÍCITA

La Conducta Lícita es la que comprende la ejecución de los actos ordenados, a la omisión de los actos prohibidos y a la ejecución de los que no están ordenados ni prohibidos (Art. 9 C.N).

JURISDICCIÓN


Del Latín Juris Dictio (Administración del Derecho), acción de administrar el Derecho no de establecerlo. Es, pues, la función específica de los Jueces.


También la extensión y límites del poder de juzgar, ya sea por razón de la materia (fuero civil, comercial, laboral, militar, penal y electoral, etc.), ya sea por razón del territorio, si se tiene en cuenta que cada Tribunal no puede ejercer su función juzgadora, sino dentro de un espacio determinado y del Fuero que le está atribuido (Jurisdicción y Competencia).
LEGITIMIDAD

Calidad de legítimo, de lo que es conforme a las leyes, lo cierto, genuino, y verdadero en cualquier línea.


La expresión se emplea especialmente en la relación paterno filia, (hoy día la Ley llama a los hijos habidos fuera del matrimonio no ya ilegítimos, sino extramatrimoniales, debido esto al respecto que se debe a la persona humana, pero en el fondo siguen siendo ilegítimos, ya que son concebidos fuera de una institución jurídica, cual es el matrimonio), además en todo aquello que se otorga o realiza de acuerdo con las leyes).


Está constituida por la conducta lícita observada por el hombre en su accionar, basados en los actos ordenados, en la omisión de los actos prohibidos y en la ejecución u omisión de los que no están ordenados o prohibidos.

LEGÍTIMO
Legal. Lícito. Ajustado a razón o Derecho

LEGAL
Lo ajustado a la ley y, por ello, lo lícito, lo permitido o lo exigible en el Derecho Positivo.

DIFERENCIAS ENTRE LO LEGÍTIMO Y LO LEGAL


Entre lo Legal y lo Legítimo hay una diferencia sustancial, por ejemplo: la pena de muerte, el aborto, la eutanasia, etc., pueden estar admitidos por la ley, pero no son legítimos porque atentan contra la vida (Titulo II, Capítulo I, Sección I, Art. 4º, Del DERECHO A LA VIDA, Constitución Nacional).

Aclaración: No se confunden el Derecho, Ordenamiento Jurídico y la Juridicidad.

El Derecho, es el principio, lo permanente; el Orden Jurídico, las normas pero sin excluir el derecho no expresado; y la Juridicidad, se refiere a los fenómenos que caen bajo esas normas.

Veamos este ejemplo: La esclavitud ha sido una institución aceptada por la Juridicidad de otra época, pero nunca por el derecho. Fue una institución jurídica pero no justa.

ANTIJURIDICIDAD: LA CONDUCTA ILICITA


Toda manifestación, actitud o hecho que contraría los principios básicos del Derecho, en orden menor lo contrario al Derecho Positivo. Específicamente, elemento esencial del Delito, cuya fórmula es el valor que se concede al fin perseguido por la acción criminal el garantizarlo por el derecho.


Son los hechos o conducta que de algún modo se oponen al orden jurídico por estar en contra de lo reglado, son los hechos o actos prohibidos o ilícitos. Es lo que está fuera de la ley, lo ilícito (quebrantamiento del orden establecido jurídicamente).

Pragmatismo Legal: La posición de los Códigos Penales consiste en suponer en el agente, la antijuridicidad si su proceder coincide con la figura descrita; y luego se declara la exención de responsabilidad, la conducta jurídica, la inexistente violación del orden legal establecido, la legitimidad de lo hecho y omitido, debido a la legítima defensa, el estado de necesidad, el ejercicio de un derecho o el cumplimiento de un deber.
Doctrinas: En la Teoría formal de Manzini, se está ante una mera contradicción de la conducta humana y la descripción que, de ella hace el legislador en el tipo legal.


Cabe observar que el expositor incurre en el notable descuido de no ser contradicción, sino adaptación plena, lo que se registra entre la conducta delictiva y la formulación legislativa que determina la condena.


En la Teoría material de Mayer, basada en las normas de cultura, no es suficiente la contradicción entre el hecho y la conducta jurídica; sino que se precisa la infracción de los intereses sociales legalmente tutelados.


En la Teoría objetiva, propugnada por Nager, es antijurídico todo comportamiento que, objetivamente pugna con los fines del ordenamiento jurídico. En posición opuesta, Von Ferneck opina que la antijuridicidad sólo es concebible en función del autor de la conducta, es decir que, solamente se es culpable por la conciencia o voluntad de proceder ilícitamente.

Apunte idiomático; observase que antijuridicidad, es vocablo nuevo, pero ya usual en la técnica; proviene del adjetivo antijurídico; y por tanto la formación de la voz Antijuridicidad es un barbarismo, pues no existe el vocablo antijúrico.
LA CONDUCTA ILÍCITA

Está representada por la omisión de los actos ordenados o la ejecución de los actos prohibidos.
DISCRECIONALIDAD

Potestad o actuación caracterizadas por la voluntad propia, sin otro límite que una tácita adecuación de lo establecido como justo o equitativo. 


Libertad para obrar o abstenerse; para resolver de una manera o de la opuesta.


El mandato jurídico puede ser concreto o discrecional, según estén expresos o implícitas las normas o principios de obedecer.


Es la posibilidad que tiene una autoridad pública de moverse dentro de un campo permitido por la ley o reglamentos, y particular o individual, la libertad de decisión individual.

Ejemplos de poderes discrecionales:

· El Arbitro Judicial que es la facultad conferida a los Jueces, para decretar medidas procesales, a fin de administrar correctamente la justicia;

· La facultad del Presidente de la República, para indultar y conmutar las penas; nombrar a miembros de su gabinete;

· Los órganos del poder administrador, para satisfacer las necesidades colectivas, de acuerdo con la existencia de cada caso.

ARBITRARIEDAD


Acto, conducta, proceder contrario a lo justo, razonable o legal, sólo por la voluntad, el capricho o un propósito maligno, con abuso del poder, fuerza, facultad o influjos. Cuando el obrar de una autoridad no está subordinada a ninguna disposición legal sino al capricho y voluntad del mismo.


La Arbitrariedad, dice Ihering, es el gobierno del azar. Es en rigor, una especie de antijuridicidad, pero más grave, porque es el mismo poder público que ha creado la norma y la ha declarado inviolable para los demás y para sí, siendo ella luego quién la viola.

Este concepto lo debemos a Stammler, el primero en diferenciar al mandato jurídico del mandato arbitrario. La Arbitrariedad no es de Derecho Privado, sino del Derecho Público, y se aplica a los actos inapelables de gobierno realizados al margen (fuera) del ordenamiento jurídico. Esta calidad no se determina por el orden de la autoridad sino por sus facultades y obras.


Un gobierno “de facto” puede ser arbitrario o no, según sea su acatamiento a normas preestablecidas o su desconocimiento de las mismas. Cuando el autor de la violación de la norma es un particular o un funcionario de jerarquía superable, el acto no se califica como arbitrario sino de ilegal.

ILEGALIDAD


Infracción de la ley prohibida. Incumplimiento de la ley imperativa. Es la violación de la norma jurídica, pero cometida por un funcionario público de jerarquía superable o por los particulares pero que pueden subsanarse por la vía de los recursos o medios de impugnación.


Es ilegal la norma jurídica contraria a la de jerarquía superior y todo acto contrario a la ley; por ejemplo: las Leyes inconstitucionales, los Decretos reglamentarios del Poder Ejecutivos, contrarios a la lera o el espíritu de las leyes reglamentarias del Poder Ejecutivo, contrarios a la letra o el espíritu de las leyes reglamentadas; o una sentencia judicial que no aplica correctamente el Derecho vigente.

ILEGITIMIDAD

Falta de elementos o condiciones para la legitimidad de alguien o de algo. Proceder contrario a lo requerido por la ley.

LA INJUSTICIA

Acción o falta contra la justicia. Es el contra polo de la justicia y consiste en no dar a cada uno lo que le corresponde tanto por el Derecho Natural que posee, como por las normas del Derecho Positivo que lo amparan.

El crimen, el delito, el abuso, el atropello, la inobservancia de las Leyes por egoísmos o por maldad, la venganza, la persecución ilegal, la explotación de la actividad ajena, la persecución ilegal, la opresión de los débiles, el sojuzgamiento de los pueblos, el trato a favor al de menor mérito, la absolución improcedente o la condena infundada, son algunas muestras de la injusticia, tan habitual en la humanidad; más grave, a medida que las atribuciones son mayores.


Aclaración: La diferencia entre la Arbitrariedad y la Ilegalidad, consiste en que: el acto arbitrario emana de un Poder máximo y es, por tanto, definitivo, en tanto que en contra el acto ilegal está siempre abierta la vía de los recursos.


El mandato jurídico puede ser Concreto o Discrecional, según estén expresos o implícitas las normas y principios a obedecer, y es este poder discrecional el que generalmente se quiere confundir con la arbitrariedad.


Pero la diferencia es patente. La Arbitrariedad no está supeditada a normas, solo obedece a la voluntad y el capricho del gobernante, en tanto que, en el ejercicio del Poder Discrecional, el funcionario actúa dentro de un marco legal o teórico prefijado. El Poder discrecional, es la libertad con fronteras, con límites y la arbitrariedad, la libertad ilimitada.

Tampoco debe confundirse la Arbitrariedad con la Injusticia, que es el término más duro de nuestro léxico jurídico. Cuando decimos de un acto que es ilegal, emitimos un juicio normativo. Lo primero corresponde a la sistemática jurídica; y la segunda a la estimativa jurídica.


De ahí que un Acto Antijurídico, puede ser ilegal o injusto, según sea su relación con el Derecho Positivo o con la Justicia.

PRELACIÓN DE LAS NORMAS JURÍDICAS


Dentro de las normas jurídicas de un Estado existe una jerarquía, que se adecua a un orden lógico y necesario, en donde unas preceden sobre otras que son su contenido y forma.


Conforme se ha visto al estudiar la clasificación de las normas jurídicas, hay entre ellas unas que son primarias y otras secundarias, lo que quiere decir, que no son todas de la misma jerarquía. Pero esta jerarquía no es absoluta sino relativa.


Una norma que tiene el carácter de dominante, respecto de otra, puede estar dominada a su vez por una tercera. Así, por ejemplo, una Ley Orgánica Municipal, que ocupa un rango superior respectos de las Ordenanzas dictadas a base de ella, es de inferior categoría respecto la norma fundamental.


Debemos al gran filósofo Vienes HANS KELSEN, si bien algunos atribuyen la iniciativa a Bierling y a Merkel, un feliz esfuerzo de jerarquización de estas normas. También Francesco Carnelutti trató de jerarquizar las normas jurídicas.

Esta jerarquización no es necesaria en los países como Inglaterra, de Parlamento soberano, porque las leyes son todas constitucionales, y la prelación se determina por el orden de fecha, vale decir, la de fecha más reciente prima sobre la anterior.


La doctrina de Kelsen trasunta un sistema gradual de normas que, teniendo en su base a las concretas, culmina en una norma fundamental, la norma – cumbre – en la pirámide de su concepción jurídica. De esta forma fundamental deriva en escala descendente, bajo la doble pauta de una generalización decreciente y de una creciente concreción, las otras normas encargadas de la realización del Derecho, hasta llegar al término final de la norma individualizada.


Esta norma fundamental es la CONSTITUCIÓN, vocablo que KELSEN emplea, no en sentido técnico, sino en sentido lógico – jurídico.

¿Cómo se ha establecido o debe establecerse esa norma fundamental? 

He aquí un problema lógico – real en que deben entrar a colaborar el Derecho Natural, la Psicología, la Sociología, la Ética y no pocos valores, pero KELSEN los elude categóricamente de dicha norma no se puede prescindir de su origen. La norma fundamental o constitución, como lo llama KELSEN, presupone un poder constituyente, poder que por imperio de la ciencia y de la cultura moderna no puede residir en la voluntad de ningún déspota, sino en la voluntad de la nación, expresada en forma auténtica y libre.
Kelsen: Es ideal no contaminada de política, religión, economía etc.

La norma fundamental hace de principio creador del ordenamiento jurídico que de ella depende. El Derecho regula así su propia creación y va dando nacimiento, mediante sucesivas delegaciones. En la escala descendente inmediatamente inferior a la Constitución están las leyes ordinarias, que son normas de segundo grado. A estas siguen las normas de tercer grado, que son los reglamentos, y a estos las sentencias y resoluciones jurídicos. El último grado en esta escala corresponde a la ejecución forzada y a la reclusión, esto es, a los actos coactivos del Estado. 

Siempre el funcionamiento del Derecho sigue esta regla: “De lo más abstracto a lo más concreto, de lo general a lo particular”.

PIRÁMIDE DE KELSEN. PIRÁMIDE JURÍDICA O PIRÁMIDE KELSIANA


La genial concepción de KELSEN es un aporte inestimable que la filosofía jurídica ha traído al progreso de la ciencia y de la técnica. Se cree, con la generalidad de los tratadistas, que vale más como método que como teoría.


Se nos ofrece nos absoluta desconexión con la realidad, lo que la hace estéril para la vida. Más como método, su utilidad es incuestionable. Para apreciarlo, basta pensar un momento en las dificultades que surgen de las normas discordantes y sin vigencias ni rangos definidos. Una clara jerarquización de las normas, que es la base de todo buen ordenamiento, reduce las lagunas y facilita la interpretación y aplicación de la Ley. En la dinámica Kelsiana, todas las normas y los actos jurídicos, en general, aplican y crean derechos, a excepción de la norma fundamental, que crea y no aplica.

Hasta aquí la norma fundamental es en el orden Estatal, pero también existe el mismo problema en el orden Internacional. Sobre este punto, dice Kelsen, es un error frecuente considerar como autónomos y coexistentes estos dos ordenamientos, que son incompatibles. El sistema normativo estatal, en efecto, tiene su constitución, que debería de ser noma fundamental si estuviera supeditada a otra de mayor rango, en cuyo caso el sistema o los sistemas Estatales pasarían a ser ordenamientos comprendidos dentro de otro ordenamiento Jurídico de mayor jerarquía: el Internacional.


La solución en el orden jurídico Estatal edificado sobre la hipótesis: que todos los demás sistemas nacionales le están subordinados y necesitan de su aprobación para tener validez. Lo contrario significa una renuncia a la soberanía del Estado, o sea el primado del orden jurídico nacional.

Actualmente, por el grado de interrelación de los Estados, debido a la búsqueda del bien común, ya no sólo del país sino de la Comunidad Internacional, se ubica en la Pirámide Kelsiana a los Tratados, Convenios, Acuerdos Internacionales, Ratificados, Canjeados y Aprobados por el Congreso Nacional en el segundo inmediato después de la Norma Fundamental.

En el tercer grado de la pirámide se ubican las Leyes y Normas generales, que desarrollan los preceptos contenidos en la Constitución y tienen en esta el fundamento de su validez.

A las leyes, siguen las normas, los reglamentos que desarrollan el contenido de las leyes. También se integran con los negocios jurídicos, Contratos, Testamentos y demás actos jurídicos; y finalmente en el cuarto grado conforman las Sentencias Judiciales y Resoluciones Administrativas, que son Normas Jurídicas individualizadas y tiene por objeto solamente el desarrollo de principios contenidos en normas superiores. Ya no constituyen fundamentos de nuevas normas jurídicas y por lo tanto está en la base de nuestra pirámide.


Para poder comprender el fenómeno de la revolución, desde un punto de vista jurídico, es necesario que hagamos previamente una serie de consideraciones siguiendo el pensamiento del eminente profesor de Derecho Contemporáneo, HANS KELSEN, fundador de la Escuela Jurídica conocida por el nombre de Austriaca.

Una nota peculiar del derecho es su auto – regulación, pues el orden jurídico provee en sus normas la creación del Derecho. Este orden se presenta con perfecta unidad interna y para hacer más comprensible su pensamiento, KELSEN echa mano de una metáfora y dice que la unidad del Derecho es una pirámide jurídica. En la cúspide de la pirámide se encuentra la norma fundamental y en la base se encuentran los actos de ejecución del Derecho. 
Entre la norma constitucional de la cúspide y los actos de la base se escalonan gradualmente, una serie de normas jurídicas que van desde la más abstracta y general hasta las más concreta y particular. Así considerado el Derecho, se lo toma en su funcionamiento, en su dinamismo en movimiento.

Dice KELSEN, que toda norma jurídica con referencia a su superior es materia y con respecto a la norma inferior que le sigue, es forma. Es decir, que la individualización, la concreción, es lo que le da sentido a las normas generales.

LA VALIDEZ DE LA NORMA JURÍDICA


Todo este aparato intelectual, esta construcción Kelsiana, sirve para aplicar y encontrar la validez de la norma jurídica. ¿De dónde proviene la validez de la norma llamada ley?. Proviene de la Constitución, la norma jerárquicamente superior. ¿De dónde saca su validez la sentencia de un juez?. Evidentemente de la ley. Y cuando la sentencia no se fundamente en la ley, no tiene validez, es contraria a la Constitución.

Parte II, Título I, Capítulo I, Art. 138 de la Constitución (DE LA VALIDEZ DEL ORDEN JURÍDICO): Esta Constitución no perderá su vigencia ni dejará de observarse por actos de fuerza o fuera derogada por cualquier otro medio distinto del que ella dispone. En la hipótesis de que esa persona o grupo de personas, invocando cualquier principio o representación contraria a esta Constitución, detenten el poder público, sus actos se declaran nulos y sin ningún valor, no vinculantes y, por lo mismo, el pueblo en ejercicio de su derecho de resistencia a la opresión, queda dispensado de su cumplimiento. Los estados extranjeros que, por cualquier circunstancia, se relacionen con tales usurpadores, no podrán invocar ningún pacto, tratado ni acuerdo suscripto o autorizado por el gobierno usurpador, para exigirlo posteriormente como obligación o compromiso de la República del Paraguay.
DEMOSTRACIÓN PIRÁMIDE DE KELSEN
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PRELACIÓN DE NUESTRO DERECHO VIGENTE

La jerarquía de ñas normas que integran el ordenamiento jurídico vigente en nuestro país, hallase establecidas en la Parte II, Título I, Capítulo I, Art. 137: La ley suprema de la República es la Constitución. Esta, los tratados, convenios y acuerdos internacionales aprobados y ratificados, las leyes dictadas por el Congreso y otras disposiciones jurídicas de inferior jerarquía, sancionadas en consecuencia, integran el derecho positivo nacional en el orden de prelación enunciado. Quien quiera que intente cambiar dicho orden, al margen de los procedimientos previstos en esta Constitución, incurrirá en los delitos que se tipificarán y penarán en la ley. Esta Constitución no perderá su vigencia ni dejará de observarse por actos de fuerza o fuera derogada por cualquier otro medio distinto del que ella dispone. Carecen de validez todas las disposiciones o actos de autoridad opuestos a lo establecido esta Constitución.

- 1º Orden: La Constitución Nacional.

- 2º Orden: Los Tratados, Convenios, Acuerdos Internacionales, ratificados, canjeados y aprobados por el Congreso Nacional.


La Constitución Nacional en su Parte II, Capítulo II, Art. 141 dice: “Los tratados internacionales válidamente celebrados, aprobados por ley del Congreso, y cuyos instrumentos de ratificación fueran canjeados o depositados, forman parte del ordenamiento legal interno con la jerarquía que determina el Artículo 137”.

- 3º Orden: Leyes dictadas por el Congreso y otras disposiciones jurídicas de inferior jerarquía, sancionadas en su consecuencia. Leyes análogas nacional menos en materia penal. Los Decretos del Poder Ejecutivo. Las Ordenanzas y Reglamentos Municipales y Departamentales. Acordadas de la Corte.

- 4º Orden: Las Sentencias Judiciales y Resoluciones Administrativas. Negocios jurídicos, contratos, testamentos, y demás actos jurídicos.

Terminando el concurso de estas normas se aplicarán los principios en el orden siguiente:

*Principios jurídicos de la legislación vigente en la materia respectiva.

*Principios generales del Derecho, válidos para todos los mismos, legales y materiales.

LA PLENITUD HERMÉTICA DEL ORDEN JURÍDICO


Constituye una Doctrina dentro de nuestra legislación, en virtud de la cual se establece que la falta de una Norma Jurídica determinada, vacío u oscuridad de la Ley en ciertos casos jamás podrán ser obstáculos, para que, un juez deje de fallar en el caso. Entonces a falta de determinadas Normas, la Ley le faculta al Magistrado a completar o rellenar según su real saber y entender mediante otros elementos que la misma Ley se encarga de organizarlo.


Este principio significa, que el orden jurídico es suficiente, para resolver los casos que no han sido previstos por el legislador llamados lagunas de la Ley.


Ejemplo: una ley crea un organismo administrativo y dice que la regirá un consejo compuesto de cinco miembros, sin indicar la forma como serán designados tales miembros, otra Ley establece que en caso de retardo en el cumplimiento de ciertas obligaciones pecuniarias se cobrarán intereses, pero no menciona la tasa de los mismos.


Tales casos imprevistos pueden presentarse en la realidad social, porque las Leyes se formulan en términos generales y abstractos y es posible que dejen de contemplar algunos casos que sin embargo suceden. Las formas de llenar las lagunas de la Ley es la integración de las mismas tarea que corresponde a los Jueces y Tribunales al resolver los casos que se presenten. Dicho principio está consagrado por el Art. 6º del Código Civil Paraguayo, en su título preliminar, de las Disposiciones Generales: Los Jueces no pueden dejar de juzgar en caso de silencio, oscuridad o insuficiencia de las leyes. Si una cuestión no puede resolverse por las palabras ni el espíritu de los preceptos de este Código, se tendrán en consideración, las disposiciones que regulan casos o materias análogas, y en su defecto, se acudirá a los principios generales del derecho.

EL RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD

CONTROL JUDICIAL DE ORDENAMIENTO JURÍDICO

Una vez estructurado el ordenamiento jurídico, hay que prever la defensa en su Norma gobernante, la Constitución, como un medio de evitar la arbitrariedad, que es la enemiga de la juridicidad. La observancia de la Norma fundamental es un hecho de disciplina indispensable para que exista un Estado de Derecho. De ahí la necesidad de un control, de una Autoridad que vele por esa observancia y evite con sus sanciones la vigencia de Normas que quebranten esa disciplina.
INCONSTITUCIONALIDAD


Quebramiento de la letra o del espíritu de la Constitución por la Ley, Decretos o actos del Gobierno.


La Constitución Nacional en su Capítulo II, De las Garantías Constitucionales, en el Art. 132, dice: “La Corte Suprema de Justicia tiene facultad para declarar la inconstitucionalidad de las normas jurídicas y de las resoluciones judiciales, en la forma y con los alcances establecidos en esta Constitución y en la Ley”.


La Corte Suprema de Justicia, en el caso de tener que declarare la inconstitucionalidad de una ley, ejercita el máximo poder discrecional concedido por nuestras leyes a un órgano judicial.


En la Constitución Nacional, Parte II, Título II, DE ESTRUCTURA Y ORGANIZACIÓN DEL ESTADO Capítulo III, Sección II, INTEGRACIÓN Y REQUISITOS, Art., 258 dice: La Corte Suprema de Justicia estará integrada por nueve miembros. Se organizarán en salas, una de las cuales será constitucional. Elegirá de su seno, cada año, a su Presidente. Sus miembros llevarán el título de Ministro. Son requisitos para integrar la Corte Suprema de Justicia, tener nacionalidad paraguaya natural, haber cumplido treinta y cinco años, poseer título universitario de Doctor en Derecho y gozar de notoria honorabilidad. Además, haber ejercido efectivamente durante el término de diez años, cuanto menos, la profesión, la magistratura judicial o la cátedra universitaria en materia jurídica, conjunta, separada o sucesivamente.

La Corte Suprema de Justicia cuenta con tres salas:

- Sala Constitucional.

- Sala Penal.

- Sala Civil.

Art. 259. DE LOS DERECHOS Y LAS ATRIBUCIONES en su punto cinco dice: “5) Conocer y resolver sobre inconstitucionalidad”.
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD


En algunos Estados que tratan de asegurar la jerarquía suprema que al texto constitucional corresponde sobre las leyes ordinarias, y además garantizar el mutuo respecto de las atribuciones de cada Poder, es la reclamación extraordinaria que se otorga ante el Superior Tribunal de Justicia u otro organismo competente, cuando por una Ley, Decreto, Resolución o Autoridad se ha atacado alguna de la garantías establecidas en la Constitución, asegurándose de esta forma la ejecución absoluta de las disposiciones contenidas en la Ley fundamental, del Estado e impidiendo sea desconocida, adulterada su letra, o espíritu, o atacada en su contenido por ninguna autoridad, en sus resoluciones o fallos.

Este recurso por sutil y factible, casi siempre, cuando prospera, derogada prácticamente la norma impugnada.

Esta trasgresión puede ser Material y Formal.

- Material: Cuando la norma o el fondo de la Constitución es violado por una norma de jerarquía inferior.

- Formal: Cuando la trasgresión ocurre por una ley sancionada fuera de las prescripciones establecidas por la misma Constitución.

a) Competencia: De acuerdo con este precepto, la Corte Suprema de Justicia como tribunal más elevado que integra el Poder Judicial, tiene competencia originaria y exclusiva para declarar la inconstitucionalidad de las leyes y la inaplicabilidad de las disposiciones contrarias a la Constitución en cada caso concreto (Art. 259, en su punto 5).
b) Procedimiento: La declaración de la inconstitucionalidad puede ser materia de una Acción, promovida ante la Corte Suprema de Justicia o de Excepción, articulada en cualquier instancia.
La ACCIÓN como un Derecho autónomo: es la facultad que corresponde a una persona para requerir la intervención del Estado, a efectos de tutelar una situación jurídica.

La EXCEPCIÓN como otro medio de proponer la inconstitucionalidad: la declaración de la inconstitucionalidad de las Leyes e inaplicabilidad de disposiciones contrarias a la Constitución en caso concreto, puede promoverse asimismo por excepción en cualquier instancia. (Casos ya fallados en procedimiento anterior).

CÓDIGO PROCESAL CIVIL

CÓDIGO PROCESAL CIVIL

LIBRO IV

DE LOS JUICIOS Y PROCEDIMIENTOS ESPECIALES

TITULO I

DE LA IMPUGANCIÓN DE LA INCONSTITUCIONALIDAD

CAPÍTULO I

DE LA IMPUGNACIÓN POR LA VÍA DE EXCEPCIÓN

- Art. 538. Oportunidad para oponer la excepción en el proceso de conocimiento ordinario. La excepción de inconstitucionalidad deberá ser opuesta por el demandado o el reconvenido al contestar la demanda o la reconvención, si estimare que éstas se fundan en alguna ley u otro instrumento normativo violatorio de alguna norma, derecho, garantía, obligación o principio consagrado por la Constitución.

También deberá ser opuesta por el actor, o el reconviniente, en el plazo de nueve días, cuando estimare que la contestación de la demanda o la reconvención se funda en una ley u otro acto normativo inconstitucional por las mismas razones. Este plazo se computará desde la notificación de la providencia que tiene por contestada la demanda o la reconvención.

- Art. 539. Traslado de la excepción y remisión a la Corte. Promovida la excepción el juez dispondrá la formación de expediente separado, el cual estará integrado con las compulsas de las actuaciones cumplidas hasta el momento de la oposición inclusive, y dará traslado a la otra parte y al Fiscal General del Estado, en este orden, por el plazo de nueve días, respectivamente.
Contestados los traslados o vencidos los plazos para hacerlo, el juez remitirá sin más trámite dicho expediente a la Corte Suprema de Justicia”.

- Art. 540. Allanamiento a la excepción. Aun cuando la contraparte se allanare a la excepción, el incidente seguirá su curso. Al resolver, La Corte Suprema de Justicia impondrá las costas en el orden causado.

- Art. 541. Desistimiento de la excepción. En cualquier estado de la tramitación del incidente, el excepcionante podrá desistir del mismo.


Si el desistimiento se produjere en primera instancia, el juez dictará resolución poniendo fin al incidente y ordenando su archivo, sin perjuicio de la facultad que le confiere el Artículo 18, inciso a), de este Código. Si se produjere ante la Corte Suprema de Justicia, ésta podrá hacer uso de su facultad de declarar de oficio la inconstitucionalidad.


Las costas será siempre aplicadas al que desiste, salvo que fuese declarada de oficio la inconstitucionalidad, caso en que será impuestas en el orden causado.


Cuando la excepción hubiese sido opuesta por el Agente Fiscal, podrá desistir de ella, el Fiscal General del Estado al corrérsele traslado de la misma.
- Art. 542. Forma y contenido de la decisión. La Corte Suprema de Justicia dictará resolución bajo la forma de sentencia definitiva, dentro de los treinta días de recibido el expediente. 

Si hiciere lugar a la excepción declarará la inconstitucionalidad de la ley o del instrumento normativo de que se tratare, y su consecuente inaplicabilidad al caso concreto.
Cuando se tratare de interpretación de cláusula constitucional, la Corte establecerá su alcance y sentido.

- Art. 543. Efecto de la excepción: La interposición de la excepción no suspenderá el curso del proceso principal, que llegará hasta el estado de sentencia.
- Art. 544. Del desistimiento, del allanamiento y de las costas en el principal. Resuelta la excepción y notificada la sentencia, la parte perdidosa podrá desistir, dentro del plazo de cinco días, de la demanda o reconvención, o allanarse a ella, total o parcialmente, según el caso. Este plazo se computará a partir de la notificación de la providencia del "cúmplase". No se requerirá para ello conformidad de la contraparte ni se aplicarán las costas del juicio.
- Art. 545. Oportunidad para promover la excepción en segunda o tercera instancia. Trámite. En segunda o tercera instancia el recurrido deberá promover la excepción al contestar la fundamentación del recurso, basado en las causas previstas en el Artículo 538.


El recurrente deberá hacerlo en el plazo de tres días, cuando estimare que en la contestación se haya incurrido en dichas causas. A los efectos del cómputo de este plazo, el Tribunal dispondrá que se notifique la contestación del recurso. 

Opuesta la excepción, regirán, en lo pertinente, las reglas previstas en los artículos precedentes.
- Art. 546. Oportunidad para oponer la excepción en los juicios especiales. En los juicios especiales de cualquier naturaleza, el accionado deberá oponer la excepción al contestar la demanda, o ejercer el acto procesal equivalente a la misma. 

El accionante deberá promoverla en el plazo de tres días, desde la notificación de la providencia que tenga por contestada la demanda o por ejercido el acto procesal equivalente.

- Art. 547. Oportunidad para oponer la excepción en los incidentes. El interesado deberá oponer la excepción al contestar el incidente; el incidentista deberá hacerlo en el plazo de tres días de notificada la contestación. 

La promoción de la excepción en los incidentes no impedirá que prosiga el curso del principal. Sólo se suspenderá el pronunciamiento de la sentencia definitiva si se tratare de incidente que afecte el fondo y tenga reconocido carácter suspensivo. En los demás casos, el juez o tribunal podrá dictar sentencia definitiva, aunque la Corte no hubiese resuelto la excepción.

- Art. 548. Notificación. La interposición de la excepción deberá ser siempre notificada por cédula a la otra parte y al Fiscal General del Estado en la forma prevista por este Código, salvo el caso de los juicios o actuaciones orales, en que se tendrá por notificada a la contraparte en el acto de la audiencia.

- Art. 549. Remisión. En los juicios especiales y en los incidentes se aplicarán las reglas de este Capítulo en lo pertinente.

CAPÍTULO II

DE LA IMPUGNACIÓN POR VIA DE LA ACCIÓN

- Art. 550. Procedencia de la acción y juez competente. Toda persona lesionada en sus legítimos derechos por leyes, decretos, reglamentos, ordenanzas municipales, resoluciones u otros actos administrativos que infrinjan en su aplicación, los principios o normas de la Constitución, tendrá facultad de promover ante la Corte Suprema de Justicia, la acción de inconstitucionalidad en el modo establecido por las disposiciones de este capítulo.
- Art. 551. Imprescriptibilidad de la acción y su excepción. La acción de inconstitucionalidad contra actos normativos de carácter general es imprescriptible, sea que la ley, decreto, reglamento u otro acto normativo de autoridad, afecte derechos patrimoniales, tenga carácter institucional o vulnere garantías individuales.

Cuando el acto normativo tenga carácter particular, por afectar solamente derechos de personas expresamente individualizadas, la acción prescribirá a los seis meses, contados a partir de su conocimiento por el interesado.

- Art. 552. Requisitos de la demanda. Al presentar su escrito de demanda a la Corte Suprema de Justicia, el actor mencionará claramente la ley, decreto, reglamento o acto normativo de autoridad impugnado, o, en su caso, la disposición inconstitucional. Citará además la norma, derecho, exención, garantía o principio que sostenga haberse infringido, fundando en términos claros y concretos la petición.

En todos los casos la Corte Suprema examinará previamente si se hallan satisfechos estos requisitos. En caso contrario, desestimará sin más trámite la acción.
- Art. 553. Efectos de la demanda. La interposición de la demanda no suspende los efectos de la ley, decreto, reglamento, acto normativo o disposición impugnada, salvo cuando la Corte Suprema así lo dispusiere, a petición de parte, porque su cumplimiento podría ocasionar al reclamante un perjuicio irreparable. Dicha resolución, se dictará de inmediato y sin sustanciación.

En los mismos términos podrá conceder medidas cautelares, de acuerdo con las disposiciones de este Código.

- Art. 554. Sustanciación. La Corte Suprema sustanciará la demanda oyendo al Fiscal General del Estado, cuando se trate de actos provenientes de los Poderes Legislativo, Ejecutivo o Judicial. Se oirá además, en su caso, a los representantes legales de las Municipalidades o corporaciones; o a los funcionarios que ejerzan la autoridad pública de la cual provenga el acto normativo, citándolos y emplazándolos en el asiento de sus funciones, para que la contesten dentro del plazo de diez y ocho días.

Si hubiere cuestiones de hecho que requieran ser aclaradas o probadas, la Corte ordenará las diligencias para mejor proveer que sean necesarias. 

La Corte pronunciará su fallo bajo la forma de Acuerdo y Sentencia Definitiva, en el plazo de treinta días.

- Art. 555. Efectos de la sentencia. La sentencia de la Corte Suprema sólo tendrá efecto para el caso concreto. En consecuencia, si hiciere lugar a la inconstitucionalidad, deberá ordenar a quien corresponda, a petición de parte, que se abstenga de aplicar en los sucesivos, al favorecido por la declaración de inconstitucionalidad, la norma jurídica de que se trate.
- Art. 556. Acción contra resoluciones judiciales. La acción procederá contra resoluciones de los jueces o tribunales cuando: 

a) Por sí mismas sean violatorias de la Constitución; o 

b) Se funden en una ley, decreto, reglamento u otro acto normativo de autoridad, contrarios a la Constitución en los términos del Artículo 550.
- Art. 557. Requisitos de la demanda y plazos para deducirlas. Al presentar su escrito de demanda el actor constituirá domicilio e individualizará claramente la resolución impugnada, así como el juicio en que hubiese recaído. Citará además la norma, derecho, exención, garantía o principio constitucional que sostenga haberse infringido, fundado en términos claros y concretos su petición. 

El plazo para deducir la acción será de nueve días, contados a partir de la notificación de la resolución impugnada, sin perjuicio de la ampliación por razón de la distancia. 

En todos los casos, la Corte examinará previamente si se hallan satisfechos estos requisitos. En caso contrario, desestimará sin más trámite la acción. 
- Art. 558. Trámites. Presentada la demanda, la Corte dispondrá que se traiga a la vista el principal y ordenará que se saquen compulsas del mismo, disponiendo la devolución de aquél para su prosecución, salvo que se trate de sentencia definitiva o de resoluciones con fuerza de tal o recaída en un incidente de los que suspenden el juicio. 

Del escrito de demanda correrá traslado a la otra parte por el plazo de nueve días, y de los presentados por las partes se dará traslado por igual plazo al Fiscal General del Estado. 

Con los escritos de referencia, o transcurridos los plazos para presentarlos, quedará conclusa la causa para definitiva. 

Se observarán además, en lo pertinente, lo dispuesto por este Código para la demanda y su contestación.
- Art. 559. Efectos de la demanda. La interposición de la demanda tendrá efecto suspensivo cuando se tratare de sentencia definitiva, o de interlocutoria con fuerza de tal. En los demás casos no tendrá ese efecto, salvo que, a petición de parte, la Corte Suprema así lo dispusiere para evitar gravámenes irreparables.

- Art. 560. Forma y contenido de la decisión y plazo para dictarla. La Corte Suprema pronunciará su fallo en la forma y en el plazo previsto en el Artículo 554. Si hiciere lugar a la inconstitucionalidad, declarará nula la resolución impugnada, mandando devolver la causa al juez o tribunal que se le siga en orden de turno al que dictó la resolución para que sea nuevamente juzgada. Las costas sólo se impondrán al juez o tribunal en el caso previsto por el Artículo 408.
El juez o tribunal a quien fuere remitida la causa, podrá resolverla, si correspondiere, aplicando una norma jurídica diferente a la declarada inconstitucional.
- Art. 561. Interposición previa de recursos ordinarios. En el caso previsto por el inciso a) del Artículo 556, la acción de inconstitucionalidad sólo podrá deducirse cuando se hubieren agotado los recursos ordinarios. El plazo para interponerla, se computará a partir de la notificación de la resolución que causa estado.
- Art. 562. Imposibilidad de interponer la acción si no se hubiese deducido la excepción. Si no hubiese opuesto la excepción de inconstitucionalidad en la oportunidad establecida por el Artículo 538 y el juez o tribunal resolviese la cuestión aplicando la ley invocada por la contraparte, no podrá impugnarse la resolución por vía de acción de inconstitucionalidad.
- Art. 563. Declaración de oficio por la Corte Suprema de Justicia. Cuando correspondiere, la Corte Suprema de Justicia declarará de oficio la inconstitucionalidad de resoluciones, en los procesos que le fueren sometidos en virtud de la ley, cualquiera sea su naturaleza.
- Art. 564. Inimpugnabilidad de las resoluciones de la Corte Suprema de Justicia. No serán atacables por la vía de la acción de inconstitucionalidad las resoluciones dictadas por la Corte Suprema de Justicia. 


UNIDAD II
Fuentes del Derecho

La frase “Fuente del Derecho” quiere significar el punto en que la norma ha salido de las profundidades de la vida social para aparecer en la superficie del derecho. La fuente del derecho en sentido general, es la naturaleza humana, la vocación jurídica del espíritu humano. Pero en sentido especial debe entendérsela como toda forma de producción de normas jurídicas.

Cuando hablamos de fuentes del derecho, debemos referirlas al derecho objetivo y positivo, esto es, como sistema de normas destinadas a disciplinar las relaciones sociales, que se imponen imperativamente bajo el poder coactivo del Estado.


Hay varias clasificaciones de las fuentes del derecho y los juristas no están de acuerdo sobre ellas. Stamler divide las fuentes en originarias y derivadas. Entre las primeras incluye este autor a las conquistas, colonias, revoluciones, etc., y entre las segundas (derivadas) a la Ley, la Doctrina, la Jurisprudencia y la Costumbre.
CONCEPTO: En sentido pristino, fuente designa el origen o nacimiento del caudal que corre a partir del mismo. Así, buscar la fuente de un río es investigar el lugar por donde salen las aguas de la tierra.

En el concepto amplio del término, fuentes del Derecho son los modos como se originan y establecen las normas que integran el Ordenamiento Jurídico Positivo.


El Derecho surge con la vida social, deriva de los hechos. Pero las reglas que lo constituyen, se establecen de modo distintos. Cuando hablamos de fuentes del Derecho, debemos referirlas al Derecho objetivo y positivo, esto es, como sistemas de normas distintas a disciplinar las relaciones sociales, que se imponen imperativamente bajo el poder coactivo del Estado.


El estudio de las fuentes del Derecho, pone de manifiesto la preocupación del jurista, en el análisis de los modos como se producen y expresan las normas integrantes de un ordenamiento jurídico.


CLASIFICACIÓN: En la elaboración de las Normas Jurídicas concurren la sociedad y el Estado. De ahí que no exista una fuente única para la producción de aquellas, sino diversas fuentes.

Los juristas discrepan acerca del número de las mismas y su jerarquía. La clasificación más aceptada, separa las fuentes del Derecho en dos grupos: Fuentes Reales y Fuentes Formales. Esta diferenciación está fundamentada en los dos elementos constitutivos de toda Norma Jurídica: Material el uno, Formal el otro. El primero se refiere a la sustancia o contenido y el segundo da a este la expresión adecuada para imponerse.
FUENTES FORMALES: Son los requisitos de formato, modelo, parámetro obligatorio y predeterminado que debe reunir toda Norma Jurídica, una vez estructurada para imponerse socialmente bajo el poder coactivo del Estado. Se trata de los actos en virtud de los cuales los contenidos materiales, alcanzan la formulación normativa específica, revestida de juridicidad que se impone con carácter obligatorio por ser coercible.


Para uno la fuente única es la Ley, porque las Normas Jurídicas solo pueden ser creadas por el Estado. Es evidente que en la actualidad la Ley sola no puede satisfacer las necesidades de la vida jurídica, en su totalidad.


Otros autores reducen la enumeración a dos fuentes: La Ley y la Costumbre, esta es, al Derecho escrito o legislado y al Derecho no escrito o consuetudinario. El Derecho Positivo, está señalado por el tránsito del Derecho no escrito cuya expresión es la Costumbre al Derecho legislado, cuya expresión es la legislación.

Algunos autores agregan a las fuentes ya mencionadas la Jurisprudencia, producto de la actividad de los órganos jurisdiccionales del Estado y otros finalmente, la Doctrina o los Principios Generales del Derecho. La Doctrina como fuente, es la elaboración científica del Derecho por obra de los juristas.

FUENTES MATERIALES: Se denomina fuentes reales o materiales, los factores y elementos que producen la aparición de las Normas jurídicas y determinan su contenido. Los autores clasifican las causas que influyen en la producción del Derecho de este modo: factores políticos y sociales que trasuntan ideologías, factores económicos representativos de intereses, factores morales y religiosos que nuclean tradiciones.

La serie de hechos, factores antecedentes mencionados, por si sólo representan meras tendencia hacía lo jurídico. Constituirán la causa eficiente para la elaboración de las reglas de Derecho, integrantes del ordenamiento jurídico-positivo, únicamente después de haber asumido las formas obligatorias y predeterminadas que deben tener como reglas de conducta anterior, para imponerse socialmente bajo el poder coactivo del Estado.


Destacan los autores que el paso de las fuentes materiales de las formales, a los procesos de producción del Derecho, se tornan a veces casi insensibles. De ahí surge la importancia que en no pocas oportunidades pueden adquirir las fuentes materiales.


En efecto, hechos sociales como guerras civiles, golpes de Estado, victoria militar en guerras internacionales producen nuevos ordenamientos jurídicos, mediante procesos fulminantes, que se caracterizan por la solución de continuidad o ruptura de la lógica de antecedentes y consecuentes en el orden jurídico suplantado (la materia es lo que puede llegar a ser, la forma es el ser mismo en su plenitud).


RELACIONES ENTRE SÍ: Las fuentes materiales son en realidad ajenas al derecho, constituyen su antecedente lógico y natural, prefiguran su contenido, y encierran en potencia las soluciones que han de adoptar las normas jurídicas. En cambio, la fuentes formales son ya la manifestación exterior de una voluntad dispuesta a crear el Derecho, a dar nacimiento a una nueva Norma jurídica.

Conviene no confundir las fuentes formales que dan origen al derecho, con la norma creada por ella. La fuente es el medio de producción, la norma el resultado, la primera es la forma, la segunda es el contenido.

LA LEY COMO FUENTE DEL DERECHO

CONCEPTO: Etimológicamente la palabra LEY deriva del latín lex, legis que a su vez procede del verbo lego, legere, y significa leer. Dicha etimología es la más lógica, por cuanto hace alusión a la característica de ser la LEY una norma escrita legible en contraposición a la Costumbre o Derecho Consuetudinario.

El sentido jurídico de la palabra, LEY, es la norma escrita general, obligatoria y establece que emana del Poder Público, por motivo de interés general y en beneficio de la convivencia social.

En los términos enunciados, quedan comprendidas como obras de la autoridad pública: Las Constituciones o Leyes fundamentales del Estado, actos emanados del Poder Constituyente, las leyes propiamente dichas o actos emanados del Poder Legislativo, los reglamentos generales o actos emanados del Poder Ejecutivo, las ordenanzas municipales, departamentales o actos emanados de los poderes locales de cada ciudad o pueblo.
La legislación es la fuente fundamental para la creación de las normas jurídicas generales, pues, la elaboración jurisprudencial está limitada exclusivamente a las normas individualizadas.

CARACTERES
1) Es norma escrita en contraposición a la costumbre o derecho consuetudinario. Dicho modo de expresión es absolutamente necesario. El derecho formado por las leyes es la obra de la autoridad pública y debe estar consagrado en textos expresos y escritos.
2) Es el precepto general. La ley rige para todos los destinatarios que constituyen la categoría de personas incluidas, por encontrarse en la situación que ha sido prevista por el supuesto normativo (padre, hijo, conyugue, acreedores, deudores, trabajadores, empleadores, ciudadanos paraguayos, extranjeros, propietarios, etc.).
3) Es obligatoria. Este carácter envuelve la idea que las leyes han sido establecidas para su cumplimiento, el cual es coactivamente impuesto por el Estado. Toda ley debe ser siempre coercible, pues de lo contrario no constituirá norma jurídica. Nuestro Código Civil estatuye que la leyes son obligatorias para todos los que habitan el territorio de la República, sean connacionales o extranjeros, domiciliados o transeúntes. De acuerdo con la opinión que actualmente prevalece, el fundamento de la obligatoriedad de las leyes o estriba en el conocimiento subjetivo de los destinatarios, sino en la seguridad jurídica que exige su aplicación de todos, aunque las ignore.
4) Es norma estable. Este carácter significa que la ley no se dictan para la vida de las personas que las elaboran, sino para la de sus destinatarios. La vitalidad de una Ley se mantendrá incólume mientras perdure las situaciones objetivas por ellas contempladas, y continuará rigiendo las relaciones sociales hasta que sea sustituida en todo o parte por otra ley, conforme a lo preceptuado en el ordenamiento jurídico positivo.

5) Emana del Poder Público. La ley debe provenir de fuente idóneo. Los autores destacan que las leyes modernas, son hechos por los parlamentarios de acuerdo con el procedimiento establecido por la Constitución Nacional, en la elaboración de las leyes o normas jurídicas generales, solo interviene los poderes del Estado que poseen significación política, esto es, el Legislativo y el Ejecutivo. El Poder Judicial no interviene en el proceso formativo de las leyes, aunque posteriormente las interpreta y aplica, a los casos particulares sometidos a su decisión. Por consiguiente ninguna persona o entidad de carácter privado, puede establecer leyes. Esta atribución incumbe exclusivamente al Poder Público y es ejercida mediante los órganos competente designados en la Constitución Nacional.

6) Inspirados en motivos de interés general y beneficio de la convivencia social. Las leyes deben estar fundadas en una necesidad común relativa a la convivencia social y en motivo de interés general. El legislador ha de ser siempre cabal interprete de las realidades del medio social, a fin de que las leyes se conviertan en reglas útiles para bien común, y no en frutos meramente racionales por el afán lógico o teórico de legislar a diestra y siniestra. 
FORMACIÓN: El formalismo exterior o ritual necesario para establecer las leyes o normas jurídicas generales, llamase procedimiento legislativo. Este varía en sus modalidades con cada Derecho Positivo Nacional.
El proceso normativo de la ley comprende cinco momentos o etapas que se denominan así: iniciativa, discusión, sanción, promulgación y publicación. Vamos a estudiarlo en general y con especial referencia al Derecho Constitucional Paraguayo.

Las formalidades enunciadas determina la validez de la ley. La omisión de cualquiera de ellas, causa la nulidad de la ley e impide la ejecución de la misma.

a) Iniciativa: Es la facultad de proponer un proyecto para ser discutido y eventualmente sancionado. Puede ser iniciativa popular, iniciativa del Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial.

b) Discusión: La discusión es el acto complejo que solo puede realizar el Poder Legislativo. Durante la misma se la estudia y aprueba o desaprueba.

c) Sanción: La sanción es el acto solemne en virtud del cual se da formas auténtica y definitiva al proyecto de ley aprobado por el Poder Legislativo.

d) Promulgación: Es el acto por el cual el Poder Ejecutivo manda cumplir la ley, una vez sancionad, denominase publicación.

e) Publicación: Es el acto en el cual se hace saber a los habitantes de la República, la existencia y promulgación de la ley (Art. 203 y sgte C.N).


OBLIGATORIEDAD: En principio toda ley es obligatoria ya que el orden jurídico entraña una exigibilidad que no puede quedar al arbitrio de los obligados, y reclamar esencialmente una sanción contra los transgresores. El Art. 1º del Código Civil establece que las leyes son obligatorias en todo el territorio de la República desde el día siguiente al de su publicación, o desde el día que ella determine.

ABROGACIÓN: Es derogar una ley, en términos generales es dejarla sin efecto quitarle su vigencia o fuerza obligatoria, sea que se la sustituya o no por otra, la facultad de derogar las leyes corresponde al mismo poder público que las dictó.


IGNORANCIA: Las leyes debidamente promulgadas y publicadas, originan la presunción de que son conocidas por todos los habitantes del país. Siendo así, no es admisible alegar la ignorancia de la mismas. Es tradicional el principio en virtud del cual, la ignorancia de la ley, no excusa su cumplimiento.

CLASIFICACIÓN


La Constitución es la ley fundamental del Estado, a la que debe supeditarse el ordenamiento jurídico vigente. Sus principios y disposiciones normativas, regular la organización del gobierno para cumplir los fines del Estado y las actividades ejercidas en el territorio bajo la soberanía de este, por las personas físicas y jurídicas, sean estas privadas o públicos.


La Constitución o ley fundamental, debe distinguirse de las leyes ordinarias pues, ambas, poseen rangos y origen distintos. La primera es fundante respecto de las leyes ordinarias que tienen carácter de normas secundarias. La validez de estas leyes ordinarias deriva de la Constitución que crea pero no aplica porque no existe norma superior a la misma. Las Constituciones son actos jurídicos emanados del Poder Constituyente que reside en la nación; las leyes propiamente dichas son actos emanados del Poder Legislativo.

Las Leyes ordinarias tienen por finalidad desenvolver los preceptos de la Constitución que contienen principios, derechos, garantías y obligaciones.


Las Leyes ordinarias se subdividen en leyes orgánicas y leyes reglamentarias. Las ordinarias son las que tienen por finalidad la estructuración de una rama la administración pública para ponerla en funcionamiento, mientras que las leyes reglamentarias precisan y delimitan los derechos, garantías y obligaciones, para regular la conducta o el obrar de todos los que habitan el territorio donde impera el Estado.

Las Leyes generales son las que se aplican con fuerza igual a todos los habitantes de la República en el orden civil y penal, y a todos los ciudadanos en el orden político.


Las Leyes especiales regulan con criterio selectivo un sector determinado de la actividad de las personas físicas o jurídicas. Su contenido normativo concierne a una materia específica y completa a la vez.


Las Leyes de orden público regulan las instituciones fundamentales de la organización social, política y económica de un país, mediante Normas imperativas e inderogables por convenciones entre partes.

La Leyes interpretativa es aquella por la cual se propone aclarar el sentido dudoso, anfibológico o controvertido de una Ley anterior.


Las Leyes delegadas son las que por razones de orden técnico o porque la Ley resultaría fácilmente modificable, el Poder Legislativo no regula en su plenitud una materia determinada, y en esa situación puede autorizar al Poder Ejecutivo la estructuración de las normas jurídicas necesarias, dentro de límites explícitos, mediante de las leyes delegadas.


La Ley marcial, que significa Ley de guerra, nuestra constitución no la autoriza.


La Leyes secretas son admisibles cuando tienen carácter excepcional y no imponen obligaciones a la generalidad de los habitantes; podría darse para la adquisición de armamentos para la defensa nacional, tratados de alianza militar; pero la publicación en nuestro Ordenamiento Jurídico es requisito necesario para la obligatoriedad de las Leyes, conforme al Art. 1º del Código Civil.

Las Leyes de fe de erratas, después de la promulgación de los códigos pueden descubrirse errores fundamentales en el contenido preceptivo, y para rectificarlo válidamente se acude al arbitrio de las mismas.

a) Leyes constitucionales y leyes ordinarias.
b) Leyes materiales y leyes formales.

c) Leyes generales y leyes especiales.

d) Leyes de orden público.

e) Leyes interpretativa.

f) Leyes delegadas.

g) Leyes marcial.

h) Leyes secretas.

i) Leyes de fe de erratas.


LOS DECRETOS: Llamase Decreto, en general, a toda Norma jurídica impuesta por un órgano estatal. Cuando lo dicta el congreso, se llama Decreto Legislativo, cuando lo dicta el Poder Judicial, Acordada, solo cuando emana el Poder Ejecutivo, es cuando específicamente recién ese nombre.


El Decreto ocupa un lugar intermedio entre la ley y la resolución, que puede ser también legislativa, judicial o administrativa. Entre las normas administrativas tiene una categoría especial las ordenanzas municipales o departamentales cuya obligatoriedad no excede de radio urbano o departamento. Las acordadas, reglamentos, y demás disposiciones de la Corte Suprema de Justicia importan el ejercicio de la Superintendencia, que la Constitución concede a este alto cuerpo.


Dentro de la administración general del país, todos los entes Autárquicos tienen facultad para dictar su propio reglamento interno de acuerdo con la ley pertinente.


La facultad del Presidente de la República para dictar Decretos deriva de su carácter de jefe supremo del Estado, vale decir de la administración general del país.


LA LEGISLACIÓN: El término legislativo en sentido amplio, designa el conjunto de leyes vigentes en el Estado, esto es, de normas generales que imputan abstractamente a un supuesto de hecho, una consecuencia jurídica. De un modo especial, el vocablo legislación comprende todas las leyes a una rama determinada del Derecho.

Una exigencia de la técnica jurídica creo la conveniencia de agrupar en un solo haz las leyes dispersas que, por su número y diversidad de materias, ofrecían dificultades para su cabal conocimiento y aplicación. Así nacieron los primeros cuerpos legales, conocidos bajo los nombres de copilación, recopilación, pandectas, digesto y código, pero conviene advertir que ninguno de estos trabajos tenían la organización propia de los códigos actuales.


LA CODIFICACIÓN: La codificación en sentido técnico, significa acción y efecto de codificar, esto es, reunir el Derecho Positivo en un cuerpo de disposiciones legales, ordenadas metódicamente. Por el sistema de codificación seguido en la época actual, se dictan las leyes o reglas sociales obligatorias relativas a una rama determinada del Derecho positivo de una sola vez, integrando un código.


Los códigos constituyen leyes. Pero en relación a las demás, presentan la particularidad de reunir en un cuerpo único, disposiciones normativas ordenadas conforme a un plan metódico y sistemático.


La concepción que ella importa nació en el siglo decimonónico, como un paso adelante en el afán recopilatorio. No basta con agrupar leyes, hay que estructurarlas de modo a formar un todo orgánico en que sean visibles los principios dominantes, la interdependencia y el orden jerárquico de las partes. Se abandonó el pensamiento de crear códigos universales, para optar por el propósito de elaborar códigos especiales sobre cada rama del derecho, evolución que no ha terminado aún, pues, en vez de esa especialización por materia la tendencia hoy es a una especialización por instituciones.


La gloria del tránsito de la recopilación a la codificación corresponde sin duda alguna, al Código de Napoleón. Este código ha abierto a los países de Europa y América el camino de la codificación, y constituye, después del derecho romano, el sistema jurídico de mayor influencia y difusión en el mundo.


La codificación ofrece grandes ventajas, en opinión del Profesor Frescura y Candia, y sus inconvenientes, que también los tiene, no hay que exagerarlas, por ser superables; trayéndose a colación una cita en los apuntes del codificador argentino Dalmacio Vélez Sarsfield, respecto al pensamiento del jurista francés Rausset: “Un código nunca es la última palabra de la perfección legislativa, ni el término de un progreso. La prudencia humana tiene sus límites y los códigos de una generación serán siempre reformados por los mejores de una generación, y que por el porvenir no puede encadenarse a una regla inmutable, no debe exigir de los legisladores sino los beneficios de una legislación temporaria”.


En nuestro país, conforme a nuestra constitución vigente, la misma preceptúa que es atribución del Congreso Nacional dictar los códigos y demás leyes, modificadas y derogarlas.

IMPORTANCIA

a) Permite reunir el derecho positivo en una congerie de leyes sistematizadas, a fin de una mayor unidad lógica.
b) Facilita el conocimiento y aplicación del Derecho, haciendo más rápida la exploración de las reglas jurídicas.

c) Permite elaborar el derecho escrito en el momento que se hace sentir su necesidad en el complejo social.

OTRAS FUENTES DEL DERECHO


LA JURISPRUDENCIA: Es el modo uniforme y constante en que los Tribunales aplican el derecho, a los casos sometidos a su jurisdicción. Dicho hábito queda corroborado por una serie de fallos firmes y uniformes o de sentencias judiciales coincidentes.


La Jurisprudencia en la acepción indicada, es el modo uniforme y constante en que los Tribunales de justicia aplican el derecho, a los casos sometidos a su jurisdicción. Para constituir verdadera fuente jurídica, la Jurisprudencia debe reunir las cualidades siguientes: ha de ser constante, uniforme u homogénea y ajustada a la Ley.


En la práctica consiste en la aceptación de las soluciones que otros Tribunales de justicia dieron previamente a casos análogos, por considerarlas dignas de ser seguidas. Dichas sentencias concordantes revelan la forma habitual en que los tribunales de justicia interpreta y aplican el Derecho positivo vigente a los casos concretos sometidos a su decisión. La Jurisprudencia es la dinámica de la Ley, concretamente es la unificación de los fallos firmes. Así como un solo uso no hace costumbre, un solo fallo no hace Jurisprudencia, aunque en algunos países la Jurisprudencia no depende de la repetición de fallos, sino de una autoridad concretamente determinada para fijarla.

La función de la Jurisprudencia es múltiple, y la mayoría están de acuerdo en que cumple cuatro misiones importantes, como ser la explicativa, supletoria, diferencial y renovadora, que podríamos llamar funciones ordinarias; y otra aparte de estas, la misión de defender la estabilidad del orden jurídico, aunque hay que hacer hincapié que es muy difícil que la jurisprudencia vuelva a tener la fuerza que tuvo durante la república en Roma, prestigio que fue declinado durante el absolutismo, pero su ambiente propicio es el de la democracia pues sólo en ese medio pueden existir jueces independientes, representativos del pueblo y controlado por el mismo.

LAS FUNCIONES DE LOS JUECES: La jurisprudencia cumple cuatro funciones específicas:
a) La función explicativa se realiza cuando una Ley es oscura o de texto anfibológico y el juez debe desentrañar su verdadero significado y alcance para aplicarla al caso controvertido.

b) La función supletoria tiene entrada cuando la Ley ha previsto o guarda silencio respecto del caso suscitado y el juez debe buscar la solución dentro del ordenamiento jurídico positivo.

c) La función diferencia hace posible la discriminación previa de las circunstancia del caso sub-examen, cuando puede derivar grave injusticia de la aplicación estricta de la Ley.

d) La función renovadora cuando la Ley envejece por anacrónica en cuyo caso conviene verificarla mediante una interpretación racional.

LA DOCTRINA DE LOS JURISTAS: Esta fuente del derecho, está constituida por los estudios de carácter científico que realizan los juristas con la finalidad principal de sistematizar, interpretar y aplicar las Normas Jurídicas.


La doctrina como fuente del derecho abarca todo el saber jurídico, comprende la técnica, la ciencia y la filosofía jurídica, especialmente esta última por ser la filosofía del derecho, con sus problemas de derecho natural, justicia y equidad, la parte cognoscitiva que más se utiliza en la integración del derecho. La labor doctrinaria adquiere en Roma una prestancia equiparable a la labor jurisprudencial. Son los juristas tanto como los Pretores los que han dado al Derecho Romano su configuración de derecho, tipo y trono a la vez de múltiples derechos filiales, así como hubo un momento en que las opiniones de los grandes jurisconsultos llegaron a tener tal autoridad y fuerza, que servían, a la par de las constituciones imperiales, para decidir las diferencias de los litigantes.

Era el tiempo de la llamada “Ley de Citas (426 años después de Jesucristo), según el cual se podía invocar en juicios los escritos de Papiniano, Paulo, Ulpiano, Gayo y Modestino, que constituían los cinco grandes, y en su caso de otros jurisconsultos, siempre que hubiesen sido citados por cualquiera de ellos y en caso de discrepancia, se decidía por la mayoría y si había empate, prevalecía la opinión de Papiniano. En el derecho moderno, las opiniones de los juristas no constituyen una forma de expresión del Derecho, salvo raras excepciones en que son declaradas obligatorias por el Poder Público; así en el Código Civil Suizo ha elegido la doctrina como fuente judicial formal de carácter supletorio, a falta de ley o costumbre aplicable al caso controvertido, en tal supuesto faculta al juez para obrar como si fuese legislador, inspirándose en las soluciones consagradas por la doctrina; también en el Código Civil del Uruguay y que sirve de ejemplo para el caso también puede ser utilizado, cuando ocurrido un negocio civil que no pueda resolverse por las palabras ni por el espíritu de la Ley ni por la analogía, se apelará a los Principios Generales del Derecho y a la Doctrina, considerando las circunstancias del caso.


LA COSTUMBRE: Es la norma no escrita constituida a través del tiempo, por la repetición constante y uniforme de usos y prácticas sociales, en la colectividad que tiene la convicción de aceptarla como reglas obligatorias de conducta.

Con anterioridad a las Leyes, o sea el Derecho escrito, existió en todos los pueblos de la tierra, la consuetudo, expresión romana que quiere decir Derecho de las Costumbres.


La Costumbre en sentido jurídico o Derecho Consuetudinario, es la Norma no escrita constituida a través del tiempo, por la repeticiones constante y uniforme de usos y prácticas sociales en una colectividad, que tiene la convicción de aceptarla, como regla obligatoria de conducta. De ahí que pueda ser coercitivamente exigida para garantizar las condiciones de vida humana social.


En el siglo XIX comienza a declinar el Derecho Consuetudinario, que de pare pasó a ser hijo o ahijado del derecho escrito. La costumbre figura aún en algunos códigos como fuente formal independiente, pero su función jurídica corriente es la de coadyuvar con la Ley en el cumplimiento de sus fines.


La Costumbre es de gran aplicación en el Derecho Internacional Público; tanto, que constituye una de sus fuentes. Dentro del derecho común tiene mayor entrada en la materia comercial que en la civil.


Nuestra ley no lo define, razón por la cual hay que apelar a la Doctrina. Como decían las Partidas (Código Español vigente en tiempo de la Colonia), del tiempo nace el uso y del uso la Costumbre. El USO es una práctica, un hecho, y la Costumbre, un derecho. De donde se infiere que no todo uso es costumbre.

Pero toda Costumbre es uso. Tampoco toda costumbre es Costumbre jurídica, pues hay usos y costumbres que escapan al derecho, como son las prácticas religiosas, morales y decoro social, que generan un deber pero no una obligación.


Los autores modernos distinguen en la costumbre tres tipos: delegante, delegada y derogatoria. Es delegante cuando crea espontáneamente un derecho escrito. Es delegada cuando está suple y es derogatoria, cuando la costumbre se opone a la ley y la contradice hasta quebrar su validez.


La costumbre en nuestro derecho positivo: nuestra constitución establece que ningún habitante puede ser obligado a hacer lo que la ley no manda, ni privado de lo que ella no prohíbe, lo que quiere decir que sólo la ley, y no la costumbre, puede crear deberes jurídicos. Esa declaración, que en forma absoluta solo se aplica en materia, esta atemperada por nuestro Código Civil que admite la posibilidad de que la costumbre pueda generar obligaciones y derechos, siempre que la ley se refiera a ella (Art. 7 C.C.P.). De esto se deprende que la ley, es la única fuente directa de nuestro derecho y que la costumbre, es sólo una fuente indirecta, supletoria de la ley, en el único caso de que esta la establezca.

El mayor radio de acción de la costumbre como fuente indirecta del derecho está en la materia Comercial. Generalmente en materia Comercial, el Juez está autorizado a apelar en ciertos casos a las costumbre, tanto para dar a los contratos el efecto que deben tener según la presunta voluntad de las partes como para interpretar las palabras o frases técnicas y las convenciones mercantiles. Las costumbre tienen así una doble función; Interpretativa y Supletoria.
UNIDAD III

La interpretación de la ley

CONCEPTO: La interpretación consiste en desentrañar el espíritu de la ley, el sentido exacto de la norma jurídica, esto es, reconstruir la voluntad del órgano productor de la misma.

No se interpretan solamente las leyes, sino todas las normas jurídicas, sean de observancia general o las individualizadas; ya provengan del legislador, de la costumbre o de la demás fuentes formales de producción, para establecer exactamente lo que exigen de nuestra conducta en mira a la convivencia social.


Llamase Hermenéutica, aplicada a cualquier palabra o fenómeno, el arte de interpretar y Hermenéutica Jurídica, a la interpretación de las normas jurídicas. Interpretar una ley vale tanto como desentrañar su sentido, fijar su significado y alcance.

Por qué se interpreta la ley? Sencillamente porque sin ese paso preliminar resulta imposible aplicar con eficacia. La hermenéutica jurídica se impone por varias razones. La primera, porque ninguna ley, siquiera aparentemente clara, puede sustraerse a una interpretación racional que serviría de base para una aplicación equitativa; y la segunda, porque la hermenéutica jurídica es una técnica que no está alcance del vulgo, sino de gente especializada y preparada para ese efecto. 


La etimología del vocablo interpretar es significativa. Denota la acción del que media (intermediario) en las compras y negocios entre personas, para traducir las expresiones de una de ellas y comunicarlas a la otra. Desde el punto de vista de la técnica jurídica, entre la fórmula conceptual de la ley y el caso concreto ha de ser juzgado, aparece la personalidad de un intermediario: el aplicador de las reglas del Derecho (Juez). Su misión consiste en descubrir el verdadero sentido y alcance de la norma general y abstracta, para adecuarla a un caso determinado.


Es interesante tener en cuenta lo que afirma el Jusfilósofo Argentino, Profesor Carlos Cossio: “Los jueces no interpretan leyes o normas, sino que interpretan o comprenden conducta, a través de esquemas de interpretación llamados leyes”. Y agrega: “Las leyes en cuanto concepto puros, son universales lógicos, y nada gana el jurista con averiguar la infinidad de situaciones que pueden abarcar. Lo que interesa la jurista es saber: A cuáles hechos de conducta, deben ser referidas concretamente las normas legales, y esto ya no es una faena de lógica sino de axiología (valorativo). Lo que interpreta el Juez es siempre la conducta humana, bien sea la conducta viviente o la norma jurídica que es la conducta abstractamente considerada por el legislador”.

ELEMENTOS CONSTITUTIVOS DE LA INTERPRETACIÓN DE LA LEY


Debemos a Savigny, la fijación de estos elementos, que son: el gramatical, el lógico, el histórico y el sistemático.

Pero hay que advertir, conforme lo hace notar el propio Savigny, que no son cuatro clase de interpretación, entre las cuales se pueda escoger a gusto o capricho, sino cuatro operaciones distintas, cuya conjunción es indispensable para una buena interpretación de la ley.

- ELEMENTO GRAMATICAL: tiene por objeto conocer las palabras de que el legislador se ha servido para trasmitir su pensamiento, esto es, conocer el lenguaje jurídico. A este primer paso, del proceso interpretativo se le llama también literal o filológico, por el hecho de indagar el significado de las palabras según su etimología y uso.


- ELEMENTO LÓGICO: llamase así -dice Savigny- a la descomposición del pensamiento o las relaciones lógicas que unen a sus diversas partes. Ya lo dijo, el jurista romano Celso: “Saber las leyes no es entender sus palabras sino penetrar el sentido y la mente de ellas”.


La ratio legis (razón de la ley), comprende según Savigny, tanto el principio en que la norma se inspira, como el fin, la intención de la misma. Lo ideal en esta etapa es coordinar el motivo con el fin de la norma. Desentrañar el espíritu de la ley, es determinar por medio del razonamiento, el fin que se tuvo a la vista al dictarla, los motivos que inspiraron y las necesidades que procuró satisfacer.

- ELEMENTO HISTÓRICO: tiene por objeto este elemento el estado del derecho existente sobre la materia en la época en que la ley ha sido dada.


El conocimiento de las leyes anteriores, más que de los antecedentes, es de gran utilidad para el jurista, por el hecho de que una ley nunca es una creación espontánea, sino hija del medio y de otras leyes, muchas de ellas son supervivencias que no han sido derogadas. De ahí la importancia del derecho histórico para el intérprete.


- ELEMENTO SISTEMÁTICO: tiene por objeto el lazo íntimo que une las instituciones y normas jurídicas en el seno de una vasta unidad, que es el sistema. Esta operación última llamada sistematización, es un trabajo de coordinación de liquidación de antinomias y de construcción, basado en la necesidad de ubicar dicha ley o precepto en el cuadro de sus relaciones con los demás leyes y preceptos del ordenamiento jurídico.

* TIPOLOGÍA DE LA INTERPRETACIÓN: una clasificación subjetiva distingue en la interpretación estos tres tipos: Autentica, Judicial y Doctrinal.
- AUTENTICA: la que hace el soberano. Emana del mismo legislador. En Francia en el periodo revolucionario la interpretación hacia la misma asamblea legislativa a petición de los jueces. En el Derecho Justiniano, la máxima autoridad interpretativa era el príncipe. Hay que advertir –dice el Prof. Soler- que la interpretación Auténtica está en un creciente desuso. Ocasiona más peligro que ventaja. Ordinariamente, se hace decir a la ley lo que no dijo o no quiso decir, cuando lo más indicado es dictar una ley nueva que la derogue en la parte que se pretende aclarar.

Desde Montesquiu –dice el Prof. Frescura- se ha considerado como una garantía fundamental, derivada de la división de los poderes del estado, es el principio según el cual quién dicta la ley, no debe interpretarla ni aplicarla.

- JUDICIAL: la hecha por los jueces y tribunales. Y la interpretación Doctrinal, es la hecha por los juristas: “La interpretación judicial se diferencia de la doctrinal en que aquélla es oficial, y esta privada. Pero el hecho de que sea oficial no quiere decir que sea siempre obligatoria, como el hecho de que sea privada no impide que tenga una gran influencia moral. La interpretación judicial es la base de la jurisprudencia, como la interpretación doctrinal es la médula de los principios generales del derecho. 

CLASIFICACIÓN OBJETIVA



Esta clasificación se basa en el alcance de la interpretación y comprende: la Declarativa, la Extensiva, la Restrictiva y la Abrogante.

- DECLARATIVA: se limita a esclarecer el significado de las palabras antiguas, si las hay. Esta interpretación llamada también estricta, constituye la regla, frente a las demás arriba mencionadas, que son correctoras de la ley y, por tanto, excepción. Busca apreciar el sentido exacto de la Ley, en su forma y contenido, sin ampliar o restringir su alcance.


- EXTENSIVA: cuando la interpretación tiende a ampliar el común significado de las palabras, en vista de que éstas dicen menos de lo que la Ley quiere decir. Pero no buscar agregar algo nuevo a la ley, sino poner en descubierto lo que ella potencialmente contiene. Ejemplo, cuando la ley emplea la palabra hombre, se entiende que se refiere también a la mujer; o, cuando la normativa dice que el hijo no puede pedir la quiebra del padre, debe incluirse en esa prohibición, por extensión, a la madre.


- RESTRICTIVA: 
se llama restrictiva, cuando la interpretación tiende a reducir el significado de las palabras. Es cuando la ley, dice más de lo que quiere expresar. En materia comercial, la interpretación restrictiva debe buscar la liberación del deudor, así como en materia penal la libertad del individuo y la disminución de la pena (En caso de duda, la duda va a favor del reo).

- ABROGANTE: cuando se busca resolver los problemas de incompatibilidad y contradicción que las leyes presenta, la solución tiene que ser de opción por una u otra ley, o preceptos, en cuyo caso la ley o precepto preferidos quedan sin vigor en el caso ocurrente.


En nuestro derecho positivo vigente, al Constitución Nacional es la Ley Suprema de la Nación. Toda Ley, Decreto, Reglamento u otro acto de autoridad que se oponga a lo que ella dispone, es nulo y sin ningún valor (Art. 137 C.N).

APLICACIÓN DE LA LEY


Aplicar las normas jurídicas es someter a su imperio los casos singulares o concretos que han de ser regulados. Las Leyes contienen preceptos abstractos comprendidos, en las fórmulas conceptuales de que se valen, para establecer sus presupuestos y consecuencias jurídicas.


Ahora bien, las relaciones humanas que acontecen en la realidad asumen formas concretas. Siendo así, para que dichas relaciones sociales puedan regirse por las normas jurídicas rígidas y abstractas, es necesaria una operación técnica de esencia intelectual, denominada aplicación.


Ella denota un paso de lo abstracto a lo concreto, de lo general a lo particular.


Interpretada la norma, hay que aplicarla. ¿Cómo realiza el Juez esa tarea?. Mediante un silogismo en que la premisa mayor es la Ley, y la premisa menor, el caso controvertido. La conclusión la da el Juez al verificar si el supuesto hecho está dentro de la Norma que se invoca, y al individualizar seguidamente la persona a quién cabe imputar las consecuencias jurídicas de la norma, o sea los derechos y obligaciones emergentes de la misma.


La primera cuestión que el Juez debe plantearse y resolver antes de aplicarla una Norma es la determinación de su positividad y vigencia, que son dos cosas distintas. Todo derecho vigente es positivo, pero no todo derecho positivo es vigente. Una Ley es derecho positivo en cuanto ha sido impuesta por el Estado, pero la obligatoriedad, que es su características, puede perderla o conservarla. De ahí la división del Derecho Positivo en Histórico y vigente. Un Juez que aplica una Ley que no está en vigencia es pasible de enjuiciamiento. Comete prevaricato, el Juez que funda su sentencia en una Ley falsa, supuesta o derogada.


No basta con la vigencia de la Ley. El Juez debe también tener en cuenta su constitucionalidad y apreciar su jerarquía en el orden positivo.


La Derogación de la Ley, no es otra cosa que la pérdida de su vigencia, la derogación puede ser total o parcial, siendo la parcial, la propiamente dicha y que a su vez puede ser Tácita o Expresa. Es Expresa si aparece consignada en la nueva Ley, y Tácita se es resultado de fechas. En un principio dominante en esta materia que la Ley posterior deroga a la anterior, siempre que se trate de normas de igual grado y con mayor razón cuando la más nueva es de superior jerarquía.
EFECTOS DE LA LEY

APLICACIÓN DE LAS LEYES NUEVAS


El Art. 2º preceptúa: “Las leyes disponen para el futuro, no tienen efecto retroactivo, ni pueden alterar los derechos adquiridos. Las leyes nuevas deben ser aplicadas a los hechos anteriores solamente cuando priven a las personas de meros derechos en expectativas, o de facultades que les eran propias y no hubiesen ejercido. Las leyes nuevas no pueden invalidar o alterar los hechos cumplidos ni los efectos producidos bajo el imperio de las antiguas leyes”.


El Art. 3º dice: “La capacidad civil se rige por las nuevas leyes, aunque supriman o modifiquen las cualidades establecidas por las leyes anteriores, pero sólo para los actos y efectos posteriores (C.C.P).

TÉCNICA JURÍDICA

La Técnica Jurídica es: el conjunto de reglas que determinan los procedimientos adecuados para la elaboración y aplicación del Derecho Positivo Vigente a la realidad social.


La misión de la Técnica Jurídica consiste en indagar los mejores procedimientos para lograr la realización fácil y rápida de los fines que consisten:

1. En elaborar las normas jurídicas.

2. Aplicarlas con eficacia a los casos singulares o concretos.

De la técnica jurídica se ha dicho que es la simplificación cuantitativa y cualitativa del derecho.

TÉCNICA JUDICIAL

Llamase Técnica Judicial, la tarea que debe cumplir obligatoriamente los Jueces, para resolver los casos controvertidos que caen bajo su Jurisdicción y Competencia en virtud de la Ley.


Dicha tarea asignada a los órganos Jurisdiccionales del Estado, constituye una Técnica Jurídica especializada y comprende las siguientes etapas:

1. Interpretación de las normas jurídicas.

2. Aplicación de las mismas a los casos singulares y concretos.

3. Integración interna o externa del ordenamiento jurídico, para construir la norma ausente.


Hay diferencia entre Práctica y Técnica: La primera: es el conocimiento adquirido y repetido sin motivación alguna. En tanto que la segunda: es misma práctica, pero reflexiva, intencionada y progresista. Es un arte razonado, circunstancia que más de un autor ha tenido en cuenta para sostener que la técnica forma parte de la ciencia y no del arte. Para nosotros -dice el Prof. Soler- la técnica en verdad está en colindancia ente el arte y al ciencia, pero es más arte que ciencia.

La técnica jurídica, desde el punto de vista subjetivo, es muy amplia pues, pueden recurrir a ella todos los que por cualquier concepto se ven en la necesidad de interpretar una ley bajo cuyo imperio viven. La necesitan el Legislador, el Jurista que quiera hacer investigaciones, y en general, cualquier ciudadano que quiera cumplir su deber con conciencia y defender sus derechos con eficacia.


Pero a ninguno le es tan indispensable como al Juez, por lo mismo que su trabajo no es voluntario, como en el caso del Legislador, del Jurista o del particular, sino obligatorio. Esta técnica especializada es la que se conoce bajo el nombre de Técnica Judicial.

NOMBRE DE TÉCNICA JUDICIAL


Esta Técnica Judicial, o sea la tarea que debe realizar para resolver los casos que caen bajo su jurisdicción y competencia, comprende cuatro etapas, que deben ser estudiadas por separado. Son ellas la Interpretación de la norma o normas jurídicas pertinentes; la Aplicación de las mismas al hecho ocurrente teniendo en cuenta la jerarquía a que están sometidas; la Compulsa de las leyes análogas nacionales y la Integración del ordenamiento jurídico con los principios generales de cada materia y con los principios del Derecho en última necesaria, cuando en aquél, no se encuentra la Norma capaz de resolver completamente el caso que se discute.
DEBERES Y FACULTADES DEL JUEZ

El juez tiene un deber ineludible, cual es la de fallar y fundamentar sus fallos; sus Deberes y Facultades se hallan establecidos en los Arts. 15, 16, 17 y 18 del Código Procesal Civil.
- Art.15. Deberes. Son deberes de los jueces, sin perjuicio de lo establecido en el Código de Organización Judicial:
a) Dictar las sentencias y demás resoluciones dentro de los plazos fijados por la ley, decidiendo las causas según el orden en que se hayan puesto en estado;
b) Fundar las resoluciones definitivas e interlocutorias, en la Constitución y en las leyes, conforme a la jerarquía de las normas vigentes y al principio de congruencia bajo pena de nulidad;
c) Resolver siempre según la ley, sin que le sea permitido juzgar de valor intrínseco o la equidad de ella;
d) Pronunciarse necesaria y únicamente sobre lo que sea objeto de petición, salvo disposiciones especiales;
e) Asistir a las audiencias de prueba y realizar personalmente las diligencias que este Código u otras leyes ponen a su cargo, con excepción de aquellas en que la delegación estuviere autorizada;
f) Dirigir el procedimiento, debiendo, dentro de los límites expresamente establecidos por este Código:
1. Concentrar, en lo posible, en un mismo acto o audiencia, todas las diligencias que sean menester realizar;
2. Vigilar que en la tramitación de la causa se obtenga la mayor economía procesal; y
3. Mantener la igualdad de las partes en el proceso; y
g) Procurar, en cuanto sea compatible con el ejercicio de sus atribuciones, especialmente en los juicios referentes a las relaciones de familia, que los litigantes pongan término a sus diferencias mediante avenimiento amigable. A este efecto podrán convocarlos a su presencia en cualquier estado del juicio. 
La infracción de los deberes enunciados en los incisos b), c), d) y e) de este artículo, causará la nulidad de las resoluciones y actuaciones.
- Art.16. Responsabilidad civil. El incumplimiento de los deberes en el ejercicio irregular de las facultades que las leyes imponen u otorgan a los jueces, los hará incurrir en responsabilidad civil.
La cosa juzgada o la preclusión no obstan a la demanda de responsabilidad.
- Art.17. Facultades disciplinarias. Los jueces y tribunales deberán sancionar en resolución fundada las faltas o incorrecciones que los litigantes, sus abogados o procuradores u otras personas cometan en juicio, en el diligenciamiento de sus mandatos u órdenes, o con motivo del ejercicio de sus funciones, contra su autoridad o dignidad, contra el respeto debido a los funcionarios, a los otros litigantes, sus representantes o patrocinantes. Además de las sanciones previstas en el Código de Organización Judicial, los jueces y tribunales mandarán testar en los escritos presentados las palabras o frases ofensivas o indecorosas, y excluirán de las audiencias a quienes las perturben con su comportamiento incorrecto. Serán apelables el apercibimiento, la multa y el arresto, conforme a lo dispuesto por el artículo 400, segundo párrafo. El arresto sólo podrá ser domiciliario o cumplido en el local del juzgado o tribunal.
- Art.18. Facultades ordenatorias e instructorias. Los jueces y tribunales podrán, aun sin requerimiento de parte:
a) Remitir el expediente a la Corte Suprema de Justicia, ejecutoriada la providencia de autos, a los efectos previstos por el artículo 200 de la Constitución, siempre que, a su juicio, una ley, decreto u otra disposición normativa pueda ser contraria a reglas constitucionales;

b) Decretar que se traiga a la vista testimonio de cualquier documento, o el original, cuando lo crean conveniente, para esclarecer el derecho de los litigantes, sea que se halle en poder de las partes o de terceros;
c) Ordenar con el mismo objeto otras diligencias necesarias, respetando el derecho de defensa de las partes;
d) Exigir confesión judicial a cualquiera de los litigantes sobre hechos que estimen de influencia en la causa y no resulten probados, o cualesquiera explicaciones que juzguen pertinentes;

e) Disponer en cualquier momento la comparecencia de los peritos o testigos para interrogarlos acerca de sus dictámenes o declaraciones; y
f) Ordenar cualquier pericia, informe, reconocimiento, avalúo u otras diligencias que estimen necesarias.
En la materia que nos ocupa, el Juez tiene un deber ineludible, cual es la de fallar. No puede dejar de cumplir el pretexto de silencio, oscuridad o deficiencia de la Ley; tanto, que sí, invocando este pretexto o cualquier otro, se negara a administrar justicia, daría lugar al recurso de Queja, que en el fondo es una sanción, e incurriría en la responsabilidad prevista en la Ley. También la de fundamentar los fallos. Aplicación de los principios, ya sea de la Legislación Vigente en la materia o de los Principios Generales del Derecho, que forman también parte de nuestro Ordenamiento Jurídico, solo procede cuando no hay una Ley que resuelva el caso.
La aplicación de la Ley no puede hacer el Juez de cualquier manera. Debe aplicarla con ciencia y conciencia con relación al caso llamado a decidir.

Otra facultad importante es la de poder obrar en los litigios como un conciliador potencial. Su punto de vista debe ser un arreglo justo.


Al Juez le interesan tanto la verdad como la avenencia de las partes. A ese efecto puede dictar autos para mejor proveer y llamarlos a un comparendo de conciliación. El juez no es un autómata de la Ley, ni un mero servidor de los litigantes, sino un órgano consciente de justicia y un representante del orden social con funciones más bien públicas que privadas.


Los principios y reglas que deben observar los Jueces para la concreta aplicación de la ley conforme a nuestro Derecho Positivo, son los siguientes:

1) Los jueces deben tener jurisdicción en virtud de la ley, para declarar el Derecho o conocer y decidir en acto de carácter contencioso o voluntario. Estatuye la Ley Orgánica de los Tribunales de Justicia vigentes que; los Jueces y Tribunales ejercen la jurisdicción dentro de los límites de si respetiva competencia, si un Juez en el ejercicio de sus funciones, actúa fuera de los límites de su jurisdicción y competencia, produce un Acto Jurídico ineficaz por cuanto la potestad para administrar justicia, nace de la Ley. Para ser válido todo pronunciamiento judicial debe emanar de juez o tribunal competente.
2) El juez debe resolver siempre según la Ley. Cuando el texto legal es claro y expreso, no está permitido al juez, cualesquiera que sean sus convicciones, avanzar más allá de lo establecido explícita y categóricamente por aquel.
3) Debe actuar con sujeción a Normas positivas vigentes.

4) Debe observar la jerarquía de las fuentes jurídicas formales. Esta regla exige el imperio de la norma principal sobre la subsidiaria.

5) Los jueces no pueden dejar de juzgar bajo el pretexto de silencio, oscuridad o insuficiencia de las Leyes. A este refiere la doctrina de la plenitud hermética del orden jurídico en materia civil (ver Unidad I).
6) Amplitud en la recepción de fuentes formales subsidiarias. Es decir si es necesario debe admitir las fuentes jurídicas supletorias previstas en los Códigos.

7) Toda sentencia judicial debe estar fundada en la Constitución Nacional y en la ley. Ésta consagrada por la constitución vigente.

8) Los Juzgados y Tribunales no podrán ejercer su Ministerio, sino a instancia de parte, salvo los casos en que la Ley le faculte para proceder de oficio.

9) La aplicación de la Ley debe tener carácter público. Este principio tiende a salvaguardar el derecho subjetivo fundamental de libertad, de los graves peligros que aparejaba la clandestinidad de las decisiones judiciales en otras épocas.

LA ANALOGÍA JURÍDICA

Llamase Analogía al procedimiento comparativo que tiende a descubrir dentro del ordenamiento jurídico estructurado, la norma aplicada a un supuesto imprevisto que guarda íntima semejanza con el supuesto legislado.

La Analogía está vinculada al problema de las llamadas lagunas de la ley, puesto que es un medio de subsanarlas.


La aplicación de la Analogía es limitada y no pueden aplicarse en la materia penal.

Los elementos esenciales de la Analogía son:

Una semejanza de hechos y una igualdad de derechos.

Semejanza de hechos: para que dos situaciones se consideren Análogas, es necesario que ambas contengan elementos comunes.

Cuando más numerosos sean dichos elementos, mayor será la analogía, y si lo fuesen todos, entonces ya no habrá analogía sino identidad.

Igualdad de derechos: este elemento también esencial, consiste que el supuesto previsto y el imprevisto, debe obedecer al mismo principio. Una presunción perfectamente lógica de la Ley es que si una situación de hecho ha sido resuelta por el legislador en determinado sentido, otra situación análoga también será resuelta en el mismo sentido. Por esta razón, autoriza al Juez en ausencia de un texto legal que sustituya al legislador y aplique al caso imprevisto el principio común.


Dentro de la Técnica Jurídica, la Analogía es el expediente a que debe apelar el juez para colmar las lagunas de la ley que se presentan cuando no hay una norma que resuelva expresamente el caso. Consiste en un procedimiento comparativo tendiente a descubrir, dentro del ordenamiento estructurado, la regla aplicable a un supuesto imprevisto que guarda íntima semejanza con otro supuesto legislado.


Los elementos esenciales de la Analogía Jurídica son dos: Semejanza de Hecho e Igualdad de Derecho.


La aplicación de la analogía es ilimitada. No puede llegar hasta la creación de una Norma nueva, debiendo, por tanto, circunscribirse al estudio de las normas que forman su base institucional. Tampoco se aplica a los Derechos excepcionales ni a la Materia Penal.

ANALOGÍA LEGIS Y ANALOGÍA JURIS


Se dice que la analogía es legal o simple (Legis), cuando partiendo de una Ley, se busca la base de su principio dominante aplicarla a un caso semejante especulado en ella. Se dice que es de Derecho (Juris) o sistemática cuando la investigación se remota a los Principios Generales de la materia en estudio o a los Principios Generales del Derecho, para aplicarlo después a un caso no previsto en la Ley.

La primera es la Analogía propiamente dicha, y la segunda, una analogía invalidad de los dominios de la filosofía jurídica, lo que hace que se la confunda con los principios generales del derecho.


Por Analogía Juris puede aplicarse analógicamente al Derecho Administrativo, reglas del Derecho Privado; al Derecho Aeronáutico, reglas de Derecho Marítimo, etc. Es decir se refiere a casos de instituciones carentes de regulación legal.
LA ANALOGÍA COMO INSTRUMENTO DE INTERPRETACIÓN


La Analogía es distinta de la Interpretación extensiva, con la cual suele confundirse. Se asemejan en que ambas instituciones ensanchan el ámbito legal de la Norma al hacerla aplicable a supuestos no previstos, pero se diferencian: 1º En que la interpretación recae sobre una norma determinada y la Analogía cabe sólo, en ausencia de ella: 2º. En que la Interpretación busca el sentido de la Ley, y la Analogía es una extensión cuantitativa de la Norma, y la Analogía, una extensión cualitativa. Esta extensión conceptual, es de gran valor en la práctica porque en la vida jurídica la Interpretación Extensiva es un arbitrio normal, en tanto que la Analogía es un arbitrio Extraordinario, a que se puede recurrir solo en casos especiales.
LA ANALOGÍA EN NUESTRO DERECHO


En nuestro Ordenamiento Jurídico, la regla de la Analogía es de aplicación general, pero tiene sus límites o prohibiciones.

Así, no procede la Analogía en Materia Penal, Leyes de interpretación restrictiva, nulidades de los Actos Jurídicos que son taxativas y expresas.


El Art. 9 del Código de Organización Judicial, dispone que los Tribunales en el ejercicio de sus funciones, aplicarán las leyes análogas nacionales en el quinto orden de prelación señalado.


Art. 6 del Código Civil dispone: “Los jueces no pueden dejar de juzgar en caso de silencio, obscuridad o insuficiencia de las leyes. Si una cuestión no puede resolverse por las palabras ni el espíritu de los preceptos de este Código, se tendrán en consideración las disposiciones que regulan casos o materias análogas, y en su defecto, se acudirá a los principios generales del derecho”.

CÓDIGO CIVIL: La analogía tiene su esfera propia en materia civil. El Art. 6 del código mencionado estatuye las reglas que deben seguirse para integrar la ley. Indica como primer arbitrio, a que el magistrado debe recurrir para resolver una cuestión civil, no legislada, la aplicación de las leyes análogas además estatuye que los jueces no pueden declarar otras nulidades de los actos jurídicos que los que en él se establecen.
LEGISLACIÓN PENAL: En Materia Penal se prohíbe a los Jueces aplicar por analogía las disposiciones de las leyes penales.

En Materia Penal, rige el principio de legalidad: “no existe delito sin ley”; no hay pena sin ley”. Sólo constituye delito y/o crimen, la acción u omisión que la ley ha previsto y castigado expresamente.

APLICACIÓN TERRITORIAL DE LA LEY


La Ley nacional como expresión de la soberanía ejercida por el Estado sobre su territorio, exige el acatamiento de todas las personas que lo habitan, sean nacionales o extranjeros, domiciliados o transeúntes. A dicha modalidad se denomina tecnicismo jurídico, principio de la territorialidad de la ley, según el cual las leyes deben regir en el territorio del Estado soberano del que emanan. La aplicación territorial de la Ley, siempre que ésta reúna los requisitos exigidos para su validez y vigencia, no presenta dificultades, pues las relaciones jurídicas reguladas se han constituido y ejecutado bajo el imperio de un solo ordenamiento jurídico, pero sí la aplicación extraterritorial, porque, aparte de estudiar en este caso la validez de las leyes concurrentes, hay que fijar la preferencia que cabe conceder a una de ellas.


Antes de seguir adelante, hay que dejar sentado que en la materia de aplicación de la Ley con relación al espacio, la regla es la territorialidad y la excepción la extraterritorialidad.


El principio de territorialidad legal, fue defendido con firmeza por los jurisconsultos romanos, quienes enunciaron el precepto declarativo “La Ley no vale fuera del territorio”. Pero la concepción territorial del derecho no fue admitida en el mundo antiguo por todos los pueblos. Así, los germanos entendían que les acompañaban su derecho adonde ellos iban, punto de vista de carácter subjetivo que limitaba la extraterritoridad jurídica.

La aplicación de la Ley nacional en el extranjero y de la ley extranjera en el país es causa de colisiones, que requieren una adecuada solución.

Se acepta hoy el criterio de Savigny, quien aconseja atender para el efecto a la naturaleza de la relación jurídica; mientas que Pillet, recomienda atender a la naturaleza de la Ley, o sea a su efecto social. “La verdad -dice el Prof. Soler-, están en la combinación de ambos criterios, pues la ley aplicable debe ser una resultante del estudio del negocio jurídico en sí y de su finalidad”.

Nuestro Código Civil, estatuye, sobre el tema lo que sigue:

- Art.1. Las leyes son obligatorias en todo el territorio de la República desde el día siguiente al de su publicación, o desde el día que ellas determinen.

- Art. 22. Los jueces y tribunales aplicarán de oficio las leyes extranjeras, siempre que no se opongan a las instituciones políticas, las leyes de orden público, la moral y las buenas costumbres, sin perjuicios de que las partes puedan alegar y probar la existencia y contenido de ellas.

No se aplicarán las leyes extranjeras cuando las normas de este Código sean más favorables a la validez de los actos.

LA IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY


Un problema de capital importancia en la vida de un ordenamiento jurídico es el que surge de los efectos de la ley referente al tiempo. Estos efectos pueden referirse al presente, al porvenir y al pasado, lo que hace que la aplicación de la Ley pueda ser inmediata, mediata o regresiva.

* Teoría predominante en los primeros tiempos, fue la retroactividad, según el cual la ley debe tener bajo su imperio, para ser integral en sus efectos, los tres momentos premencionados. Múltiples ejemplo de retroacción legal nos ofrecen Inglaterra y Franca, en la época en que el Rey y el Parlamento oficiaban de Jueces y abundaban los Tribunales Extraordinarios. También en el Paraguay tuvo su retroacción histórica. Tal en conclusión, y como afirma el Prof. Frescura, “El interés social exige –según la generalidad de los autores- que los nuevos preceptos legales, considerados mejores o más justos, reciban la más amplia aplicación, aun haciendo retroceder sus efectos hacia lo pasado.

Aparece en la Ley y Decretos confiscatorios dictados contra los bienes del Mcal. López y que estuvieron sin derogación hasta el 1 de marzo de 1936, en que un Decreto revolucionario los declaró “cancelados para siempre de los archivos nacionales, reputándoles como no existentes”.

* Teoría de la Irretroactividad, esta concepción, opuesta a la que dejamos esbozada, es hija del Derecho Romano. Los grandes jurisconsultos romanos entendían que la Irretroactividad debía ser regla y la Retroactividad la excepción, siempre que ésta constara en la misma ley. En el derecho antiguo español, ya tenía incorporado este principio y con el tiempo se extendió a casi todas las legislaciones de Europa y América.


En principio se enuncia en esta tesis: “La ley antigua o anterior rige el pasado y la ley nueva rige el futuro”. Tal es la significación exacta del principio de la irretroactividad de las leyes. Sus fundamentos son: 

a) Desde el punto de vista racional, no se concibe que una ley sea obligatoria antes de existir, siendo así, no puede regir hechos anteriores a su promulgación;

b) Constituye una medida de seguridad necesaria para dar estabilidad y duración relativas al ordenamiento normativo jurídico.


En efecto, el Art. 14 de la Constitución Nacional, dispone: “Ninguna ley tendrá efecto retroactivo, salvo las leyes penales que sean más favorable al encausado o condenado”. 
En el Código Penal, Ley Nº 1160/97 la retroactividad hallase expresamente autorizada por el Art. 5º “Aplicación de la ley en el tiempo”.

1º  Las sanciones son regidas por la ley vigente al tiempo de la realización del hecho punible.
2º  Cuando cambie la sanción durante la realización del hecho punible, se aplicará la ley vigente al final del mismo.
3º  Cuando antes de la sentencia se modificara la ley vigente al tiempo de la realización del hecho punible, se aplicará la ley más favorable al encausado.
4º  Las leyes de vigencia temporaria se aplicarán a los hechos punibles realizados durante su vigencia, aun después de transcurrido dicho plazo.
UNIDAD IV
El Derecho Positivo. Concepto
El Derecho Positivo: es el conjunto de normas jurídicas impuestas por el Estado para regir la vida de un pueblo en una época determinada.

Tiene un sentido amplio, porque comprende el Derecho escrito o legislado, el consuetudinario o no escrito, el vigente dotado de coercibilidad y el histórico que ya no se aplica por carecer de fuerza coactiva.

CARACTERISTICAS DEL DERECHO POSITIVO

· Es un Derecho expreso cuya existencia no se discute, aunque pueda ser objeto de discusión el significado y alcance de su normativa.
· Es propio o particular de cada país.

· Lo constituye el conjunto de preceptos obligatorios establecidos por la autoridad política de un pueblo y época determinada.

· Su cumplimiento y ejecución pueden ser espontáneos o no; para este último caso posee la singularidad de imponerse coactivamente.

· Relatividad; lo cual significa que el Derecho Positivo no ésta encerrado en normas absolutas e inmutables; sino que se transforma a través del tiempo; bajo el flujo de las condiciones políticas, económicas, sociales y culturales de los pueblos.

CONCEPTO DE DERECHO VIGENTE E HISTÓRICO


El Derecho Positivo puede ser dividido en Histórico y Vigente.


Es Histórico; aquel que ha regido en un país en un momento determinado de su historia y luego ha cesado de tener vigencia, esto, es de ser aplicado.


El Derecho Vigente es el que efectivamente ordena en la actualidad la vida de un Estado.


La vigencia del Derecho no es la causa de su validez, sino el signo de está. El Derecho Positivo es vigente, cuando referido a un pueblo y época determinada; rige con carácter obligatorio la conducta exterior del hombre en las relaciones con sus semejantes. Puede no ser vigente el Derecho Positivo, cuando se lo deroga formalmente.

DERECHO PÚBLICO Y PRIVADO

La primera gran división del Derecho Positivo en Público y Privado tiene su origen tradicional y viene de los Romanos. Para éstos el Derecho Público correspondía al interés del Estado Romano y el Privado al interés de los ciudadanos Romanos.

* Derecho Público: Es el conjunto de normas que establecen la estructura y funciones del Estado como ente soberano y regulan las relaciones jurídicas del mismo con los particulares u otros Estados.
* Derecho Privado: Es el conjunto de normas que regulan las relaciones jurídicas entre particulares o entre éstos y el Estado como persona jurídica.


Ambos órdenes, cuya distinción, es uno de los problemas arduos de la Ciencias Jurídicas, no está separados por un abismo y se complementan recíprocamente, penetrando la normatividad de cada uno en la del otro.

RELACIONES ENTRE EL DERECHO PÚBLICO Y EL PRIVADO

Se ha dicho que el Derecho Privado vive bajo la Tutela del Derecho Público y que sin Derecho Público no es posible el Derecho Privado. Esto ha de interpretarse en el sentido que el Derecho Público impone una orientación determinada al Derecho Privado, y que este, además encuentra su amparo en normas del Derecho Público (Derecho Penal y Procesal). Savigny observa que: “Aunque el Estado como productor de Derecho tiene una influencia decisiva en la formación del Derecho Privado, es necesario no exagerar esta influencian ni considerarla exclusiva, ya que el Derecho también nace de otras fuentes (las Costumbres y la Doctrina).
DISTINCIÓN ENTRE AMBOS DERECHOS

Muy discutida la cuestión que plantea la división del Derecho Positivo en Público y Privado. “La prueba de ello –dice el Prof. Soler- es el número (actualmente más de ciento) de teorías esbozadas para fundamentarla, desde los Romanos que fueron los primeros en abordar el problema”. Hay dos grandes grupos: las que admiten la separación y las que rechazan toda posibilidad de establecer diferencia laguna con validez científica, entre el Derecho Público y Privado.
ALGUNAS TEORÍAS DE LOS SEPARATISTAS
- Teoría del interés en juego: llamada también clásica y bien de los Romanos. La expuso Ulpiano diciendo “El Derecho Privado concierne a la utilidad singular de los ciudadanos, el Derecho Público es el que corresponde al interés del Estado Romano”. Esta teoría sigue inspirado a varios juristas, quienes fundamentan esta diferencia en la contraposición del interés público con el privado. La Crítica es que no puede separarse el interés público y privado en dos categorías tan absolutas y antagónicas, porque los intereses individuales y sociales a menudo coinciden. Por ejemplo: la legislación que organiza la institución de la familia, donde el ser humano nace, vive y muere, atañe tanto al interés público como al privado. También existen actos jurídicos relacionados íntimamente con el interés público, que están conceptuados como del Derecho Privado, como por ejemplo: un contrato de compra venta para adquirir armas y equipos a las Fuerzas Armadas de la Nación.
- Teoría finalista: Para Savigny, el criterio que distingue profundamente ambas ordenes jurídicas, es el fin de la Relación. Si el Estado es el fin, aunque el individuo sea el medio empleado por aquél para alcanzarlo, la relación será de Derecho Público. En cambio si el individuo es el fin, aunque el Estado actúe como medio, la relación será de Derecho Privado. La Crítica, se formula el mismo reparo de la Teoría Clásica, ya que mantiene la oposición entre intereses particulares y colectivos. Fácilmente puede comprobarse que el Estado es el fin de muchas relaciones jurídicas que no pertenecen al Derecho Público, por ejemplo: las compras de bienes inmuebles que realiza el Estado para instalar juzgados y tribunales de justicia, constituyen un acto jurídico cuyo fin es el servicio público. La compraventa es la relación de Derecho Privado.
- Teoría de la naturaleza de las relaciones jurídicas, establecidas por las normas: Así las normas jurídicas son de Derecho Privado cuando establecen relaciones de coordinación en un plano de igualdad entre los particulares o entre éstos y el Estado. En cambio pertenecen al Derecho Público las relaciones jurídicas de subordinación, establecidas por normas imperativas e irrenunciables entre el Estado como ente soberano y los particulares. La Crítica el Prof. García Maynez, sostiene que: “Las relaciones de coordinación o de igualdad no sólo pueden existir entre particulares, sino entre dos órganos del Estado”. Por otra parte, también en el Derecho Privado no faltan algunas relaciones de subordinación, como la del trabajador frente al empleador.
- Teoría de las consecuencias que produce la violación de la norma jurídica: Para distinguir el Derecho Público del Derecho Privado, esta teoría adopta como base las consecuencias que acarrea la violación de la norma jurídica. Si los particulares solamente pueden pedir la sanción punitiva de esa violación, la norma pertenece al Derecho Privado. Si el Estado interviene directamente para imponer la pena al infractor, la norma es del Derecho Público. La Crítica, numerosos hechos quedan al margen, como las sanciones punitivas de los delitos de acción penal pública que pueden ser pedidos por el Estado y los particulares.


El Ministerio Público debe acusar al autor del homicidio, pero también los hijos de la víctima pueden entablar querella criminal y reclamar indemnización. Además está teoría, según el Prof. Orzáz citado por Frescura, “ofrece la inaceptable perspectiva de partir del momento de la violación del Derecho, para solo entonces hallarse en condiciones de establecer la categoría de la norma”.

ALGUNAS OPINIONES DE LOS QUE NIEGAN LA SEPARACIÓN

Los que propugnan el Derecho único, Privado y Público y niegan sus separación sostiene que: 
· La división del Derecho Romano en Público y Privado, solamente respondió a necesidades históricas hoy desaparecidas;

· Es erróneo considerar que el Derecho Público se refiere únicamente al Estado y el Privado a los particulares.

· La División del Derecho en Público y Privado, no puede servir de base para una clasificación de las instituciones, por ejemplo: la Soberanía dicen institución típica del Derecho Público, asumió en la edad media un carácter de Derecho Patrimonial del soberano; mientras que el contrato como figura jurídica, excede la esfera del Derecho Privado ya que dice noción se aplica a los tratados internacionales. Y esta distinción no responde dicen a exigencias universales y permanentes ni constituye un criterio adaptable a todas las circunstancias.

CONCLUSIÓN: Con las teorías expuestas, puede apreciarse lo que se afirmó a principio, de que se trata de uno de los problemas más arduos de la Ciencia Jurídica.


El Prof. Frescura, sostiene que: “La división del Derecho Positivo en Público y Privado, fundamentalmente conceptual en la realidad de la vida jurídica –dice que normas de ambos Derechos- se entrecruzan e interfieren”. Por su parte el Prof. Soler afirma que: “Es de rigor hacer este distingo por exigencias de nuestra legislación que contienen referencias expresas, sobre todo al Derecho Público”. Pero agrega: “La diferenciación es, pues, obligatoria, y porque la compenetración entre ambos Derecho es tal, que no permite una demarcación; a lo más, el trazado de una frontera con entrantes y salientes provocados por la demanda de Amparo Estatal de los Derechos individuales y por las incursiones del Estado en el campo privado”.
SUBDIVISIONES


El Derecho Público y el Privado, se subdividen cada uno en interno y externo. El interno, está constituido por el conjunto de normas que dicta cada Estado para regir las relaciones del mismo con los particulares o de los particulares entre sí. El externo o internacional, es el conjunto de normas que rigen las relaciones entre varios Estados o entre individuo de varios Estados.

- El Derecho PÚBLICO INTERNO se subdividen en:

*Derecho político;        *Derecho Constitucional;  *Derecho Administrativo;   *Derecho Financiero;       *Derecho Municipal;          *Derecho Penal;  

*Derecho Penal Militar;          y                                 * Derecho Procesal.

- El Derecho PÚBLICO EXTERNO en:
*Derecho Internacional Público;                     *Derecho Canónico;    

*Derecho Penal Internacional;           y           *Derecho Aeronáutico.

- El Derecho PRIVADO INTERNO en:
*Civil;    *Comercial;      *Laboral;      *Rural;         *Minería;    *Industrial.
- El Derecho PRIVADO EXTERNO en:
*Comprende el Derecho Internacional Privado.

Esta clasificación dice el Prof. Soler está lejos de ser completa ni taxativa. En primer término porque hay varias ramas jurídicas desprendidas de su tronco originario y en segundo lugar, porque debido al carácter Público y Privado que muchas de estas disciplinas ostentan, resulta difícil asignarles en la Enciclopedia Jurídica un lugar único.

EL DERECHO PÚBLICO INTERNO

- DERECHO POLÍTICO: Es el conjunto de normas y principios que regulan la estructura fundamental del Estado y el funcionamiento de sus órganos Supremos.

Como los elementos constituidos de este Derecho son lo jurídico y lo político, resulta fácil percibir la relación que guarda con la Política. La Política es la búsqueda de la paz en la convivencia humana; cuando a esta búsqueda se agrega la justicia, nace el Derecho Político, que etimológicamente califica todo lo relativo al Estado.


El Derecho Político es la rama de la Ciencia Jurídica que estudia la Teoría General del Estado. Dicha Teoría se ocupa de:

* La Teoría acerca de la estructura y fines del Estado.

* La historia de la organización del Estado y de las ideas políticas, y las formas políticas consideradas unos de los problemas fundamentales que estudia el Derecho Político.

El Estado es la organización jurídica de un pueblo, bajo poder soberano que se ejerce en un territorio determinado.

- DERECHO CONSTITUCIONAL: El Derecho Constitucional, a pesar de ser un desprendimiento del Derecho Político, tiene un objeto concreto, que es la Constitución; así como el Derecho Político es el Derecho del Estado, el Derecho Constitucional es el Derecho de la Constitución.


Su objetivo principal entonces es la Constitución o regulación jurídica Suprema que determina la estructura del Estado. El Derecho Constitucional se divide en Particular, Comparado y General.


Es particular, cuando tiene por objeto el estudio de la Constitución de un Estado determinado; Es Comparado, cuando estudia simultáneamente varias Constituciones, reuniéndolas en grupos o fines, o tomando la Constitución de un país como término de comparación, para fijar sus semejanzas y diferencias. Y se llama General, cuando delinea una serie de principios e instituciones contenidos en la Constituciones conocidas sistematizándola en una visión unitaria, para llegar a formular la Teoría General del Derecho Constitucional. Sus fuentes son: La Constitución, La Jurisprudencia de los tribunales (Sobre todo de la Corte Suprema, intérprete final de la Constitución). La Doctrina. Se suele agregar la Historia Constitucional (que ayuda a comprender el Derecho Vigente). El Derecho Comparado.
- DERECHO ADMINISTRATIVO: Contiene las normas y principios que regulan la organización y actividad de la Administración Pública.

- DERECHO FINANCIERO: Es la Disciplina cuyo objeto es el estudio sistemático de la norma jurídica que regulan la Percepción, Gestión y Erogación de los medios económicos conferidos al Estado y los entes Públicos para el desarrollo de sus actividades. En síntesis lo que regulas el derecho financiero es el aspecto jurídico de los recursos y los gastos del Estado.

- DERECHO MUNICIPAL: Es el que regula y organiza el poder de los municipios.

- DERECHO PENAL: Es el conjunto de normas jurídicas establecidas por el Estado que determina los delitos y/o crímenes, las penas y las medidas adecuadas para evitar la criminalidad. Los elementos básicos del Derecho Penal son: el delito y/o crimen, el delincuente y la pena. El Derecho Penal moderno agrega además las medidas de seguridad para prevenir la delincuencia.
- DERECHO PENAL MILITAR: El Derecho Penal Militar es llamado también Castrense, que viene de Castro, palabra arcaica que significa: el sitio donde está acampado y fortificado un ejército. Es una disciplina que forma parte del Derecho Militar, cuyo contenido de mayor amplitud comprende un conjunto de normas jurídicas que rigen las nomas siguientes: delitos y faltas de carácter Militar, Organización Judicial y Procedimientos Militares, aspecto de orden Constitucional y Administrativo que concierne a la estructura permanente de las Fuerza Armadas.

Es el conjunto de normas que organizan la represión de la infracciones militares, por medio de las penas.

Sus fundamentos son los siguientes:

1. La finalidad asignada a las Fuerzas Armadas de la Nación, que consiste en la custodia y defensa de la soberanía y la integridad territorial de la República.

2. La disciplina que es la base esencial del orden jurídico militar, comprende los deberes siguientes: Fidelidad a la Patria, Obediencia al superior en el mando, Respeto al superior en grado, Observancia de la ética profesional, etc.

3. El carácter administrativo de la justicia militar que está dirigida por el Presidente de la República y no forma parte del Poder Judicial.
4. La profesionalidad del agente en donde deben cumplir las funciones de custodiar y defender la soberanía e integridad de la República.


El delito militar tiene características propias que lo distinguen del delito común, algunas infracciones calificadas como delito por la ley penal militar son: La desobediencia; deserción, cobardía, etc.

- DERECHO PROCESAL: Es el conjunto de normas jurídicas que regulan la actividad jurisdiccional del Estado para la aplicación de las leyes de fondo, su estudio comprende: La organización del Poder Judicial; La determinación de la competencia de los funcionarios que lo integran y la actuación del juez y las partes en la sustanciación del proceso.


Su contenido es: La Jurisdicción: que es la potestad conferida a los órganos del Estado, para administrar justicia en los casos litigiosos.

La Acción: es el poder jurídico de acudir ante los Órganos Jurisdiccionales del Estado a fin de obtener la solución de un conflicto o el castigo de los hechos punibles.


El Proceso: La Jurisdicción y la Acción se unen en el proceso, éste designa el conjunto de los actos de función realizados por el Juez y las partes, cualquiera que sea la causa que los origine.

UNIDAD V
El Derecho Positivo

Concepto: Como ya lo señalábamos, es el conjunto de normas jurídicas impuesta por el Estado para regir la vida de un pueblo en una época determinada; a diferencia del Derecho Natural; que es capaz de existir sin estar estructurado y es universal; el Derecho Positivo está estructurado, es particular, propio de cada país.
* El primero (Derecho Natural) es ideal, pero con miras a referirse a una realidad;

* El segundo (Derecho Positivo) es esa misma realidad en que aquel vive y la preside.


La primera gran división del Derecho Positivo es: Público y Privado; tiene su original tradicional y viene de los romanos.


Para estos el Derecho Público: corresponde al interés del Estado; y el Derecho Privado: al interés de los (particulares) ciudadanos romanos. Según la teoría expuesta por Ulpiano (teoría del interés en juego).

- Derecho Público: Es el conjunto de normas que establecen la estructura y funciones del Estado como ente soberano y regulan las relaciones jurídicas del mismo con los particulares u otros Estados.


El Derecho Público como el Derecho Privado tiene subdivisiones que son: Interno y Externo.

*El Derecho Público Interno: Constituido por el conjunto de normas que dicta cada Estado para regir las relaciones del mismo con los particulares o de los particulares entre sí. Ej.: El Derecho Paraguayo.
*El Derecho Público Externo o Internacional: Es el conjunto de normas que rigen las relaciones entre varios Estados o entre individuos de varios Estados.
DERECHO POLÍTICO

En un sentido amplio el Derecho Político es la ciencia que estudia los principios y las formas de ordenación de las comunidades humanas.


Uno de los problemas fundamentales que estudia el Derecho Político se refiere a las formas de gobierno.

Concepto de Estado: suele definirse según el Prof. Frescura, como: “La organización jurídica y política de un pueblo, bajo poder soberano que se ejerce en un territorio determinado”.


Por consiguiente, con base sociológica en dicha organización específica dotada de poder soberano para la creación y aplicación del Derecho. Sus elementos constitutivos son: Población, Territorio y el Poder.


- Población: Es el elemento humano constituido por el conjunto de personas físicas (nacionales y extranjeros). Subordinados a la actividad del Estado.


-  EL Territorio: Es la porción del espacio en que el Estado ejercita su poder.

No solamente la superficie plana del suelo, sino también el espacio aéreo y profundidad por debajo del suelo.


- El Poder: Es la potestad jurídica y política ejercida por el Estado sobre el territorio y la población.


No confundir Estado con Nación porque “Nación” es el conjunto de familias unidas por vínculos naturales de raza, idioma, religión, costumbre, tradiciones y cultura, asentadas en un territorio determinado, con unidad de pensamiento hacia un destino común. Sus elementos constitutivos son : Población, Territorio y la Constitución Nacional.

Comparando se puede afirmar que la Nación es anterior al Estado y éste constituye la organización jurídica de la misma. El Estado se circunscribe a la función jurídica.

DERECHO CONSTITUCIONAL

La ciencia del Derecho Constitucional nace como disciplina autónoma, a fines del siglo XVIII y comienzo del XIX, en que aparecen las Constituciones escritas.


Concepto: Esta rama del Derecho Público Interno estudia la estructura jurídica de un Estado, establecidas en su Constituciones y las relaciones del mismo con los ciudadanos o súbditos. Su objeto principal es la Constitución. El Derecho Constitucional se divide por su extensión en particular, comparado y general.

CONSTITUCIONES MODERNAS


Llamase Constitución, a la organización jurídica y política de la vida integral de un Estado. Dicha organización debe precisar en términos generales: la separación de los poderes: las relaciones entre gobernantes y gobernados y entre distintos órganos del Estado, y garantizar la libertad  individual y los derechos protegidos tanto privados como políticos.
CLASIFICACIÓN

1º En atención a su forma: son Escritas y No Escritas. Las escritas: pueden estar codificadas y no codificadas. Es codificada cuando sus normas o preceptos están reunidos en un cuerpo legal que los ordena y sistematiza. No codificada cuando sus preceptos están contenidos en documentos dispersos.

2º Según los procedimientos establecidos para su sanción y reforma: Son Rígidas y Flexibles. Las primeras sólo pueden ser modificadas por el Poder Constituyente que las dictó; la segunda son modificables por el mismo Órgano Legislativo que sanciona todas las Leyes.

3º Por su contenido: se distinguen en Políticas y Político-sociales. Las primeras se refieren principalmente a la estructura del Estado y a sus relaciones con los ciudadanos o súbditos. Las segundas incluyen además de las bases y fines propios del Estado, otros de carácter social, económico y cultural.

4º En razón de su tendencias doctrinarias, una última clasificación separa las Constituciones distinguiendo las liberales individualistas de las liberales sociales.

Las Constituciones Modernas constan de dos partes esenciales, perfectamente diferenciadas que se denominan: Dogmática y Orgánica.


La parte dogmática: que es la primera, contiene las declaraciones y principios fundamentales sobre forma de gobierno, radicación de la soberanía, reconocimiento de los Derechos Privados y Políticos, sus garantías y obligaciones, de los diversos órganos que lo integran.
EL ESTADO DE DERECHO
Concepto: El Estado de Derecho significa un régimen en cuya vid , poder público y los habitantes de un país están sometidos a normas jurídicas cas igualmente obligatorias para ambos.
Las notas esenciales de dicho régimen son: la juridicidad y la democracia. En tanto el Estado responda a la primera nota es un Estado de Derecho y, en tanto encarna la segunda es un Estado Democrático.

Los medios técnico-jurídicos para la realización del Estado de Derecho Democrático y Social son:

1) Reconocimiento Constitucional de la personalidad humana y sus libertades;

2) Los órganos del Estado para la creación y aplicación del Derecho, deben ejercer poderes expresos limitados;

3) Garantías para prevenir y reprimir todo desborde de sus cauces institucionales, cometidos por la autoridad pública, en detrimento de los derechos esenciales del ser humano.

4) Separación de los poderes del Estado conforme a un sistema de equilibrio e independencia;

5) Generalidad de la Ley.

FUENTES DE LA CONSTITUCIÓN NACIONAL

Conforme a las disposiciones normativas constitucionales, son órganos inmediatos: el pueblo y los tres poderes del Estado: Ejecutivo, Legislativo y Judicial; dentro de un sistema de división, de equilibrio e interdependencia (Art. 3 C.N).


El Pueblo: Es un órgano inmediato reside esencial y exclusivamente en el pueblo, que la ejerce por medio de los Poderes del Estado: encargados de cumplir y hacer cumplir los preceptos constitucionales. Constituciones anteriores que han regido en nuestro país desde la Independencia.
Breve reseña constitucional de nuestro país


De la revolución de la Independencia del 14 y 15 de mayo de 1811, surgió el Estado Paraguayo, con fuerte base nacional constituida por la Nación Paraguaya, que ya estaba formada y consolidada, como unidad ético – social, de características propias e inconfundibles en la América Hispana. Su evolución histórica en cuanto a formas de gobierno, pueden distinguirse tres periodos: 1) De 1811 a 1844: Gobiernos de estructuras pluripersonal (Juntas Gubernativas. Consolado) y Unipersonal o simple (Dictaduras Temporal y Perpetua). En este periodo las facultades Legis​lativas Ejecutivas y Judiciales no estaban discriminadas y no se conoció una Constitución o Ley Fundamental. 2) Desde 1844 a 1870: El año 1844, Don Carlos Antonio López, remitió al Congreso reunido el 13 de marzo de ese año "La Ley que establece la Administración Política de la Repú​blica del Paraguay". Esta ley, estableció por primera vez la división de los poderes de este modo-. Congreso o Legislatura, Supremo Poder Ejecutivo y Poder Judicial.


El Congreso estaba integrado estaba integrado por doscientos Diputados ciudadanos y pro​pietarios convocados ordinariamente cada cinco años en la Capital. Sus atribuciones eran formar las Leyes y Ordenanzas de cualquier naturaleza, elegir al Presidente de la República, declarar la guerra, fijar los gastos generales, establecer Tribunales de Justicia y ratificar Tratados. El Poder Ejecutivo, desempeñado por un solo ciudadano con la denominación “Excelentísimo Señor Presidente de la República del Paraguay". Debía ser ciudadano natural, tener 45 años, capacidad y buena conducta, y un capital propio de 8 mil pesos. 
El Poder Judicial residía en los Jueces y Tribunales creados por el Estatuto de Justicia, según el Decreto del 24 de noviembre de 1942. Dicho Estatuto no llegó a establecer la separación completa de las funciones Judicial y Ejecutivo, tiene el mérito de haber abolido las Leyes de Indias, y de constituir la primera Ley Orgánica de los Tribunales de Justicia que se dictó.

La ley fundamental de 1844, si bien adoptó la clásica división de poderes. Lo hizo de modo imperfecto, sin un sistema de equilibrio e interdependencia. Estableció una manifiesta concentración de poderes en el Presidente de la República, quien gozaba de una autoridad extraordinaria en los casos de invasión, conmoción interior y cuantas veces fuese precisa, para conservar el orden y la tranquilidad pública. 3) Desde 1870 hasta nuestros días: en este periodo la organización jurídica de la vida integral del Estado Paraguayo, se estructura en Constituciones escritas. La Constitución de 1870, en consonancia con las doctrinas del siglo que la inspiraron, esto es, individualismo en lo político y liberalismo en lo económico, promulgada el 25 de noviembre de ese año, fue una de las más liberales de América. Este hecho según el Prof. Félix Paiva, citado por Frescura, “Ha dado pie al estado de desarrollo cultural del país para el que fuera sancionada”. A esta crítica, el mismo Prof., responde con estas observaciones: “Una constitución política aparte de reflejar las necesidades y aspiraciones actuales, debe ser depositada de ideales superiores a un arquetipo al que se tratará de llegar en tiempo más o menos próximo. De acuerdo con este criterio afirma el Dr. Paiva –la constitución de 1870 ha sido un instrumento útil, un principio activo y bien hecho, para nuestros aprendizaje político y cultural democrática”.
La Carta Política de 1940, llamada así por hacerla dictado el gobernante y comprometido a la aprobación de un Plebiscito. Estructuró los órganos para la elaboración y aplicación del Derecho, sobre la base de la división tripartita de los poderes del estado, pero con débil equilibrio entre los mismos.
La Constitución de 1870, fue una de las mejores y de avanzada para su tiempo por los principios garantistas de la cual se halla imbuido, fundamental para el desarrollo político y cultural de nuestro pueblo.

La Constitución del 25 de agosto de 1967, contenía las dos partes esenciales de las Constituciones Modernas; parte Dogmática, con seis capítulos en cuanto a los derechos, garantías y obligaciones, y la parte Orgánica, en cuanto a la organización y funcionamiento de los poderes del Estado; once capítulos, más el de las disposiciones transitorias. Esta Constitución fue enmendada en 1977, en un solo artículo para permitir la reelección definitiva del Presidente de la República.

DERECHO ADMINISTRATIVO

La Administración Pública comprende tanto la actividad administradora como el sujeto Administrador, el Estado; mejor dicho, los Órganos del Estado y Entes subordinados que ejercen función Administrativa. Y llamase función Administrativa o Administración, en general, a la actividad encaminada a conservar, explotar o incrementar un objeto o patrimonio determinado, según la naturaleza de los bienes afectado y de acuerdo con la Ley o negocio jurídico administrativo. La Administración, de Ad y Ministratio (servicio o acción de servir), que significa “servir a” comprende la Administración Privada y la Administración Pública, según la gestión o cuidado concierna al interés de los particulares o al del estado, sus órganos y entes subordinados.

Caracteres de la Administración Pública. Una característica de la actividad Administrativa es la discrecionalidad, facultad que no debe confundirse con la arbitrariedad. Llamase potestad discrecional a la libertad que tiene la Administración, para producir, dentro del ámbito jurídico que le es propio, actos administrativos tendientes al mejor cumplimiento o desarrollo de su facultad legal.


Estas facultades, ya sean regladas o discrecionales, no pueden en su ejercicio estar en pugna con los principios y garantías constitucionales ni herir los derechos de los administrados, en cuyo caso, cabe el juicio llamado de “lo Contencioso-Administrativo” en cuya materia entiende el Tribunal de Cuentas, y en ciertos casos los Tribunales Electorales.

Concepto: Es el conjunto de principios y normas positivas que regulan la actividad del Estado para la institución y funcionamiento de los servicios públicos, así como las relaciones del ente gobernante con los particulares por razón de aquellos.
Contenido: Conforme a la opinión de los autores, esta rama comprende:

1) La organización y funciones de la administración pública: que debe ser considerada bajo dos aspectos: La administración activa (Servicios Públicos) y la actividad jurisdiccional (Justicia Administrativa).

2) Los actos administrativos: (que deben se diferenciados de los actos de gobierno) entre los que corresponde señalar especialmente los contratos administrativos (de Servicio Público, de Obras Públicas y de Suministro).

3) La función pública.

4) Agentes de la administración.

5) Responsabilidad del Estado.

6) El poder de policía (control).

7) La administración de dominio público.
8) Lo contencioso-administrativo (solución de los conflictos entre la administración pública y los administrados o entre distintos organismos de éstas).

- Fuentes: Son la Ley, la Costumbre, la Jurisprudencia y la Doctrina. La Ley actualmente es su principal fuente, entendiendo dentro de la misma no sólo la Ley en sentido formal, sino también los Reglamentos y demás actos Administrativos.
- El Servicio Público: Es la actividad realizada por la Administración Pública directa o indirecta, para la satisfacción de necesidades colectivas de manera regular y continua.


Las necesidades colectivas pueden ser satisfechas, por la actividad de los particulares o la acción del Estado. Las formas y medios de satisfacer constituyen los servicios privados y públicos.


Los servicios públicos se denominan propios: cuando su pretensión se cumple activa y directamente por el Estado. Ej. La organización permanente del Ejercito, la Policía de seguridad, la Higiene pública, etc.


Para algunos administrativistas, los servicios públicos llamados impropios: son los que prestan la iniciativa privada de acuerdo con la reglamentación establecida por el Estado, en virtud de su poder de policía (de control).

DERECHO FINANCIERO

El vocablo finanzas deriva del latín: finatio y ésta de finis que significa poner término, pagar una deuda.

Podemos sentar como punto de partida que, el Derecho Financiero estudia el aspecto jurídico de la actividad financiera del Estado.


Noción: El Derecho Financiero es la disciplina cuyo objeto es el estudio sistemático de las normas jurídicas que regulan la percepción, gestión y erogación (pago) de los medios económicos conferidos al Estado y los entes públicos para el desarrollo de sus actividades.


El Derecho Financiero tiene un campo más restringido que la Hacienda Pública, porque ésta incluye además aspectos políticos y económicos. Su autonomía está reconocida como rama del Derecho Público Interno, en razón de tener contenido propio regido por un sistema de normas y principios comunes.

El Derecho Financiero estudia el aspecto jurídico de la actividad financiera del Estado, que tiene tres momentos:

1. Ingresos.

2. Gastos.

3. Distribución correlativa de ambos o presupuestos.

Los temas fundamentales del Derecho Financiero son:

1) Los ingresos públicos: que se clasifica en dos categorías: Directos: originarios de Derecho Privado (que es una misma categoría) provienen de los bienes del Estado o Municipio y los Derivados: que están constituidos por los tributos, los empréstitos (crédito público) y la emisión monetaria.

2) Los Gastos Públicos: comprenden las erogaciones que se traducen en una inversión pecuniaria de carácter legal, para el cumplimiento de los fines del Estado. Los autores modernos destacan que es principio de buena organización financiera la acomodación de los gastos a los ingresos y no el criterio antieconómico de fijar los gastos para arbitrar después los ingresos con que cubrirlos.

3) El presupuesto de Gastos y Cálculos de Recursos: Desde el punto de vista jurídico es la autorización legal que determinan los ingresos y gastos de administración pública en cada ejercicio financiero.

4) El Régimen monetario y cambiario: Porque la actividad financiera del Estado se traduce en dinero.
Bases Constitucionales de la Legislación Financiera:


La Constitución Nacional, contiene las base de nuestro Derecho Financiero, enunciadas así:

1. La igualdad es la base tributaria. Todo tributo será establecido exclusivamente por la ley que determinará; la materia imponible, los sujetos obligados y el sistema directo o indirecto, proporciona o progresivo, según el caso (Art. 18 C.N).

2. Nadie estará obligado al pago de tributos ni a la prestación de servicios personales que no hayan sido establecidos por la ley. No se exigirán fianzas excesivas ni se impondrán multas desmedidas. (Art. 44 C.N).

3. Dentro del territorio de la República, circularán libremente los efectos de la fabricación nacional y los de procedencia extranjera, introducidos legalmente (Art. 108 C.N).
4. De la difusión cultural y de la exoneración de los impuestos. Los objetos, las publicaciones y las actividades que posean valor significativo para la difusión cultural y para la educación, no se gravarán con impuestos fiscales ni municipales. (Art. 83 C.N).
5. El capítulo VI DE LA ORGANIZACIÓN POLITICA ECONOMICA DEL ESTADO. SECCIÓN II DE LA ORGANIZACIÓN FINANCIERA. (Arts. 178 al 181 C.N).

6. Del Presupuesto General de la Nación (Art. 216 C.N).

7. De los Derechos y Atribuciones del Presidente de la República (Art. 238 incs. 13 y 14).

EL PRESUPUESTO GENERAL DE GASTOS

El Presupuesto General de Gastos de la Nación no es otra cosa que una Ley -de extraordinaria trascendencia en la vida política y jurídica del país- pero que presentan caracteres especiales (Art. 216 y 217 C.N).


- Art. 216 C.N: El proyecto de Ley del Presupuesto General de la Nación será presentado anualmente por el Poder Ejecutivo, a más tardar el primero de setiembre, y su consideración por el Congreso tendrá prioridad absoluta.
Se integrará una comisión bicameral la cual, recibido el proyecto, lo estudiará y presentará dictamen a sus respectivas Cámaras en un plazo no mayor de sesenta días corridos. Recibidos los dictámenes, la Cámara de Diputados se abocará al estudio del proyecto en sesiones plenarias, y deberá despacharlo en un plazo no mayor de quince días corridos. La Cámara de Senadores dispondrá de igual plazo para el estudio del proyecto, con las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados, y, si las aprobase, el mismo quedará sancionado. En caso contrario, el proyecto volverá con las objeciones a la otra Cámara, la cual se expedirá dentro del plazo de diez días corridos, exclusivamente sobre los puntos discrepantes del Senado, procediéndose en la forma prevista en el Art. 208, inciso 1), 2), y 3), siempre dentro del plazo de diez días corridos.

Todos los plazos establecidos en este artículo son perentorios, y la falta de despacho de cualquiera de los proyectos se entenderá como aprobación.

Las Cámaras podrán rechazar totalmente el proyecto presentado a su estudio por el Poder Ejecutivo, solo por mayoría absoluta de dos tercios en cada una de ellas.

DE LA VIGENCIA DEL PRESUPUESTO

- Art. 217 C.N: Si el Poder Ejecutivo, por cualquier razón, no hubiese presentado al Poder Legislativo el proyecto de Presupuesto General de la Nación dentro de los plazos establecidos, o el mismo fuera rechazado conforme con el artículo anterior, seguirá vigente el Presupuesto del ejercicio fiscal en curso.

DERECHO MUNICIPAL


El Municipio: Es la reunión de vecinos radicados en un mismo lugar y gobernados por leyes propias. El municipio es una sociedad natural intermedia entre la familia y el Estado y coexistente con estas dos últimas, asentada en un territorio determinado para llevar a cabo aspiraciones democráticas comunes. Sus elementos constitutivos son: la Población, el Territorio, y el Poder, los mismos del Estado, dentro del cual queda incurso.


El Poder que ejerce el Municipio es relativo, pues, depende de los principios establecidos en la Constitución Nacional y de las leyes que determinan su organización jurídica y económica.

El Derecho Municipal: es el conjunto de principios y normas positivas que establecen la organización y funcionamiento de los servicios públicos de carácter local y regulan las relaciones del Municipio con el Estado y los particulares por razón de aquellos.

CONTENIDO DEL DERECHO MUNICIPAL

Los temas principales que estudia esta rama jurídica son:

* La autonomía municipal, es decir, las relaciones del municipio con el Estado;

* La organización y funcionamiento del gobierno municipal;

* El poder de policía (control).

* La justicia en la administración municipal;

* El régimen financiero;

* Los servicios públicos de carácter local y funciones de cultura.

BASES CONSTITUCIONALES DE RÉGIMEN MUNICIPAL PARAGUAYO

La Constitución Nacional vigente, contiene declaraciones acerca del régimen a que debe supeditarse la organización jurídica del Municipio, dentro de la estructura del Estado; en la Parte II del Ordenamiento Político de la República, Capítulo IV, Sección III DE LOS MUNICIPIOS.
Las Bases Constitucionales que han de inspirar la legislación sobre el régimen municipal paraguayo son:

1º) Reconocimiento de la autonomía municipal. Art. 166: Las municipalidades son los órganos de gobierno local con personería jurídica que, dentro de su competencia, tienen autonomía política, administrativa y normativa, así como autarquía en la recaudación e inversión de sus recursos.
2º) Del Gobierno Municipal. Art. 167: El gobierno de los municipios estará a cargo de un intendente y de una junta municipal, los cuales serán electos en sufragio directo por las personas habilitadas legalmente.

3º) De las atribuciones. Art. 168: Serán atribuciones de las municipalidades, en su jurisdicción territorial y con arreglo a la ley:

1) La libre gestión en materias de su competencia, particularmente en las de urbanismo, ambiente, abasto, educación, cultura, deporte, turismo, asistencia sanitaria y social, instituciones de crédito, cuerpos de inspección y de policía;

2) La administración y la disposición de sus bienes;

3) La elaboración de su presupuesto de ingresos y egresos;

4) La participación en las rentas nacionales;

5) La regulación del monto de las tasas retributivas de servicios efectivamente prestados, no pudiendo sobrepasar el costo de los mismos;

6) El dictado de ordenanzas, reglamentos y resoluciones;

7) El acceso al crédito privado y al crédito público, nacional e internacional;

8) La reglamentación y la fiscalización del tránsito, del transporte público y la de otras materias relativas a la circulación de vehículos, y

9) Las demás atribuciones que fijen esta Constitución y la ley.

4º) De los impuestos inmobiliarios. Art. 169.
5º) De la protección de los recurso. Art. 170.
6º) De las categorías y de los regímenes: Art. 171: Las diferentes categorías y regímenes de municipalidades serán establecidos por ley, atendiendo a las condiciones de población, de desarrollo económico, de situación geográfica, ecológica, cultural, histórica y a otros factores determinantes de su desarrollo.


Las municipalidades podrán asociarse entre sí para encarar en común la realización de sus fines y, mediante ley, con municipalidades de otros países.

UNIDAD VI

Derecho Público Interno

Concepto: está constituido por el conjunto de Normas Jurídicas que dicta cada Estado para regir las relaciones del mismo con los particulares o de los particulares entre sí.

DERECHO PENAL


Noción: es el conjunto de Normas Jurídicas establecidas por el Estado que determina los delitos, las penas y las medidas de seguridad con que aquellos son sancionados, para evitar la criminalidad.

Se habla de delitos civiles y penales, contemplaos, respectivamente, en el Código Civil y Penal. Pero el delito propiamente pertenece al ámbito penal. La palabra delito en el Derecho Civil, designa toda acción ilícita, por la cual una persona a sabiendas e intencionalmente perjudica los derechos de otra. En el Derecho Criminal, designa toda infracción definida y castigada por la Ley Penal.

Los elementos clásicos del Derecho Penal son el delito y la pena. Con la escuela positiva se designa al delincuente la verdadera situación que le corresponde como protagonista en el campo del Derecho Penal, pues el delincuente es generalmente expresión de su personalidad. En torno a esta trilogía (delito, pena y delincuente) gira todo el Derecho Penal.


En el Derecho Penal moderno, la sociedad no se defiende del delito únicamente mediante las penas, sino también con las llamadas medidas de seguridad (o política crimina), conocida como el conjunto de principios fundados en la investigación científica del delito y de la eficacia de la pena, por medio de las cuales se lucha contra el crimen, valiéndose tanto de los medios penales (pena) como de los de carácter asegurativo (medidas de seguridad).

La Ley Nº 1160 del Código Penal, establece penas privativas de libertad para los delitos, hasta 5 años; y para los crimines, penas de más 5 años y hasta 30 años, más las medidas de seguridad en su caso.

Conviene recordar que el Derecho Penal pertenece al Derecho Público, ya que el Estado es el encargado de crear normas que definan los delitos y establezcan sanciones para los mismos, y aplicar estas últimas. Una característica fundamental del Derecho Penal es ser un Derecho Garantizador.
CARACTERÍSTICAS
a) El principio de legalidad, significa que no hay delito sin ley; no hay pena sin ley que la autorice;

b) La interpretación y aplicación de las leyes deben ceñirse a si texto. Se prohíbe aplicarlas por analogía e interpretarlas extensivamente, comprendiendo en ellas casos no previstos de una manera expresa por el legislador;

c) El poder punitorio corresponde al Estado y debe ejércelo por intermedio de los juzgados y tribunales de justicia, conforme a normas substantivas y de procedimiento previamente establecidas;

d) Tiene como fundamento la defensa social y por finalidad tender a realizarla.

EVOLUCIÓN DEL DERECHO PENAL
a) Tiempos Primitivos: la retribución penal asume formas mágicas y religiosas (el tabú). Las primeras reacciones contra el que infringe las formas de convivencia social son colectivas, por ejemplo, la lapidación; o ejecución de la pena de muerte mediante el lanzamiento de piedras, por el populacho, contra reo o víctima, hasta privarlo de la vida (expulsión de la tribu de que se forma parte) y la venganza de sangre (venganza colectiva de un clan o tribu contra otra).

Estas formas de venganza tiene originariamente carácter privado. En el Derecho Germánico aparece como otra forma de penar, la composición, es decir, la substitución de la pena corporal por el pago de una reparación pecuniaria a los parientes de la víctima.


Desarrollo y organizado el Estado, la pena deja de ser una cuestión que interese sólo a la asociación familiar. El poder de castigar pasa al poder público, es decir, a los jueces, alejándose cada vez más de la idea de venganza y tendiendo hacia la imparcialidad.

b) En Roma: Se destaca el carácter público del delito y la pena: el primero era la violación de las leyes públicas; la segunda fue reacción pública contra el delito. Resalta además, el carácter sagrado del derecho penal: la expiatio y exacratio capitis, y la consacratio bonorum (expulsión del reo de la comunidad religiosa y reconciliación del pecador arrepentido con la comunidad). Pero, se diferencia el derecho con la religión, y se logra el triunfo de la pena pública.
* El perduellio (delito contra la patria) y el parricidium (la muerte del jefe de familia) son el origen de los delitos públicos y privados, respectivamente. Otros delitos reprimidos con la pena pública son el: el incendio, el falso testimonio, el cohecho del juez, la difamación, etc.

* La ley de las XII tablas, contiene normas de Derecho Penal que se inspiran en loa previa determinación de los delitos privados, lo que excluye la venganza privada, y en la igualdad social y política ante el derecho penal.

Posteriormente aparecen:

· La provocatio: la pena de muerte es evitada con el exilio voluntario.
· El edicto pretorio: o sea la facultad de los pretores para publicar edictos.
· La crimina pública: los delitos cometidos por funcionarios públicos, y además: homicidio, allanamiento de morada, adulterio, violación, proxenetismo y matrimonio incestuoso.
· La crimina extraordinaria: creado por decisiones de los emperadores y del Senado. Se advierte la creación de nuevos delitos y el aumento en la severidad de las penas.
c) Derecho Penal Germánico: Después de la invasión bárbara se acrecienta el poder del Estado en la aplicación de la penas. Aparecen dos clases de composiciones: unas fijadas por parientes de las víctimas, y otras de carácter judicial (que son las que se imponen en definitiva). El importe de la composición se gradúa para cada hecho delictivo.

d) Derecho Penal en la Edad Media: Está formado por elementos delo derecho romano, canónico y genérico. El Derecho Canónico combatió la venganza privada, la atrocidad de las penas y las ordalías (juicio de Dios) o medios probatorios: el duelo, el fuego, el agua hirviente, agua fría). También tienen su origen en el mismo las instituciones denominadas Treguas de Dios y derecho de asilo, para el amparo de los perseguidos. Son característicos de la época de las formas brutales de aplicar la pena de muerte, las mutilaciones, las torturas. Además, faltaban garantías procesales.
e) Derecho Penal en loa Edad Moderna: Esta situación se prolongó durante la Edad Moderna hasta el siglo XVIII. El Código denominado La Carolina, en vigencia en el imperio germánico, y sancionado en su redacción definitiva por Carlos V, en 1532, tiene los méritos de dar realmente carácter público al derecho penal y de haber fijado y sistematizado las normas existentes sobre la materia. Traduce también un retorno a los principios del derecho romano.
f) Alfonso de Castro (1495 – 1558): Precursor de la Ciencia del Derecho Penal. El teólogo y jurista español, es considerado precursor y fundador de la Ciencia del Derecho Penal. Expuso sus ideas en la obra La fuerza de la ley penal. Propiciaba la graduación de las penas conforme a la gravedad de los delitos, y se oponía a la crueldad y atrocidad de las penas para que no excedan a la gravedad de la culpa. La pena de muerte se aplicaba a los que dañen en forma muy grave a la sociedad y cuando el delincuente es incorregible. El Juez debía ponderar circunstancias agravantes y atenuantes. Sentaba, asimismo, principios en materia de interpretación de la ley penal, que llevaban a su aplicación benigna e impedía su extensión a los casos no previstos aunque hubiera analogía.
g) Influencia de César Beccaria (1738 – 1794): El pequeño libro del Marqués, denominado dei delitti e delle pene, escrito en Milán y publicado en Livorno (Italia) en 1763, ejerció una gran influencia en la transformación del Derecho Penal.
* Fundada las penas en la idea del Contrato Social: Considera que todo acto que exceda la necesidad de defender la seguridad pública es injusto.

* Combate el arbitrio de los Jueces y formula el postulado de la legalidad de los delitos y de las penas. Sólo las leyes pueden decretar las penas sobre los delitos, y esta autoridad reside en el legislador que representa a toda la sociedad unida por un contrato social. Las leyes penales deben ser generales, dictadas para todos los miembros de la sociedad y no para reprimir el delito de una única persona.

* Habla de la proporcionalidad entre los delitos y las penas. Reacciona así contra el sistema imperante de castigar con la misma pena delitos de diferente gravedad, lo que no favorecía la idea de justicia y por el contrario era un estímulo a cometer delitos más graves.

* Combate la pena de muerte y se manifiesta partidario de las penas benignas pero infalibles e inmediatas al delito. La misma atrocidad de la pena, hace que se agudice el ingenio para esquivarla, tanto cuando mayor es el mal a cuyo, encuentro se encamina, y se cometen más delitos para eludir la pena de uno sólo. Desecha la tortura para arrancar la confesión al reo.
* Sostiene la igualdad del noble y del plebeyo ante la ley penal. Mejor es prevenir los delitos que castigarlos, y señala la claridad y sencillez de las leyes penales; el progreso de la instrucción y de la educación; la mejor organización de los tribunales y las recompensas a las acciones virtuosas.

* La obra de Beccaria, alcanzó una gran difusión y determinó a varios gobernantes de la época a la humanización de las leyes penales (Catalina II de Rusia, Pedro Leopoldo de Toscana y José II de Austria); influyó en los Principios Penales de la Revolución Francesa y se prolongó en la legislación de Europa y América. También repercute en España, cuyo Rey Carlos III, llegó hasta a pensar en 1776 en la posibilidad de suprimir la pena de muerte.

h) La Escuela Clásica del Derecho Penal: Anteriormente derecho penal liberal. El éxito de la obra de Beccaria demostró que se iniciaba una época propicia para la renovación del derecho penal, tanto en la doctrina como la legislación. Sus principales representantes a principios del siglo XIX fueron: Romagnosi (en Italia), Bentham (en Inglaterra), Fruerbach (en Alemania). Le siguen figuras ilustres como las de Rossi y Crimignani. La figura máxima de la escuela fue Francesco Carrara (1805 – 1888). Para él, el delito no es un hecho, sino en ente jurídico, al que se debe analizar en sus elementos. Para que existiera delita era necesario que se causara un daño a la sociedad, que el autor fuera moralmente imputable y que el hecho estuviera previsto en la ley positiva. La pena se basaba en la retribución jurídica y tenía por fin el restablecimiento del orden jurídico perturbado por el delito.

Esa escuela descuidó el estudio del delincuente en sus peculiaridades concretas, ya que ser limitada a considerarlo en abstracto.

La Escuela Clásica, influyó enormemente en la elaboración científica del Derecho Penal; ella la organizó y sistematizó de modo perfecto y acabado. Casi la totalidad de los Códigos y Leyes penales elaborados en el siglo pasado se inspiraron plenamente en las orientaciones clásicas a cuya esencia aún permanecen fieles algunos de los Códigos de más reciente promulgación. Su sentido es individualistas y de protección y garantía contra los posibles abusos y arbitrariedades.

i) La Escuela Positiva de Derecho Penal: Nace y se desarrolla en Italia. Su denominación deriva de la aplicación en el campo de las ciencias penales de los métodos de observación y experimentación utilizados en el estudio de los fenómenos de la naturaleza, a fines del siglo XIX. Se señalan tres etapas en la evolución de esta escuela:

1º) la Antropológica; 2º) la Sociológica, 3º) la Jurídica.

1º) La etapa antropológica: está representada por el Psiquiatra Cesar Lombroso (1825 -1909), quien publica en 1876 su famosa obra L`uomo delinquente, dedicada el estudio de los factores biológicos de la delincuencia. El examen de la anatomía, patología y morfología del delincuente, establecidos varios tipos: nato, loco moral, epiléptico, pasional y ocasional.
2º) La etapa sociológica: está representada por Enrico Ferri (1856 – 1929), la figura máxima de la escuela, autor de la obra Sociología criminal (1892). Al establecer las causas de la delincuencia (etiología criminal). Ferri limita la importancia del factor individual o antropológico (constitución orgánica y psíquica del crimina) y examina loa gravitación de otros factores: el factor físico o cosmotelúrico (clima, naturaleza del suelo, la temperatura, las condiciones atmosférica, etc.), y el factor social (densidad poblacional, condiciones políticas, económicas, religiosas, culturales, etc.). 

Ferri, niega el libre albedrío, ya no es responsabilidad moral la base de la imputabilidad penal sino responsabilidad social. El delito no es ya estudiado como ente jurídico sino como fenómeno natural y social.

La defensa nacional, debe adecuarse a cada especie de delincuentes, y distingue cinco categorías: 1º loco; 2º nato; 3º habitual; 4º ocasional; 5º pasional. Las penas dejan de tener carácter retributivo y expiatorio.

La pena era débil eficacia para combatir los delitos, por ende propicia los sustitutos o equivalentes de las pena (mediantes preventivas de orden económico y político, civil y administrativo, familiar y educativo). Dentro de esta concepción el Derecho Penal no es más que un capítulo de la sociología criminal.
3º La etapa jurídica: se presenta Rafael Garófalo (1852 – 1934), cuya obra fundamental fue Criminología (1885). Se propuso la sistematización jurídica de las doctrinas criminológicas del Positivismo. La escuela, se preocupa esencialmente por el Delincuente, descuidó la determinación del delito. Garófalo formuló la teoría de delito natural (la violación de los sentimientos de piedad y de probidad en la medida indispensable para la adaptación del individuo a la sociedad.


Enunció también la teoría de la temibilidad o peligrosidad, que hasta trascendencia debía alcanzar después en la legislación y doctrina. En la defensa contra la delincuencia no sólo debe tener en cuenta el hecho peligroso cometido, sino la posibilidad de que el sujeto, en razón de sus condiciones personales, cometa otros hechos semejantes.

j) La Escuela Posterior: la terza scuola, llamada también positivismo crítico y cuyos creadores en Italia son Manuel Carnevale y Bernardo Alimena, representa una posición ecléctica ente las escuelas clásicas y positiva.

La escuela sociológica de política criminal, creada por Franz Von Liszt, quien inició la exposición de sus ideas en 1888 y que tuvo una amplia repercusión en Alemania.


Más recientemente, la llamada dirección técnico-jurídica (Binding, en Alemania; Rocco, Manzini, en Italia). Según esta escuela, la ciencia personal, se limita al derecho penal positivo vigente, a elaborar técnicamente los principios fundamentales de sus instituciones y a aplicar e interpretar este derecho. El delito se concibe como una pura relación jurídica, prescindiendo de sus aspectos personales y sociales. Hace abstracción del libre albedrío, como base de la imputabilidad. La pena es la reacción jurídica contra el delito, reservada para los imputables, los inimputables quedan sometidos a medidas de seguridad, de carácter administrativo y desprovistas de sentido penal.


Las ideologías políticas totalitarias contemporáneas (nacional-socialismo y comunismo) han influido sobre el Derecho Penal (derecho penal autoritario), y crearon delito de tipo político, duramente castigados, contrastando con el trato benigno que los mismos merecen para el Derecho Penal Liberal.
FUENTES DEL DERECHO PENAL
Principios de la legalidad y exclusión de la analogía. La mayoría de las legislaciones penales establecen el principio de la legalidad. Es decir, que los delitos y las penas deben estar previstos en la Ley. Así, ésta se convierte en la única fuente fundamental de normas penales, ya que las demás fuentes formales sólo desempeñan en esta materia una función indirecta en la creación de tales normas.


La admisión de dichos principios lleva también a la exclusión de la analogía, admitida, en cambio, en derecho civil como procedimiento para salvar las lagunas de la ley. En derecho penal tales lagunas no se pueden llenar por analogía.

El principio de loa legalidad, garantizador de la libertad, aparece como una conquista de sentido político del movimiento liberal de los siglos XVIII y XIX, expresando una reacción contra la arbitrariedad de los Jueces. Pero aparte de ello tiene un sentido permanente y universal, es un principio moral y una exigencia lógica. Recibe una afirmación solemne con la Revolución Francesa (Declaración de los Derechos del Hombre), pero puede señalarse que ya tenía vigor en el derecho romano con Ulpiano. También lo afirma implícitamente en Inglaterra la Carta Magna (1215).

En algunos regímenes autoritarios se ha abandonado el principio de la legalidad, admitiéndose la analogía. Así, el Código Penal Soviético de 1926, el Alemán en la reforma de 1935 (derogado en 1946); Dinamarca (1930). 


El papa Pío XII sostuvo la necesidad de defender este principio (Mensaje al Mundo en la Navidad de 1942).

BASES CONSTITUCIONALES DEL DERECHO PENAL PARAGUAYO

La Constitución Nacional vigente, contiene los principios fundamentales que han de originar la acción de los legisladores y jueces en materia penal. Dichas bases están fundadas en el respecto a la persona humana y la defensa social. Se enuncian a continuación:
1º Art. 4º Del derecho a la vida: El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Se garantiza su protección, en general, desde la concepción. Queda abolida la pena de muerte. Toda persona será protegida por el Estado en su integridad física y psíquica, así como en su honor y en su reputación. La ley reglamentará la libertad de las personas para disponer de su propio cuerpo, sólo con fines científicos o médicos.
2º Art. 5º De la tortura y de otros delitos: Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. El genocidio y la tortura, así como la desaparición forzosa de personas, el secuestro y el homicidio por razones políticas son imprescriptibles.

3º Art. 11º De la privación de la libertad: Nadie será privado de su libertad física o procesado, sino mediando las causas y en las condiciones fijadas por esta Constitución y las leyes.

4º Art. 12º De la detención y del arresto: Nadie será detenido ni arrestado sin orden escrita de autoridad competente, salvo caso de ser sorprendido en flagrante comisión de delito que mereciese pena corporal. Toda persona detenida tiene derecho a:

a) Que se le informe, en el momento del hecho, de la causa que lo motiva, de su derecho a guardar silencio y a ser asistida por un defensor de su confianza. En el acto de la detención, la autoridad está obligada a exhibir la orden escrita que la dispuso;

b) Que la detención sea inmediatamente comunicada a sus familiares o personas que el detenido indique;

c) Que se le mantenga en libre comunicación, salvo que, excepcionalmente, se halle establecida su incomunicación por mandato judicial competente; la incomunicación no regirá respecto a su defensor, y en ningún caso podrá exceder del término que prescribe la ley;

d) Que disponga de un intérprete, si fuese necesario, y a

e) Que sea puesta, en un plazo no mayor de veinticuatro horas, a disposición del magistrado judicial competente, para que éste disponga cuanto corresponda en derecho.

5º Art. 13º De la no privación de libertad por deudas: No se admite la privación de la libertad por deuda, salvo mandato de autoridad judicial competente dictado por incumplimiento de deberes alimentarios o como sustitución de multas o fianzas judiciales.
6º Art. 14º De la irretroactividad de la ley: Ninguna ley tendrá efecto retroactivo, salvo que sea más favorable al encausado o al condenado.

7º Art. 15º De la prohibición de hacerse justicia por sí mismo: Nadie podrá hacerse justicia por sí mismo ni reclamar sus derechos con violencia. Pero, se garantiza la legítima defensa.

8º Art. 16 De la defensa en juicio: La defensa en juicio de las personas y de sus derechos es inviolable. Toda persona tiene derecho a ser juzgada por tribunales y jueces competentes, independientes e imparciales.

9º Art. 17 De la derechos procesales: En el proceso penal, o en cualquier otro del cual pudiera derivarse pena o sanción, toda persona tiene derecho a:

a) Que sea presumida su inocencia;

b) Que se le juzgue en juicio público, salvo los casos contemplados por el magistrado para salvaguardar otros derechos;

c) Que no se le condene sin juicio previo fundado en una ley anterior al hecho del proceso, ni que se le juzgue por tribunales especiales;

d) Que no se le juzgue más de una vez por el mismo hecho. No se pueden reabrir procesos fenecidos, salvo la revisión favorable de sentencias penales establecidas en los casos previstos por la ley procesal;

e) Que se defienda por sí misma o sea asistida por defensores de su elección;

f) Que el Estado le provea de un defensor gratuito, en caso de no disponer de medios económicos para solventarlo;

g) La comunicación previa y detallada de la imputación, así como a disponer de copias, medios y plazos indispensables para la preparación de su defensa en libre comunicación;

h) Que ofrezca, practique, controle e impugne pruebas;

i) Que no se le opongan pruebas obtenidas o actuaciones producidas en violación de las normas jurídicas;

j) El acceso, por sí o por intermedio de su defensor, a las actuaciones procesales, las cuales en ningún caso podrán ser secretas para ellos. El sumario no se prolongará más allá del plazo establecido por la ley, y a

k) La indemnización por el Estado en caso de condena por error judicial.

10º Art. 18 De las restricciones de la declaración: Nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo, contra su cónyuge o contra la persona con quien está unida de hecho, ni contra sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad inclusive. Los actos ilícitos o la deshonra de los imputados no afectan a sus parientes o allegados.

11º Art. 19 De la prisión preventiva: La prisión preventiva solo será dictada cuando fuese indispensable en las diligencias del juicio. En ningún caso la misma se prolongará por un tiempo mayor al de la pena mínima establecida para igual delito, de acuerdo con la calificación del hecho, efectuada en el auto respectivo.
12º Art. 20 Del objeto de las penas: Las penas privativas de libertad tendrán por objeto la readaptación de los condenados y la protección de la sociedad. Quedan proscriptas la pena de confiscación de bienes y la de destierro.

13º Art. 21º De la reclusión de las personas. Las personas privadas de su libertad serán recluidas establecimientos adecuados, evitando la promiscuidad de sexos. Los menores no serán recluidos con personas mayores de edad. La reclusión de personas detenidas se hará en lugares diferentes a los destinados para los que purguen condena.
14º Art. 22 De la publicación sobre procesos: La publicación sobre procesos judiciales en curso debe realizarse sin prejuzgamiento. El procesado no deberá ser presentado como culpable antes de la sentencia ejecutoriada.

LA CODIFICACIÓN

Descansa la legislación penal común sobre tres principios axiomáticos, que se refieren a la imputación, infracción y punición. El principio se anuncia así: “nadie puede ser imputado si no ha incurrido en delito o falta previstos por la ley”, y el tercero: “no pueden aplicarse otras penas que las establecidas por la ley”.

Como breve reseña histórica, el Código Penal anterior, promulgado por ley del 22 de febrero de 1910. Es obra del penalista  paraguayo Doctor Teodosio Gonzáles, quien en vida fuera profesor de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional. Para la distribución de su normativa, dicho Código estaba dividido en dos libros; cada uno de estos comprende dos secciones; cada sección se divide en capítulos; el Libro Primero está dedicado a la parte genera: legisla en la Sección primera sobre el delito y delincuente, y en la Sección segunda sobre el castigo de los hechos ilícitos en general. El libro segundo se refiere a los hechos punibles y sus penas. La Sección primera del mismo legisla sobre los delitos y sus penas; la Sección segunda concierne a las faltas y sus penas.


Dicho Código Penal legislaba sobre las omisiones culpables y las faltas. A este respecto, cabe destacar que la tendencia seguida por la doctrina legislación moderna, consiste en separar las faltas o contravenciones de los delitos, como materia de los códigos penales.

Si bien las faltas o contravenciones suelen llevar anexas sanciones de orden pena, pone de manifiesto caracteres peculiares que se apartan de los principios fundamentales dominantes en materia delictual.

Tales caracteres son:

1)  La facultad de juzgar las faltas o contravenciones, está desvinculada en mayor o menor grado del Poder Judicial, para ser atribuida al Poder administrador.

2) El proceso penal ordinario queda sustituido por un procedimiento sumario, rápido y expeditivo;

3) En su significado los principios de legalidad, prohibición de la analogía e interpretación extensiva de los textos legales, pierden mucho de su rigidez.


En reemplazo de este Código Penal, fue promulgado otro, por la Ley Nº 78 de fecha 18 de junio de 1914; complementados con posterioridad por vía de Decreto del Poder Ejecutivo: decreto-ley del 31 de enero de 1950, que reprimió la usura; sancionó el delito de contrabando el decreto-ley Nº 71 de marzo de 1953; la ley Nº 195 del año modificó el Libro Segundo, sección I, capítulo XII (delitos contra el pudor y la honestidad pública; ley Nº 293 de año 1955, estableció la equivalencia del peso de curso legal curso legal con la unidad monetaria vigente (el guaraní), a los efectos de la aplicación de las penas pecuniarias; la ley N° 294 del año 1955 trata de la defensa de la democracia; la garantía de los fueros quedó establecida por la ley N° 323 del año 1955; la ley N° 621 del año 1960 modificó el capítulo III, sección segunda del libro segundo relativos a los delitos contra el orden público; la ley N° 941 del año 1964 reprimió y sancionó como delito la emisión de cheques bancarios sin provisión de fondos; en el mes de agosto de 1970 fue promulgada la ley sobre defensa de la paz pública y la libertad de las personas, esta última y la 294 ya mencionada, eran consideradas como leyes liberticidas, impuestas por el régimen im​perante en ese entonces.
En la actualidad contamos con la Ley N" 1.160/97, que entro en vigen​cia a un año de su promulgación (1998), en consecuencia a la luz de la Constitución Nacional sancionada y promulgada el 20 de junio de 1992, considerado en su momento un Código avanzado, puesto que se pasa de un sistema inquisitivo a uno acusatorio, exigencia esta de un estado de derecho garantista con sus aciertos y errores, obra perfectible y no per​fecta como ,producto de lo hecho por el hombre; con principios básicos considerados fundamentales, como ser:
- Artículo 1.- Principio de legalidad: Nadie será sancionado con una pena o medida sin que los presupuestos de la punibilidad de la conducta y la sanción aplicable se hallen expresa y estrictamente descritos en una ley vigente con anterioridad a la acción u omisión que motive la sanción.

- Artículo 2.- Principios de reprochabilidad y de proporcionalidad:

1º No habrá pena sin reprochabilidad.

2o La gravedad de la pena no podrá exceder los límites de la gravedad del reproche penal.

3o No se ordenará una medida sin que el autor haya realizado, al menos, un hecho antijurídico. Las medidas de seguridad deberán guardar propor​ción con:

1) La gravedad del hecho o de los hechos que el autor haya realizado.

2) La gravedad del hecho o de los hechos que el autor, según las circuns​tancias, previsiblemente realizará; y,

3) El grado de posibilidad con que este hecho o estos hechos se realizarán.

Artículo 3.- Principio de prevención: Las sanciones penales tendrán por objeto la protección de los bienes jurídicos y la readaptación del autor a una vida sin delinquir.

Hay que señalar que el Derecho Penal es una Ciencia Jurídica que prescribe el conjunto de Normas ético-jurídicas que son consideradas, en un determinado momento histórico y en una determinada sociedad, como absolutamente necesarias para el mantenimiento del orden po​lítico social y que, por ello, son impuestas por el Estado mediante la aplicación de Penas.

La importancia de esta Rama del Derecho, radica esencialmente en la Protección que la misma brinda al individuo, con normas tendientes a una mejor convivencia humana, en busca de la Prevención de hechos delictivos a través de sanciones, medidas y penas; que puedan dar Se​guridad Jurídica y Protección a la Sociedad y como integrante de la Sociedad; también brida Protección y Seguridad Jurídica al Penado o Delincuente; intentando en este último caso reinsertarlo a la Sociedad.

Es así, que es una Ciencia palpable humana, pues analiza todos los fac​tores (externos, internos, causales, circunstanciales, sociales, personales, etc.) que llevan a una persona a actuar en forma contraria a las Normas Jurídicas establecidas en la Constitución Nacional, y en ese contexto, es​tablecer la pena más apropiada para quien agredió el Orden Jurídico es​tablecido. Es de allí que toma mayor trascendencia que otras ramas del Derecho, pues lo que analiza es la libertad de las personas, su declaración de Inocencia o Culpabilidad; y el Restablecimiento de la Paz Social con la imposición o no, de una Pena Privativa de Libertad, de una Medida de Seguridad o de Sanciones.

DERECHO PENAL MILITAR

Nociones: Entre los Derechos Penales de naturaleza especial, cabe men​cionar el Derecho Penal Militar o castrense que tiene autonomía propia.

Algunos autores proponen distinguir entre Derecho Penal Militar y dere​cho Disciplinario Militar; el primero se ocuparía exclusivamente de los delitos militares y el segundo de las faltas de igual naturaleza.

CÓDIGO PENAL MILITAR, EL LEY 943/1980
“El Derecho Penal Militar es el conjunto de normas jurídicas que orga​nizan la represión de las infracciones militares, por medio de las penas. La parte de la ciencia del Derecho Penal que estudia las violaciones a las leyes penales militares y las correspondientes sanciones penales”.

LA SUSTANTIVIDAD DEL DERECHO PENAL MILITAR
Está justificada por los fundamentos siguientes Artículos Constituciona​les:
- Art. 172 De la composición de la fuerza pública: La fuerza pública está integrada, en forma exclusiva, por las fuerzas militares y policiales.
- Art. 173 De las Fuerzas Armadas: Las Fuerzas Armadas de la Na​ción constituyen una institución nacional que será organizada con ca​rácter permanente, profesional, no deliberante, obediente, subordinada a los poderes del Estado y sujeta a las disposiciones de esta Constitución y de las leyes. Su organización y sus efectivos serán determinadas por la ley. Los militares en servicio activo ajustarán su desempeño a las leyes y reglamentos, y no podrán afiliarse a partido o a movimientos político alguno, ni realizar ningún tipo de actividades políticas.
- Art. 174 De los tribunales militares: los tribunales militares sólo juzgarán delitos y faltas de carácter militar, calificados como tales por la ley, y cometidos por militares en servicio activo. Sus fallos podrán ser recurridos ante la justicia ordinaria. Cuando se trate de un acto previsto y penado, tanto por la ley penal común, como por la ley penal militar, no será considerado como delito militar, salvo que hubiese sido cometido por un militar en servicio activo y en ejercicio de funciones castrenses. En caso de duda de si el delito es común o militar, se lo considerará como delito común. Solo en caso de conflicto armado internacional, y en la for​ma dispuesta por la ley, estos tribunales podrán tener jurisdicción sobre personas civiles y militares retirados.
El Código Penal Militar vigente, fue establecida por Ley N° 843/1980, que derogó a la anterior de 1887
Como breve reseña histórica mencionamos el Código anterior que fue promulgado por la Ley del 22 de junio de 1887, lo redactó una comisión de tres miembros: el Coronel Juan C. Centurión, Don Teodoro Chacón y el Capitán de Fragata Domingo A. Ortiz, la cual quedó reducida a los primeros. Dicho Código constaba de 241 articulas distribuidos en dos libros, precedidos de un capitulo preliminar. En este se establece la distinción entre delito militar y trasgresión de la disciplina militar. Por delito militar se entiende toda violación de la ley penal militar. Las trans​gresiones de la disciplina militar están castigadas por la ordenanza militar.

El libro primero estaba dedicado a las disposiciones relativas tanto al tiempo de paz como la de guerra y contiene dos capítulos: el primero se refiere a las disposiciones generales sobre las penas, su aplicación, ate​nuación y agravación y extinción de los delitos y las penas. El título II concierne a las disposiciones especiales relativas a los delitos.

El libro segundo contenía las disposiciones aplicables en tiempos de guerra, distribuidas en seis capítulos.
DERECHO CONTRAVENCIONAL O DE FALTAS
En todos los países existe una legislación especial sobre faltas o contra​venciones. Son infracciones a disposiciones generales de orden adminis​trativo, dictadas tanto por las autoridades centrales de un país como por las locales. Las faltas surgen de disposiciones nacionales, gubernamenta​les y municipales.

Esta derecho especial aparece en la clasificación tripartita de los hechos punibles que estableció la legislación del periodo de la Revolución Fran​cesa: 1o) crímenes, castigados con pena aflictiva o infamante; 2o) delito, reprimidos con pena correccional, 3°) contravenciones, reprimidas con pena policial. Esta distinción tenía en cuenta la importancia de la pena, y conforme a ella se establecían los tribunales.

En el régimen francés y en principio, los crímenes son juzgados por la cor​te, los delitos por el Tribunal correccional, y las contravenciones por los tribunales de carácter policial. Es decir, que la división tripartita se vincula con la organización de los tribunales. Además del Código Penal Francés de 1810, la han seguido un número considerable de códigos contemporáneos.

Algunos otros códigos, como el italiano, adoptan el sistema bipartito es decir, de la distinción únicamente entre delitos y contravenciones.

DERECHO PROCESAL
El Derecho Procesal regula la organización de los Tribunales, la actuación del Juez y de las partes en los procesos.

Su Autonomía: Las Normas del Procedimiento no pueden confundirse, por su propia naturaleza, con las de fondo o sustanciales. En su estado actual el Derecho Procesal, por responder a un conjunto de principios propios y afines entre sí, constituye, con sus principales divisiones en Pro​cesal Civil y Penal, una rama con autonomía en la legislación y en la enseñanza. Se discute su ubicación dentro del cuadro de las disciplinas jurídicas: si forma parte del Derecho Privado o del Público.
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Las tendencias científicas y legislativas actuales se orientan en el sentido de ubicar todo el Derecho Procesal en el ámbito del Derecho Público. El Proceso, no es un duelo de particulares, sino una relación jurídica de Derecho Público, en la cual el Estado es parte esencial y compromete un fin propio. Y ello es así, porque aunque la relación controvertida puede ser privada, mediante la acción el particular se dirige al Estado reclamándole la protección jurisdiccional.

Cada rama del Derecho, tanto en el Derecho Interno como en Derecho Internacional, tiende a formar sus reglas procesales propias. Así, además del Derecho Procesal Civil y Penal, los más desarrollados y generalmente codificados, se advierte la tendencia a la aparición de normas especiales en materia de Derecho Laboral (si bien estas en rigor pueden incluirse en el procesal civil), Derecho Administrativo, Internacional, etc.

JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA
a) La Jurisdicción: (iurisdictio, administración del Derecho) emana de la so​beranía. Es la potestad pública de que se encuentran investidos los Jueces para conocer en los pleitos y fallarlos con arreglo a derecho. Acción de administrar el derecho, no de establecerlo. Es pues, la función específica de los Jueces. También, la extensión y límites del poder de juzgar, ya sea por razón de la ma​teria, ya sea por la razón del territorio, si se tiene en cuenta que cada tribunal no puede ejercer su función juzgadora sino dentro de un espacio determinado y del fuero que le está atribuido. En este último sentido se habla de jurisdicción administrativa, civil, comercial, correccional, criminal, laboral, etc.

La función jurisdiccional en los Estados cuyo Gobierno está organizado conforme a la teoría de la división de los Poderes constituye un poder independiente con relación al Legislativo y al Ejecutivo; pero esta separa​ción no es absoluta, los tribunales pueden declarar la inconstitucionalidad de las leyes, decretos u ordenanzas dictadas por los otros poderes, cuando estén en oposición con los principios, garantías y privilegios consagrados por la constitución.

La Jurisdicción Civil se divide, generalmente, en contenciosa y volunta​ria, En el primer caso, el Estado decide un litigio entre particulares, es de​cir, resuelve sobre derechos controvertidos. En la segunda, se requiere la intervención del juez para efectuar una comprobación u obtener una auto​rización. Pero, aparentemente contenciosa es la verdadera jurisdicción, ya que en rigor la voluntad sería función sustancialmente administrativa. (administración ejercida por órganos judiciales).

b) La Competencia: es la medida de la jurisdicción, es decir, el límite de los poderes de los órganos jurisdiccionales, a efectos de la determinación

genérica de los asuntos en que es llamado a conocer por razón de la ma​teria, de la cantidad y del lugar. O bien, es la aptitud del Juez para ejercer su jurisdicción en un caso determinado. Las cuestiones de competencia se ocasionan cuando dos de ellos creen que les pertenece entender en un asunto determinado.

La jurisdicción atribuida a los diversos Jueces deriva de la organización política, y su competencia de razones de buena organización de la llama​da administración de justicia (división y especialización del trabajo). En cuanto a la división de la competencia, se funda esencialmente por razón

del lugar (domicilio de las partes, calidad de extranjero o nacional), de la cuantía del litigio, etc.

LAS ACCIONES
Acción Civil: es el poder jurídico que tiene todo sujeto de derecho de acu​dir a los órganos jurisdiccionales del Estado, para reclamar la solución de un conflicto de intereses.

Acción Penal: el ejercicio del derecho de acusación por quien lo tenga atribuido, como medio de provocar el ejercicio del derecho de penar por parte del Estado, a quien corresponde, y que en lugar de proceder directamente al castigo del culpable, hace depender su aplicación al resultado de un proceso jurisdiccional, en el que la defensa del inculpado se halla garantizada.

RELACIONES ENTRE DERECHO Y ACCIÓN
En el Derecho contemporáneo de la mayor parte de los países esta admitida la distinción conceptual entre Derecho y Acción. Se basa en varias razo​nes: que la Acción tiene condiciones propias de existencia; un mismo De​recho puede dar lugar a varias acciones; puede existir derecho sin Acción (caso de las obligaciones naturales); a veces se siguen acciones fundadas en pretensiones que carecen de derecho, etc.

Entre las distintas teorías, recordamos las siguientes:

a) La Acción es el Derecho del ciudadano u obtener la tutela jurídica del Estado, un Derecho subjetivo público frente al Estado;
b) La Acción es el Derecho potestativo, en el sentido de poder jurídico de determinar el nacimiento de la condición para la actuación de la voluntad de la Ley;
c) La acción sería un derecho en sentido abstracto, porque corresponde a todo el que se dirige a un juez reclamando su decisión, aunque su pre​tensión sea infundada.

Esta última teoría expresa, no ya como un instrumento para hacer vencer a quien tiene razón, sino como un instrumento puesto por igual al servicio de quien tiene razón y de quien no la tiene.

La verdad es que no puede disociarse la Acción del Derecho, ya que el demandante, si no tiene realmente un derecho, por lo menos cree tenerlo o lo invoca. La Acción tiende así a obtener la decisión jurisdiccional sobre ese Derecho en discusión.

BASES CONSTITUCIONALES DEL DERECHO PROCESAL PARAGUAYO
La Constitución Nacional vigente, contiene normas relativas a las garan​tías procesales. Como las más importantes se destacan las siguientes:

1o) Art 14 De la Irretroactividad de la ley: Ninguna ley tendrá efecto retroactivo, salvo que sea más favorable al encausado o al condenado.

2o) Art. 16 De la defensa en juicio: La defensa en juicio de la persona y de los derechos es inviolable. Toda persona tiene derecho a ser juzgada por tribunales y jueces competentes, independientes e imparciales.

3o) Art. 17 De los derechos procesales: En el proceso penal, o en cualquier otro del cual pudiera derivarse pena o sanción, toda persona tiene derecho a:
a) Que sea presumida su inocencia;
b) Que se le juzgue en juicio público, salvo los casos contemplados por el magistrado para salvaguardar otros derechos;
c) Que no se le condene sin juicio previo fundado en una ley anterior al hecho del proceso, ni que se le juzgue por tribunales especiales;
d) Que no se le juzgue más de una vez por el mismo hecho. No se pueden reabrir procesos fenecidos, salvo la revisión favorable de sentencias pena​les establecidas en los casos previstos por la ley procesal;
e) Que se defienda por sí mismo o sea asistida por defensores de su elección;
f) Que el Estado le provea de un defensor gratuito, en caso de no disponer de medios económicos para solventarlo;
g) La comunicación previa y detallada de la imputación, así como a dis​poner de copias, medios y plazos indispensable para la preparación de su defensa en libre comunicación;
h) Que ofrezca, practique, controle e impugne pruebas;
i) Que no se le opongan pruebas obtenidas o actuaciones producidas en violación de las normas jurídicas;

j) El acceso, por si o por intermedio de su defensor, a las actuaciones procesales, las cuales en ningún caso podrán ser secretas para ellos. El sumario no se prolongará más allá del plazo establecido por la ley, y a;
k) La indemnización por el Estado en caso de condena por error judicial.

4o) Art. 18 De las restricciones de la declaración: Nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo, contra su cónyuge o con la perso​na con quien está unida de hecho, ni contra sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad inclusive. Los actos ilíci​tos o la deshonra de los imputados no afectan a sus parientes o allegados.

CÓDIGOS PROCESALES VIGENTES

a) Código de Procedimiento Civil y Comercial: Fue sancionado por ley N° 1.337 del 20 de octubre de 1988 y promulgado por el Poder Ejecutivo el 4de noviembre de 1988. Contiene 839 artículos, distribuidos en cinco libros.

Mientras no se dicte una Ley especial de enjuiciamiento para las causas sobre negocios mercantiles, se observarán en ellas las disposiciones del Código de Procedimiento Civil, en cuanto no se opongan a las prescrip​ciones del Código de Comercio.
El Art. 838 de la Ley 1337, ha derogado el Código de Procedimiento en materia civil y comercial, promulgado por la ley de noviembre de 1883, las leyes N° 662, de septiembre de 1924, N° 664 de noviembre de 1924, el Decreto N° 5.679, de marzo de 1938, el libro segundo y el inciso b, del Artículo 43 del Código de organización judicial, relativo al procedimiento de la Justicia de Paz Letrada, la ley N° 340, de enero de 1972 y todas las disposiciones contrarias a esta ley o modificada por ellas.
b) Código Procesal Penal: En nuestro País se cuenta con el Código Pro​cesal Penal vigente Ley N° 1286 del año 1998, que derogó la anterior, Ley del 15 de noviembre de 1890.
c) Código Procesal Penal Militar: Establecido por Ley N° 844/80, que contiene, el procedimiento, derechos y garantías, ante los Tribunales Mi​litares, como Jurisdicción especial.

En la misma se enfoca conforme a su propia naturaleza jurídica, la teoría del hecho punible militar, los actos iniciales del Proceso Penal Militar; entre ellos, la denuncia, la instrucción sumarial, los sujetos esenciales, los medios probatorios, el régimen de acción, así como de las medidas caute​lares, las sanciones, los recursos, así como los procedimientos especiales en este fuero.

A modo de referencia histórica podemos señalar que el anterior Código Procesal Penal Militar, fue promulgado por ley del 22 de junio de 1887, y que contenía 215 artículos, distribuidos en dos Libros.
d) Código Procesal Penal Laboral: La Comisión Nacional de Codifica​ción, aprobó el anteproyecto de dicho Código redactado por el Prof. Dr. Luís Patricio Frescura y Candia. Sancionado el proyecto por la Cámara de Representantes o Poder Legislativo, quedó promulgado por ley N° 742 de fecha 31 de agosto de 1.961 y entró en vigencia desde el 1o de abril de 1962. Contiene dos libros precedidos de un Título preliminar y 373 artículos.
UNIDAD VII

Derecho Privado Interno
Es el conjunto de normas jurídicas que dicta cada Estado para regir las relaciones entre particulares y de éstos con el Estado como persona jurídica.
DERECHO CIVIL. CONCEPTO
Es la rama del Derecho que regula la existencia y las relaciones (familiares, Matrimoniales) de las personas privadas (individuales y colectivas) sin tomar en cuenta sus diferentes actividades o profesiones, es decir, regula lesiones de los particulares entre sí o con el Estado sobre la base de la coordinación que supone, en principio, la igualdad y libertad de las persona.
IMPORTANCIA
El Derecho Civil es la rama más importante y estable del Derecho Privado.

Considera a los particulares simple y fundamentalmente como personas, considerando sólo en forma accesoria o secundaria las peculiaridades como sexo, nacionalidad, profesión.

Es un Derecho General o común de todas las personas, mientras que las ramas derivadas del Derecho Civil, como la Comercial, se refieren a cla​ses especiales de Derechos, y cuando una cuestión comercial no se puede resolver en su rama, se acude por lo general a las personas y principios generales del Derecho Civil.

Se ocupa en primer término de la persona en cuanto tal, la familia en segundo término se ocupa de la propiedad o los derechos para su domi​nación, en tercer término de la obligación o las prestaciones de índole patrimonial, en cuarto término del derecho de sucesión o la situación de los bienes del fallecido y su vinculación con el derecho de la familia. Estas

son sus principales instituciones.

ORIGEN

El Derecho Civil, en su origen, se basaba en la calidad de ciudadano romano (ius civile).

El ius civile o ius nostrue civitatis era el derecho de los ciudadanos roma​nos o el derecho de la ciudad.

El ius gentium era el derecho común a todos los pueblos o el que regulaba las transacciones con los extranjeros.

DESARROLLO

Bajo el influjo del ius gentium, y con la extensión de la ciudadanía a todos los habitantes del Imperio en virtud del Edicto de Caracalla (año 212), comenzó la evolución del ius civile hacia su privatización.

Durante la edad media, los términos del Derecho Civil se empleaban para designar el Derecho Romano, como lo establecían las compilaciones de Justiniano. Ser civilista equivalía a ser romanista.
En el siglo pasado, con la codificación se establecieron las instituciones (como el matrimonio que se institucionalizó, independientemente del De​recho Canónico). Primero los Glosistas con sus glosas (comentarios al margen de los textos romanos) rejuvenecieron el Derecho Romano, lue​go los Posglosaristas crearon un nuevo Derecho científico, armonioso y adaptado a los nuevos tiempos.

Hoy en día, a pesar de las críticas, se mantienen en su esencia el carác​ter de las instituciones fundamentales, aunque se encuentran en etapa de transformación otras instituciones como las teorías de la responsabilidad, el abuso del derecho y el enriquecimiento sin causa.

Finalmente podemos destacar que, como el Derecho Civil Tradicional inspiró en las ideas individualistas de libertad e igualdad jurídica formal,

resultó inadecuado para regir las relaciones entre patrones y trabajadores, deriva de ella con sustantividad propia por ello el Derecho del Trabajo.

FUENTES

La principal fuente del Derecho Civil contemporáneo en los países de la Europa continental y en América, es la ley.

Son también fuentes del Derecho Civil, la Jurisprudencia y la Doctrina, y en países como Inglaterra, donde el sistema de codificación no ha prospe​rado, la fuente reside en la costumbre y en la Tradición.

LA CODIFICACIÓN. EL CÓDIGO DE NAPOLEÓN

En los países de Europa Continental y América, la obra legislativa se ha orientado hacia la elaboración de esos Monumentos jurídicos que son los Códigos, bajo el doble impulso de las ideas filosóficas de fines del siglo XVIII y de las necesidades prácticas que surgían frente a sistemas jurídi​cos derivados de fuentes heterogéneas. Tal era la situación que en Francia condujo la sanción del Código Civil, llamado también Código Napoleó​nico” (1804).

Como todos sabemos, la gloria de Napoleón no radicó solamente en los campos de batalla o las conquistas. Fue un gobernante muy prolífico y polifacético; a él se deben obras de todos los campos de la cultura, arqui​tectura, escultura... y el Derecho no escapó a su influjo. Prueba de ello es el Código Civil Francés, promulgado en la época del consulado.

SITUACIÓN HISTÓRICA
Hay que comenzar dando un brevísimo repaso histórico sobre la codifica​ción, y su concepto.

Tiene su origen en la corriente compiladora de leyes que inundaba la Eu​ropa ilustrada de finales del siglo XVIII, donde prácticamente no se estila​ba el derecho escrito, tan solo se recogían puntualmente normas vigentes en un momento determinado.
La codificación es pues, una idea más amplia y ambiciosa, ya que trata de reunir todas las leyes de un país o, al menos, las que pertenecen a una rama del derecho.

Así, se ha definido un Código Civil, como un cuerpo de leyes racionalmente formado y asentado sobre principios armónicos y coherentes, que recoge de la tradición jurídica y aquello que debe ser conservado y que da cauce a las ideas y aspiraciones de todo signo vigente en la época que se realiza.

Por tanto, el fenómeno compilador se consolida en el siglo XIX y nace con el Código de Napoleón, precursor pues de la codificación moderna del derecho.

EL NACIMIENTO DEL CÓDIGO

Efectivamente, en la Francia revolucionaria convivían muchos códigos regionales con otros tantos tribunales autónomos; se calcula que podrían existir más de 14.000 decretos, todos vigentes y acumulados a lo largo de siglos de monarquía absoluta, muchos de los cuales se contradecían unos a otros. Como dijo Napoleón a Talleyrand: «Somos una nación con 300 códigos de leyes pero sin leyes»; le parecía urgente realizar una compila​ción. Además, se habían producido intentos fracasados anteriormente, ya durante el período revolucionario.

Por todo ello, el Código sufrió un parto bastante difícil. Su redacción ini​cial fue encargada a una comisión de cuatro expertos. Los debates duraron varios meses y, tras los dictámenes positivos de las instancias judiciales (Corte Superior y Corte de Casación), el texto fue elevado al Consejo de Estado, presidido por el propio Napoleón, quien participó activamente en los debates: de más de doscientas sesiones que se precisaron, presidió más de cincuenta, aportando vivazmente sus más profundas convicciones, e insistiendo para que tuviera una redacción sencilla y comprensible para todos.

Su tramitación Parlamentaria no estuvo exenta de arduos debates y repa​ros, pero finalmente fue aprobado, en parte también por la insistencia y empeño del Cónsul.

Así, el 20 de marzo de 1804, fue promulgado en su integridad, bajo el título de Code civil des Français. Posteriormente, en 1807, fue reimpreso oficialmente con el nombre de Code Napoleón, que aún sigue vigente como Ley de Francia, con las lógicas modificaciones para adaptarlo a los

nuevos tiempos.

PRINCIPIOS DEL CÓDIGO
El Código de Napoleón está impregnado de los principios revolucionarios. La libertad, la igualdad y la fraternidad lo presiden, si bien sus redactores bebieron, como no podía ser de otra manera, de las fuentes del Derecho existentes, del derecho romano y, como no, del derecho consuetudinario, es decir, de la Costumbre que, todavía hoy, es fuente de Derecho.

Así, el Código afirma el primado del individuo, de su igualdad ante la ley, sin importar su condición social, y de su libertad y de ahí que sus pilares básicos sean la libertad contractual, el carácter absoluto del derecho de propiedad y la responsabilidad civil basada en la culpa.


El matrimonio se sustrae a la iglesia, adquiriendo un carácter laico y fundado en el contrato. Podemos apuntar aquí, a modo de anécdota, que Napoleón, fue el primer hombre en casarse por poderes; María Luisa de Austria compartió su boda con la espada del Emperador, que estaba allí en su representación.

Igualmente se sustraen a la Iglesia las labores de Registro Civil, y se crea y regula el primer Registro Civil moderno de la historia.

Pretendía, además, unificar el Derecho francés, acabando con las diferen​cias territoriales, ya que al norte imperaban las costumbres germánicas, primando el derecho romano en el sur del país.

CONTENIDO

El código se estructura como cualquier código moderno. Se dividía en títulos y libros, cada uno regulando materias determinadas.

Poseía un Título Preliminar donde hacía referencia a la publicación, a los efectos y a la aplicación general de las leyes.

El Libro Primero, trataba de las personas y del Derecho de Familia.

El Libro Segundo, trataba sobre bienes, las cosas y su clasificación, la propiedad y las servidumbres.

El Libro Tercero se refería a los modos de adquirir la propiedad, comprendiendo las sucesiones, las donaciones, los testamentos, las obligaciones, los contratos, el contrato matrimonial, los privilegios, la hipoteca y la prescripción.

INFLUENCIA E IMPORTANCIA DEL CODIGO NAPOLEÓNICO
El Código es una obra capital, de enorme influencia en el mundo. Fue vehículo de las ideas de la Revolución Francesa como hemos apuntado anteriormente.

En el Derecho moderno no tenía precedentes y debemos remontarnos Código de Justiniano para encontrar una obra de tal magnitud.

Supuso toda una revolución en el mundo del Derecho y rápidamente ex​tendió su influencia, no sólo por Europa, posteriormente, tuvo repercusio​nes en todo el mundo. Así influyó en Bélgica, Luxemburgo, Renania, El Palatinado, Darmstad, Hesse, Saboya, Ginebra, Piamonte, Piacenza, Parma, y Holanda. También en los códigos de Sicilia de 1819, de los Estados Sardos de 1837. del estado de Louisiana en 1824, en Haití y Bolivia en 1843, en Italia en el año 1865, y en España en 1888.

También en el Código de Napoleón, se han inspirado diversos Códigos Civiles de Sudamérica. Incluso encontramos influencias en Japón.

Podemos decir, por tanto, sin temor a equivocarnos, que el Código Napo​leónico es el "padre" de la mayor parte de los Códigos Civiles modernos.

Su aprobación provocó una revolución, un salto increíblemente modernizador, pasando de la tiranía, la arbitrariedad y los "juicios de Dios". Desata la desaparición definitiva del feudalismo y otorga la seguridad jurídica a todos los ciudadanos por igual.

En definitiva el Código de Napoleón supuso el nacimiento de una nueva era y cambió para siempre el mundo del Derecho y, por ende, lo que el Derecho rige: la sociedad.
FRASES DE NAPOLEÓN SOBRE EL CODIGO

"Tan solo mi Código, por su sencillez, ha hecho más bien en Francia que la masa de todas las leyes que me precedieron", "Sembré la libertad por doquier a plenas manos donde planté mi Código Civil", "Mi verdadera gloria no consiste en haber vencido 40 batallas; Waterloo borrará el re​cuerdo de tantas victorias. Lo que nadie borrará, aquello que vivirá eter​namente, es mi Código Civil".

Es así, que en 1807 fue designado oficialmente Código de Napoleón, ex​presión que se generalizó en el extranjero. Napoleón influyó en la labor de la Comisión, y su opinión dejo huellas en varios puntos del Derecho Familiar y Sucesorio, impulsado a veces por razones personales y políti​cas. Pero debe reconocérsele que puso todo el peso de su autoridad y de

su voluntad para que fuera posible, en un tiempo relativamente breve, la realización de la magna obra de la codificación civil.


Este Código ejerció una profunda influencia sobre el Derecho Civil de gran parte del mundo y sirvió de paradigma a los actuales.

DERECHO COMERCIAL. NOCIÓN

Es la rama del Derecho privado que rige relaciones jurídicas especiales derivadas de los actos de comercio y de las actividades que desarrollan los comerciantes. 

Según el concepto clásico, el Derecho Comercial sería el Derecho del Co​mercio. El comercio se identifica por unos en la compraventa y el trans​porte, es decir, con los actos mercantiles históricamente típicos; por otros, es considerado como una actividad mediadora en la circulación de los bienes, siendo el comerciante el intermediario entre productores y consu​midores, obteniendo de ello un lucro.

El Derecho Comercial está tradicionalmente considerado como Derecho especial o de excepción frente al Derecho Civil.

SUSTANTIVIDAD

Se discute en Doctrina la sustantividad del Derecho Comercial como rama del Derecho Privado, con relación al Derecho Civil. En general es con​siderado como un Derecho especial o de excepción, frente al Derecho civil, que sería un Derecho general. Según Vivandi "no existen institutos comerciales respecto de lo que no se deba recurrir, en mayor o menor es​cala, al Derecho civil". Según Legaz y Lacambra "el Derecho Comercial es sólo un caso especial del Derecho civil. Los actos de comercio que regula el comercio mercantil son un caso especial de los actos jurídicos privados que caen bajo el ámbito del Derecho civil". Agrega que "el De​recho Comercial, desgajado, por razones históricas, del Derecho civil, no representa una derogación de éste, sino un desarrollo y adaptación de sus principios a ciertas necesidades concretas; se trata de regulaciones que son distintas sin ser antitéticas; y esta peculiaridad de las normas mercan​tiles sigue siendo una necesidad práctica en el momento presente, pues el Derecho civil no se adapta a las exigencias del tráfico en masa".
EL CÓDIGO CIVIL PARAGUAYO

Promulgada y jurada la nueva la nueva Constitución (1870), se imponía la necesidad de promover la reforma de la legislación vigente. Tuvo que apelarse a la adopción de Leyes Argentinas, aunque esto fue ajeno al pensamiento íntimo de nuestros constituyentes, que sentían el deseo de elaborar Códi​gos propios. Pero la Comisión encargada en ese entonces para que redacte el código, teniendo como base un código sudamericano, no se expidió nunca y por su desidia, más la necesidad urgente de abandonar el anacró​nico imperio de LAS PARTIDAS nos llevaron a adoptar por Ley del 19 de agosto de 1876 que entró en vigencia a partir del 1 de enero de 1877, el Código Civil del Dr. Dalmacio Vélez Sarsfield, sancionado como Ley de la República Argentina en 1869, con excepción de aquello que se refería a las Provincias. Este código constaba de 4.051 artículos, distribuidos en dos títulos preliminares, en cuatro libros.
Largos años de vida comunitaria del Paraguay, fue tutelada por las dispo​siciones legales de éste Código, hasta que por fin, el Gobierno de enton​ces, en virtud del decreto N° 200 del año 1959, dispuso la creación de la Comisión Nacional de Codificación encargada de elaborar los proyectos de Códigos Nacionales, "a fin de dotar a la Nación de un ordenamiento jurídico que este en consonancia con la cultura jurídica paraguaya, y de los avances de la civilización y del progreso de nuestro siglo".
Esta comisión presentó al Poder Ejecutivo el Anteproyecto de Código Ci​vil el 25 de julio de 1984. El mismo lo adoptó como proyecto y lo elevó a la Cámara de Senadores el 20 de julio del mismo año. El Congreso lo sancionó como ley de la República el 18 de diciembre de 1985, bajo el N° 1.183, siendo promulgada por el Poder Ejecutivo el 23 de diciembre de 1985, y que entro en vigencia a partir del mes de enero del año 1987.

ANTECEDEDENTES HISTORICOS

Originariamente, en Roma el Derecho Civil era el de los ciudadanos ro​manos, y el Derecho de Gentes era el de los demás pueblos o personas, que eran llamados peregrinos. Al Derecho Civil se lo conocía también con el nombre de Derecho Quiritario. ARAUZ señala, al respecto, que ciudad equivalía a todo lo que hoy llamamos Estado, de modo que "civil" Aludía al Derecho del Estado o Nación romana; no a una división de sus ramas.


Y, en efecto-concluye- comprendía todo el Derecho Positivo, Público o Privado.
Al decaer el poderío romano, y queda Roma subyugada por otros pue​blos, todo el aspecto público de ese Derecho perdió vigencia, no así el inapreciable valor doctrinario del Derecho Privado Romano. En efecto, en la Edad Media tuvo lugar un proceso llamado de recepción del Dere​cho Romano, gracias a los Glosadores y Post-glosadores, a partir de las cuales se retorna al estudio de las antiguas fuentes romanas. Sin embargo, los maestros de entonces sólo enseñaban el aspecto de aquel Derecho. De esa forma en la Edad Media pasan a equivalerse los términos de Derecho Civil y Derecho Privado.

También durante la Edad Media, el Derecho Canónico alcanzó una ex​traordinaria evolución, por lo que se encontraron opuestos el Derecho Pri​vado de origen románico o Derecho Civil, y el Derecho Canónico, aunque existían instituciones que a la vez se hallaban reguladas por ambos Dere​chos, como el matrimonio.

Debieron transcurrir varios siglos a partir de aquel tiempo para que se precisase el concepto del Derecho Civil, que hoy día ya no abarca todo el Derecho Privado. En efecto, ha sido la del Derecho Comercial la primera desmembración, cuyos orígenes se encuentran en las prácticas del comer​cio, y que fueron compiladas originariamente en las Tablas de Amalfi y en los Roles de Olerón.

Ocurre que, en aquel entonces las instituciones del Derecho Privado co​mún, podían llenar las necesidades del comercio que exige celeridad y

confianza, reglas de gran flexibilidad, exentas de formalismo. Surge así el Derecho Comercial, que es la adaptación del Derecho Civil a esas ne​cesidades.

Otra desmembración ha sido el Derecho Procesal, que se hallaba inserto en los textos romanos. Con las reglas de procedimiento de Colbert, en Francia, hacia el año 1667, se separan definitivamente ambos campos.

Posteriormente, en los siglos XIX y XX, sobre todo por los conflictos sociales que requieren un trato distinto para su solución, van separándose otras ramas del Derecho Privado, como el Derecho Laboral y el Derecho Agrario. Hay inclusive autores que señalan la necesidad de regular en forma independiente el Derecho de Familia.

De todo lo expuesto, podemos inferir que el Derecho Civil comprenda hoy día, aquellas relaciones de Derecho Privado, es decir, de los parti​culares entre sí y de éstos con el Estado en un plano de igualdad que no quedan reservadas a un ordenamiento especial. Se lo denomina también por ello, Derecho Común.

Señala JOSSERAND, exaltando la grandeza del Derecho Civil, que esta definición negativa es, a decir verdad, demasiado estrecha, en el senti​do que el Derecho Civil ha conservado la posición eminente que le h correspondido siempre, ha seguido siendo la fuente común a la cual es preciso remontarse siempre ante el silencio de los textos; no obstante los cercenamientos sucesivamente sufridos, conserva su aptitud original para regir todas las relaciones de orden privado; virtualmente, ha conservado su amplitud primitiva, ha seguido siendo el Derecho Privado común, y constituye —según concluye- el armazón mismo y la base de la juridicidad.

PARTES DEL CÓDIGO CIVIL

Nuestro Código Civil se ha visto, en consecuencia, enriquecido con la unificación de las obligaciones civiles y comerciales, y con la incorpora​ción de materias que eran del ámbito exclusivo del Derecho Comercial,

como las de los papeles de comercio y seguros. Trata por consiguiente de:

·  Derechos de las personas: abarcando tanto a las Personas Físicas como las Jurídicas. A las primeras las estudia ya antes de su nacimiento, en su existencia y fallecimiento, con sus atributos: nombre, estado, capa​cidad y domicilio. En cuanto a las segundas, las estudia en su funcio​namiento y clasificación.

·  Derechos de familia: el Derecho Civil comprende también, en nuestro código; el Derecho de Familia, que regula las relaciones provenientes del matrimonio, y la relación de personas entre sí, de las cuales unas son los padres o tutores y las otras, los hijos y pupilos.

·  Derechos patrimoniales: comprendiéndose en estos, reales, las obligaciones; y contratos, los derechos intelectuales. En esta clasificación  se incluyen tanto las obligaciones civiles como las comerciales, hoy ya unificadas.
·  Derecho sucesorio: el Derecho Civil es tan sabio que prevé la situación del patrimonio de las personas después de su muerte, en el capítulo des​tinado a la sucesión mortis causa, sea testamentaria o abintestato.

LA CODIFICACIÓN

No puede discutirse que si se mira superficialmente el tema podría darse la razón a los historicistas, pero a poco que se profundice la cuestión, se ve que la codificación, lejos de producir la inmovilidad, permite la concen​tración de materias, con lo que indudablemente facilita el estudio y la co​rrespondiente evolución del Derecho, que de otra forma, quedaría reduci​do a la aplicación de la costumbre despojada de todo contenido científico.
La extraordinaria difusión alcanzada por la codificación confirma que quienes creían en los códigos tenían razón. Hoy solamente algunos pocos países, generalmente anglosajones, carecen de Códigos, y es la tendencia dominante en todo el mundo seguir codificando aquellas ramas del Dere​cho que aún no lo han conseguido. Incluso la tentativa de codificar el De​recho Internacional, sea público o privado, es una demostración de cuan necesario es contar con un instrumento orgánico en esta materia.
DISTINTAS ESCUELAS O MÉTODOS DE CODIFICACIÓN
Existen distintas escuelas o métodos de codificación. Pueden distinguirse básicamente en las escuelas modernas y las tradicionales.
Los Códigos modernos tienen como características la división en dos grandes partes: una parte general y otra especial.
La primera se refiere a los distintos elementos comunes a toda relación jurídica, como ser el sujeto, el objeto y el hecho jurídico.
La segunda se refiere a las diferentes instituciones en particular, como ser las obligaciones, las sucesiones, la familia, etc.
Las escuelas tradicionales propugnan la codificación por ramas (familia, obligaciones, sucesiones); sin distinguir en parte general y parte especial, como en el caso del Código Civil Francés y el de la Argentina.

En otras encontramos la codificación por instituciones especializadas (un Código de obligaciones, un Código de familia, etc.); tal es el caso del Código Federal Suizo de las Obligaciones.
Las escuelas modernas han tenido auge con ,1a sanción del Cogido Ci​vil Alemán. A partir de entonces se considera que todos los códigos mo​dernos deberían adoptar esa distinción en parte General y Especial. En efecto, varios códigos lo hicieron entre ellos el brasileño, los proyectos argentinos de BIBOLINI de 1936, el esquema presentado por NIBOYET para reformar el Código Civil Francés, en 1945 y los Códigos Austríacos, Japonés, Soviéticos, Chinos, etc.

No ha sido, sin embargo, la constante, pues otros Códigos de reciente data, como el italiano y el Paraguayo no lo han adoptado siguiendo el sistema tradicional, es decir, títulos preliminares y luego el estudio de los

diferentes institutos que abarcan el Derecho Civil, divididos en libros para
facilitar su comprensión.

EL CÓDIGO CIVIL PARAGUAYO

La sanción del Código Civil Paraguayo es la concreción de un centenario anhelo de nuestro pueblo, que debió vencer muchas vicisitudes para que

fuera realidad.
Es indudable que un Código paraguayo, pensado y escrito por juristas nacionales, tiene efectos positivos desde todo punto de vista; principal​mente porque es la respuesta a las inquietudes y solicitaciones de la vida de nuestro país con su propia idiosincrasia, y también por la incorporación de nuevos institutos que son productos del avance del Derecho y de los cambios que se han producido en nuestra sociedad. Se han superado así instituciones que ya no tienen vigencia y que han caído en desuso, como el derecho real de anticresis, y se han incorporado otras como la lesión, la imprevisión y el abuso del derecho, que han espiritualizado y humanizado nuestra legislación.
Es cierto que la sanción de un nuevo Código conlleva riesgos enormes que devienen de su aplicación. Las nuevas instituciones incorporadas re​quieren la presencia de Jueces honestos e idóneos que manejan adecuada​mente las instituciones, pero tenemos fe en los jueces y en la justicia como instrumento de efectiva convivencia entre los hombres. Creemos todavía, con ARISTÓTELES, que el Juez es lo justo viviente.

A fin de determinar los antecedentes de nuestro Código, es menester un estudio de lo que fue derecho a través de la historia. A tal efecto, lo dividimos en cinco periodos:
* Derecho consuetudinario o guaranítico;

* Legislación española;

* Legislación americana o indiana;

* Legislación del Paraguay independiente;

* Codificación del derecho positivo nacional.

- Derecho consuetudinario o guaranítico: aunque discutido por algunos sin duda existió. Es cierto que fue un derecho rudimentario, primitivo, incipiente, pero derecho al fin. Ubi societas, ibi jus.

Quien más defiende este aserto es el Prof. SOLER, preocupándose en de​mostrar la existencia del mismo. Señala, en lo que respecta a instituciones civiles, que los guaraníes distinguen la existencia de tres etapas en la vida del hombre: infancia, juventud y adultez, que corresponde a la clasifica​ción romana de infantes, menores y adultos. También la mayoría de edad era determinada, como en la primera época de roma, por el desarrollo corporal y mental de la persona.

Se conocían instituciones como la Patria Potestad y el Poder Marital, en las cuales se concentraban todos los poderes familiares en un marco de respeto hacia los demás.

Los guaraníes distinguían los hijos naturales de los legítimos. También ya tenían noción de parentesco, reposando la organización social en una parentela numerosa y ramificada, al decir de JUSTO PASTOR BENITEZ.

El matrimonio, que podía ser poligámico, era, tal como lo indica J. NATA​LICIO GONZALEZ, la expresión de la más elevada moral en la creencia de todos los indios, hecho que les hizo mirar como una extraña aberración la prédica de los primeros misioneros a favor de la monogamia, no buscar una satisfacción orgiástica de sus apetitos carnales, sino para la procrea​ción de hijos sanos y numerosos.


También admitieron el Divorcio, institución que, al igual que el matrimonio, estaba sujeta a muy poca formalidad. El Prof. SOLER encuentra indicios de otras instituciones entre los guaraníes, como los contratos de compra-venta, mandato, etc., denominados cada uno de manera diferente, lo cual prueba que estaban muy bien individualizadas y diferenciadas entre sí.

- Legislación española: la colonización española trajo como lógica conse​cuencia, la implantación del Derecho Español en tierras americanas, entre

ellas, la nuestra.

Varias Leyes estuvieron vigentes durante mucho tiempo en las Colonias como el Código de las Siete Partidas, que en nuestro país recién fue dero​gado con la entrada en vigor del Código Argentino de Vélez Sársfield, en el año 1876.

En la época de la decadencia del Imperio Romano. España fue invadida por los Bárbaros, en especial por los Visigodos, quienes introdujeron su cultura y su Derecho, aunque respetando el vigente entre los españoles para regir sus relaciones entre sí, coexistiendo, por ende, dos Derechos.

De ahí la extraordinaria importancia del Fuero Juzgo, primer cuerpo de Leyes dictado en España de aplicación indistinta tanto para los Vi​sigodos como para los españoles. Este se extendió a América, según se comprueba con la Cédula Real de 1788 que le reconocía prevalencia sobre otras Leyes vigentes en nuestro continente en aquel entonces. Sus disposiciones abarcan el Derecho Público y Privado, y, en materia civil, podemos mencionar que legisla sobre personas, familia, obligaciones y sucesiones.

- Legislación Americana o Indiana: En las Colonias el desconcierto era aún mayor, pues paralelamente al Derecho de los conquistadores, cuya aplica​ción, según dijimos, era confusa, existían distintas y numerosas disposi​ciones en particular para las Américas, como ser las Cédulas Reales, que contribuían a aumentar la confusión.

Luego de dos siglos de conquista española en América, se dicta la Re​copilación de Indias en 1680, con la que se unifican las distintas Leyes, Ordenamientos, y Cédulas dispersas en el continente, a más de reservarse en ellas un lugar para el Derecho vigente en España. En ella, como hecho

resaltante, se encuentra el orden de prelación para la aplicación de las Le​yes en el nuevo continente.

Dicho orden tenía en la cúpula el contenido de la propia recopilación que​dando en segundo lugar las Cédulas, Provisiones y Ordenanzas, y por

último, las Leyes Españolas con su respectivo orden de prelación.
- Legislación del Paraguay Independiente: la independencia política del Pa​raguay implicó también el deseo de llevar acabo la independencia jurídi​ca, la que, sin embargo, tardó muchos años en poder concretarse. En 1812, por resolución de la Junta Gubernativa, el Paraguay logra desprenderse de la Audiencia de Buenos Aires, que atendía en apelación o consulta los ex​pedientes tramitados en nuestro país y además se dispone que se devuel​van al Paraguay todos los Procesos que se estuvieran tramitando ante la citada Audiencia, con lo que presenciamos los orígenes del Poder Judicial, pues a partir de entonces se empieza a organizar la judicatura nacional.
El Poder Judicial dependía en aquel entonces directamente del Ejecutivo, que decidía en última instancia.

Con el advenimiento del Segundo Consulado, del cual era integrante Don Carlos Antonio López, se dicta el Estatuto provisorio de Justicia en 1842, que luego en 1844 se incorporaría a la primera Constitución paraguaya. Es un paso adelante por la lucha de la independencia del Poder Judicial, aun​que ésta aún no llega a ser completa, pues algunas causas quedan todavía reservadas al Ejecutivo.

El mencionado Estatuto deja sin efecto las Leyes de indias y de ahí en más. se aplican en materia civil en forma provisional las Leyes de Castilla, las de Toro y por sobre todo, las Partidas, hasta tanto se adopten códigos propios.
El mencionado Estatuto deja sin efecto las Leyes de Indias y de ahí en más, se aplican en materia civil en forma provisional las Leyes de Castilla, las de Toro y por sobre todo, las Partidas, hasta tanto se adopten códigos propios.


El último acontecimiento de relevancia jurídica acaecido antes de la Gue​rra de la Triple Alianza fue la adopción del Código de Comercio Español de Sainz de Andino, y por consiguiente, la derogación de las ordenanzas del Bilbao, hasta ese entonces vigentes en materia mercantil, por no haber sido derogadas en el estatuto de 1842. de aquel Código se adoptaron sola​mente los cuatros primeros libros, y para la parte referente a la magistratu​ra judicial y al procedimiento se aplicaron las disposiciones del Estatuto.

Al finalizar la guerra se inició el Proceso de promulgar los distintos Códi​gos que habían de regirnos en el futuro. La influencia Argentina es notable en ese periodo, ya que además de ser país vencedor de la guerra, la clase pensante paraguaya de aquel entonces, en algún momento, había recibido influencia de Buenos Aires.

La Constitución de 1870 impuesta al Paraguay por las tropas invasoras en Asunción, fue modelada de acuerdo con su similar de Argentina de 1853, que a su vez se inspiró en las doctrinas liberales en boga en la época. Con​sagra la división de los poderes del Estado, y se obtienen con ello, luego de tantos años, la independencia del Poder Judicial.

Lograda la independencia del poder jurisdiccional, restaba lograr la inde​pendencia en materia legislativa, por lo que la Constitución de aquel en​tonces, en su artículo 72 inc. 10, prescribe que el Poder Legislativo dictará un Código Civil y un Código de Comercio.

Ello no ocurre, pues en vez de elaborar Códigos propios, sencillamente adoptan Códigos argentinos.

Debe anotarse que la adopción de diversos cuerpos legales argentinos se debe quizá en parte a la inacción manifiesta de la comisión encargada de la elaboración del Código Civil, creada por ley en el año 1885. La comisión estuvo integrada, en aquél entonces, por los Doctores Facundo Machain y Benjamín Aceval, y los Señores José Falcón, Carlos Loizaga y José Do​mingo Decoud. La ley de creación de la comisión recomendaba a la mis​ma tomar como base para el código a uno de Sudamérica y allí empezaron las discrepancias, pues mientras Machain se inclinaba por el de Andrés Bello de Chile, Aceval se mostraba partidario del de Vélez Sársfield de la Argentina. Ante la urgencia por derogar las anacrónicas leyes se adopta por ley del 19 de agosto de 1876, el Código Civil Argentino de Vélez Sársfield, que entró en vigencia el 1o de enero de 1877, la revisión general, que sufrió el citado código en el vecino país obligó a que se adopte, por ley del 27 de julio de 1889, la cuarta edición del Código Civil Argentino, y la inclusión de un título adicional referente al Registro del Estado Civil de la Personas.



En 1898 se sanciona la Ley de Matrimonio Civil, que modifica las dispo​siciones del Código Civil en lo referente al derecho de familia, también copia fiel de la Argentina de 1888, con tan sólo ligeras modificaciones.

El Código Argentino del Procedimientos en Materia Civil y Comercial, también es adoptado por el Paraguay en el año 1883. 

Se patentiza aún más la dependencia jurídica del vecino país con la adopción del Código de Comercio Argentino de 1889, por ley del año 1891, como también en el año 1903, las sucesivas modificaciones que sufrió el mencionado cuerpo legal en la Argentina, inclusive la ley de quiebras promulgada en ese país.

- Codificación del Derecho Positivo Nacional: sólo en el siglo XX, se lo​gra alcanzar el codiciado anhelo de tener códigos redactados por juristas nacionales, como ser los códigos penal, rural y más tarde, códigos del trabajo y procesal del trabajo, aeronáutico y marítimo, entre otros.

En materia civil y comercial hubo varios intentos. En 1902 se crea una co​misión a dicho efecto, que no produjo nada. Hacia el año 1920 se presentó un proyecto de Ley para que el Dr. CECILIO BAEZ lo hiciera, pero nunca llegó a ser aprobado como Ley. En 1929 se encargó a juristas nacionales la ansiada reestructuración, pero ésta también fracasó.

Como ya se señalara en el año 1959, por Decreto-Ley N° 200, se crea la Comisión Nacional de Codificación, integrada por los más distinguidos juristas de nuestro país y se le encomienda la tarea de elaborar códigos propios para la República del Paraguay. Fruto de dicha comisión son, en​tre otros, los Códigos del Trabajo, de fondo y de forma, la Ley de Quie​bras, el Código de Organización Judicial y el Código del Menor.

Esta comisión estaba presidida originariamente por el Dr. J. EULOGIO ESTIGARRIBIA, y al fallecer éste le sustituyó el Dr. LUIS MARTINEZ MILTOS, quien fuera presidente de nuestro máximo Tribunal de Justicia. La integraron eminentes juristas como el Dr. DE GASPERI, el Dr. JUAN JOSE SOLER, el Dr. ALFONSO CAPURRO, ya fallecidos, y otros gran​des conocedores del derecho como el Dr. Ramiro Rodríguez Alcalá, Si- gfrido Gross Brown, Luis María Argaña, Ramón Silva Alonso y Juan Car​los Mendonca.

En cuanto al Código Civil, la comisión constituida decidió favorablemen​te una proposición efectuada por el Prof. LUIS DE GASPERI, en sentido de proceder a la unificación de los Códigos Civil y de Comercio en las ramas de las obligaciones y contratos.

Así, en su informe a la Comisión Nacional de Codificación, el eminente jurisconsulto decía en 1966. "En sesión plenaria celebrada el día 27 de septiembre de 1959, la comisión aprobó la única base propuesta por el codificador Prof. DE GASPERI. Ella consistió en la unificación interna

de nuestro derecho privado, mediante la incorporación al Código Civil de todos los contratos del derecho mercantil, pero dejando fuera de sus normas al derecho de la navegación fluvial y aérea, así como al procedi​miento de quiebra, comprendiendo éste lo relativo a la quiebra comercial

y el concurso civil de acreedores".

En el año 1964, el Prof. DE GASPERI a quien fue encomendado en forma exclusiva la elaboración del proyecto, entrega su obra terminada a la Co​misión Nacional de Codificación, constando la misma de 3.597 artículos en que prácticamente quedan unificados el derecho civil y el comercial con el alcance expresado.

Al año siguiente la Comisión Nacional de Codificación comienza su es​tudio y con la sanción de la constitución de 1967, se deben armonizar los preceptos del código con lo estatuido por la Carta Magna.

La comisión concluye su labor en 1984, y remite el proyecto al Congreso, el cual fue promulgado por el Poder Ejecutivo como ley de la Nación que lleva el N° 1.183 del 23 de diciembre de 1985.

El Código comenzó a regir el 1o de enero de 1987.

FUENTES DEL CÓDIGO CIVIL PARAGUAYO

Tendríamos que remontarnos al derecho romano como antecedente me​diato de nuestro Código, estudiando las distintas leyes y sus comentarios a través de los siglos, ya que sirven de soporte a la estructura de nuestro Código, que es de corte eminentemente romanista.

También en el mismo orden de ideas, deberían citarse el derecho medieval español y el derecho canónico que tuvo también su desarrollo en aquellos tiempos.

Mencionamos, sin embargo, sólo las fuentes más cercanas sobre todo los códigos y la doctrina que fueron materia de consulta más frecuente. En cuanto a la costumbre y la jurisprudencia, que tuvieron a no dudarlo deci​siva influencia, sólo las mencionamos genéricamente, omitiendo especifi​carlas por ser imposible en una obra de esta naturaleza.

En este orden de ideas, las diversas fuentes son:
a- El anteproyecto de DE GASPERI;

b- El Código Civil Argentino de VÉLEZ SÁRSFIELD; 

c- El Código Civil Francés de 1804; 

d- Los Proyectos de reformas argentinos; 

e- El Código Civil Italiano; f- El Código Civil Alemán;

g- Otros Códigos como el de comercio, el suizo de las obligaciones, etc.; 

h-La Doctrina de los autores;

i- Otras fuentes, como la legislación y doctrina del derecho internacional

privado, ley de sociedades francesa, etc.; 

j- Leyes paraguayas.

- Anteproyecto de DE GASPERI: la Comisión Nacional de Codificación tuvo como fuente principalísima el anteproyecto del Prof. LUIS DE GAS​PERI, labor concluida en el plazo de tres años y que fue publicada en 1964, en volumen editado por "El Gráfico". El contenido del mismo ya había sido dado a conocer poco antes, por el Colegio de Abogados del Paraguay. En la publicación de "El Diario Jurídico".

El anteproyecto contenía 3.597 artículos, acompañados, como se dijo casi todos de eruditas notas que hubieran sido de gran importancia si se hubie​sen incorporado al Código.

En el mismo se unifican las obligaciones civiles y comerciales. Se aparta del sistema del Código Alemán de dividir la obra en una parte general y otra destinada a las distintas instituciones, ciñéndose al sistema del Códi​go de Vélez, de contener un título preliminar y distintos libros por materia.

La Comisión trasegó 2250 artículos del anteproyecto, aunque con muchas modificaciones y eliminó totalmente las mencionadas notas, que hubiesen sido, a no dudarlo, la fuente más importante para la interpretación de las distintas normas, aunque de hecho podrá recurrir siempre a ellas en el an​teproyecto quien busque los orígenes y el alcance de las disposiciones que fueron incluidas en el Código.

Código Civil Argentino de Vélez Sársfield: ya hemos analizado cómo el mencionado Código se convirtió en Derecho Positivo Paraguayo. Es ne​cesario recalcar, sin embargo, que el Prof. DE GASPERI, recurrió princi​palmente como fuente al de la Argentina.

También la Comisión Nacional de Codificación incorporó 138 artículos del citado Código, que no habían sido tenidos en cuenta por el anteproyectista.

Es obra exclusiva de un gran jurista de la época, DALMACIO VELEZ SÁRSFTELD, cuyo proyecto fue aprobado a libro cerrado.

Sufrió, sin embargo, importantes Leves de fe erratas, algunas de las cuales en la edición de 1889 que fue aprobada en nuestro país como Ley Civil.
Dicho Código, que rige en la Argentina desde el 1o de enero de 1871, consta de 4051 artículos y fue objeto de varias reformas parciales. Sigue los lineamientos generales del Código Civil Francés, y toma como fuente importante el Esbozo de Freitas. un proyecto de Código Civil para el Bra​sil que nunca fue aprobado. Además, son fuentes del mencionado Código Italiano del siglo XIX, el sajón y el Código Civil Bávaro.

El Código Civil chileno de 1855, obra del eminente jurista ANDRES BE​LLO, también es frecuentemente mencionado por Vélez, así como el Có​digo de Luisiana de 1824 y el austríaco de 1811.

VELEZ recurrió frecuentemente a las autorizadas opiniones de los co​mentaristas del código de Napoleón, siendo los más importantes AUBRY y RAU, DEMOLOMBE, TROPONG, ZACHARIE, MERLÍN Y POTHIER, entre otros. Gravitaron también los trabajos de SAVIGNY sobre el derecho romano y el de STORY sobre conflicto de leyes, según las propias expresiones del codificador.

La extensa mención de las fuentes de este Código obedece a que son tam​bién fuentes indirectas del nuestro.

Es importante destacar que en la época de elaboración del Código Argen​tino, se hallaban en boga las doctrinas liberales, en las que éste se halla inserto, cosa que no ocurre con nuestro actual Código, en el cual tiene una influencia decisiva la corriente socializadora del Derecho.

El Código Civil Francés de 1804: es fuente de nuestro Código el similar francés, no sólo por haber sido fuente principal del de VÉLEZ, sino más bien por la obra de sus doctrinadores posteriores. 

Fue decisivo propulsor del mismo el propio Napoleón Bonaparte, por lo que suele denominárselo Código de Napoleón, siendo fruto de una comi​sión integrada, que se inspiraron fundamentalmente en el Derecho Con​suetudinario francés, y PORTALIS gran defensor del Derecho Romano. Dio como resultado una obra práctica, con un idioma claro, sencillo y directo, y liberado de toda pasión, aunque fuera fruto de una revolución.

Consta de 2281 artículos y está dividido en un título preliminar, al igual que nuestro Código, y tres libros (el nuestro tiene cinco).

Napoleón lo impuso en varios países conquistados por él, como ser Italia, Holanda y Bélgica, por citar algunos. En otros fue adoptado voluntaria​mente, como ocurrió en varios cantones suizos. Además, son diversas las legislaciones en el mundo que lo han tomado como modelo.

Puede decirse que a partir de dicha fecha, el Paraguay pasó a contar con uno de los Códigos más justos y avanzados del mundo en la materia, y por sobre todo que con dicha sanción se consolidaba la ímproba tarea de emancipación jurídica en las diversas ramas del Derecho que comenzó a tener andamiento en el histórico año de 1959.

CÓDIGO COMERCIAL PARAGUAYO

El primer Código de Comercio que rigió en el Paraguay independiente fue el Código español de Sainz Andino, adoptado bajo el gobierno de Don Carlos Antonio López, por decreto de ley del 16 de enero de 1846. el segundo Código de Comercio que tuvo el Paraguay, fue el Código Argen​tino sobre la materia promulgado en la República Argentina, por ley del 10 de septiembre de 1862. La adopción de dicho Código fue ordenada en el año 1870, por el Gobierno Provisional o Triunvirato instalado en Asun​ción el 15 de agosto de 1869. La segunda adopción recaía en el Código argentino de comercio, fue ordenada por la ley paraguaya del año 1891 que dejó sin efecto la adopción anterior y declaró vigente en la República del Paraguay, el Código Civil Argentino promulgado por ley del año 1889.

Este código fue modificado y actualizado varias veces. En 1983 apareció la llamada "ley del Comerciante" o ley 1034, que consta de 123 artículos y establecía una derogación parcial del Código de Comercio anterior.

Actualmente, en el libro tercero del Código Civil se incluyen todos los contratos comerciales, la creación de este libro se debe al fenómeno universal de la comercialización del Código Civil, al ser invadido por nor​mas y prácticas mercantiles. El desarrollo del tráfico mercantil, por otra parte, se traduce en una creciente complejidad y extensión de las normas que lo regulan. Es así que sobre 2812 artículos que integran el Código, Corresponden a este Libro III 1203 artículos, y consta de VIII títulos, que incluyen en el Parágrafos, Secciones, y Capítulos.
LA UNIFICACIÓN DEL DERECHO PRIVADO

El tema tan debatido por los civilistas y comerciantes, sobre la posibilidad y conveniencia de abolir toda distinción entre Derecho Civil y Derecho Mercantil, unificando las normas relativas a las obligaciones y los con​tratos, para sistematizar dentro de un cuerpo único del Derecho Privado Común, ha encontrado vía positiva en el Código Civil Paraguayo. Su re​dactor el profesor De Gásperi, versadísimo cultor de la ciencia y la técnica del Derecho Civil, considera oportuna y conveniente para el Paraguay este Código único de las obligaciones civiles y comerciales. El Código consagra la unidad de nuestro Derecho Privado como reforma posible, beneficiosa y aceptable en aras del progreso legislativo nacional.

Según De Gásperi, “de las dos disciplinas, el Derecho Mercantil no es sino un privilegio de clase, en detrimento de la parte civil del contrato destituidas de las ventajas de la otra. Como no hay una teoría de las obligaciones para el Derecho Civil y otra parte del Derecho Comercial, sino meras aplicaciones de una sola resultante de la actividad mercantil, viene por lógica consecuen​cia que ambos derechos se encuentren y liguen en un haz común. Siendo el Derecho de las obligaciones del Derecho Comercial, idéntico por su sustan​cia al análogo derecho del civil, su unificación en un solo cuerpo legal evita los conflictos surgidos por sus antinomias y especialmente de las chicanas a que se presentan las cuestiones de jurisdicción y competencia, La absorción de los contratos mercantiles por el Código Civil, comunica a este la impron​ta de las profundas transformaciones del Derecho contractual europeo de nuestros días, ninguna de las cuales es una invención de tal o cual jurista, por eminente que sea, sino el resultado de siglos de solidaridad jurídica de las naciones más cultas y civilizadas del orbe en su incesante comercio de ideas y doctrinas enfocadas al perfeccionamiento de sus instituciones civiles y comerciales, envejecidas en el discurso milenario del tiempo”.

UNIDAD VIII

Derecho Privado Interno 
- Derecho Privado. Conjunto de principios y normas Jurídicas que regulan las relaciones entre particulares, o entre éstos y el Estado como persona jurídica.

- El Derecho Positivo Privado se divide en: Externo e Interno

- Derecho privado interno: Conjunto de normas que dicta cada estado para regir las relaciones jurídicas entre particulares y éstos con el estado como persona jurídica.

DERECHO LABORAL. CONCEPTO

Es el conjunto de principios teóricos y normas positivas que regulan las relaciones jurídicas entre empleadores y trabajadores, y de ambos con el Estado, originados por la prestación voluntaria, subordinada y retribuida de la actividad humana, para la producción de bienes y/o servicios.

La Legislación del trabajo, o Legislación Laboral, es el conjunto de normas legislativas o Leyes que regulan las relaciones jurídicas entre emplea​dores y trabajadores y de ambos con el Estado, originadas por la presta​ción voluntaria, subordinada y retribuida del trabajo para la producción de bienes y/o servicios.

El vocablo DERECHO, en sentido objetivo, conceptualmente es más am​plio que el de LEGISLACIÓN. La palabra DERECHO comprende un sistema de normas jurídicas que pueden ser doctrinarias (principios teóri​cos), legislativas, consuetudinarias y jurisprudenciales.

La palabra LEGISLACIÓN significa tan sólo un conjunto de normas le​gislativas (leyes, decretos, resoluciones...) que guardan relación directa con el hecho social trabajo. La Legislación laboral comprende el conjun​to de normas positivas históricas o en vigencia; así hay una pación laboral que no abarca el derecho doctrinario, sino solamente el Derecho positivo.

Ejemplo. El Código Laboral promulgado como Ley Nº 729 del 31 de agosto de 1961, ya constituye derecho positivo laboral histórico. El Código Laboral, dictado por Ley N° 213 en 1993 y la Ley N° 496 de 1995, modificatoria del Código, constituyen el derecho positivo laboral vigente.

CARACTERÍSTICAS DEL DERECHO LABORAL

Las principales características del Derecho Laboral son:

- Rama diferenciada de las otras ramas del Derecho Positivo:

Respectivamente, y en breve síntesis, las otras ramas del derecho positivo se refieren, el Derecho Penal, al delito y sus penas; el Derecho Civil, a los principios y normas relativas al Estado y a la capacidad jurídica de las personas, a la familia, al patrimonio, a las obligaciones, a los contratos en general, etc. El Derecho Laboral se refiere a las relaciones jurídicas establecida entre TRABAJADORES que en RELACION DE DEPENDENCIA ponen su actividad física y/o intelectual, al servicio del EM​PLEADOR que la REMUNERA con el pago de un salario; y de ambas partes con el ESTADO.

El Derecho laboral es una rama del Derecho Positivo que se propone primordialmente:

a) Asegurar un mínimo de derechos y garantías para la prestación del tra​bajo subordinado, compatibles con la dignidad de la persona humana.

b) Compensar la inferioridad económica de los trabajadores en relación de dependencia frente a los empleadores, otorgándoles protección ju​rídica preferente, en consonancia con las posibilidades del desarrollo económico del país.

- Es una rama jurídica autónoma
El Derecho Laboral se emancipó de las preexistentes ramas del derecho positivo; se emancipó del Derecho Civil y, en especial, del Derecho Co​mercial, y tiene hoy triple autonomía;

a) Autonomía científica:

Es decir, tiene autonomía doctrinaria, lo que se manifiesta y se constata en la gran cantidad de obras de texto, tratados completos y monografías de investigación científica publicados en todos los países, que estudian las diversas materias e instituciones del Derecho Laboral con profun​didad, versación y metodología.

b) Autonomía jurídica:
Es decir, tiene autonomía legislativa, que se manifiesta con la promul​gación de Códigos del Trabajo, tanto de fondo como procesales, en los países latinoamericanos. Ello implica una especialización legisla​tiva. También se manifiesta en que tiene una Jurisdicción especial. Se administra justicia en los casos litigiosos del trabajo, por Juzgados y Tribunales del Trabajo.

Debe aclararse que emancipación no significa antagonismo. Las di​versas ramas del Derecho Positivo son interdependientes y están en íntima coordinación, todas se prestan mutuo auxilio. Así, la autonomía jurídica del Derecho Laboral, no excluye la aplicación del Derecho Común como SUPLETORIO, siempre que no desvirtúe los principios fundamentales consagrados por el Derecho del Trabajo, relativos a su estructuración, interpretación, aplicación e integración en los casos de vacíos o lagunas de la Ley laboral.

c) Autonomía docente:
Es decir, autonomía pedagógica o didáctica, que se manifiesta en la existencia de las especializaciones didácticas en nuestras universida​des con la ampliación del cuadro de disciplinas jurídicas docentes en las facultades, con la inclusión de la materia de Derecho del Trabajo, y/o Derecho Procesal del Trabajo, integrando como materias básicas profesionales al plan de estudios de distintas carreras; con un enrique​cimiento teórico práctico para completar un buen planeamiento de en​señanza aprendizaje integral y moderno.

- En cuanto a su naturaleza y fines las leyes del trabajo son de Orden

Público:

a) Por la OBLIGATORIEDAD de sus disposiciones, cuya aplicación ga​rantiza el Estado.
b) Por la IRRENUNCIABILIDAD de los derechos que conceden (Art. 3, 40, 41 y concordantes del Código Laboral).
c) Por la NULIDAD DE LAS CONVENCIONES PARTICULARES que los priven de validez o eximan de responsabilidad por ellas estableci​das. La ley prevalece sobre las convenciones o convenios particulares, salvo que estos otorguen condiciones más beneficiosas para el trabaja​dor que las establecidas en la ley laboral.

d) Por su aplicación de oficio que pueden hacer las autoridades competen​tes, judiciales o administrativas.

e) Porque los derechos de esta clase de leyes se fundamentan en el INTE​RES GENERAL, y su cambio está supeditado a ese interés general.

NOCIONES

Derecho laboral o Derecho del Trabajo en actual y riguroso estado de de​sarrollo, constituye una nueva rama del Derecho, a partir que las relacio​nes laborales eran manejadas por el Derecho civil y el Derecho Comercial.

Con el correr de los años los deberes y derechos de los trabajadores y em​pleados fueron sufriendo transformaciones, como consecuencia el cam​po laboral exigió normas y principios propios. Pero desde ya, hay que resaltar que a esta disciplina, le interesa aquel trabajo que genera resul​tados económicos (creación y transformación de riquezas) tanto manual como intelectual, prestado contractualmente y bajo un vínculo de subor​dinación. Queda excluido el trabajo que no es prestado voluntariamente (trabajo forzado) y las profesiones realizadas por cuenta propia y el que cumplen la llamadas “profesiones liberales”, esta últimas son regidas por el Código Civil y principios del Derecho Administrativo.

IMPORTANCIA

Tiene una gran trascendencia política y económica. Una buena parte de la sociedad activa está sometida actualmente a las normas del Derecho Laboral, que gravita sobra la organización económica.

Al ser expresión de un ideal y sentimiento de justicia, contribuye a poner paz en las relaciones sociales, evitando los conflictos entre patrón y trabajador.

FINES


Regular las relaciones individuales o colectivas de trabajo y proteger a los trabajadores que se encuentran en una relación de dependencia, aseguran​do a estos el mínimo de derechos y garantías, compatibles con la dignidad de la personalidad humana.

Tales derechos y garantías de los trabajadores están reconocidos por el Código Laboral, no pueden ser objeto de renuncia, transacción o limita​ción convencional.

OBJETO
El objeto de esta disciplina (Derecho Laboral), son las relaciones entre empleadores y trabajadores y también por la de ambos con el Estado. Siempre que estas vinculaciones deriven directa o indirectamente de la prestación voluntaria, subordinada y retribuida del trabajo manual, inte​lectual y técnico.

LA DOCTRINA DE LA IGLESIA

En la antigüedad el trabajo era considerado socialmente como una acti​vidad innoble, en esa época la mayor parte del trabajo productivo se de​sarrollaba bajo régimen de esclavitud. El cristianismo dignificó el trabajo en la edad media y principios de los tiempos modernos, se desarrolla el régimen de las Corporaciones y Gremios.

Los Gremios medievales, que existieron hasta buena parte de la edad mo​derna, eran diferentes de los Sindicatos actuales, porque visaban los inte​reses profesionales de los patronos, a orientaciones religiosas (porque se constituían como cofradías, bajo el patrocinio de un santo de la Iglesia) y morales (mutua lealtad y ayuda).

La Revolución Francesa que coincide con la Revolución Industrial a fines del siglo XVIII, acaba con las Corporaciones, en nombre de la Igualdad y Libertad.

El Maquinismo agrava la situación de los trabajadores, que son vistos ahora, no como ser espiritual, y sí como una máquina, produciendo más y con bajos salarios. Además eran explotados, fríamente sin consideración de edad y sexo.

La transformación sólo ocurre a mediados del siglo XIX, con la acción de los propios trabajadores, las ideas de los pensadores y reformadores políticos y sociales, las Encíclicas papales y la intervención del Estado.

• ENCÍCLICAS PAPALES. TEMAS FUNDAMENTALES:

- RERUM NOVARUM: (León XIII - 1891): La cuestión obrera, Doctrina sobre el trabajo, en la que dice que "un número reducido de adinerados ha impuesto un juego de esclavitud a una muche​dumbre inmensa de proletariado", sobre el derecho de propiedad, sobre el principio de colaboración contrapuesto a la lucha de clases y sobre el derecho a tener asociaciones profesionales.

- QUADRAGESIMO ANNO: (Pío XI - 1931): Pasa de la cuestión obrera a la cuestión social, analizando la evolución de la econo​mía liberal y el movimiento socialista, así como el conflicto de las clases sociales. Panorámica conjunta de la sociedad industrial y de la producción. Fija las condiciones del restablecimiento del orden social. Busca un nuevo enfoque para afrontar los grandes cambios ocasionados por el desarrollo de la economía y del socialismo. El corporativismo.

- MATER ET MAGISTRA: (Juan XXIII - 1961): La cuestión social resalta las desigualdades existentes entre los distintos sectores eco​nómicos entre países y regiones. Denuncia el fenómeno de la súper: población y el subdesarrollo, así como la falta de solidaridad inter​nacional que origina situaciones insoportables principalmente en el tercer mundo.

- PACEM IN TERRIS: (Juan XXIII - 1963): Llamamiento urgente a construir la paz basada en el respeto a las exigencias éticas que deben regir las relaciones entre hombres y los Estados.

- GAUDIUM ET SPES: (Concilio Vaticano II - 1965): Tiene un fondo dialogante con el mundo. Asume la enseñara sobre la vida económico-social, de los documentos pontificios clásicos, referente a la concepción personalista y dinámica de la economía y aporta un capítulo de gran importancia sobre la cultura. Reformula la relación de la comunidad política y la Iglesia.

- POPULORUM PROGRESSIO: (Pablo VI – 1967): Propuesta de una nueva comprensión de desarrollo: desarrollo integral del hom​bre y desarrollo solidario de la humanidad. Condiciones para el au​téntico desarrollo.

- OCTOGÉSIMA ADVENIENS: (Pablo VI - 1971): Problemas de la sociedad post industrial. Reflexión sobre la dimensión política de la existencia y del compromiso cristiano, estimulando a la vez el sentido crítico con relación a las industrias y utopías subyacentes en los sistemas económicos vigentes.

- LABOREM EXERCENS: (Juan Pablo II -1981): Exhortación para la transformación de los sistemas económicos vigentes proponiendo como clave central de la cuestión social el trabajo humano. Revisión profunda del sentido del trabajo, que supone una distribución más equitativa no solo de la renta y de la riqueza, sino del trabajo mismo para lograr que haya ocupación para los dos.

- SOLLICITUDO REI SOCIALIS: (Juan Pablo II - 1987): Actua​lización y profundización de la noción de desarrollo. El desarrollo fallido del tercer mundo: oposiciones norte-sur; este-oeste: la cues​tión demográfica. Distinción entre progreso ilimitado y desarrollo. Carácter moral del verdadero desarrollo.

- CENTESIMUS ANNUS: (Juan Pablo II - 1991): Cierra el arco de cien años de la D.S.I., con una mirada en el pasado, pero sobre todo está orientada al futuro. Los sistemas anteriormente vigentes han demostrado su ineficacia -caso del marxismo- o su eficacia parcial como el capitalismo. La iglesia no tiene modelos que proponer, pero sí orientaciones que dar. La Centesimus Annus apuesta por una so​ciedad basada en el trabajo libre, la empresa, la participación, por un estado verdaderamente democrático en el que la sociedad tenga participación decisiva.

• CUATRO PUNTOS SOBRE EL FUNDAMENTO DE LA DOCTRI​NA SOCIAL DE LA IGLESIA

La D.S.I. es una Doctrina de acción, tiene como característica la novedad, pues tiene que responder a la situación de cada época y la permanencia, ya que su fundamento es el Evangelio.
La evangelización de la vida personal y social del hombre ha sido y es la razón de ser de la D.S.I. por eso es una Doctrina de acción:

- Proclama la verdad del hombre, es un ser creado a imagen y seme​janza de Dios, admitido por Cristo y llamado a la fraternidad con los otros hombres.

- La igualdad fundamental de todos los hombres.

- La superioridad de la persona sobre sus creaciones sociales.

- El destino universal de los bienes.

· TRES PUNTOS SOBRE LA FINALIDAD DE LA D.S.I.:

- La finalidad de la D.S.I. es la promoción y liberación de todos los hombres.

- La formación de una conciencia moral y social.

- La acción social de los bienes.

La promoción se realiza mediante la relación consigo mismo, con los de​más hombres y con las cosas. La liberación tiene como exigencia principal la justicia en complemento con la misericordia. La formación del cristiano es imprescindible y debe ser hecha con responsabilidad, con una profunda vivencia del evangelio que impregne toda su actividad en el mundo.

· LOS DD.HH. QUE DEFIENDE LA IGLESIA:

La Iglesia Católica desde la publicación de la Encíclica Pacem In Terris, ha dedicado atención a los DD.HH. en diversos documentos. Así mismo, mediante organismos creados al efecto colabora con el esfuerzo interna​cional por la defensa de los DD.HH., el Consejo Mundial de las Iglesias, así como diversos organismos ecuménicos trabajan para que los recursos mundiales sean equitativamente repartidos y que los Derechos Humanos sean respetados en todo el mundo.

· LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DEL HOMBRE:

- Derecho a la vida: es un derecho inherente a la dignidad de la persona humana e independiente a cualquier condición individual o social de la persona, se fundamenta en la voluntad de Dios, que es creador de la vida, por eso hay que salvaguardarlo desde la concepción misma.

- Derecho a la libertad religiosa: se fundamenta en la dignidad de la persona y en su derecho a buscar libremente a Dios. Para que sea efectivo las comunidades de creyentes deben disponer de la liber​tad de culto y de la formación, posibilidad de acceder a los medios culturales y crear y dirigir instituciones asistenciales y educativas propias.

- Derecho a la participación social: se concreta en el compromiso a ejercitar la propia responsabilidad en la construcción de la sociedad con criterio de justicia y solidaridad.

- Derecho de los pueblos y de los hombres a salir de la miseria: la situación de miseria y pobreza en que se encuentra numerosas po​blaciones es un grave atentado a sus derechos fundamentales.

- Derecho a la vivienda: la Iglesia considera que el derecho a disponer de un techo está incluido en el Derecho a una vida digna, repercute en la imposibilidad para que el hombre construya su propia identi​dad y pueda vivir con la dignidad que le es propia como persona.

ANTECEDENTES HISPÁNICOS E INDIANOS EN EL PARAGUAY

El sistema económico de los guaraníes se basaba en el trabajo obligatorio a favor de la comunidad y en provecho propio.

Luego con la conquista de los españoles, los indios se sometieron a las leyes de los colonizadores, que eran dictadas hasta la independencia.

Mirando la historia podemos ver que los indios eran obligados a realizar trabajos inhumanos, como la Mita y Encomienda, sin embargo con el pa​sar del tiempo, fueron "apareciendo" leyes que protegían a los Indios, en lo que se refiere al trabajo.

La Recopilación de 1680, por ejemplo, contenía Normas protectoras de los Indios en sus relaciones laborales, las Mitas y las Encomiendas eran humanizadas, recordemos algunos preceptos: prohibición de utilizar a los Indios para el transporte de cargas, limitación de jornada de trabajo a 8 horas, asistencia sanitaria, prohibición de pagar jornales en especie, res​tricciones para el trabajo de las mujeres, etc.

En la región del Río de la Plata, podemos recordar las Ordenanzas de Alfaro (1611), que procuraron reemplazar al servicio personal de los indios por el trabajo remunerado, y también protegerlos contra los abusos de los que eran víctimas.
EL DERECHO INDIANO

Son las normas dictadas por las Magistraturas. La Cédula Real del 12 de julio de 1537, que autorizaba a elegir gobernantes, durante la conquista y la revolución de los comuneros, son factores que han proyectado al Dere​cho indiano Paraguayo, en la vida jurídica de América.

BASES CONSTITUCIONALES

Los artículos del Derecho Laboral contenido en la C.N. están en el Capí​tulo VIH - Del Trabajo - Sección 1 - De los Derechos Laborales (Art. 86 al Art. 100).

- Art. 86 - Del Derecho al Trabajo.

- Art. 87 - Del pleno empleo.

- Art. 88 - De la no discriminación.

- Art. 89 - Del trabajo de las mujeres.

- Art. 90 - Del trabajo de los menores.

- Art. 91 - De las jornadas y del descanso.

- Art. 92 - De la retribución del trabajo.

- Art. 93 - De los beneficios adicionales al trabajar.

- Art. 94 - De la estabilidad y de la indemnización.

- Art. 95 - De la seguridad social.

- Art. 96 - De la libertad sindical.

- Art. 97 - De los convenios colectivos.

- Art. 98 - Del derecho de huelga y paro.

- Art. 99 - Del cumplimiento de las normas laborales.

DERECHO SOCIAL

Si bien todo Derecho tiene carácter social, corriente e impropiamente se da esa denominación, incluso por autorizados tratadistas, al Derecho del Trabajo.

DERECHO SOCIAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL

Es el conjunto de principios teóricos y normas positivas que, en función de la solidaridad social, tiene por objeto regular la organización, compe​tencia, funciones y atribuciones de las instituciones de seguridad social, y sus relaciones jurídicas con el Estado, los beneficiarios y los contribu​yentes.

La Seguridad Social afecta a aspectos de la vida nacional, para garantizar un mínimo de bienestar a todos los habitantes del país.

Las instituciones establecidas por el Derecho de la Seguridad Social tien​den a garantizar un mínimo de beneficios que los destinatarios (los habi​tantes, no solo los trabajadores dependientes) podrán aumentar por ini​ciativa propia, recurriendo a las formas de previsión privada individual o colectiva (ahorro, seguros individuales o colectivos privados, mutualidad, entre otros).

FINES
La seguridad social tiende a subvenir toda clase de contingencias (ries​gos), mediante un sistema coordinado de instituciones y medidas, que garantizan la estabilidad económica de quienes corren peligro de verla menoscabada, a causa de contingencias penosas de la vida, ajenas a su voluntad.

Desde este punto de vista, la seguridad social ostenta una connotación de universalidad, en sus propósitos de realizar el BIEN COMUN, liberar al pueblo de la NECESIDAD y superar las condiciones miserables de exis​tencia.

MEDIOS

El más importante de los medios de la seguridad social, es el de los SE​GUROS SOCIALES. Luego viene la ASISTENCIA PUBLICA, como auxiliar de los seguros sociales; la COLOCACIÓN; la ORGANIZACIÓN SANITARIA; la HIGIENE INDUSTRIAL; la FORMACION PROFE​SIONAL y otros.

DERECHO PROCESAL LABORAL

"Rama del Derecho Procesal, que estudia la organización y competencia de la Justicia del Trabajo, los principios y normas generales y el proce​dimiento a seguir en la instrucción, decisión y cumplimiento de lo deci​dido en los Procesos originados por una relación laboral o por un hecho contemplado por las leyes sustanciales del trabajo, (según Podetti J.R.). Ese mismo autor dice: que el Derecho Procesal Laboral comprende dos sub-ramas:

La que estudia la magistratura, competencia y procedimiento para solucionar, componer o decidir los conflictos individuales del trabajo, y la que estudia los mismos aspectos los conflictos colectivos.

CODIFICACIÓN
Antiguamente se llamaba Código (Codex), a los grandes conjuntos de dis​posiciones legales agrupadas sistemáticamente en un solo cuerpo o libro. Como el código que promulgó el Emperador Justiníano en el año 534.

Actualmente los Códigos son construcciones sistemáticas y orgánicas de preceptos Jurídicos que regulan una sola rama del Derecho.

El código Procesal Laboral, fue promulgado el 31 de agosto de 1961; en vigencia desde el 1 de abril de 1962. Su contenido comprende: 5 libros, 15 títulos, 31 capítulos y 400 artículos.

DERECHOS INTELECTUALES

NOCIÓN Y BASES

La protección y regulación jurídica de las creaciones intelectuales - obras literarias y artísticas, invenciones y descubrimientos científicos. Han ori​ginado la formación de normas y principios propios jurídicos especializa​dos, distintos de los que en el derecho civil gobiernan los derechos sobre los bienes materiales. Este conjunto de normas y principios los denomina​mos Derecho intelectual o derechos intelectuales.

Una de las bases de honrar a las letras, las artes y las ciencias consiste en asegurar a los creadores intelectuales la justa protección del derecho sobre sus obras, inventos o descubrimientos. Es evidente que para asegurar los derechos de los creadores intelectuales no bastan leyes técnicamente perfectas, es necesario el clima de LIBERTAD. La expresión Derechos Intelectuales aparece, desde el año 1873 en la clasificación de los dere​chos subjetivos privados de carácter civil - ideados por el jurista Belga EDMOND PICARD - para designar genéricamente los derechos de autor (derechos intelectuales sobre las invenciones) y el derecho de los modelos y dibujos industriales. También se propicia la protección de los descubri​mientos científicos, (pero no es aceptable el criterio de PICARD, en cuan​to también incluye en el cuadro de los derechos intelectuales, a las marcas de fábrica y a las enseñas comerciales).

Bajo la denominación genérica de derechos intelectuales, algunos autores y legislaciones especiales de varios países, adoptan variada nomenclatura para designarla: Propiedad Literaria, científica y artística, los patentes de invención y las marcas de fábrica y comercio, derecho del autor o más brevemente propiedad intelectual.

Pero lo más indicado es separar los derechos propiamente intelectuales de los industriales, tanto por las modalidades que cada grupo presenta, como por el hecho de estar ordinariamente sometidos a legislaciones especiales.

El Derecho Intelectual es un derecho natural que puede ser limitado como todo derecho, pero nunca destruido por ninguna potestad.

DERECHO INTELECTUAL


"No es en virtud de la ley, sino de un derecho preexistente, por lo que los ciudadanos piensan, hablan, escriben y publican sus pensamientos (Sieyés) - artículo 18 - Constitución de Alberti: Declaración absoluta de propiedad intelectual.

Nuestra Carta fundamental de 1870 dio a los derechos intelectuales el carácter de propiedad "Todo autor o inventor - decía al artículo 19 - es propietario exclusivo de su obra, invento o descubrimiento, por el término que le acuerde la ley.

El mismo precepto, con la supresión de la palabra exclusivo, figura en el artículo 24 de la Constitución de 1967, que anteriormente estaba reglamentado por la Ley 94 del 10 de julio de 1951 y esta vez por el decreto Nº 6609, del 4 de setiembre de 1951.

Por estas Normas reglamentarias se reconocen y protegen los derechos de autor sobre las obras literarias científicas y artísticas, editadas o inéditas, y aún bajo seudónimo conocido, y se crea el "Registro Público de derechos intelectuales".

La duración de protección de estos derechos abarcaba toda la vida del autor, más cincuenta años, a contar desde la muerte del autor o del últi​mo de los coautores. Para los retratos, fotografías, caricaturas y cartas, la duración es de quince años o veinte años - desde la muerte de la persona retratada o del autor de la carta.(Ley N° 94/1951). La regla dominante en materia de obras publicadas en el extranjero es la reciprocidad.

Hoy en nuestra Constitución de 1992 se encuentra expresamente en el artículo 110 - De los derechos de autor y de propiedad intelectual.

"Todo autor, inventor, productor o comerciante, gozará de la propiedad exclusiva de su obra, invención, marca, nombre, con arreglo a la ley".

Derecho Intelectual - Es el poder reconocido a un autor para beneficiarse exclusivamente con su obra de creación personal e impedir que otro copie, imite o reproduzca sin su consentimiento.
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La relación Jurídica que se da, corresponde a dos sujetos

- Sujeto activo (autor - facultad de usar, gozar y disponer de su obra).

- Sujeto pasivo (personas - obligación electiva de respeto).

En cuanto al régimen de las obras literarias y artísticas se tutela princi​palmente una forma representativa original, y se reconoce a los autores el derecho exclusivo a publicar y reproducir esa forma representativa. Ahora en materia de invenciones se tutela una idea novedosa, apta para alcan​zar un proyecto técnico o un resultado industrial (esa tutela confiere al inventar la total exclusividad sobre su creación intelectual y aplicación industrial).
El derecho intelectual, ya ha alcanzado autonomía científica y jurídica, en razón de la peculiaridad de sus normas y principios pues contienen nor​mas de derecho privado y de derecho público.

También existe en la correspondiente literatura jurídica especializada. En el aspecto didáctico existe cierta dispersión pues se estudia parte de este derecho en los cursos de derecho civil, comercial, administrativo e industrial.

Generalmente se estudian conjuntamente el derecho de las invenciones y de las marcas en el Derecho Industrial y en el Derecho Administrativo porque el Estado se ocupa del registro de las marcas y de los inventos.

BASES, ANTECEDENTES HISTÓRICOS

En las fuentes romanas no encontramos elementos de juicios que nos per​mitan afirmar que los jurisconsultos antiguos mostraron preocupación por crear arbitrios para la defensa de las creaciones de la inteligencia.

Los romanos no concibieron, pues la posibilidad de extender el derecho de propiedad a los productos de la inteligencia y del espíritu. La difusión de las obras intelectuales se verificaba mediante copias hechas a mano por los esclavos a quienes el autor dicta el texto de las mismas.

De acuerdo con el carácter individualista prevaleciente en la concepción romana de la propiedad, los jurisconsultos antiguos no pudieron crear una legislación especialmente destinada a la protección jurídica de las creacio​nes del espíritu, tal como se entiende ahora.

La protección de las obras impresas fue asumida por el Estado y conferida especialmente a los editores por el sistema de los privilegios, análogos a las patentes de invención, sancionándose con penas bastantes rigurosas a los falsificadores y la confiscación de los libros falsificados. En 1558 el Papa Paulo IV instituyó la censura para los libros inmorales y contrarios a los principios y dogmas de la iglesia, la que confiada a la Congregación del Santo Oficio.

Un poco más tarde, en 1564, el Papa Pío IV promulgó el Index de los

libros prohibidos con la cual la censura ejerció una perjudicial influencia del intelecto. Este sistema prevaleció en todas las naciones de Europa hasta que Ja Revolución Francesa lo abolió.

Se cita a Manuel Kant como el principal inspirador del reconocimiento legal en Alemania, de los derechos del autor, atribuyéndosele la siguiente expresión en el libro, considerado como un escrito, el autor habla a sus lectores, y el que lo ha impreso, habla, no en nombre propio si no en el del autor. El editor es así un mero intermediario, que transmite los discursos de otros. Kant consideraba que el libro es medio utilizado por el autor para conversar con el público.

* En 1789 con las ideas, principios filosóficos y jurídicos proclamados en la Revolución Francesa abolió el sistema de privilegio y en 1793 la asamblea francesa declaraba a la propiedad intelectual como "más sagrada", que la propiedad común - expresaba una nueva idea: las obras intelectuales (fruto de la vocación humana) - merecen la tutela del derecho más que las expresiones materiales de labor humana.

La Constitución o ley fundamental del estado paraguayo, promulga​da en el año 1870, atribuye a los derechos intelectuales el carácter de propiedad (art. 19).

* En 1873, como ya se señalara, el jurista belga EDMOND PICARD Instituyó una nueva categoría de los derechos subjetivos de carácter privado denominado derechos intelectuales.

En ella quedan comprendidos.

1) Los derechos sobre las obras literarias y artísticas.

2) Sobre los inventos.

3) Sobre los dibujos y modelos industriales.

4) Sobre las marcas de fábricas.

5) Sobre enseñas comerciales.

Con la evolución histórica, hoy el Derecho Intelectual está protegido y asegurado en todos los ordenamientos jurídicos.

NATURALEZA JURÍDICA

Mucho se ha discutido el fundamento y la legitimidad de la llamada pro​piedad intelectual, pudiendo afirmarse que la búsqueda de ese fundamento ha permitido la elaboración de teorías que tratan de explicarlo al mismo tiempo que la extensión del derecho.
Un importante sector de la doctrina considera que los derechos intelec​tuales constituyen una propiedad, debiendo reconocerse al autor derecho absoluto sobre sus creaciones y otorgarle, en consecuencia, la misma ex​tensión y eficacia que al titular de otra forma cualquiera de propiedad. La única diferencia que encuentran los autores consiste en que la propiedad típica recae sobre una cosa, mientras que la propiedad intelectual tiene por objeto bienes inmateriales. Se trataría, por tanto de una propiedad de características muy peculiares, pero indiscutiblemente una forma de propiedad, al fin.

Los autores partidarios de la teoría de la propiedad, generalmente, dicen Espín Canovas, nos hablan de una propiedad sui generis para dar a enten​der las especialidades que separan esta propiedad de la propiedad sobre cosas corporales, pero otros autores han ensayado una concepción vecina a la anterior, según la cual la propiedad intelectual, más que una verda​dera propiedad es un derecho sobre bienes jurídicos inmateriales. Reposa esta teoría en la distinta naturaleza del objeto de la propiedad de cosas corporales y de la llamada propiedad intelectual, haciendo ver que esta diferencia del objeto ha de traducirse en un distinto tratamiento, aunque el fundamento y la escuela de ambos derechos son los mismos.

Dentro del grupo de teorías de carácter patrimonial, cabe hacer mención de la que concibe los derechos intelectuales como un monopolio de explo​tación, de Ernest Roguin. Ciertamente, la teoría de este autor, contó con un gran número de partidarios y parte de la premisa de que, primeramente el privilegio real y después, las leyes, han impedido que las demás perso​nas distintas del autor, puedan publicar sus obras sin su consentimiento. En la valoración de esta teoría se ha afirmado que constituye un enorme paso hacia atrás, un retroceso de varios siglos, restableciendo el derecho al privilegio del antiguo régimen, sin otra diferencia que el derecho co​mún para todos, sustituye a la concesión individual y el favor legislativo el favor real. Por otra parte, resulta inadmisible que la facultad de explotar las ventajas económicas que le reporta al hombre su talento pueda consti​tuir un derecho derivado de un monopolio.

TEORÍA PERSONALISTA

Frente a las teorías patrimoniales, dice ESPIN CANOVAS, la de carácter personalista tratan de configurar la llamada propiedad intelectual como un derecho de carácter extrapatrimonial, haciendo resaltar desde diversos pun​tos de vista el aspecto personal e inalienable del derecho del autor sobre su obra, distinto del que puede tenerse sobre los ejemplares de ésta, que es úni​camente el que puede considerarse como un derecho de naturaleza patrimo​nial, y más concretamente, como un derecho de propiedad. Estas doctrinas representan un paso más en la concepción de la propiedad intelectual, porque el legislador, tratando por todos los medios de poner al autor al resguardo de cualquier usurpación, descuidó el derecho personalísimo del mismo que se ha dado en llamar, gracias a la investigación sutil de la doctrina francesa, de​recho moral del autor. Y he aquí lo interesante de las doctrinas personalistas; ellas aportan un elemento esencial e imprescindible: la persona.

Porque sí muy importante es proteger la creación, tanto más es no descui​dar los derechos del creador, no ya desde un punto de vista de propiedad, sino de paternidad. Por tanto, las teorías personalistas, a nuestro juicio, en la variada gama de sus matices y modalidades, son insuficientes para explicar la verdadera naturaleza de este derecho.

TEORÍAS ECLÉCTICAS

Las teorías eclécticas admiten el derecho del autor, pero solamente en forma limitada y temporal. Afirman sus sostenedores que, puesto que la sociedad a transmitido al autor los conocimientos que sirvieron de base para su obra, parece justo otorgarle cierta participación intelectual.

Dicen Espín, a propósito: frente a las posiciones extremas han ido apare​ciendo teorías eclécticas que hablan de un doble derecho integrado de un elemento integrado de un elemento personal y de otro patrimonial, el as​pecto personal está formado por el que suele denominarse derecho moral del autor. Se trata de un derecho sin contenido económico o patrimonial. A este derecho de autor se le asignan, como caracteres, los de ser un dere​cho absoluto, no evaluable en dinero es inalienable e intransmisible y por último, imprescriptible.

REFERENCIAS

En 1957 nuestro país ha ratificado la Convención Universal sobre Derecho de Autor (aprobado en la conferencia realizada en Ginebra, bajo los auspicios de la U.N.E.S.C.O.), donde se intenta universalizar la protec​ción del derecho de autor sobre bases mínimas conciliando los derechos de los creadores y los intereses de la difusión de la cultura.

El 4 de agosto de 1939, se aprobó en Montevideo el Tratado sobre propie​dad literaria y artística en el que los países se comprometían a reconocer y asegurar los derechos de propiedad intelectual. Eso significa que quedan amparados toda creación intelectual susceptible de publicarse o reprodu​cirse, cualquier procedimiento ya sean obras literarias o artísticas.

Por el Decreto Ley 1224 de 3-02-1958, se creó el Fondo Nacional de las Artes - destinado al Fomento de las actividades literarias y artísticas — ha establecido el dominio público pagante - es decir - la obligación de pagar al Estado derechos de autor por la utilización de obras intelectuales, caídas en dominio público.

Vemos así, que en la historia de la legislación patria, el derecho del autor ha sido invariablemente reconocido y protegido. Las constituciones de 1870, 1940, 1967 y la actualmente vigente, contienen formulas muy pa​recidas mediante las cuales se admite la propiedad del autor e inventor. En la constitución de 1870, decía el artículo 19: todo autor o inventor es propietario exclusivo de su obra, invento o descubrimiento por el término que acuerde la ley.

Esta fórmula se repitió en la constitución de 1967 y el precepto respectivo fue reglamentado por la ley N° 94, del 10 de julio de 1951. Las normas contenidas en la ley últimamente citada reconocen y protegen los dere​chos de autor sobre las obras literarias, científicas y artísticas, editadas e inéditas y aún bajo seudónimo conocido, y se crea el Registro Público.

INVENCIONES V DESCUBRIMIENTOS
En materia de invenciones lo que se tutela es toda idea novedosa suscep​tible de alcanzar un progreso técnico o resultado industrial.

El trabajo intelectual, da origen al derecho del inventor o descubridor so​bre su invento o descubrimiento científico. Ese Derecho no es conferido por ningún Derecho Público, nace del invento mismo.

Al derecho sobre las invenciones y descubrimientos se le suele llamar también "Derecho de Patentes".

Mediante la patente el Estado otorga al inventor, después que éste ha cum​plido los requisitos legales establecidos, un título - la "Patente" - que permite al segundo ejercer sus derechos como tal y proteger su invento o descubrimiento.

El derecho reconocido al inventor presenta varias características:

a) Es un derecho común de que pueden gozar todos los habitantes de la República que hayan cumplido los requisitos legales.

b) Es derecho exclusivo por constituir una propiedad sobre bienes inma​teriales.

c) Es un derecho limitado en el tiempo, para que el invento pueda pasar al dominio de la colectividad nacional y enriquecer su cultura.

Obs.: La invención y el descubrimiento son esencialmente distintos. La primera consiste en crear algo que antes no existía, el segundo es dar a conocer algo existente pero que estaba ignorado.

LOS DERECHOS DEL AUTOR

En nuestra Constitución los Derechos del autor y de la propiedad intelec​tual está representada por el “artículo 110”, de la Constitución Nacional.

Expresa: “Todo autor, inventor, productor o comerciante gozará de la pro​piedad exclusiva de su obra, invención, marca o nombre comercial y con arreglo a la ley”.

El derecho de autor comprende la facultad exclusiva que tiene éste sobre una obra literaria, científica o artística de usar y autorizar el uso de ellos en todo o parte, disponer de ese derecho o cualquier título, total o parcial​mente y transmitirla por causa de muerte.

- El régimen jurídico de las obras literarias y artísticas protege una creación original de genio o ingenio del autor.

- En materia de invenciones lo que se protege jurídicamente es la idea novedosa y objetivada de la cual resulta un proteger técnico o bien una utilidad industrial.

RÉGIMEN LEGAL

La legislación nacional relativa a la propiedad intelectual está constituida además por la ley N° 1.328 del 15 de octubre de 1998 “DE DERECHO DE AUTOR Y DERECHOS CONEXOS”.

Nuestro Código Civil no contiene una definición de la propiedad inte​lectual, sí la Doctrina, que utiliza diferentes fórmulas para resumir los caracteres generales más resaltantes que presenta. Podemos decir que la propiedad intelectual es el conjunto de derechos que la ley reconoce al au​tor de la obra producto de su inteligencia, y especialmente, la facultad de autorizar o no la reproducción de aquella. En un sentido amplio y genérico la propiedad intelectual abarca todas las obras del ingenio humano. En un sentido más restringido comprende solo las tres primeras contraponiéndo​se a la propiedad industrial.

En su Artículo 47, confirma en general, el principio consagrado en la Constitución Nacional, establece que: “el derecho patrimonial durará toda la vida de autor y setenta años después de su fallecimiento, y se transmi​tirá por causa de muerte, de acuerdo a las disposiciones del código civil; en las obras en colaboración, el periodo de protección se contará desde la muerte del último coautor”.

Así tenemos que la Ley protege: “las obras científicas literarias y artísti​cas”, se trata evidentemente, de una disposición que consagra una formula amplia, que permite por lo mismo, la inclusión de toda creación del inge​nio humano. “Que acuse un mínimo de actividad personal de su autor y sea el resultado de un trabajo intelectual, cualquiera que sea su importan​cia o mérito intrínseco y cualquiera sea su destino, o el modo o la forma de expresión”.

De acuerdo con las precisiones contenidas en el artículo 4 de la citada Ley, las obras protegidas son todas las que, teniendo las características enun​ciadas científicas, literarias o artísticas, sean el resultado de una actividad intelectual del autor. Así, se incluyen:

INC. 1.- Las obras expresadas en forma escrita, a través de libros, revistas, folletos u otros escritos, y cualesquiera otras expresadas mediante letras, signos o marcas convencionales;

INC. 2.- Las obras orales, tales como las conferencias, alocuciones y sermones; las explicaciones didácticas, y otras de similar naturaleza;

INC. 3.- Las composiciones musicales con letra o sin ella;

INC. 4.- Las obras dramáticas y dramático - musicales;

INC. 5.- Las obras coreográficas y las pantomímicas;

INC. 6.- Las obras audiovisuales, incluidas las cinematográficas, realiza​das y expresadas por cualquier medio o procedimiento.

INC. 7.- Las obras radiofónicas;

INC. 8.- Las obras de artes plásticas incluidos los dibujos, pinturas, escul​turas, grabados y litografías;

INC. 9.- Los planos y las obras de arquitectura;

INC. 10.- Las obras fotográficas y las expresadas por un procedimiento análogo a las fotografías;

INC. 11.- Las obras de arte aplicado;

INC. 12.- Las ilustraciones, mapas, croquis, planos, bosquejos y obras plásticas relativas a la geografía, la topografía, la arquitectura o las cien​cias;

INC. 13.- Los programas de ordenador;

INC. 14.- Las colecciones de obras, tales como las enciclopedias y anto​logías y de las obras u otros elementos como la base de datos, siempre que dichas colecciones sean originales en razón de la selección, coordinación o disposición de su contenido; y

INC. 15.- En general toda otra producción del intelecto en el dominio literario, artístico o científico, que tenga características de originalidad y sea susceptibles de divulgadas o reproducidas por cualquier medio o pro​cedimiento conocido o por conocer.

La anterior enumeración es meramente enunciativa y no taxativa.

De acuerdo con las ideas expuestas, la Ley 1328/98 en su Art. 47, extien​de el régimen de protección instituido al Autor de la Obrar es protegido el autor de la obra, del que se ocupa el art. 3 de la ley 1328/98, establece que. la protección del derecho del autor recae sobre todas las obras del ingenio de carácter creador en el ámbito literario o artístico, cualquiera sea su género, forma de expresión mérito o finalidad, la nacionalidad o el domicilio del autor o del titular del respectivo derecho o el lugar de la publicación de la obra.

Los derechos reconocidos en esta ley son independientes de la propiedad del objeto material, en el cual está incorporada la obra, independiente del método de fijación inicial o subsecuente y su goce o ejercicio no estará supeditado al requisito del registro o al cumplimiento de cualquier otra formalidad.

Las obras protegidas bajo esta ley pueden calificar, igualmente, por otros regímenes de protección de propiedad intelectual, tales como patentes, marcas, datos reservados sobre procesos industriales u otro sistema análo​go, siempre que las obras o tales componentes merezcan dicha protección bajo las respectivas normas.

Obviamente, el autor de la obra es su creador "el que directamente realiza una actividad pendiente a elaborar una obra intelectual, que revela una personalidad, pues pone en ella su talento y su esfuerzo creador". También alcanza la protección legal a los sucesores del autor, que son considerados como copartícipe en la proporción del derecho hereditario que les corres​ponda según el Art. 47.

PRESUNCIÓN

La edición de una obra anónima o seudónima, preceptúa el Art. 48, el plazo de duración será de sesenta años a partir del año de su divulgación, salvo que antes de cumplido dicho lapso, el autor revele su identidad, en cuyo caso se aplicará lo dispuesto en el artículo anterior.

El Artículo 49 señala que: En las obras colectivas, los programas de orde​nador, las obras audiovisuales y las radiofónicas, el derecho patrimonial se extinguirá a los sesenta años de su primera publicación o, en su defecto, al de su terminación. Esta limitación no afectará el derecho patrimonial de cada uno de los coautores de las obras audiovisuales y radiofónicas respecto de su contribución personal, a los efectos previstos en el segundo párrafo del Artículo 12, ni del goce y el ejercicio de los derechos morales sobre su aporte.

OBRAS PRODUCIDAS POR FUNCIONARIOS DEL ESTADO

Cuando un empleado del Estado, en el desempeño de su función, elabora una obra protegida por la ley, se plantea el problema de saberse a quien corresponden los derechos provenientes de la producción de la obra.

Responde a este interrogante el Artículo 2166 del Código Civil, mediante este texto: “Las obras de los funcionarios públicos, o de los de una em​presa privada, que sean fruto del trabajo inherente a sus funciones perte​necen al Estado o al empleador, salvo las obras creadas por los profesores de Institutos de enseñanza, aunque se trate de lecciones destinadas a sus alumnos”.

En la hipótesis examinada, se plantea una verdadera colisión de derechos, porque, evidentemente, el autor de la obra es el funcionario y debería ser el titular de los derechos intelectuales, el Estado no es el creador de la obra y solo como resultado de una ficción legal se le considera la empleador como titular de aquellos derechos.

“La excepción establecida, dice el Prof. De Gasperi, respecto de las obras creadas por los profesores a sueldo de la enseñanza pública o privada aunque se trate de lecciones destinadas a sus alumnos, es de derecho uni​forme”.

CESIBILIDAD

“El derecho de propiedad literaria, artística o científica protegido por esta ley”.

No es renunciable ni puede cederse ni venderse; pero el valor económico o explotación comercial de la obra podrá transmitirse total o parcialmente por actos entre vivos o de última voluntad". "La escuela francesa, explica De Gasperi en la nota al artículo de su Anteproyecto que sirvió de fuente al precepto que analizamos, y la doctrina alemana consideran perfecta​mente licito el pacto por el cual el autor de una obra literaria o artística renuncia a la paternidad de ella. Más los juristas italianos sostienen que el derecho de propiedad intelectual es irrenunciable, y que su enajenación es ilícita, por contraria a la ley y a la moral. Al adherirnos a esta doctrina, establecemos que ese derecho no es renunciable, ni puede cederse ni ven​derse, aun tratándose de obras. El comprador de un libro no adquiere el derecho de autor de la obra, sino este material.

Según esta ley en su art. 15 -dice: “el autor de una obra tiene por el sólo hecho de la creación la titularidad originaria de un derecho oponible a  todos, el cual comprende los derecho de orden moral y patrimonial deter​minados en la presente ley”.

La enajenación del soporte material que contiene la obra, no implica nin​guna cesión de derecho a favor del adquirente, salvo estipulación contrac​tual expresa o disposición legal en contrario.

Y el Art. 16 establece que: “El derecho de autor sobre las traducciones y demás obras indicadas en el Art. 5 puede existir aun cuando las obras originarias estén en el dominio público, pero no entraña ningún derecho exclusivo sobre dichas creaciones originales, de manera que el autor de la obra derivada no puede oponerse a que otros traduzcan, adapten, modifi​quen o compendien las mismas obras, siempre que sean trabajos origina​les distintos del suyo”.

Así también el artículo 17 dispone que: “Los derechos morales reconoci​dos por la presente ley, son perpetuos, inalienables, inembargables, irrenunciables e imprescriptibles”.

A la muerte del autor, los derechos morales serán ejercidos por sus here​deros, durante el tiempo a que se refiere los Artículos 48 al 51, salvo dis​posición legal en contrario, y el artículo 18 de la citada ley considera que los derechos morales son las siguientes:
1) El derecho de divulgación;
2) El derecho de paternidad;
3) El derecho de integridad y;
4) El derecho de retiro de la obra del comercio.

DE LOS DERECHOS PATRIMONIALES

El Artículo 24 establece que: El autor goza del derecho exclusivo de ex​plotar su obra bajo cualquier forma o procedimiento, y de obtener por ello beneficios, salvo en los casos de excepción legal expresa.

Durante la vida del autor serán inembargables las tres cuartas partes de la remuneración que la explotación de la obra pueda producir.

DERECHOS DE LOS INTÉRPRETES

Con los avances logrados en el proceso de evolución de la propiedad intelectual, la protección legal se ha extendido a los intérpretes que, según nuestra legislación, Artículo 57: Salvo prueba en contrario, se presumen coautores de la obra audiovisual son:

a) El director, el cantor y los músicos ejecutantes, en forma individual;

b) El director y los actores de obras cinematográficas y grabaciones con imagen y sonido en cinta magnética para televisión;

c) El cantante, el bailarín y toda otra persona que represente un papel, recite, interprete o ejecute en cualquier forma que sea una obra lite​raria, cinematográfica o musical.

El Artículo 126 establece que: “La duración de los derechos reconocidos en este capítulo será de cincuenta años, contados a partir del año siguiente al de fijación de la interpretación o ejecución”.

LA TRADUCCIÓN DE OBRAS. DERECHO DEL TRADUCTOR

La traducción de una obra consiste en trasladar esa obra a un idioma distin​to del empleado en su original. "Traducir es - Romero, citado por Laquis - trasladar más o menos fielmente a un idioma lo que está escrito en otro.

El Artículo 2171 del Código Civil extiende también los derechos intelec​tuales a los traductores de obra, a través del siguiente texto: “El traductor de obras que no pertenecen al dominio privado, sólo tiene propiedad sobre su versión, y no podrá oponerse a que otros la traduzcan”. Su derecho du​rará veinticinco años.

Si el traductor reclamare contra una nueva traducción, alegando ser esta una reproducción de la primera, y no un nuevo trabajo hecho sobre el ori​ginal, decidirá la autoridad judicial competente.

Aunque no se diga expresamente, queda entendido que las obras que per​tenecen al dominio privado de sus autores no pueden ser traducidas, sin el consentimiento de estos, expresado en acuerdos en los cuales, deberán establecerse todas las modalidades del trabajo.

CARTAS, DISCURSOS Y CONFERENCIAS. DISTINTOS SUPUESTOS

Según el Artículo 2173, del Código Civil que: “La propiedad intelectual de las cartas pertenece a quien las suscribe, sea que las haya escrito personal o las haya dictado y solo el gozaré del derecho de publicarlas. Por su muerte le suceden en este derecho sus herederos legítimos o testamentarios. ti contenido de las cartas pueden ser muy variado, constituir una verdadera obra literaria; en la misma situación se encuentran los discur​sos conferencias y disertaciones o lecciones orales, cuya divulgación esta condicionadas igualmente a la autorización de quien las pronunció. Dice al Artículo 2176 del C.C.P. "Los discursos, las conferencias y disertacio​nes o lecciones orales, no podrán ser publicadas sin el consentimiento del que las pronunció”.

OBRAS CINEMATOGRÁFICAS
La producción de una película cinematográfica supone la intervención de numerosos profesionales: el autor de la obra, el de su adaptación para una película, los intérpretes, etc. El Artículo 2175 prescribe, a su propósito: “El autor de una película cinematográfica gozará de la protección de este Código, sin perjuicio de los derechos del autor de la obra adaptada o pro​ducida”. Esta disposición de la ley es muy escueta y no prevé las diversas hipótesis que pueden presentarse, y se presentan, normalmente, en la in​dustria cinematográfica.

El desarrollo de la industria provocará, en el futuro, cuestiones litigiosas que deberán ser resueltas con arreglo a las circunstancias que concurran en cada caso y se elaborará, por la vía jurisprudencial, un conjunto de principios y normas que enriquecerán la legislación pertinente.

OBRAS MUSICALES
La producción artísticas en el campo de las obras literarias – musicales, es objeto de reglamentación en base a la separación de la música y de la letra, conforme resulta del Artículo 2177, que dispone: La letra y la mú​sica se consideran creaciones distintas en las obras artísticas. El autor de un libreto o composición escrita puesta en música, será dueño exclusivo de imprimir o hacer imprimir y vender ejemplares de su obra literaria, separadamente de la música, y autorizar o prohibir la ejecución o repre​sentación pública de su libreto, y de igual derecho gozará el compositor de la obra musical".

No se descarta la posibilidad de colaboración entre los autores de la mú​sica y de la letra. "Son las modalidades propias de toda obra musical con palabras, las que determinan si existe o no una verdadera colaboración entre el músico y el poeta", "si los autores de la música y de la letra no han celebrado convenio especial alguno, el primero, como titular de la necesidad de autorización previa de la autora de la letra". Estos fallos con​densan la jurisprudencia elaborada por tribunales argentinos en la materia, extraídos del Digesto Jurídico, preferentemente del Tomo II.

DEL REGISTRO DEL DERECHO DE AUTOR Y DERECHOS CO​NEXOS

El Artículo 152 de ley N° 1.328/98, establece que: La Dirección Nacional del Derecho de Autor llevará el Registro Nacional del Derecho de Autor y Derechos Conexos, que sustituye a cualquier otro existente en las legis​laciones anteriores, y donde podrán inscribirse las obras del ingenio y los demás bienes intelectuales protegidos por esta ley, así como los conve​nios 0 contratos que en cualquier forma confieran, modifiquen, transmi​tan, graven o extingan derechos patrimoniales, o por lo que se autoricen

modificaciones a la obra.

El registro es meramente declarativo y no constitutivo, de manera que su omisión no perjudica el goce ni el ejercicio de los derechos reconocidos por la presente ley.

La formalidad de la inscripción tiene por objeto hacer oponibles los dere​chos intelectuales respecto de terceros y, por consiguiente, es este acto el que da eficacia a la protección acordada por la ley.

LOS DIBUJOS Y MODELOS INDUSTRIALES

Los dibujos destinados a la ornamentación de productos manufacturados, denominase dibujos industriales o dibujos de fábrica (consisten en una combinación de líneas o colores aplicada a fines industriales. Ejemplo.- unas combinaciones de colores en el estampado de los tejidos que dan a éstos fisonomía característica; o las rayas dispuestas de modo especial en las telas para vestidos.

Cuando los dibujos se destacan en relieve, reciben el nombre de modelos industriales o de fábrica. Ejemplo: lápices con cubierta metálica imitando balas de fusil, frasco de vidrio para productos líquidos en forma de jarro​nes o ánforas, etc.

Los dibujos o modelos industriales, constituyen manifestaciones de la propiedad industrial relacionadas con la forma al aspecto externo u orna​mental de los productos.

La legislación moderna reconoce para los dibujos y modelos industriales el derecho exclusivo de su uso.

ASPECTOS

Existen similitudes y diferencias entre dibajos industriales y modelos de fábrica.

Ambos se asemejan por referirse al aspecto externo u ornamental; conno​tan un mismo aspecto funcional y por ser aplicaciones del arte para fines industriales. La diferencia entre ellos, es que los primeros se refieren a la superficie, ha originado en la doctrina y en la legislación modernas, como la alemana, el Instituto de los “modelos de gusto”.

El segundo, se refiere a los cuerpos, o sea al relieve a los “modelo de uso” o de utilidad (llamado también de “pequeñas patentes”).

IMPORTANCIA DE MODELOS INDUSTRIALES

Los dibujos y modelos industriales hacen que un producto sea atractivo y atrayente; por consiguiente aumentan el valor comercial de un producto, así como su comerciabilidad.

Cuando se protege un dibujo o modelo industrial, el titular (la persona o entidad que ha registrado el dibujo o modelo) goza del derecho exclusivo contra la copia no autorizada o la imitación del dibujo o modelo industrial por parte de terceros.

Un sistema eficaz de protección beneficia asimismo a los consumidores y al público en general, promocionando la competencia leal y las prácticas comerciales honestas, alentando la creatividad, promoviendo productos estéticamente más atractivos.
Los dibujos o modelos industriales pueden ser relativamente simples y su elaboración y protección, poco costosa. Son razonablemente accesibles para las pequeñas y medianas empresas, así como los artistas y artesanos individuales, tanto en los países industrializados como en los países en desarrollo.

REGISTRO DE MODELOS INDUSTRIALES

En nuestro país un dibujo o modelo industrial debe registrarse a fin de estar protegido por el derecho que los rige. Por norma general, para poder registrarse, el dibujo o modelo debe ser “nuevo” u “original”. Por lo general “nuevo” significa que no se tiene conocimiento de que haya existido anteriormente un dibujo o modelo idéntico o muy similar.

Cuando se registra un dibujo o modelo se emite un certificado de regis​tro. A partir de este momento el plazo de protección es de 5 años, con la posibilidad de seguir renovando el periodo hasta los 15 años. El hecho de que su protección sea más corta no implica que sea de menor importancia que las invenciones, sino es una característica lógica, dado que los objetos "de moda" tienen una vida más corta desde el punto de vista tecnológico o industrial.

La legislación vigente sobre Dibujos y Modelos Industriales, Ley N° 868/81 establece que los dibujos y modelos industriales incluirán toda forma plástica de líneas y colores destinados a dar una apariencia especial a un producto industrial o artesanal y que sirva de tipo para su fabricación.

La principal razón para la Norma, como en el caso de otras también rela​tivas al campo de la propiedad industrial, tiene que ver nada menos que con la creatividad humana. Dependiendo de su tipo, un dibujo o modelo : industrial puede asimismo estar protegido como obra de arte en virtud de la legislación de derecho de autor.

Paraguay ha revisado la mayoría de sus leyes de Propiedad Intelectual conforme al Acuerdo del ADPIC y otros cuerpos legales de carácter internacional y regional. La nueva Ley de Patentes (2000), la nueva Ley de Marcas (1998) y la nueva Ley de Derechos de Autor (1998) han sido promulgadas por el Gobierno Nacional. Paraguay ha ratificado el Acuerdo del ADPIC en 1994.

INFORMACIÓN GENERAL SOBRE LA PROPIEDAD INDUS​TRIAL EN EL PARAGUAY
Se puede realizar cualquier presentación en sede administrativa en nom​bre de un cliente con una simple instrucción por escrito (carta, telefax, correo electrónico).

La presentación del poder de abogado no se requiere inmediatamente y puede ser presentado dentro de los siguientes 60 días hábiles posteriores a la fecha de la presentación pertinente de la solicitud (área administrativa). El poder de abogado no requiere legalización consular cuando se refiere solamente al área administrativa de propiedad industrial, solo se requiere una certificación notarial de la autenticidad de la firma del poderdante. Para el área judicial siempre se requiere hasta ahora la legalización con​sular pertinente.

Un sólo poder de abogado, siempre que fuere amplio, es suficiente para realizar cualquier tipo y volumen de trabajo en representación de un cliente.

Es importante destacar que el Paraguay se ha adherido al Convenio de París en 1994. Consecuentemente, son posibles las invocaciones de prio​ridades previstas en tal Convenio.

INFORMACIÓN ESPECÍFICA SOBRE PROPIEDAD INTELEC​TUAL MARCAS
1. Nombre y domicilio del solicitante.

2. Especificación de los productos o servicios.

3. 10 ejemplares del logotipo por cada solicitud, para casos de marcas figurativas o mixtas. Nuestra oficina puede preparar estos elementos a petición de la parte interesada.

4. La prioridad puede ser invocada de acuerdo al Convenio de París.

Paraguay ha adoptado la clasificación internacional de la OMPI (Acuerdo de Niza). La 8a versión entró en vigor en Jumo de 2002. Los registros már​canos son válidos por 10 años y son renovables indefinidamente. Debe haber una solicitud por cada clase cubierta. Las marcas anteriormente clasificadas de acuerdo a la 7a edición del Acuerdo de Niza serán reclasificadas al tiempo de la renovación. Las solicitudes para clases de pro​ductos pueden cubrir toda una clase. Las solicitudes para servicios deben estar precisamente individualizadas en cuanto a su cobertura. El periodo de oposiciones es de 60 días hábiles contados a partir de la última publi​cación. En casos de procesamiento rutinario toma aproximadamente de 6 a 10 meses el obtener el registro de una marca. La nueva legislación mar​caría ha estipulado la posibilidad de la cancelación por el uso de la marca por un lapso de 5 años (a partir del Io de octubre de 2003). La cancelación sólo es posible a petición de parte interesada y el uso de la marca en un sólo producto o servicio es suficiente para justificar el uso, no sólo en toda la clase pertinente, sino en cualquier número de clases adicionales. El uso en cualquier país es válido para impedir la cancelación por el no uso en nuestro país, consagrando un marco flexible basado en el principio del uso internacional. Al efecto de la renovación no se requiere la prueba del uso.
LICENCIA DE MARCAS

Los contratos pertinentes deben ser registrados ante la Dirección de la Propiedad Industrial a fin de que tengan efectos legales ante terceros.

1. Una copia del contrato de licencia o un extracto del mismo es re​querido al efecto registral. El documento debe estar redactado en español o traducido a este idioma. La versión del contrato de licen​cia requiere legalización consular cuando se ha instrumentado en el extranjero.

2. Su inscripción puede ser solicitada por el licenciante o el licenciatario.

3. El contrato de licencia debe tener necesariamente una cláusula de control de calidad por parte del licenciante sobre los productos o servicios ofrecidos dentro del alcance de la licencia.

4. Son nulas las cláusulas de licencia de uso que importen para el licenciatario restricciones que no sean las propias de los derechos emergentes del registro de la marca.

5. El extracto de licencia deberá contener por lo menos los siguientes datos: individualización del licenciante y licenciatario y sus respec​tivos domicilios, el objeto del contrato y las marcas licenciadas, la aclaración de si el contrato es otorgado en forma exclusiva o no, el plazo de validez de la licencia y control de calidad establecido.

6. La publicación de la licencia se realiza por un sólo día.

CAMBIO DE NOMBRE O FUSIÓN
El cambio de nombre o fusión debe ser registrado ante la Dirección de la Propiedad Industrial. El documento evidenciante del pertinente cambio de nombre o fusión, debe ser legalizado ante el pertinente consulado pa​raguayo.

CESIÓN
El registro de la cesión es obligatorio:
1. El documento de cesión debe estar regístralo ante la Dirección de la Propiedad Industrial para que tenga efectos frente a terceros.
2. La solicitud de la cesión debe ser publicada por un sólo día.

3. Si la cesión se instrumenta en el extranjero, el instrumento pertinen​te debe estar redactado en español o ser traducido ulteriormente al mismo. Tanto el cedente como el cesionario deben firmar el docu​mento y sus firmas deben ser legalizadas ante el consulado paragua​yo pertinente.
CAMBIO DE DOMICILIO
Para el registro del cambio de domicilio, debe ser presentada una simple manifestación ante la Dirección de la Propiedad Industrial, comunicando el pertinente cambio.

OPOSICIONES
Las oposiciones deben ser presentadas contra una solicitud de marca den​tro del plazo de 60 días hábiles contados a partir de la última publicación. Las mismas pueden ser basadas en derechos de Propiedad Intelectual registrados en Paraguay y también en derechos de Propiedad Intelectual no registrados en nuestro país. A título ilustrativo citamos que nuestra ley de marcas establece que una marca extranjera no puede ser registrada en el Paraguay por una tercera persona extranjero.

OBSERVACIÓN IMPORTANTE: A tenor de la nueva Ley de Marcas ya en vigencia desde el 1° de octubre de 1998, el examen de fondo (antecedentes absolutos y relativos), se realiza recién luego del vencimien​to del plazo; para la presentación de oposiciones. Consecuentemente, en casos de antecedentes idénticos, es altamente recomendable de ahora en adelante, cuando se quiera defender tal antecedente, presentar una oposi​ción o una manifestación formal en el expediente de la nueva solicitud a fin de precautelar los intereses cubiertos por tal antecedente idéntico.

PATENTES DE INVENCIONES, LEY N° 1630/00
La documentación necesaria para la presentación de una solicitud de pa​tente en Paraguay es la siguiente:

1. Nombre, nacionalidad y domicilio del inventor y del solicitante.

2. Título de la invención y su descripción.

3. Dibujos, si los hubiere.

4. Indicación de cualquier solicitud de patente o patente concedida, presentada o concedida en el exterior (siempre y cuando el procedimiento ya incluye un examen de fondo y siempre y cuando ésta sea total o parcialmente relacionada con la invención pertinente).

5. La prioridad puede ser reivindicada conforme al Convenio de París. Al momento de la invocación de la prioridad no es necesario presen​tar el documento evidenciante de la misma.

Las patentes son ahora concedidas para:

1. Invenciones

2. Modelos de Utilidad.

Las patentes de invención son concedidas por 20 años improrrogables, contados desde la fecha de solicitud. Las patentes de modelos de utilidad son concedidas por un término de 10 años contados desde la fecha de solicitud. La clasificación internacional para patentes -Acuerdo de Estras​burgo- ha sido adoptada. La certificación notarial y la legalización con​sular han sido expresamente abolidas en lo que se refiere a la jurisdicción administrativa del área de patentes. Las anualidades deben ser pagadas por adelantado para evitar penalidades. De cualquier manera, existe un periodo de gracia de seis meses para pago con penalidades. No se re​quiere poder de abogado para efectuar el pago. Cualquier Agente de la Propiedad Industrial puede pagar anualidades, aún si él no ha participado en la presentación de la pertinente solicitud o patente concedida. Toda la información y documentación relacionada a una solicitud de patente debe estar en español, o una traducción debe ser acompañada. La publicación anticipada es posible, pero siempre luego de haber pasado el examen de forma. Las observaciones por parte de terceros son posibles.

MODELOS Y DIBUJOS INDUSTRIALES

1. Nombre y domicilio del solicitante.
2. Título y descripción del modelo o dibujo en cuatriplicado.

3. Especificación de la clase y subclase basado en la Convención de Locarno o especificación de los productos involucrados.

4. Cuatro representaciones gráficas o fotográficas.

5. Nombre, nacionalidad, profesión y domicilio del creador.

6. La prioridad puede ser invocada conforme al Convenio de París.
Paraguay ha adoptado la clasificación internacional pertinente (OMPI). Los registros de Modelos y Dibujos Industriales son válidos por 5 años a contar de la fecha de la solicitud y su renovación es posible sólo por dos periodos consecutivos de 5 años cada uno. Esta categoría de protección solamente cubre los aspectos ornamentales, no sus características técnicas. No obstante, la novedad es un requisito. Para el caso de que el solicitante y el creador fueren diferentes personas, no se requiere de un documento de cesión. Un máximo de 10 variaciones del mismo Modelo o Dibujo puede ser reivindicado en una sola solicitud, a condición de que los productos correspondan a una misma clase y que entre todos exista similitud.

NOMBRES DE DOMINIO
Los registros de nombre de dominio están disponibles en Paraguay bajo .com.py (ccTLD). Paraguay ha eliminado el requisito de presencia local para registrar nombres de dominio. Sin embargo, todavía se requiere la designación de un representante local como contacto para la facturación.


Hoy en día, a fin de proceder con el registro de un nombre de dominio “py”, todo lo que necesitamos es una instrucción por escrito con los si​guientes datos:

1. Nombre de dominio a ser solicitado.
2. Nombre de la compañía solicitante del nombre de dominio.
3. Área o campo en que la empresa es activa.
4. Nombre, domicilio, teléfono, fax y e-mail del contacto administrati​vo del dueño del nombre de dominio.
5. Nombre y dirección de IP de los servidores primarios y secundarios.
del nombre de dominio.
6. Nombre, domicilio, teléfono, fax y e-mail del contacto técnico.

PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE PROPIEDAD INTE​LECTUAL

Para la protección de Derechos de Propiedad Intelectual. Se cuenta con un departamento judicial de litigios que se ocupa de toda clase de casos de Propiedad Intelectual. De acuerdo con nuestra Ley de Marcas, cuando el periodo de oposiciones ha expirado, es posible presentar una acción de nulidad en sede judicial. El período para la presentación de una acción de nulidad en contra de un registro de marca prescribe a los 5 años contados desde la fecha del registro. Si existe mala fe, no se aplica la prescrip​ción de la acción. Las patentes también pueden ser objeto de acciones de nulidad si ellas infringen derechos de terceros o si fueron ilegalmente concedidas. La ley de marcas entró en vigor el 1º de octubre de 1998. De acuerdo a la mencionada ley, el uso de una marca es obligatorio; si no, ésta puede ser objeto de cancelación por no uso. El uso de una marca puede ser nacional o internacional (en cualquier país del mundo) para la marca pertinente, a fin de evitar la cancelación por no uso. Por lo tanto, desde el 1º de octubre de 2003 todas las marcas registradas en Paraguay, que no están en uso nacional o internacionalmente (en cualquier país del mundo), podrán ser objeto de acciones de cancelación por no uso, las cuales pue​den ser presentadas por cualquier parte interesada.

PRINCIPALES ACUERDOS Y CONVENCIONES DE PROPIE​DAD INTELECTUAL RATIFICADOS POR PARAGUAY

• Convención de Berna.
• Convención, de París.
• Convención General Interamericana de Protección Marcaría y Comercial

• Convención Interamericana sobre Patentes de Invención, Dibujos y Mo​delos Industriales.

• OMC-ADPIC.

Protocolo de Armonización de Normas Sobre Propiedad Intelectual en el Mercosur, en Materia de Marcas, Indicaciones de Procedencia y Denomi​naciones de Origen.

DERECHO DE MARCAS

Las marcas de fábricas y comercio tienen por objetivo distinguir los pro​ductos de la industria y el comercio para que no sean confundidos con otros análogos, o sea, el derecho marcario como aspecto principal de la propiedad industrial, se refiere a la individualización, de los productos y su fin es evitar la confusión entre los que sean similares, pero de pro​cedencia u origen distinto (productos destinados al consumo o a nuevas transformaciones).

Dichos productos son cosa muebles - transferidos directamente del indus​trial al consumidor o por la intromisión del comerciante.

Los Registros de Marcas en Paraguay son manejados por el departamento facultado que es en la Dirección de la Propiedad Industrial (DPI) organis​mo dependiente del Ministerio de Industria y Comercio.

La Secretaria de Marcas es la oficina encargada de analizar y decidir en los temas relativos a las solicitudes de los Registros y Renovaciones.

Sus funciones están dadas por la Ley N° 1294/98 y su Decreto Reglamen​tario N° 22.365.

MARCAS DE PRODUCTOS Y SERVICIOS

Son marcas todos los signos que sirvan para distinguir productos o ser​vicios de una determinada denominación de la de sus competidoras, que pueden ser denominativas, figurativas o mixtas, olfativas, tridimensio​nales.

Las marcas podrán consistir en una o más palabras, lemas, emblemas, monogramas, sellos, viñetas, relieves; los nombres, vocablos de fantasía, las letras y números con formas o combinaciones distintas; las combina​ciones y disposiciones de colores, etiquetas, envases y envoltorios.

Podrán consistir también en la forma, presentación o acondicionamiento de los productos o de sus envases o envolturas, o de los medios o lugar de expendio de los productos o servicios correspondientes. Este listado es meramente enunciativo.

IMPORTANCIA DE UNA MARCA

Un producto o un servicio sin su marca correspondiente, por bueno que sea, no tiene comercialmente el mismo valor, ya que es imposible dis​tinguirlo de otro similar de distinta procedencia. Gracias a la marca, los consumidores pueden identificar y adquirir un producto o servicio que se adecúa a sus deseos o necesidades, por su carácter y calidad, avalado por

el signo que lo individualiza.

La importancia del registro para el titular de una marca cuya imagen y reputación sean buenas, radica en que se concede a la empresa una clara ventaja sobre sus competidoras.

BENEFICIOS DE INSCRIBIR UNA MARCA

El registro de una marca le confiere a su propietario no sólo el derecho a su uso exclusivo en todo el territorio de la República del Paraguay, sino también distinguir los productos o servicios de otros similares existentes en el país.

La inscripción tiene por objeto dar a los fabricantes o comerciantes una protección contra los concurrentes que tratan de aprovecharse de la notoriedad adquirida por otros.

TIPOS DE MARCAS

- DENOMINATIVA: constituida por palabras o conjunto de palabras, le​tras grabadas en cualquier alfabeto. La garantía de este tipo de marca se resume en la palabra en sí y no en la forma como ella está escrita. Ejemplo: Yboty.
- FIGURATIVA: constituida exclusivamente por el diseño, imagen. O cualquier tipo de señal gráfica que no contenga elementos nominativos Ejemplo: ♣
- MIXTA: cuando está constituida, simultáneamente, por elementos nominativos y figurativas, o de elementos nominativos cuya presentación tenga suficiente distinción de la escritura usual. Ejemplo: ♣ Yboty.

REGISTRO DE UNA MARCA

Para incorporar una marca en el Registro, cada solicitud es sometida, pri​mero, a un examen de forma para verificar que reúna los requisitos exigi​dos para el efecto.

Posteriormente, se emite una orden de publicación, que obliga a publicar en un diario de la capital por tres días consecutivos, y se espera el plazo exigido por ley para que terceros que, eventualmente, se sientan afectados en sus derechos, puedan promover oposición.

Los casos de oposición son tramitados en la Dirección de Asuntos Litigio​sos, que es la oficina encargada de procesarlos y dirimirlos.

Cuando no hay oposición, una vez transcurrido el plazo legal, el solici​tante o su apoderado presenta las publicaciones realizadas en los diarios correspondientes, que se adjuntan a la solicitud, que pasa, entonces a la dependencia encargada de realizar el examen de fondo.

Este examen consiste en la búsqueda de anterioridades y en un análisis so​bre la viabilidad para el registro de la Marca. Si no existen impedimentos, se procede a la Concesión de la Marca mediante una Resolución, se asigna el Número de Registro y Fecha de Concesión y, finalmente, se labra un título que es entregado al interesado.

Naturalmente una vez registrada, la Marca puede ser objeto de Cambios, Licencias de Uso y Transferencias.

En caso, de que se encuentren antecedentes al realizar el examen de fon​do, ya sea riesgo de confusión o asociación con una Marca ya registrada, o que contravenga alguna de las prohibiciones establecidas en la Ley, la Dirección de Marcas procede al rechazo de la misma.

Hay un análisis más en el caso de que la Marca sea figurativa, es decir, cuando lo que se trata de proteger es un elemento gráfico individual, o mixta, cuando el elemento gráfico acompaña a una denominación. En es​tos casos se procede a realizar un examen, que consiste en la búsqueda de anterioridades, mediante una clasificación específicamente desarrollada al efecto, antes de proceder al procedimiento normal de la misma forma que para una marca denominativa.

Si no se encontraron inconvenientes en los estudios y no hay impedimento legal, se concede la marca y se expide el título correspondiente al intere​sado.

PLAZO DE VALIDEZ

El plazo de validez de una marca es de 10 años, contados a partir de la fecha de concesión del registro y podrá ser renovado indefinidamente por periodos de igual duración.

RENOVACIÓN DE MARCA

El trámite para la renovación es mucho más simple. Simplemente se pro​cede al examen formal y se emite la orden de publicación, que en este caso es por un día.

Se adjuntan los ejemplares de los diarios y, sin necesidad de esperar plazo de oposición, se procede a renovar la Concesión de la Marca, mediante Resolución, y se labra el título.

OPOSICIÓN DE MARCA

La Secretaría de Asuntos Litigiosos es la encargada de atender y enten​der en todos los expedientes de oposición a solicitudes de marcas que se presentan ante la Dirección de la Propiedad Industrial, que se pueden ser interpuestos por personas físicas o jurídicas nacionales o extranjeras.

La oposición, indefectiblemente, debe ser presentada por medio de un Agente de la Propiedad Industrial, es decir un Abogado Matriculado ante la Dirección de la Propiedad Industrial, que puede actuar como Apodera​do o Patrocinante.

UNIDAD IX

Derecho Marítimo o de la navegación
Es el conjunto de principios y normas que regulan las relaciones jurídicas originadas de la Navegación Marítima y Fluvial.

Derecho de todas las relaciones jurídicas que tienen el mar por escenario o el comercio marítimo por objeto (Ripert); con mayor propiedad se habla de Derecho de la Navegación, por cuanto sus normas regulan en general el tráfico por todo curso de agua navegable.

Es una rama del Derecho Positivo que se incluye en los Códigos de Co​mercio, porque la mayor parte de sus instituciones guardan estrechas re​laciones con el Derecho Comercial, tiene principios generales propios y especialización legislativa, de ahí que muchos especialistas modernos se inclinan en favor de la economía del Derecho de la Navegación.

El Derecho Marítimo, se ha considerado como “el derecho de todas las relaciones jurídicas que tienen el mar por escenario o comercio marítimo por objeto”. Los Códigos dictados en el siglo XIX (francés, italiano, espa​ñol, etc.; y todos los que siguieron sus rumbos) contemplaron el Derecho Marítimo como una modalidad del comercio en general. Pero el desarro​llo extraordinario de la navegación mecánica; con sus peculiares proble​mas técnicos, ha demostrado la necesidad de romper los viejos moldes y construir un Derecho de navegación, más amplio que el viejo Derecho Marítimo, sobre la base de los más recientes adelantos y conquistas de la técnica moderna. Así es como varios países, han desmembrado esta rama, separándola del Código de Comercio, para formar una legislación especial. Tal ha ocurrido en Holanda (1924), Suecia (1937), Dinamarca (1937), Noruega (1938), Italia (1942).

Derecho Marítimo es el Derecho público y privado, interno e internacio​nal del mar. Es el conjunto de relaciones jurídicas que nacen o se desa​rrollan con el mar. Es clásico, sin embargo, definir el Derecho Marítimo haciendo referencia al hecho de la navegación por el mar o incluso por cualquier clase de aguas navegables.

Para precisar el concepto actual del Derecho Marítimo, es necesario determinar su objeto o contenido que rebasa el propio del Derecho Mercantil y abarca el llamado Derecho del Mar o Internacional Marítimo.

Es preciso distinguir entre materias típicas del Derecho de la navegación e instituciones no típicas. Así se pueden formular las siguientes proposiciones generales en orden a concretar el objeto del Derecho Marítimo:

a) Al lado de las normas de Derecho privado es necesario contemplar el Derecho Público Marítimo.

b) La materia no está limitada a la navegación propiamente dicha sino que se extiende al ambiente en que esta actividad se desenvuelve, con particular atención al lugar, medio o dominio marítimo, a los bienes con que se lleva a efecto (buques, artefactos navales o aparatos flotante), a las personas que directa o indirectamente forman parte y a los servicios que les sirven de auxilio bajo el plano técnico o económico.

CARACTERÍSTICAS
a) Un Derecho especial, (no excepcional): una disciplina se clasifica así cuando tiene por objeto una materia que por sus particularidades requie​ren normas propias que suponen la plenitud de la disciplina.

b) Unitario y homogéneo: conjunto de normas de origen varios (comer​cial, civil, administrativo, penal, procesal, internacional que se integran en una unidad sistemática).

c) Autónomo: desde el punto de vista jurídico, científico, legislativo y ( didáctico. Autonomía no es especialidad, no todas las disciplinas jurídicas especiales son autónomas, pues un Derecho especial se considera autó​nomo, cuando se funda sobre un sistema de normas independientes que imponga el recurso del Derecho común solamente en vía subsidiaria y después de que el resultado van a la extensión analógica de las normas del derecho especial. Autonomía viene a significar la posibilidad de gober​narse por las propias normas hasta el límite máximo consentido por esas mismas normas.

d) De origen consuetudinario y pionero en la evolución del Derecho.

e) De carácter internacional, pues su formación y desarrollo obedeció al interés de diversos país desde países desde épocas remotas.

f) Con una gran influencia publicista por la intervención del Estado en eí fenómeno de la navegación marítima.

Mediante la comunidad Marítima Internacional, se adoptan normas uni​formes para la navegación, se consagran principios fundamentales: tales como la lucha contra la piratería, el salvamento de náufragos y la libre navegación de los ríos, entre otros.

Hay que señalar, que la navegación por los ríos, lagos y mares ha tenido gran importancia para el comercio a lo largo de toda la histo​ria; además de destacar la importancia del Poder Naval, que en el Estado está constituido por la marina de guerra y la marina mercante; la primera cumple funciones específicas tanto en tiempo de paz como en tiempo de guerra, defendiendo la soberanía e independencia del estado, y la segunda tiene como finalidad la navegación comercial o no comercial, transpor​tando personas o cosas y durante la guerra puede cooperar como marina auxiliar. Las dos guerras mundiales así lo han demostrado y también en nuestro país durante la guerra del Chaco.

CODIFICACIÓN

Tenemos un Código de la Navegación Fluvial y Marítima, N° 476/ 1957, conteniendo 201 arts. distribuidos en dos libros.
En el libro Primero consta de:
- TITULO I: De los Embarcaciones TITULO II: De la Navegación o remolque.

- TITULO III: De las documentaciones relativas a las embarcaciones.

- TITULO IV: De los Armadores.

- TITULO V: De la dotación de una embarcación.
- TITULO VI: De la tripulación mínima y su contratación.
- TITULO VII: Del personal de superior o directivo maestranza.

- TITULO VIII: Del personal de maestranza.

- TITULO IX: Del personal subalterno.

- TITULO X: De los aprendices.

En el Libro segundo versa sobre:

- TITULO I: Disposiciones Generales.

- TITULO II: De la Penas.



- TÍTULO III: De la graduación de las penas.

- TITULO IV: De las faltas o contravenciones.

ALGUNAS CONSIDERACIONES DE ESTE CODIGO

En este Código se especifica claramente lo que es considerado una Em​barcación, clasificándola en de Ultramar, de Cabotaje Mayor hasta 75 to​neladas y Cabotaje Menor hasta 20 toneladas. Las embarcaciones para​guayas indefectiblemente deben llevar el pabellón nacional.

Los Armadores son las personas que se dedican a explotación con fines comerciales de una o más embarcaciones y están sujetas a esta Legisla​ción.

Los personales de una embarcación están organizados de acuerdo a un organigrama estipulado por este Código con la siguiente clasificación:

* Personal de cubierta o puente.

* Personal de Maquinas.

* Personal de servicios auxiliares y entrepuentes.

* Personal de aprendices.

* Se aclara así mismo la tripulación mínima de una Embarcación.

Para ser Capitán necesariamente se requiere ser paraguayo, haber cum​plido 22 años de edad, con el Servicio Militar Obligatorio cumplido, un certificado médico de la armada-, idéntico trato recibe el del Patrón de una embarcación; se aclara otros requisitos para ser maquinista, comisario, aprendices, contramaestres.

NECESIDAD DE DEFINIR LA POLÍTICA NAVAL PARA EL PARAGUAY

En cuanto la legislación sobre la materia, debería ser modernizada y unifica​da por encontrarse muy dispersa, adecuándola al progreso jurídico y técnico de la actualidad, por ejemplo se debe consagrar la libertad de navegación de todo buque, igualdad de tratamiento, reglamentación uniforme sobre políti​ca y segundad de la navegación, trámites y formalidad aduaneras, libertades de tránsito, trasbordo y reembarque, contaminación y prevención del medio ambiente y peajes, el estado debe contar con flotas mercantes que abaraten el desplazamiento de personas y cargas, facilitando así el comercio.

DERECHO DE MINERIA

NOCION: Es el conjunto de principios y normas positivas que regulan la adquisición, explotación y aprovechamiento de las substancias minerales.

Conjunto de normas jurídicas que regulan el descubrimiento y la explota​ción de las minas.

MINA: Es todo depósito o yacimiento natural de substancias minerales, existentes en la superficie o en el interior de la tierra susceptible de apro​vechamiento económico.

Tiene su importancia desde el punto de vista:

1- ECONOMICO: Por cuanto suministra materiales y energía para la pro​ducción industrial.

2- POLITICO Y MILITAR: Desde el interés del Estado para la defensa militar y la política internacional de paz y seguridad (ej. La explotación de minerales como el hierro, la hulla, el petróleo, el uranio etc.).

LEGISLACION NACIONAL VIGENTE: Contamos con la Ley N° 3180/97, con 76 artículos, dividido en 12 títulos.

LEY N° 3180/2007

DE MINERÍA

EL CONGRESO DE LA NACION PARAGUAYA SANCIONA CON FUERZA DE LEY:

TITULO I

DEL DOMINIO DE LAS SUSTANCIAS MINERALES, FASES DE ACTIVIDAD MINERA Y LAS COMPLEMENTARIAS, ÁMBITO APLICACIÓN DE LA LEY. Y FISCALIZACION

CAPITULO I
Principios generales del dominio

- Artículo 1º. Todos los recursos minerales en estado natural pertenecen al dominio del Estado, con excepción de las sustancias pétreas, terrosas y calcáreas; el derecho de propiedad del Estado sobre dichos recursos es imprescriptible, inalienable e inembargable, pudiendo ser objeto de permisos y concesiones previstos en esta Ley, por tiempo limitado.

- Artículo 2o. A los efectos de la presente Ley, son fases de la actividad minera:

a) Prospección: Es la búsqueda de indicios de áreas mineralizadas.

b) Exploración: Son los trabajos conducentes a la determinación del ta​maño y forma del yacimiento, así como el contenido y calidad del mineral en el existente. La exploración incluye también la evaluación económica del yacimiento.

c) Explotación: Es el conjunto de operaciones, trabajos y labores mineras destinados a la preparación y desarrollo de la extracción de sustancias minerales y su refinación y comercialización.

Son actividades complementarias:

a) Beneficios: Es el tratamiento de los minerales explotados para elevar el contenido útil de los mismos.

b) Fundición: Son los procedimientos técnicos destinados a separar los metales de los correspondientes minerales o concentrados producidos en el beneficio.

c) Refinación: Son los procedimientos técnicos destinados a convertir las sustancias minerales en otras de mayor pureza.

d) Transporte Minero: Es todo sistema utilizado para el transporte masi​vo de productos minerales, por métodos no convencionales. Los sistemas a utilizarse podrán ser: fajas transportadoras, tuberías, cables carriles, ade​más de aquellos que sean necesarios y adecuados en el futuro.

e) Comercialización: Es la compra-venta de minerales o la celebración de otros contratos que tengan por objeto la negociación de cualquier pro​ducto resultante de la actividad minera.

-Artículo 3°. La actividad minera se declara de utilidad pública.

TÍTULO II

DERECHOS MINEROS, SUJETOS DEL DERECHO MINERO, DE LA TRANSMISIÓN DEL DERECHO MINERO, LA PEQUEÑA MINERÍA Y LA MINERIA ARTESANAL 
TÍTULO III
PERMISOS Y CONCESIONES MINERAS 

TÍTULO IV
SUSTANCIAS PÉTREAS, TERROSAS Y CALCÁREAS 

TÍTULO V
DERECHOS Y OBLIGACIONES 

TÍTULO VI
CÁNONES Y TRIBUTOS 

TÍTULO VII
PROTECCIÓN DEL MEDIO AMBIENTE TÍTULO 

VIII
RELACIÓN DE LOS TITULARES DE LOS DERECHOS MINEROS ENTRE SI Y CON LOS PROPIETARIOS DEL SUELO, DE LA EX​PROPIACIÓN Y DE LAS SERVIDUMBRES MINERAS

TÍTULO IX

PROCEDIMIENTO PARA LA OBTENCIÓN DE PERMISOS O CON​CESIONES

TÍTULO X

EXTINCIÓN DE L OS PERMISOS/CONCESIONES

TÍTULO XI

RECURSOS ADMINISTRATIVOS 

TÍTULO XII
DISPOSICIONES COMUNES, TRANSITORIAS Y FINALES

Aprobado el Proyecto de Ley por la Honorable Cámara de Diputados, a los veintiocho días del mes de septiembre del año dos mil seis, y por la Honorable Cámara de Senadores, a los veintidós días del mes de marzo del año dos mil siete, quedando sancionado el mismo, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 204 de la Constitución Nacional.

Asunción, 30 de abril de 2007

Téngase por Ley de la República, publíquese e insértese en el Registro Oficial.

REGIMEN LEGAL SOBRE MINAS, YACIMIENTOS PETROLIFE​ROS E HIDROCARBUROS
Considerando la importancia de los hidrocarburos y en especial del petró​leo como fuente de energía para la industria y los transportes, y también poderío militar de las naciones, ha exigido la elaboración de normas espe​ciales para regular la explotación y el aprovechamiento de tales riquezas, en nuestro país contamos con la Ley N° 779/95 por la que se modificó la Ley 675 de Hidrocarburos de la República del Paraguay, por la cual se establece el Régimen legal para la prospección, exploración y explotación de petróleo y otros hidrocarburos.

Se señala en esta Ley que los yacimientos de hidrocarburos sólidos, líqui​dos gaseosos que se encuentran en un estado natural, en el territorio de la República son bienes de dominio del Estado y son inalienables, inembar​gables e imprescriptibles. El Estado podrá conceder la búsqueda (prospec​ción), exploración y explotación de los yacimientos de hidrocarburos por tiempo limitado (Art. 1).

Al mismo tiempo aclarando que las personas físicas o jurídicas que soli​citen permisos o concesiones tienen que adecuarse a ciertos requisitos y mandatos que impone esta ley.

- En el Capítulo de la prospección: se aclara que es el conjunto de técni​cas de superficie destinadas a localizar depósitos de hidrocarburos. Los interesados lo deben realizar ante el MOPC y se otorgaran por orden de presentación previo cumplimiento de los requisitos legales exigidos, el permiso será por un año, pudiendo ser prorrogado, la superficie máxima para la prospección será de 2.400.000 hectáreas (Art. 7 y sgtes).
- En el Capítulo de la exploración: es la perforación de pozos y cualquier otro trabajo tendiente a determinar las posibilidades petrolíferas de un área determinada, incluyendo la perforación de pozos estratigráficos (mi​neralógico).

La exploración será concedida por 4 años, pudiendo ser prorrogable por un plazo que no excederá de 2 años. La exploración será adjudicada en lotes de 40.000 hectáreas cada uno, hasta un área máxima de 800.000 hectáreas. La empresa debe depositar en una cuenta bancada especial del MOPC la suma de 10 centavos de dólares americanos por hectárea sobre el área de los lotes de exploración seleccionados (Art.14 sgtes).
- En el capítulo de la explotación: La concesión de explotación autoriza a realizar dentro de los límites especificados en el respectivo contrato, los trabajos de búsqueda y extracción de hidrocarburos conforme a las más racionales y eficientes técnicas, dentro de tales límites y a construir y operar plantas de tratamiento y refinación, sistemas de comunicaciones y de transportes generales o especiales para hidrocarburos, edificios, de​pósitos, campamentos, muelles, embarcaderos y, en general, cualesquiera otras obras y operaciones necesarias para el desarrollo de sus actividades.

Los lotes para explotación serán de una extensión no menor de 20 hectá​reas ni mayor de 5.000 hectáreas.

La concesión de explotación tendrá una vigencia de 20 años, prorrogable por otros 10 afios (Art. 28 y sgtes).

DE LA MANUFACTURA, REFINACION, TRANSPORTE, ALMA​CENAMIENTO Y COMERCIALIZACIÓN
El concesionario podrá manufacturar, refinar, almacenar y vender en el país o en el exterior, las sustancias en cuestión dentro de los límites esta​blecidos en la normativa (Art. 37 y sgtes).

Asimismo la normativa dispone la Fiscalización y Regulación del Sector por el Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones, estableciendo sus atribuciones (Art.40).

Además la normativa regula todo lo referente a canon, regalías e impues​tos, derechos y obligaciones del Concesionario, protección del medio am​biente, entre otros.

Cabe mencionar, que es de interés para el Gobierno Nacional atraer inver​siones extranjeras y nacionales en el campo de la prospección, explora​ción y explotación de hidrocarburos por ello el Congreso Nacional aprobó la Ley de Hidrocarburos (Ley 779/95), preparado por el Gabinete del Viceministro de Minas y Energía, que fue presentada al Parlamento Nacional por el Poder Ejecutivo en junio de 1994 y que sustituye a la Ley N° 675/60, marco legal del Régimen de Permisos y Concesión.

La nueva Ley establece que los recursos hidrocarburos son bienes de do​minio privado del Estado y son inalienables, inembargables e imprescrip​tibles, conforme lo definido por la Constitución Nacional vigente.

La filosofía con que el Gobierno ha elaborado esta Ley se fundamenta en el propósito de atraer inversionistas a través de la reducción del riesgo de capital y de la garantía de un retorno mayor y más rápido, teniendo en cuenta que el PARAGUAY está considerado como país de alto riesgo exploratorio.

Entre los aspectos más relevantes de la nueva Ley, podemos destacar los siguientes:

* Los Permisos para la Prospección de Hidrocarburos y las Concesiones para la Exploración y Explotación son otorgados por el Estado a personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, privadas o públicas.

Tener en cuenta el art. 112 Constitución Nacional, que preceptúa: Del do​minio del estado, corresponde al Estado el dominio de los hidrocarburos, minerales sólidos, líquidos y gaseosos que se encuentren en estado natural en el territorio de la República, con excepción de las sustancias pétreas, terrosas y calcáreas.

El Estado podrá otorgar concesiones a personas o empresas públicas o privadas, mixtas, nacionales o extranjeras, para la prospección, la explora​ción, la investigación, el cateo o la explotación de yacimientos, por tiem​po limitado.

La Ley regulará el régimen económico que contemple los intereses del Estado, los de los concesionarios y los de los propietarios que pudieran resultan afectados.
DERECHO RURAL
Es el conjunto de principios y normas positivas que regulan las relaciones jurídicas derivadas de la producción agrícola, ganadera, agro industrial y forestal en cuanto no sean regidas por el derecho común q el administrativo.
Tiene como temas principales de estudio:

- El régimen de la propiedad agraria o justa distribución de la tierra para hacer cumplir sus fines económicos y sociales.

- La colonización para eliminar la existencia de tierras incultas y despo​bladas.

- Régimen de las marcas y señales para justificar la propiedad de los se​movientes.

- La defensa sanitaria de la producción agropecuaria.

- El derecho de Aguas.

- Regulación de la Caza y Pesca.

- La vialidad y el Transito Rural.

- El Crédito Rural.

LEGISLACION AGRARIA
Tenemos la ley N°1248/31 Código Rural.

En el libro Primero: versa sobre las personas y cosas rurales en su:

- Título I: trata de las disposiciones generales.

- Título II: de las personas rurales en su:

- Capítulo I: (patrones, capataces y peones).
- Capítulo II: (agregados o pobladores y arrendatarios).
- Título III: de las cosas rurales, en su:
- Capítulo I: de la caza.
- Capítulo II: de la pesca.
- Capítulo III: de los productos espontáneos del suelo.
- Capítulo IV: de los caminos.
- Capítulo V: de los caminos de hierro.

- Capítulo VI: de los cercos y tranqueras.
En el libro Segundo: Ganadería

- Título I: disposiciones generales.
- Título II: Marcos y Señales.
- Título III: hierras y señales.
- Título IV: apartes y mezclas.
- Título V: pastoreo.

- Título VI: animales invasores y perdidos.

- Título VII: razas especiales del ganado.

- Título VIII: tránsito de animales.

- Título IX: acarreadores de ganado.

- Título X: abastecedores.

- Título XI: acopladores.

- Título XII: operaciones de traslación compra venta de semovientes y pro​-ductos de ganadería y manera de justificar su propiedad.

- Título XIII: abrevaderos para ganaderos.

- Título XIV: sanidad animal.

En el libro Tercero: Agricultura
Titulo único: disposiciones generales y protectores de la agricultura.

En el libro Cuarto: Disposiciones comunes a la ganadería y la agricultura.

- Título I: Quemazones de campo.

- Título II: Animales domésticos.

En el libro Quinto:

Capítulo único: Aguas Públicas.

En el libro Sexto: Régimen Forestal

- Título I: Disposiciones generales.

- Título II: Conservación de los montes.

- Título III: De las explotaciones Titulo Final.

BASES CONSTITUCIONALES

El Art. 114 de los objetivos de la Reforma Agraria, estatuye el factor fundamental para lograr el desarrollo rural.
El campesino es incorporado al desarrollo económico y social de la Na​ción, mediante la adopción de la distribución, propiedad de la tierra, con créditos, asistencia técnica, educacional y sanitaria, el fomento de las cooperativas promoviendo la producción, la industrialización y racionaliza​ción del mercado para el desarrollo integral del agro.

El Art. 115 que establece, De las bases de la Reforma Agraria y del Desarrollo rural
La reforma agraria y el desarrollo rural se efectuarán de acuerdo con las siguientes bases:

1) La adopción de un sistema tributario y de otras medidas que estimulen la producción, desalienten el latifundio y garanticen el desarrollo de la pequeña y la mediana propiedad rural, según las peculiaridades de cada zona;
2) La racionalización y la regularización del uso de la tierra y de las prác​ticas de cultivo para impedir su degradación, así como el fomento de la producción agropecuaria intensiva y diversificada;
3) La promoción de la pequeña y de la mediana empresa agrícola;
4) La programación de asentamientos campesinos; la adjudicación de par​celas de tierras en propiedad a los beneficiarios de la reforma agraria, previendo la infraestructura necesaria para su asentamiento y arraigo, con énfasis en la vialidad, la educación y la salud;

5) El establecimiento de sistemas y organización que aseguren precios justos al productor primario;
6) El otorgamiento de créditos agropecuarios, a bajo costo y sin interme​diarios;
7) La defensa y la preservación del ambiente;

8) La creación del seguro agrícola;

9) El apoyo a la mujer campesina, en especial a quien sea cabeza de familia;
10) La participación de la mujer campesina, en igualdad con el hombre, en los planes de la reforma agraria;

11) La participación de los sujetos de la reforma agraria en el respectivo proceso, y la promoción de las organizaciones campesinas en defensa de

sus intereses económicos; sociales y culturales;
12) El apoyo preferente a los connacionales en los planes de la reforma agraria;

13) La educación del agricultor y la de su familia, a fin de capacitarlos como agentes activos del desarrollo nacional;
14) La creación de centros regionales para el estudio y tipificación agrológica de suelos, para establecer los rubros agrícolas en las regiones aptas;
15) La adopción de políticas que estimulen el interés de la población en las tareas agropecuarias, creando centros de capacitación profesional en áreas rurales, y
16) El fomento de la migración interna, atendiendo a razones demográfi​cas, económicas y sociales.
Se cuenta además con un Estatuto Agrario, Ley N° 1.863/02, dividido en trece Títulos, conteniendo 117 Artículos; resaltándose entre otros las disposiciones referentes a la Función social y económica de la tierra, asen​tamientos coloniales, planeamiento, adjudicación de lotes, contratos rura​les, entre otras disposiciones.

UNIDAD X

Derecho Privado Externo
Comprende el Derecho Internacional Privado.
Es el que determina las normas jurídicas aplicables a las relaciones civiles, comerciales y laborales, entre personas de distintas nacionalidades q e se encuentran en un mismo Estado o en Estados diferentes.

En términos generales; puede decirse que se refiere a las relaciones del Derecho Privado para aquellos casos sometidos a distintas jurisdicciones nacionales. Se acepta que el Derecho Internacional Privado, comprende también los problemas individuales de Derecho Penal y aún los de índole procesal, siempre que se admita que el Derecho Internacional Público, regule únicamente las relaciones de Derecho Público, entre Estados.

Es una rama del Derecho, fruto de la diversidad de legislaciones de di​ferentes países y que tiene por objeto, las relaciones de Derecho Privado entre personas de distintas nacionalidades.

El Derecho Internacional Privado estudia los principios y normas aplica​bles a las relaciones privadas del hombre, cuando se desenvuelven en un orden espacial extranacional y contiene elementos extranjeros. Tutela a la persona fuera de su patria y determina cual Norma se ha de aplicar, cuan​do entran en conflicto distintos sistemas legales.

Tales elementos extraterritoriales pueden ser de:

- Orden Personal: nacionalidad, domicilio, residencia.

- Orden Real: lugar de situación de los bienes muebles e inmuebles.

- De Conducta: actos jurídicos realizados fuera del país. Este derecho nace como consecuencia de la existencia de las relaciones y situaciones jurídicas en las cuales entran en conflicto diferentes legislaciones internas, que parece​rían aplicables a dichas situaciones y relaciones. AI exceder los límites de su país el individuo puede encontrarse sometido a reglas distintas en materia de capacidad. Ej.: en su patria es mayor de edad, pero no lo será en el país extraño.

¿Cuál será la legislación que rige?
Distintas expresiones se han empleado para designar a esta rama del Derecho.

Ciencias de los Conflictos de Leyes: De uso corriente de los países anglo​sajones. Esta designación de la idea que varias leyes podrían ser simultá​neamente aplicables a una misma persona o a una misma relación jurídica, en virtud de distintas potestades, que pretendieran imponerse una sobre otra, que no es exacto; porque el conflicto existe sólo en el espíritu del Juez o del Intérprete; también se lo llamó Derecho Privado del Extranjero, Derecho Privado Humano, teoría de los Conflictos de las Leyes Privadas y Derecho Internacional Privado, con esta designación parece que existiera un antagonismo, entre los términos Internacional y Privado.

Internacional: Da la idea de un Derecho Privado Común a los diferentes pueblos (que no es verdad). En otro sentido significa vinculación entre na​ciones, pero las relaciones entre los Estados, forma la materia del Derecho Internacional Público.

Esta clasificación según el Profesor Soler; está lejos de ser completa ni taxativa. En primer término porque hay varias ramas jurídicas desprendi​das de su tronco originario y en segundo lugar, porque debido al carácter Público y Privado de muchas de estas disciplinas, resulta difícil asignarles en la Enciclopedia Jurídica un lugar único.

Naturaleza: Lo fundamental es la extraterritorialidad, la naturaleza de las relaciones y de los actos jurídicos, que la ponen de manifiesto determinan la Ley que ha de regir la validez de estos. Por ello la rama jurídica com​prende, Derecho Civil Internacional, Derecho Comercial Internacional, Derecho Procesal Internacional.

Aunque su autonomía está consagrada en los aspectos didácticos y ju​rídicos, se niega desde el punto de vista la existencia de un Derecho In​ternacional Privado. Porque entre dos Estados, no se regulan intereses públicos, aunque a veces afecten a las personas privadas y cuando surgen dificultades a raíz de la coexistencia de las Leyes civiles, comerciales o penales, emanadas de la diversidad de soberanías, éstas se solucionan en definitiva, por la aplicación a las personas privadas de una u otra Ley na​cional, nunca de una Ley internacional.

Esta extraterritorialidad de la Ley nacional, no internacionaliza en su ex​tensión a través de las fronteras, a la relación jurídica emergente.

Las cuestiones que estudia esta materia son: capacidad de las personas físicas, extraterritorialidad de las personas jurídicas, contratos entre per​sonas domiciliadas en diferentes países, régimen de los bienes, derecho sucesorio, derecho internacional de la quiebra, régimen internacional de la letra de cambio, régimen de amparo de las obras intelectuales, etc.

Personalidad y territorialidad del Derecho: Por el principio de territoriali​dad las normas son obligatorias, solo en un espacio determinado, no más allá. El código civil así lo establece" Art. 1º Las leyes son obligatorias en todo el territorio de la República..." lo cual significa que más allá de ese territorio no son obligatorias. Cada Estado dicta Leyes para sí, no para los demás Estados.
El concepto de territorialidad se refiere al espacio territorial en que una norma jurídica es aplicable. Puede afirmarse de un modo absoluto, que todas las normas del Derecho tienen aplicación dentro del ámbito en que el Estado (o, en su caso, cada Estado miembro), ejerce su jurisdicción. Así, en la legislación suele proclamarse lo que las leyes (naturalmente que en su más amplio sentido), son obligatorias para todos los que habi​tan el territorio, sean ciudadanos, extranjeros, domiciliados o transeúntes. Las Leyes se dictan en principio, para regir en el territorio de un Estado. Pero las relaciones entre los pueblos y el desplazamiento de las personas, originan con frecuencia el problema de saber qué derecho debe aplicarse, cuando la situación está sometida a dos o más sistemas diferentes.

De acuerdo a la personalidad, las normas jurídicas regulan las actividades de las personas, con cualquier ubicación en el espacio. En cambio la te​rritorialidad acuerda a las normas una vigencia exclusivamente territorial, sin atender al origen ni a las condiciones de las personas que actúan, en ese lugar. En consecuencia, la personalidad del Derecho, admite la apli​cación de la Ley extranjera en el propio territorio, cuando se trata de re​laciones en la que intervienen personas no sometidas al sistema nacional, pero a su vez sigue a las otras, en todos sus desplazamientos, y a la terri​torialidad del Derecho, exige la aplicación de un sólo sistema jurídico en todo el Estado, dejando que sus nacionales queden sometidos al Derecho Foráneo, al salir de los límites del país.

• Ambos sistemas provienen del Derecho Romano: El Jus Civiles, que era aplicado exclusivamente a los Cives (ciudadanos Romanos). Las relaciones que se producían entre no ciudadanos dependían del Jus Gentium. Luego evolucionó y se concedió la ciudadanía a todos los habitantes del Imperio.

• La teoría de los Estatutos elaborada en Francia por un jurista del siglo XVI D'ARGENTRÉ. Clasificó los Derechos locales en Estatutos Reales: tenía por objeto la condición de bienes. (Aplicación territorial), Estatutos Personales: Se referían a las personas (las seguían en sus des​plazamientos).

• La escuela holandesa del siglo XVII, alteró el fundamento de base que servía a la aplicación extraterritorial del derecho. Esta Escuela sostuvo que se tratara simplemente de un rasgo de cortesía internacional funda​do en la utilidad recíproca.

• Aparecen los sistemas modernos, que pretenden dar soluciones univer​sales a estos complejos problemas.

1) Sistema de la comunidad del derecho: con Savigny. Que la vigencia extraterritorial debía fundarse en la aparición de una comunidad del derecho, surgida de una especie de acuerdo amigable.

2) Sistema de Nacionalidad: Mancini expuso que la nacionalidad de las personas debía ser la base del Derecho Internacional Privado. Teniendo en cuenta el origen de cada persona.
• Soluciones del derecho Argentino: Vélez Sarsfield se inspiró principal​mente en Savigny, al redactar las normas de Colisión que contiene el Código Civil.

3) Son territoriales las Normas de Derecho Público (Constitucional, administrativo, financiero, impositivo y penal).

Las relativas a la capacidad e incapacidad de derechos de las personas.

1) Se rigen por las leyes de lugar.

a) Formas y solemnidades de los actos jurídicos: (Se juzga validez de acuerdo en el lugar donde se celebró).
b) Forma de substanciación de los juicios.

2) Se rigen por la ley del Domicilio.

a) La capacidad e incapacidad de hechos de las personas a su aptitud para celebrar por sí mismo actos jurídicos.
DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO PARAGUAYO
El Artículo 22 del Código Civil dice: que los jueces y tribunales aplicarán, de oficio, las leyes extranjeras, siempre que no se opongan a las institucio​nes políticas, las leyes de orden público, la moral y las buenas costumbres.

No se aplicarán leyes extranjeras cuando las normas de este código sean más favorables.

La Convención Interamericana, sobre prueba, e información del Derecho extranjero (signada en Montevideo del año 1939-1940), establece reglas a que han de atenerse los Jueces sobre las medidas admisibles para la prue​ba de la Ley extranjera.

CODIGOS Y TRATADOS
La labor de Codificación se ha llevado a cabo a través de tratados, Conven​ciones y Convenios firmados por los Estados, en oportunidades diversas.

Los momentos de codificación de América fueron:
a) Los tratados de Montevideo.

b) El código de Bustamante.
c) Convenios interamericanos. Anexos.

d) Convenios suscriptos en Panamá en total seis en el año 1975 y;

e) Convenios suscriptos en Montevideo en total ocho.

TRATADOS DE MONTEVIDEO
El primer Congreso y los Tratados de 1889; se realizó en la Ciudad de Montevideo desde el 25 agosto de 1888 hasta el 18 de febrero de 1889. Concurrieron representantes de Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Para​guay, Perú y Uruguay.

Se suscribieron 8 Tratados con 1 Protocolo adicional, ellos son:
1° Tratado de Derecho Procesal.
2o Tratado sobre propiedad literaria y artística.
3o Tratado sobre patentes de invención.

4o Tratado sobre marcas de comercio y de fábrica. 
5o Tratado sobre Derecho Penal Internacional 
6o Convención sobre ejercicio de profesiones liberales.

7º Tratado de Derecho Civil Internacional.

8o Protocolo adicional.
El segundo congreso y los tratados de 1939-40
El segundo Congreso se llevó a cabo en Montevideo, en 2 etapas: 1o desde el 18 de julio hasta el 4 de agosto de 1939, y 2o desde el 6 al 19 de marzo de 1940, el congreso contó con la asistencia de Argentina, Bolivia, Chi​le, Paraguay, Perú y Uruguay; en la segunda etapa se agregaron Brasil y Colombia.

Se suscribieron 8 tratados y un protocolo adicional que son los siguientes:

1a Etapa:
1o) Tratado sobre asilo y refugio político.
2o) Tratado sobre propiedad intelectual.
3o) Convención sobre ejercicio de profesionales liberales.
2a Etapa:
4o) Tratado de derecho de navegación internacional.

5o) Tratado de derecho procesal internacional. 
6o) Tratado de derecho penal internacional. 
7o) Tratado de derecho comercial terrestre internacional. 
8o) Tratado de derecho civil internacional.
9o) Protocolo adicional.
EL CÓDIGO DE BUSTAMANTE

El Código de Derecho Internacional Privado (también conocido como Código de Bustamante) es un Tratado que pretendió establecer una nor​mativa común para América sobre el Derecho Internacional Privado.

La idea de dicha normativa común fue promovida por Antonio Sánchez de Bustamante y se concretó durante el 6o Congreso Panamericano cele​brado en Cuba en 1928, específicamente en el documento final, el Tratado de La Habana, se adjunta en el anexo el Código de Derecho Internacional Privado.
El Código en cuestión no tuvo gran aceptación; Estados Unidos se retiró a mitad de las negociaciones, México y Colombia no firmaron dicho tra​tado, Argentina, Uruguay y Paraguay decidieron regirse por las normas de Montevideo en lo relativo al Derecho Internacional Privado, y el resto de los países ratificaron con grandes reservas.

Es meramente un conjunto de normas, las cuales pretenden regular las relaciones jurídicas de tráfico externo entre los países partes del tratado. Las reservas mencionadas previamente, se refieren a varios de los Esta​dos discrecionando el uso de este Código en los casos que contradiga la legislación interna del país, por lo cual el propósito en sí del mismo, se ve ciertamente desvirtuado.

Paraguay, realizó las siguientes reservas al firmar la convención:

1. Hace la declaración que el Paraguay mantiene su adhesión a los Tra​tados de Derecho Civil Internacional, Derecho Comercial Internacional, Derecho Penal Internacional y Derecho Procesal Internacional que fueron sancionados en Montevideo en 1888 y 1889, con los Convenios y Proto​colos que los acompañan.

2. No está conforme en modificar el sistema de la "Ley del domicilio" consagrado por la legislación civil de la República.

3. Mantiene su adhesión al principio de su legislación que las personas jurídicas deben exclusivamente su existencia a la Ley del Estado que las autoriza y que, por consiguiente, no son nacionales ni extranjeras; sus fun​ciones están señaladas por la ley especial, de acuerdo con los principios derivados del domicilio.

4. Admite el sistema de la "unidad de las sucesiones", con la limitación derivada de la "Lex rei sitae", en materia de bienes inmuebles.

5. Está conforme con todo principio que tienda a reconocer en favor de la mujer, los mismos derechos civiles acordados al hombre mayor de edad.

6. No acepta los principios que modifiquen el sistema del "Jus soli", como

medio de adquirir la nacionalidad.
7. No está conforme con los preceptos que resuelven el problema de la "doble nacionalidad", con perjuicio de la aplicación exclusiva del "jus soli".

8. Se adhiere al criterio aceptado en conferencias universales, sobre el régimen de la Letra de Cambio y Cheques.

9. Hace reserva de la aplicación de la "Ley del pabellón", en cuestiones relativas al Derecho Marítimo.

10. Está conforme con que los delitos cometidos en aeronaves, dentro del espacio aéreo nacional o en buques mercantes extranjeros, deben ser juz​gados por los Tribunales del Estado en que se encuentren.

PORVENIR DEL DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO

Atendiendo los diferentes conflictos de leyes que se suscitan permanen​temente, el Derecho Internacional Privado, tiende cada vez más a conso​lidarse definitivamente y más aún en este momento de Integración de los países. Ej.: la integración del Paraguay al Mercosur, con un Tratado para la constitución del Mercado Común del Sur, Artículo 2: El Mercado Co​mún estará fundado en la reciprocidad de derechos y obligaciones entre los Estados Partes.

El Mercado Común del Sur (Mercosur) es una unión aduanera integrada por Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay. Fue creado el 26 de marzo de 1991 con la firma del Tratado de Asunción.

Sus propósitos son:
• La libre circulación de bienes, servicios y factores productivos entre los países;

• El establecimiento de un arancel externo común y la adopción de una política comercial común;
• La coordinación de políticas macroeconómicas y sectoriales entre los Estados partes;

• La armonización de las legislaciones para lograr el fortalecimiento del proceso de integración.

El 4 de julio de 2006, se suscribió un Protocolo de Adhesión mediante el cual Venezuela se constituyó como Estado Parte. No obstante, este instrumentó de adhesión aún no ha entrado en vigor, debido a que a la fecha no ha sido ratificado por todos los parlamentos de los firmantes, por lo que su vinculación legal al bloque sigue siendo como Estado Asociado. Bolivia, Chile, Colombia, Ecuador y Perú, también tienen estatus de Estados Asociados.

Si bien el Tratado de creación fue firmado en Asunción el 26 de marzo de 1991, hay quienes sostienen que la creación efectiva ya se había produci​do el 30 de noviembre de 1985, fecha de la Declaración de Foz de Iguazú, que selló un acuerdo de integración bilateral entre Argentina y Brasil. A su vez, su existencia como Persona Jurídica de Derecho Internacional, file decidida en el Protocolo de Ouro Preto, firmado el 16 de diciembre de 1994, que entró en vigor el 15 de diciembre de 1995. El Protocolo de Ouro Preto estableció un arancel externo común y desde 1999, existe una zona libre de aranceles entre sus integrantes, con la sola excepción del azúcar y el sector automotriz. El Mercosur es el mayor productor de alimentos del mundo.
Estructura institucional del MERCOSUR
XXX Cumbre de Jefes de Estados del Mercosur y Asociados (2006). Con base en el Protocolo de Ouro Preto, firmado el 17 de diciembre de 1994 y vigente desde el 1 de enero de 1995, el Mercosur tiene una estructura institucional básica compuesta por:

1. El Consejo del Mercado Común (CMC), órgano supremo del Mer​cosur, creado en 1991.

2. El Grupo Mercado Común (GMC), órgano ejecutivo, creado en 1991.
3. El Parlamento del Mercosur, constituido en 2005, comenzó a sesio​nar el 7 de mayo de 2007 en reemplazo de la Comisión Parlamenta​ria Conjunta.

4. La Comisión de Representantes Permanentes del Mercosur (CRPM) y su Presidente, creada en 2003. El Presidente de la CRPM repre​senta al Mercosur frente a terceros.

5. La Comisión de Comercio del Mercosur (CCM), órgano encargado de la gestión aduanera y arancelaria, creado en 1994.

6. El Tribunal Permanente de Revisión del Mercosur (TPRM), con sede en Asunción, creado e/2 2002 e instalado en 2004.

Adicionalmente. el Mercosur cuenta con instancias políticas de menor im​portancia decisoria, pero que ocupan un lugar destacado en su esquema orgánico.

1. El Foro Consultivo Económico-Social (FCES), organismo de parti​cipación de las organizaciones de la sociedad civil, creado en 1994.

2. El Tribunal Administrativo Laboral del Mercosur, para conflictos con el staff, creado en 2003.
3. La Secretaría Administrativa del Mercosur (SAM) con sede en Montevideo, creada en 1994.

4. La Comisión Sociolaboral (CSL) de composición tripartita (gobier​nos, empleadores y sindicatos), creada en 1997 e instalada en 1998.

5. El Grupo de Alto Nivel de Empleo (GANE), creado en 2004.

6. El Fondo para la Convergencia Estructural del Mercosur (FOCEM), creado en 2004.

7. El Instituto Social del Mercosur, creado en 2006.
8. El Foro de la Mujer, en el ámbito del FCES.
9. El Foro de Consulta y Concertación Política (FCCP).
10. El Foro Consultivo de Municipios, Estados Federados, Provincias y Departamentos del MERCOSUR (FCCR).
También existe un organismo oficial vinculado al Mercosur, aunque sin pertenecer a su organigrama, denominado Mercociudades, integrado por Municipios de los países miembros. Tiene su sede en Montevideo y está integrada por 123 ciudades, donde viven más de 75 millones de habitantes.

El Mercosur cuenta también con instancias auxiliares no decisorias como los Subgrupos de Trabajo (SGT), dependientes del GMC, los Comités Técnicos (CT), dependientes del CCM, el Observatorio del Mercado de Trabajo (OMT), dependiente del SGT 10, y el Observatorio de la Demo​cracia creado en 2006. El Mercosur también funciona habitualmente me​diante Reuniones de Ministros (RM), Reuniones Especializadas (RE), Conferencias, y Reuniones Ad-hoc.

Con una autonomía institucional similar existe la Asociación de Univer​sidades Grupo Montevideo (AUGM), creada en 1991, e integrada por la mayoría de las Universidades Públicas del Cono Sur, con 800.000 estu​diantes y 80.000 docentes.

En 2006 los ministros de Educación de Argentina y Brasil acordaron un sistema de integración entre Universidades de ambos países, con el obje​tivo de fundar en el mediano plazo la Universidad del Mercosur.

ESTRUCTURA JURÍDICA DEL MERCOSUR

Artículo principal: Derecho comunitario del Mercosur

El Mercosur funciona con una estructura jurídica en la que se combinan los clásicos Tratados, Protocolos y declaraciones del Derecho Internacio​nal, con normas propias obligatorias dictadas por los órganos decisorios del bloque (derecho comunitario), recomendaciones no obligatorias dicta​das por los órganos auxiliares, e incluso acuerdos de concertación social regional.

Decisiones, resoluciones y directivas
El Mercosur posee tres organismos decisorios:

• El Consejo del Mercado Común (CMC), su órgano supremo, que dicta Decisiones;
• El Grupo Mercado Común (GMC), que dicta Resoluciones;
• La Comisión de Comercio del Mercosur (CCM), dicta Directivas.
Estos tres tipos de Normas comunitarias dictadas por los organismos de​cisorios del Mercosur, son de aplicación obligatoria para los países miem​bros, (Protocolo de Ouro Preto, artículo 42).

Ello ha generado un problema específico, que aunque con diferencias res​pecto del sistema de internalización de Normas, que tiene cada uno, sobre el modo de "internalizar las Normas del Mercosur a los ordenamientos jurídicos de cada una de las naciones que lo integran y el nivel de jerar​quía, que ocupan en la pirámide jurídica, para ello, en todos los casos se precisa de un acto jurídico de los países miembros. Por esta razón, especialistas discuten si estas normas del Mercosur constituyen realmente un derecho propio del Mercosur, lo que se conoce como Derecho Comu​nitario, o se trata de Normas de Derecho Internacional que precisan ser ratificadas. Un gran sector ha optado por crear la categoría de Derecho Comunitario Derivado.

Las Normas obligatorias del MERCOSUR, se toman por unanimidad de todos los países miembros y sin que falte ninguno (artículo 37 del Proto​colo de Ouro Preto).

TRATADOS Y PROTOCOLOS
Las normas de importancia extraordinaria para el Mercosur, se concretan como Tratados Internacionales y por lo tanto necesitan ser ratificados por los Parlamentos Nacionales. Toman la forma de Protocolos complementa​rios del Tratado de Asunción, que constituye la Norma institucional básica del Mercosur.

Por tratarse de una Norma complementaria de un Tratado, los Protocolos suelen tener una tramitación más rápida, para su ratificación parlamenta​ria en cada país. Excepcionalmente, en algún caso, como el Acuerdo Mul​tilateral de Seguridad Social de 1997, se recurrió a la forma del Tratado., y la tramitación para su ratificación demoró 8 años.

INTERNALIZACIÓN DE LAS NORMAS DEL MERCOSUR Y EL DERECHO COMUNITARIO
El modo en que se logra la aplicación efectiva de las decisiones, resolu​ciones y directivas del MERCOSUR, como Derecho Interno de cada país, y el rango jurídico que ellas ocupan frente a las Normas nacionales, ha generado un problema específico conocido con el nombre de “Internaliza​ción” de las normas supranacionales.

Los países miembros del Mercosur poseen diferentes mecanismos cons​titucionales para "internalizar", las normas establecidas por el bloque y le asignan diferentes rangos de supremacía, frente a su Derecho Interno. En Argentina y Paraguay, que han adoptado el sistema conocido como “dualis​ta”, los Tratados y Protocolos ratificados, tienen valor superior a las Leyes nacionales, y por lo tanto no pueden ser derogados ni suplidos por estas. En Brasil y Uruguay, que han adoptado el sistema conocido como "monista" os Tratados y Protocolos tienen el mismo valor que las Leyes nacionales, y por lo tanto estas predominan sobre aquellos si son de fecha posterior.
En la práctica, cada país ha elaborado procedimientos que permiten una rápida incorporación de las normas mercosureñas, como Derecho Interno, pero en ningún caso hay una aplicación directa. Esto ha llevado a varios especialistas a sostener que el Derecho mercosureño, no tiene la condi​ción de Derecho Comunitario.

ESTADOS ASOCIADOS AL MERCOSUR
Tiene como estados asociados a Bolivia (1996), Chile (1996), Perú (2003), Colombia (2004) y Ecuador (2004). Bolivia, Perú, Colombia y Ecuador integran la Comunidad Andina (CAN), bloque con el que el Mercosur tam​bién firmara un acuerdo comercial. El estatus de Estado asociado se estable​ce por acuerdos bilaterales, denominados Acuerdos de Complementación Económica, firmados entre el Mercosur y cada país asociado. En dichos acuerdos se establece un cronograma para la creación de una zona de libre comercio con los países del Mercosur y la gradual reducción de las tarifas arancelarias entre el Mercosur y los países firmantes. Además de participar en calidad de invitados a la reuniones de los organismos del Mercosur y efectuar convenios sobre materias puntuales; el estatus de Estado asociado se establece por acuerdos bilaterales, denominados Acuerdos de Comple​mentación Económica, firmados entre el Mercosur y cada país asociado. En dichos acuerdos se establece un cronograma para la creación de una zona de libre comercio con los países del Mercosur y la gradual reducción de las tarifas arancelarias entre el Mercosur y los países firmantes. Además de participar en calidad de invitados a las reuniones de los organismos del Mercosur y efectuar convenios sobre materias puntuales.

• Chile formaliza su asociación al Mercosur el 25 de junio de 1996, du​rante la X Reunión de Cumbre del Mercosur, en San Luis, Argentina, a través de la suscripción del Acuerdo de Complementación Económica Mercosur-Chile.
"
• Bolivia formalizó su adhesión en la XI Reunión de Cumbre del Mer​cosur, en Fortaleza (Brasil), el 17 de diciembre de 1996, mediante la suscripción del Acuerdo de Complementación Económica Mercosur- Bolivia. A fines de 2006 formalizó su pedido de admisión como miem​bro pleno del Mercosur.

• Perú formaliza su asociación al Mercosur en el 2003 por la suscripción del Acuerdo de Complementación Económica Mercosur-Perú (CMC N° 39/03).

• Colombia, Ecuador y Venezuela formalizan su asociación al Mercosur el 2004 mediante la suscripción del Acuerdo de Complementación Eco​nómica Mercosur-Colombia, Ecuador y Venezuela (CMC N° 59/04).

• Venezuela se integra como estado miembro, con plenos derechos y de​beres, al firmar el Protocolo de adhesión al Mercosur el 4 de julio de 2006. Entre el 2004 y 2006 Venezuela era estado asociado.

El Mercosur se concibe como un proyecto de integración a nivel América Latina, por eso prevé la incorporación de más Estados de la Región, sea para el estatus de Estado asociado o Estado miembro.

LIBRE RESIDENCIA Y CIRCULACIÓN DE PERSONAS

El Mercosur, Bolivia y Chile han establecido que todo su territorio cons​tituye un Área de Libre Residencia con derecho a trabajar para todos sus ciudadanos, sin otro requisito que acreditar la nacionalidad y no poseer antecedentes penales. Esta área fue establecida en la Cumbre de Presiden​tes de Brasilia, mediante el Acuerdo sobre Residencia para Nacionales de los Estados Partes del Mercosur, Bolivia y Chile firmado el 6 de diciembre de 2002.

Si bien el Área de Libre Residencia y Trabajo no se asimila completamente a la libre circulación de personas (donde no se requiere tramitación migra​toria alguna), los seis países han dado un gran paso adelante y establecido expresamente su voluntad de alcanzar la plena libertad de circulación de las personas, en todo el territorio. Durante la cumbre realizada en San Mi​guel de Tucumán, los mandatarios de los diferentes países, propusieron la libre circulación de personas dentro de todo el continente sudamericano, sin necesidad de pasaporte, no solo a ciudadanos integrantes del bloque.

MERCOSUR SOCIOLABORAL

A pesar que la estructura original del Mercosur (Tratado de Asunción) no contemplaba ningún ámbito para tratar cuestiones socio-laborales, desde sus inicios, los sindicatos del Mercosur representados por la Coordinadora de Centrales Sindicales del Cono Sur (CCSCS) con el apoyo activo de los ministerios de Trabajo, y un considerable sector de las organizaciones de empleadores, pugnaron por crear espacios tripartitos para analizar, debatir y decidir mediante el diálogo social regional, el impacto que la integración tendría sobre los mercados de trabajo y las condiciones socio-laborales.

De ese modo un año después de fundado el Mercosur se crea el SubGrupo de Trabajo para Asuntos Sociolaborales, dependiente del GMC, que en los inicios llevara el número 11, pero que a partir de 1995 es numerado definitivamente como SGT10. El SGT10, se organizó como un ámbito tripartito (ministerios de trabajo, empleadores y sindicatos) y se ha dicho que tomó la forma de "una O IT en miniatura". Generó una fructífera cul​tura subregional de diálogo social que originó todo lo que hoy se conoce como Mercosur Sociolaboral.

A partir de los acuerdos derivados del diálogo social en el SGT10, el Mer​cosur se fue dotando de organismos e instrumentos socio-laborales.

En 1994 se crea el Foro Consultivo Económico Social (FCES), mediante el Protocolo de Ouro Preto, integrado por las organizaciones de emplea​dores, trabajadores y de la sociedad civil, en "representación de los sec​tores económicos y sociales pero recién comienza a funcionar en 1996.

En 1997 se firma la primera norma de contenido socio-laboral del Merco- sur, el Acuerdo Multilateral de Seguridad Social del Mercado Común del Sur (que va a tardar años en ser ratificado) y se crea el Observatorio del Mercado de Trabajo, dependiente del SGT10.

En 1998 los cuatro presidentes firman la Declaración Sociolaboral del MERCOSUR] (DSL), que a su vez crea la Comisión Sociolaboral (CSL), de composición tripartita, con el fin de seguir la aplicación de la DSL.

En 2000 el Mercosur más Bolivia y Chile proclaman la Carta de Buenos Aires sobre Compromiso Social.
En 2001, como consecuencia directa de los acuerdos tripartitos alcanza​dos en materia de formación profesional y la primera reunión de la CSL, se dicta la primera resolución socio-laboral de aplicación directa a los países miembros (sin necesidad de ratificación), la Resolución sobre For​mación Profesional que sanciona el GMC (Resolución 59/91).

En 2003, por primera vez la CMC, el organismo supremo del Mercosur, sanciona una norma socio-laboral (de aplicación directa), la Recomen​dación 01/03 estableciendo el Repertorio de Recomendaciones Prácticas sobre Formación Profesional. El mismo año la CMC, convoca a la Pri​mera Conferencia Regional de Empleo que se realiza en abril de 2004 con composición tripartita (ministros de trabajo, empleadores y sindicatos) y finaliza con una importante Recomendación de los Ministros de Trabajo sobre una Estrategia Mercosur para la Creación de Empleo. En diciembre de 2004 se decide crear el Grupo de Alto Nivel para la elaboración de una estrategia MERCOSUR dirigida al crecimiento del empleo.

La XXX Cumbre de Presidentes de Córdoba de julio de 2006 aprobó importantes iniciativas referidas a la dimensión sociolaboral. En particu​lar aprobó la Estrategia Mercosur de Crecimiento del Empleo (Decisión CMC N° 04/06) y creó el Instituto Social del Mercosur.

UNIDAD XI
DERECHO PÚBLICO: Es el conjunto de normas jurídicas que establecen la estructura y funciones del Estado como ente soberano y regulan las relaciones jurídicas del mismo con los particulares u otros Estados.

EXTERNO O INTERNACIONAL: Es el conjunto de normas que rigen las relaciones entre varios estados o entre individuos de varios estados. Se divide en las siguientes ramas:

* Internacional Público.
* Canónico.
* Penal Internacional.
* Aeronáutico.
* Espacial o Interplaneterio.
DERECHO INTERNACIONAL: NOCIÓN-DIVISIONES
NOCIÓN: El derecho Internacional regula o aspira regular las relaciones de los diversos Estados entre sí y con los otros entes públicos internacio​nales, así como de las relaciones de los ciudadanos de uno de los Estados con otros. Esta noción comprende tanto el Derecho Internacional público como el Internacional Privado, ha sido hasta ahora un Derecho entre los Estados. El Derecho Internacional tiene influencia sobre el derecho in​terno de los países. En cuanto la celebración de acuerdos internacionales conduce, muchas veces a modificar el Derecho Interno para adaptarlo a aquel.

DIVISIÓN: La división tradicional separa el Derecho Internacional Pri​vado del Público y se funda en la naturaleza distinta de las relaciones jurídicas que uno y otro rigen.

Se constituye con relaciones de Derecho público extendida en un orden extrañación o internacional.

Son sujetos de esas relaciones: Los Estados y también las personas físicas y jurídicas, cuando se vinculan a aquellos entre sí, pero siempre con el Derecho Público. En cambio el Derecho Internacional Privado, estudia las relaciones Privadas del hombre cuando estas se despliegan en un orden espacial extra nacional.

Dentro del Derecho Internacional Público se perfilan como especializaciones:
• Derecho Internacional Constitucional: Relativo a la organización de la comunidad internacional, Naciones Unidas; Organización de los es​tados Americanos
• Derecho Internacional Administrativo: Que se refiere a las normas aplicables al funcionamiento de oficinas y comisiones internacionales.

• Derecho Internacional Procesal: Aplicable a los tribunales interna​cionales.

Y en cuanto al Derecho Internacional Privado, como consecuencia de la tendencia a la universalización de los principios de cada rama del derecho Privado, pueden señalarse en el mismo al Derecho Internacional Civil, Comercial, Marítimo, del Trabajo, de los Derechos Intelectuales, de marcas, Procesal, etc.
DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO 
NOCION: Conjunto de normas que rigen la relación de los Estados entre sí y también las de éstos con ciertas entidades que, sin ser Estados, tienen personali​dad internacional (Podestá Costa). Estudio de la estructura jurídica de la comunidad internacional, considerada como una sociedad compuesta de sujetos de Derecho Público, Estados, asociaciones, colectividades y hom​bres, vinculados entre sí conforme a principios y normas de naturaleza (Díaz Cisneros).
Jitta expresa que el Derecho Internacional Público "no es solamente un conjunto de relaciones entre Estados; es el Derecho Público considerado desde el punto de vista de una comunidad jurídica mayor que una nación; comunidad que, en su acepción más amplia, abraza la especie humana".

Constituye un tema doctrinalmente discutido si a las relaciones entre Es​tados, y entre éstos y las entidades mencionadas en las definiciones precedentes, se les puede aplicar el nombre o el concepto que corresponde al Derecho. En gran medida, la respuesta negativa o afirmativa dependerá del pensamiento que se tenga acerca de si la coacción y la coercibilidad son o no requisitos esenciales del Derecho, tema planteado en esa voz genérica. Al Derecho Internacional Público suele llamársele también, con propiedad muy discutida. Derecho de Gentes.

Las relaciones entre los distintos Estados considerados como personas so​beranas dentro de la Comunidad Jurídica Internacional, han dado lugar a la formación del Derecho Internacional Público. Su misión consiste, precisamente en delimitar mediante normas especiales la esfera de actividad y los intereses de cada uno de los Estados en sus relaciones con los demás. También regula las relaciones de los estados con otras organizaciones in​ternacionales reconocidas por los Estados, como la Iglesia o creadas por acuerdo de éstos (como la O.N.U.).
Se discute si la estructura de este derecho es la subordinación (Propia del Derecho Público), o la Coordinación, como consecuencia de la igualdad entre los Estados. Para algunos autores, los Estados no están ligados, sino por las normas que aceptan libre y voluntariamente; en cambio para otros, su estructura fundamental es la subordinación, por tratarse de un derecho técnicamente imperfecto, poco desarrollado, este carácter aparece a me​nudo contrarrestado por la tendencia coordinada, ofreciendo la paradoja de un Derecho Público en la forma de coordinación.

El Derecho Internacional, presionado por el dogma de la soberanía esta​tal, oculta el carácter esencialmente subordinativo de la relación Inter​nacional, la cual no es una simple coordinación entre sujetos de derechos independientes - Estados, sino una subordinación a la Comunidad Inter​nacional .

La subordinación no aparece, así muy evidente, por la inexistencia de una autoridad súper estatal. El Derecho Internacional no se refiere sino a una parte de las relaciones internacionales, en gran parte reservada a la políti​ca Internacional.

CONTENIDO: Entre las cuestiones que forman el contenido de esta dis​ciplina jurídica, señalaremos como fundamentales las siguientes:

• Las personas o sujetos del Derecho Internacional Público.
• Los delitos Internacionales.
• Los órganos de las relaciones Internacionales.

• Los medios de solución de los conflictos entre los estados o Derecho Preventivo de la guerra.

• La cooperación internacional.

• La regulación de la guerra internacional.

• La neutralidad.

• La organización internacional.

• Organización y funcionamiento del cuerpo diplomático y consular.

• Los derechos y deberes de los estados.

• Las formas de relaciones internacionales que se ponen de manifiesto

mediante tratados, pactos, convenios y acuerdos sobre los asuntos más diversos: comercio, amistad, intercambio cultural, unión o coordina​ción aduanera, alianza, inmigración, sanidad, etc.

La existencia del Derecho Internacional se funda en dos principios derivados de la idea de justicia: "La observancia obligatoria de los pactos voluntariamente concertados; y el deber de reparar el daño causado.

Nuestra carta Magna, “La Constitución Nacional” también establece so​bre las relaciones internacionales en sus Artículos 141, 143 y 145.

- Art. 141 De los Tratados Internacionales
Los tratados Internacionales válidamente celebrados, aprobados por ley del congreso, cuyos instrumentos de ratificación fueron canjeados o depo​sitados, forman parte del ordenamiento legal interno con la jerarquía que determina el art. 137.
- Art 143 De las relaciones internacionales
La República del Paraguay, en sus relaciones Internacionales, acepta el derecho Internacional y se ajusta los siguientes principios:

1. Independencia Nacional.

2. La autodeterminación de los pueblos.

3. La igualdad Jurídica entre los estados.

4. Solidaridad y cooperación internacional.

5. La protección internacional de los Derechos Humanos.

6. La libre navegación de los ríos Internacionales.

7. La no-intervención.

8. La condena a toda forma de dictadura, colonialismo o imperialismo.

- Art 145 Del Orden Jurídico Supranaciona1
La República del Paraguay, en condiciones de igualdad con otros estados, admite un orden jurídico supranacional, que garantice la vigencia de los derechos humanos, de la paz, de la justicia, de la cooperación y el desa​rrollo, en lo político, económico, social y cultura.
Dichas decisiones solo podrán adoptarse por mayoría absoluta de cada cámara del congreso.
FUNDAMENTO DE ESTE ARTÍCULO
El orden jurídico supranacional es un progreso, dentro del concepto de la solidaridad del hombre y de la humanidad, es una forma de establecer parámetros, en que el hombre deja de lado su nacionalidad, para insertarse en un orden internacional, en que, los derechos humanos son reconocidos como de carácter internacional.

LA COMUNIDAD JURÍDICA INTERNACIONAL

En el desarrollo del Derecho y de la comunidad Jurídica Internacional, existen tres periodos:

1. Anarquía Internacional: Que va desde la antigüedad hasta mediados del siglo XVII, caracterizado por la ausencia de relaciones jurídicas internacionales de carácter permanente y generales.

2. Equilibrio Político: Desde mediados del siglo XVII y a fines del siglo XVIII, se reconoce la igualdad de los Estados y aceptan el principio del equilibrio político contra la pretensión de la Monarquía Universal.

3. Organización de la Comunidad Jurídica Internacional: Afines del siglo XVIII, hasta el día de hoy, la Comunidad Jurídica Internacional, se basa en la idea que los Estados constituyen una sociedad, en la que todos tienen iguales deberes y derechos recíprocos, como resultado de la interdependencia existente entre ellos.

Esta comunidad internacional, aparece bien definida al ser creados órga​nos internacionales, como la Sociedad de las Naciones, creada en 1919, reemplazada en 1945 por las Naciones Unidas.

Tienen además capacidad jurídica internacional, la Organización de los Estados Americanos, Organización Internacional del Trabajo, la Iglesia Católica.

Las organizaciones Internacionales presentan según sus objetivos dos ór​denes:

1. Naturaleza Política: Tiene por finalidad la armonía de propósitos, equilibrio de influencias y acciones entre los Estados, promoviendo la cooperación recíproca entre los mismos, procurando el bien anhelado dentro del espíritu de la comunidad internacional.

2. Organizaciones Especializadas: Son entes jurídicos cuya esfera de actuación es la más diversificada, teniendo por finalidad y objetivo áreas específicas, las reglas de comportamiento de los Estados en el sector especializado, mediante la uniformidad de normas, intercambio de informaciones, cooperación técnica, científica, financiera, económi​ca, cultural, educacional, etc.
LA ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS (ONU)
La ONU tuvo como base la carta de las Naciones Unidas, que entró en vigencia en 1945, después de la ratificación por la mayoría de los Estados adheridos. De acuerdo con los propósitos enunciados en dicha carta, el organismo tiene por fin:

• Mantener la paz y seguridad internacional.

• Eliminar gradualmente el colonialismo y el imperialismo, tanto en el aspecto político, como el económico.

• Propender o inclinar a la solución pacífica de los conflictos que se planteen, partiendo del principio de autodeterminación de los pueblos y de la igualdad de los mismos ante el Derecho Internacional Público.

En el momento de firmar la carta se adhirieron a la misma 50 países. Pero en el tiempo transcurrido, supera bastante el centenar y continúa en cons​tante aumento por la incorporación de nuevos países africanos y asiáticos de reciente creación o independencia.

Está integrada por seis grandes órganos fundamentales que son:

1. La Asamblea General.

2. Consejo de Seguridad.
3. Consejo Económico y social.

4. Consejo de Administración Fiduciaria.

5. La Corte Internacional de Justicia.

6. La Secretaria.

Además de estos órganos, la misma cuenta con la colaboración de una serie de órganos especializados:

• Organización Internacional del Trabajo (OIT).
• La organización para la Agricultura y la Alimentación (FAO).
• Organización para la educación, la ciencia y la cultura (UNESCO).
• Organización Mundial de la Salud (OMS).
• Organización Internacional de Comercio y el Fondo Monetario Inter​nacional.

Cada uno de estos organismos colabora, dentro de su esfera específica en la solución de los problemas que se plantean, están integrados por exper​tos y especializados en las materias respectivas. La sede de las Naciones Unidas está situada en un sector de la ciudad de Nueva York, que ha sido internacionalizado a fin de que la jurisdicción de los Estados Unidos no se extienda a esa zona.

LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS (OEA)

En 1948 se firmó en Colombia, Bogotá; la Carta de la Organización de los Estados Americanos, base y fundamento de esta organización.
Es una Confederación de Estados, provisto de personalidad internacional, que entre sus finalidades más importantes, contiene las de afianzar la paz y seguridad del Continente americano, procurar la solución pacífica a las controversias, promover una acción solidaria en caso de agresión contra cualquiera de los Estados miembros y propender a la solución de los pro​blemas políticos, jurídicos y económicos que pudieran suscitarse entre los países afiliados a la organización.

Otros principios considerados fundamentales por la organización que nos ocupa, se refieren a la observancia del Derecho Internacional en todos los campos, a la abolición de los Derechos otorgados por la victoria, el reconocimiento de los Derechos esenciales de la persona humana sin dis​tinción de raza, nacionalidad, o credo y al afianzamiento de la unidad, espiritual del continente.

Son miembros de la OEA, todos los países del Continente que hayan rati​ficado la Carta, y puede serlo también, cualquier nuevo Estado que surja en esta área, ya sea a consecuencia de haberse emancipado de la autoridad de una Potencia extranjera, ya como resultado de la fusión o desmembra​miento de otros Estados.

Los órganos de la organización son:

• Confederación Interamericana.

• La reunión de consulta de los Ministros de Relaciones Exteriores.

• La Unión Panamericana.

• Conferencias y organismos especializados.

Está además el consejo, que tiene carácter ejecutivo y se integra a su vez, con el consejo Interamericano Económico y social, el consejo Interamericano de Jurisconsulto y el Consejo Cultural Interamericano.

DERECHO AERONÁUTICO
El Derecho Aeronáutico, es la reúna del Derecho Público Externo.

Consiste en el conjunto de normas y principios jurídicos de orden Público y Privado, nacional e internacional, que interesa a la vez a aspectos penal y procesal, que regulan las relaciones jurídicas nacidas de la actividad aeronáutica o modificada por ella.

Aquella rama del Derecho que regula la circulación aérea y los demás problemas que a ésta se refieren. El carácter de esta materia, relacionada especialmente con conflictos de orden supranacional, hace que su fuente

principal sean los Tratados y Acuerdos Internacionales.

* Conjunto de principios y normas de Derecho Público y Privado, de or​den interno e internacional, que rigen las instituciones y relaciones jurídi​cas nacidas de la actividad aeronáutica o modificadas por ella.

* Conjunto de normas del derecho público y privado de la navegación aé​rea dedicada al transporte de cosas y de personas, mediante la utilización de aeronaves, y las relaciones jurídicas nacidas de ese sistema.

Son factores esenciales de dicha actividad:

• El ambiente en el que se desarrolla.

• Vehículo constituido por la aeronave o máquina volante.

• El personal especializado para manejarlo.

El contenido del Derecho Aeronáutico, constituye la actividad aeronáu​tica en todas sus formas y manifestaciones, como la circulación aérea, la instalación de aeródromos, régimen de aeronaves en vuelo en ámbito nacional e internacional, etc.

Origen y Formación: Leonardo Da Vinci, en 1452, escribió “Código del vuelo de las aves”, donde idea una máquina voladora.

José y Esteban Montgolfier, en 1740, usaron aire caliente para inflar un globo de papel, con lo que marca la iniciación de los ascensos en aeróstatos.
Los hermanos Wrigt, en 1870, realizan el primer vuelo a motor e inau​guran la era de la aviación. La aviación comercial, nació en 1919, con el establecimiento de la primera línea aérea regular entre París y Londres para el transporte de pasajeros y cargas.

Con la segunda guerra mundial, avanza extraordinariamente la aeronavegación.
En 1957 es lanzado al espacio por científicos soviéticos el primer satélite artificial.

Los principios narrativos del Derecho Aeronáutico aparecen proclamados originariamente en tratados y convenios de carácter internacional con mi​ras a regular la actividad aeronáutica en sus aspectos públicos y privados. La legislación de la materia en los distintos Estados fue elaborada con la adopción y aplicación de los principios precedentemente señalados lo​grándose así los primeros rasgos de internacionalidad de las normas bá​sicas para la regulación de las relaciones jurídicas que se suscitan con la intensificación del tráfico aéreo.
CARACTERES

- La Internacionalidad: Es el medio de transporte de carácter internacio​nal por excelencia, debido a la rapidez de la comunicación por aire y la naturaleza misma del espacio atmosférico, presupone la supresión de las fronteras y hace necesaria la existencia de una legislación internacional.

- El Dinamismo: La ciencia jurídica se adapta a las necesidades humanas que constituye su objeto. La aviación ha experimentado un progreso ex​traordinario desde 1919a nuestros días, varía a un ritmo vertiginoso, no sólo en lo técnico sino también en lo social.

- El Reglamentarismo: Viene de una necesidad de adaptación, previamen​te a las exigencias de la técnica, que imponen su movilidad y al mismo tiempo exigen multiplicación de los preceptos positivos.

- La Integridad: Contiene materia de Derecho Público y Privado, Interno e Internacional, de manera tal que cualquier sistema que adopte como base para una clasificación, aparece siempre como un doble juego de relacio​nes, que requiere particular prevención.

- La Autonomía: El derecho aeronáutico es autónomo, pues cuenta con principios generales propios y con leyes especiales en la mayoría de los países. La materia cuenta con autonomía legislativa, didáctica, científica y administrativa.

- Legislativa: Derecho de legislar en cada Estado.

- Didáctica: Tendencia a enseñar la materia.

- Científica: Es por la necesidad, por la especialidad y el llamado empírico de comparar.

- La Uniformidad: Las legislaciones nacionales dan soluciones normati​vas similares ante situaciones análogas derivadas de la aviación.

- La Politicidad: Existen desacuerdos. Ambrosini afirma, que prevalecen a menudo elementos de estructura política, sobre criterios puramente jurí​dicos. Federico Videla Escalada, afirma que la politicidad no puede cons​tituir una característica definitoria pues está subordinado a las razones políticas de los Estados. Cooper, explica su sentido, alcance y elementos en el Derecho de volar (1946). Que da origen a la política aérea de los Estados, que es el camino a seguir en cuanto a los problemas de la aviación y acuerdo a los fines del Estado.

FUENTES DEL DERECHO AERONAUTICO. PRINCIPALES Y SUPLETORIAS
En la mayoría de los países. la actividad del Derecho Aeronáutico se ha codificado. En nuestro país, el Código Aeronáutico Paraguayo fue promulgado por Ley 1.860/62 y consta de 347 Artículos.

- Fuente Principal o Integradora: Está formada por La Ley que es la prin​cipal fuente jurídica de toda rama del derecho, pues ella tiene aplicación

obligatoria y general, y los Convenios Internacionales.

- Fuentes Supletorias: Formada por leyes análogas, los Principios Genera​les del Derecho, La Costumbre, La Jurisprudencia y La Doctrina.

- La Doctrina: Es una cualidad particular, no tiene fuerza creadora directa, pero reviste importancia fundamental por cuanto inspira a todas las otras, particularmente intensa en los trabajos de numerosos autores y publica​ciones especializadas.

- La Jurisprudencia: Esta importante fuente del derecho ha dirigido el pensamiento de los jueces y de los juristas e investigadores durante mu​chos años, influyendo decididamente en la preparación de leyes internas y de las Convenciones Internacionales.

EL ESPACIO AEREO. CONCEPTO
Es el ambiente que tiene contacto con la tierra firme, y el mar rodeando a nuestro planeta en toda su extensión. Es la atmósfera que se extiende sobre la superficie terrestre y las aguas del planeta.

En virtud del Tratado del Espacio de 1967, el espacio aéreo es declarado sujeto a la soberanía de los Estados subyacentes, mientras que el espacio ultraterrestre fue declarado “res communis humanitatis” (patrimonio co​mún de la humanidad).
El hecho de que el espacio aéreo integre el territorio de los Estados y que su utilización lleve consigo un determinado poder sobre la superficie, por el mero hecho de encontrarse sobre la misma, ha sido la causa desde la aparición de la aeronave, de apasionadas polémicas doctrinales sobre la posibilidad del aprovechamiento de dicho espacio, sin el consentimiento del dueño del terreno subyacente, o sin el permiso del Estado sobrevolado.

En tiempo de paz, la aviación contribuye ha acercar a las naciones y estrechar sus vínculos comerciales, pero en tiempos de guerra se convierte en un terrible instrumento de destrucción y de muerte. Los dos grandes inte​reses que aparecen opuestos corresponden a los usos pacíficos y militares de la aeronáutica. Los Estados han facilitado la navegación aérea, pero el temor fundado a las consecuencias que podrían provenir de tal desarrollo, los ha obligado a adoptar ciertas restricciones.
TEORÍAS SOBRE LA CONDICIÓN JURÍDICA DEL ESPACIO AÉREO

- Teoría de la Libertad: Parte de la base que el espacio aéreo no es sus​ceptible de ningún derecho de propiedad ni de soberanía, por considerarse como análogo al aire. Esta teoría, fue resumida en 1901, por el jurista francés Paúl Fauchille de la siguiente manera: “El aire es libre. Los Esta​dos no tienen sobre él en tiempos de paz y en tiempos de guerra, más que los derechos necesarios para su conservación. Esos derechos son relativos a la represión del espionaje, a la policía sanitaria y a las necesidades de la defensa”. Sus principales exponentes fueron Blustchli, Nys, Stephan y Pradie-Podere.

- Teoría de la Soberanía: Sostiene que el Estado tiene en el espacio atmos​férico por encima de su territorio el mismo derecho de propiedad sobera​na, que el que le corresponde respecto a sus dominios terrestres. En virtud de tal derecho, le compete la regulación del uso del espacio atmosférico por encima de su territorio, respetando las necesidades del tráfico aéreo internacional y de la seguridad nacional, tomando las medidas necesarias en lo militar, aduanero, ecológico, sanitario, policial, e inmigratorio, para salvaguarda de las personas y los bienes de sus habitantes. Sus pmnci- pales exponentes fueron Von Lizst. Anzilotti, Von Ullman y Balwm. "la limitación absoluta y cosmográfica, pues sería una proyección geométrica de la soberanía espacial, que al acompañar a la tierra en su rotación enseñorearía, transitoriamente, de los cuerpos celestes que se encuentran en su paso”.
El Código Aeronáutico de nuestro país se adhiere a ésta teoría, estable​ciendo en su Art. 1º Ley 1860/02 "La República del Paraguay tiene sobe​ranía en el espacio aéreo situado sobre su territorio que incluye las aguas jurisdiccionales".

El Convenio de París de 1919, expresa en su Art. 1 “Que las altas partes contratantes reconocen que toda potencia tiene la soberanía completa y exclusiva sobre el espacio atmosférico de encima de su territorio”.

El Convenio vigente de Chicago de 1944, expresa en su Art. 1 ° “Que los Estados contratantes reconocen que cada estado tiene soberanía exclusiva y absoluta sobre la zona aérea que abarca su territorio”.

- Art. 2o “Para los fines de ésta Convención se considerarán como territorio de un estado. La extensión terrestre y las aguas territoriales adyacentes a ella y que estén bajo la soberanía, jurisdicción, protección a mandato de dicho Estado”.

AERONAVES
Concepto. Según Convenio Internacional de Navegación Aérea de París. 1919.

“Todo aparato que pueda sostenerse en la atmósfera merced a la reacción del aire”.

- Convención de Chicago. 1944. “Toda máquina que pueda sustentarse en la atmósfera por reacción del aire que no sean reacciones del mismo con​tra la superficie de la tierra”.
- Convenio de Ginebra. 1948. “La expresión aeronave comprende la cédu​la, los motores, hélices, aparatos de radio y todas las piezas destinadas al servicio de la aeronave que estén unidas a ella o parezcan temporalmente separadas”.

- Código Aeronáutico Art. 5o “Cualquier aparato destinado al transporte aé​reo de personas o cosas”.

El Código Aeronáutico Paraguayo en su Art. 9° clasifica a las aeronaves en públicas y privadas.

“Las aeronaves se clasifican en públicas y privadas. Son aeronaves públicas las destinadas al uso oficial del poder público, como los militares, de aduana y de policía.

Las demás aeronaves son privadas, aunque pertenezcan al Estado.
Las aeronaves civiles son todas aquellas de uso comercial para el trans​porte de personas y cosas, con o sin itinerario fijo y las utilizadas para fi​nes científicos, deportivos, para fumigación de plantaciones, como medio de transporte privado.
NATURALEZA JURÍDICA DE AERONAVE

Como las cosas muebles, son aquellas cosas que carecen de situación fija y pueden ser desplazadas de un lado a otro sin detrimento de su natura​leza, no cabe duda que las aeronaves pertenecen a esta categoría. Pero su construcción y utilización se hallan sometidas a normas especiales de Derecho Público, la autorización para volar está supeditada a la previa inspección y conformidad de los organismos técnicos oficiales, que deben decidir sobre sus condiciones de navegabilidad y seguridad. Además la aeronave debe tener una nacionalidad para su reconocimiento en el orden internacional. Por todos estos motivos, es de interés fundamental que toda aeronave sea individualizada, atribuyéndosele una nacionalidad, matrícu​la y certificado de aeronavegabilidad.

IMPORTANCIA

a) Como Medio de Comunicación: No existe más un punto geográfico en la tierra, que no esté comunicado por la misma.

b) Como Arma de Guerra: En defensa de la soberanía de los Estados.

c) Como Medio de Trabajo: Por la cantidad de personas que están involu​cradas en todo el mundo en ésta actividad.

d) Como Factor Económico: Por el desarrollo de fuentes laborales, im​portación y exportación, como empresa estatal y como empresa privada

o mixta.

- Art. 21, “Las aeronaves son bienes muebles registrables con las excepcio​nes previstas en éste código”.

De las consideraciones mencionadas es posible afirmar que las aeronaves son bienes muebles de naturaleza especial o de circulación jurídica restringida. De lo que se deduce que la aeronave es "un bien mueble registrable, con algunas características de los inmuebles y por el carácter de su registro, puede ser sometida a embargo.

MATRICULA
El certificado de matrícula es el documento expedido por la autoridad aeronáutica de un país determinado, como constancia de la individualiza​ción e inscripción de una aeronave en el correspondiente registro.

La matrícula consiste en la individualización o identidad de las aeronaves, mediante su inscripción en un país determinado, por tanto, confiere a las aeronaves las condiciones para proceder a su identificación.

- Art. 18: “Las aeronaves paraguayas deberán llevar las marcas de naciona​lidad y matrícula en parte visible exterior”.

CERTIFICADO DE NAVEGABILIDAD

Este documento oficial es el que acredita la aptitud de vuelo de las aero​naves y es de carácter obligatorio, para la realización de ésta actividad.

Internacionalmente se impone el uso de éste documento al establecer el Convenio de Chicago de 1944 en su Art. 31 lo siguiente:
- Art. 31 Convenio de Chicago. 1944. “Toda aeronave empleada en la na​vegación internacional debe estar provista de un certificado de navegabilidad expedido y convalidado por el Estado en que la aeronave esté ma​triculada”.

El certificado de aeronavegabilidad deberá contener los siguientes datos:

a) Marcas de nacionalidad y matrícula.

b) Nombre del fabricante.

c) Designación del aparato.

d) Número de serie.

e) Categoría a que corresponde la aeronave.

f) Fecha de vencimiento del documento.

El certificado de aeronavegabilidad expedido por el Estado de matrícula de la aeronave debe reunir los mínimos exigidos por OACI, a fin de ser reconocido por las autoridades aeronáuticas de los demás países.
DOCUMENTOS DE LA AERONAVE

- Art. 53 Ley 1860/02. “Toda aeronave con matrícula nacional o extranjera, que opere o vuele en el territorio nacional, deberá llevar a bordo la docu​mentación indicada en el Anexo 6 de la OACI, que la Autoridad Aeronáu​tica Civil podrá controlar en cualquier momento”.

CONVENCIONES INTERNACIONALES DE DERECHO PÚBLICO

Convenio de París para la reglamentación de la navegación aérea. (1919).

Aquí se creó la CINA que significa, convención internacional de navegación aérea.

Convenio de Aviación Civil Internacional (1941) Chicago. Aquí se creó la OACI, que reemplazó a la CIÑA. Nacen las cinco libertades que son:

1. El derecho de paso sobre el territorio de los estados contratantes sin aterrizar.

2. El derecho de aterrizar con fines no comerciales. (Escala técnica)

3. El derecho de desembarcar pasajeros, correos, cargas en el estado cuya nacionalidad pasa la aeronave.
4. El derecho de embarcar pasajeros, correos cargas con destino al territo​rio del estado, cuya nacionalidad posea la aeronave.

5. El derecho embarcar pasajeros, correos, cargas con destino a cualquier estado contratante y de desembarcar pasajeros, correos, cargas prove​nientes de cualquier otro estado contratante.

Estas libertades fueron ratificadas por el Paraguay en 1945.
DERECHO ESPACIAL O INTERPLANETARIO
Surgió en 1951 y sigue desarrollándose por obras de especialistas y confe​rencias internacionales, como consecuencia de la conquista sideral o ultra terreno, la colocación en órbita de satélites artificiales, los viajes a la luna, y la posibilidad de viajes a otros planetas.

La Asamblea de las Naciones Unidas, se ha pronunciado al respecto de esta cuestión, en sucesivos documentos fundados en principios y normas del Derecho Internacional y distintos países, están realizando estudios para dictar leyes internas adecuadas, así como para formalizar convenios multilaterales obligatorios. Tales principios, normas y convenios, tienden a imponer un orden jurídico eficaz en la exploración y en la explotación futura del ámbito espacial o interplanetario, que se abre a la actividad del género humano, y a lograr una convivencia pacífica.

El Derecho Espacial, viene a constituir así, el conjunto de principios y normas que regulan las actividades humanas en el espacio ultra terreno o en otros cuerpos celestes. Esta especialización del sistema Jurídico ha recibido también otras denominaciones a saber:
DERECHO DEL ESPACIO, CÓSMICO, DERECHO DEL COSMOS

Entre las materias más importantes que integran su contenido se destacan:

La condición Jurídica del espacio sideral o extraterrestre, en relación con los derechos y obligaciones de los Estados, el régimen legal de los satéli​tes artificiales, plataformas de lanzamiento de cohetes, artefactos bélicos, daños y conflictos internacionales derivados del empleo de estos, etc.
Esta nueva rama jurídica ha sido objeto de dudas y problemas, inclusive en su denominación; pues unos autores la llaman Derecho Astronáutico, otros Derecho Interastral, Derecho Sideral, Derecho Espacial, Derecho Cosmonáutico y Derecho Extraterreste, entre más expresiones. Cocca opina que la designación más acertada es la de Derecho Interplanetario.

En cuanto a su contenido según afirma Homburg, citado por Cocca, no tiene por objeto asegurar relaciones de un punto a otro del planeta, sino permitir al hombre explorar el espacio y alcanzar otros planetas, tras haber logrado ya reiterados viajes a la luna.

Según Kroell, citado también por Cocca, se trata de una disciplina jurídi​ca universal que gobierna las relaciones del Derecho Público y Privado, nacidas entre individuos y Estados por la utilización de cohetes equipados y aptos para abandonar el planeta Tierra y penetrar en el espacio inter​planetario o intersideral, sea para circular o gravitar, sea para alcanzar la superficie de cualquier astro del sistema cosmogónico universal y volver a la superficie terrestre, luego de haber abandonado temporalmente la zona esférica donde se manifiestan los efectos físicos de su atracción.

El Derecho Interplaneterio comprende la circulación, dominio, conquista y posesión de cuanto sea alcanzable en el espacio interplanetario (Cocca).

Este nuevo Derecho implica aspectos de muy diversa índole y todavía no muy bien definidos ni solucionados jurídicamente: unos relacionados con el Derecho Político de cada país (dominio sobre el espacio vertical, sobre los satélites, plataformas y vehículos espaciales); otros, de Derecho Inter​nacional Público (relaciones entre los Estados en cuanto a tales dominios, al uso de los satélites, a las comunicaciones, al espionaje); otros todavía no bien conocidos, vinculados con la posible existencia de habitantes en otros planetas y de incursiones de esos hipotéticos seres en el espacio terrestre, etc.

No hace muchos años, todos estos problemas parecían puramente fan​tásticos; pero hoy tienen una realidad derivada no sólo de la existencia de satélites artificiales, sino del hecho que una nación ha puesto varias veces sobre la superficie lunar a algunos astronautas. Esa ocupación, ¿qué derechos concede al país ocupante?. La corriente más generalizada, o por lo menos la más elogiable, es que esos avances técnicos pertenecen a la humanidad; pero resulta difícil predecir las derivaciones que habrá de te​ner en el porvenir, cuando las conquistas planetarias tengan una mayor efectividad y puedan ofrecer determinadas ventajas a los conquistadores.

DERECHO CANÓNICO
La Iglesia Católica, como institución religiosa y política, crea su propio de​recho y actúa, conforme a reglas jurídicas en sus relaciones con los diversos estados del orden. Como comunidad religiosa universal, sus preceptos se extienden a los fieles de todo el mundo, sin limitaciones de orden territorial.

En el aspecto jurídico y político, es una sociedad independiente y perfecta que asume una personería jurídica internacional semejante a la de un Es​tado. La importancia de este Derecho, según el canonista Ferreres, citado por Zorraqum Becú; “Deriva de la circunstancia de regir la sociedad más grandiosa que han conocido los siglos”.

En lo que se refiere al derecho, la legislación y la doctrina de la Iglesia han influido en formas decisivas sobre el desarrollo del ordenamiento jurídico de los pueblos occidentales.

Es el conjunto de potestad eclesiástica, para la organización, funciona​miento y disciplina de la iglesia católica. El vocablo “Iglesia” deriva del griego "eklesia", que significa congregación o asamblea. La iglesia apos​tólica y Romana, es la sociedad religiosa fundada por Cristo, de hombres bautizados, unidos por la misma profesión de fe, bajo la autoridad de sus pastores y del pontífice romano, para la salvación de las almas y la evangelización de todos los hombres.

RECOPILACIÓN Y CODIFICACIÓN DEL DERECHO CANONICO
Como antecedentes a la Ley vigente se señala que la primera recopilación que se conoce fue hecha por el monje benedictino Graciano, en el siglo XII, pero no tuvo carácter auténtico. La compilación promulgada por el Papa Gregoriano IX, en 1234, hecha en San Raimundo de Peñafort, fue la primera que tuvo carácter auténtico, se conoce también con el nombre de "Las Clementinas", la recopilación promulgada por el Papa Juan XXII, en 1317.

Sucesivas recopilaciones, recibieron el nombre de las “Extravagentes” y “Extravagentes comunes”, que contenían decretales de los Papas Urbano V y Sixto IV. En 1904, el Papa Pío X, ordenó la formación de un código, creando una comisión pontificia, compuesta por los cardenales. En 1917, Benedicto XV, promulgó el verdadero Código Canónico (Codex Jure Canonici) y hecho efectivo en Pentecostés el 19 de mayo de 1918, y entró en vigencia desde el 19 de mayo de 1919.

Este código fue modificado por otro, promulgado por Juan Pablo II, el 25 de enero de 1983 y que contiene importantes modificaciones, inspiradas en las enseñanzas del Concilio Vaticano II, que consta de 7 libros, subdivididos en Títulos y Capítulos.


IUS CANONICUM 
- DERECHO CANONICO -

INTRODUCCIÓN
La naturaleza del Derecho canónico debe definirse desde la profundización del Ministerio de la iglesia. Por ello el Derecho Eclesial, tiene un fundamento teológico y al regular la vida de la comunidad de los redimidos en cristo, no puede menos que considerarse como una ciencia sagrada - con método jurídico-, arraigada en la revelación y por lo tanto en estrecha relación con la teología.

El Derecho Canónico tiene que ser un Derecho de unidad, un Derecho de comunión, es decir un Derecho espiritual en cuanto obra del espíritu. De esta manera el Derecho de la iglesia no se puede oponer a la pastoralidad de la iglesia.

La sacramentalidad de la iglesia y la obligatoriedad y la juridicidad de sus instituciones fundamentales, proceden de su misma naturaleza carismática - institucional, y por tanto de la voluntad del Padre, del sacerdocio de Cristo y la acción del Espíritu.

DERECHO CANONICO, LEY CANONICA

La Ley canónica es la ley de la Iglesia. El Código del Derecho Canóni​co es la compilación oficial de Leyes de la Iglesia Católica. La palabra "Canon", procede del griego: “Regla” y se refiere a una Ley eclesiástica. La Ley Canónica trata sobre toda materia que se refiera a la misión de la Iglesia y a las relaciones entre personas en la misma. Por ejemplo: normas para la celebración de los Sacramentos y la Liturgia, la organización de la vida religiosa, las obligaciones y derechos de los fieles, la administración de las propiedades de la iglesia, etc.

Las Leyes de la iglesia encuentran su fundamento, pero, no son lo mismo que la Ley moral o la Doctrina. Parte de la Ley Canónica trata de cues​tiones disciplinarias que pueden cambiar y han cambiado en el curso de la historia. Otras Leyes no pueden cambiar porque proceden de la Ley natural (se puede descubrir por la razón en el orden de la creación) o la ley

divina positiva (revelación).

La Ley Canónica cubre tanto Leyes universales (para todo católico de rito ro​mano) y leyes particulares a una región (Diócesis) o a un grupo específico (reli​giosos, laicos, etc.) Hay un Código para las Iglesias Orientales (en plena comu​nión con roma), que se promulgó en 1990. Las Leyes particulares no pueden contradecir las universales y deben promulgarse por una autoridad eclesiástica competente, según las Leyes que gobiernan al grupo a que se aplica.

La autoridad suprema de la iglesia (el colegio de obispos con la cabeza del colegio, el Papa, o el Papa solo), es la única autoridad para promulgar o modificar la ley canónica.
La Ley en vigencia sigue a dos anteriores: el Decreto de Graciano, com​pilada por el monje italiano Camaldolense, Graciano en el año 1140 A.D. y el Código de Derecho Canónico promulgado por el Papa Benedicto XV en 1917 y hecho efectivo en Pentecostés, 19 de mayo de 1918, como ya se señalara precedentemente. El actual código de derecho canónico lo pro​mulgó el Papa Juan Pablo II, el 25 de enero de 1983.

ANTECEDENTES HISTORICOS

Si llamamos "Derecho Objetivo" al conjunto de Leyes eclesiásticas, co​mienza a llamarse "Canónico", a partir del S. VIII, ya sin embargo, desde el Concilio de Nicea (Año 325), se distinguen los Cánones (Kanones o Reglas) de las Leyes (Momoi), que se aplican, más bien, a los civiles. En las fuentes primitivas aparece repetida una razón interesante: Los Cáno​nes "persuaden", más que obligan coactivamente.

El Derecho canónico se llamó IUS DIVINUM, IUS SACRUM, IUS PONTIFICIUM y hasta la reforma IUS ECCLESIASTICUM. Esta de​nominación ofrece hoy diversas acepciones y matices (Derecho Público Eclesiástico).
En los Cánones de los Concilios solían distinguirse CANONES FIDEI, CANONES MORUM Y CANONES DISCIPLINARES, sin que, dada la unidad de toda la ciencia teológica de entonces, puedan identificarse, respectivamente, con Cánones dogmáticos, Cánones morales y Cánones jurídicos. Hasta Graciano el Derecho Canónico no aparece separado de la Teología. En algunas obras de Teología el Derecho Canónico aparece es​trechamente unido a la Teología y todas las fuentes teológicas son fuentes
canónicas.

Desde el Decreto de Graciano (año 1140), hasta Trento comienza la lla​mada AETAS AUREA, en la que se va perfilando la ciencia canónica, desde Trento hasta el CODEX de 1917, discurre el periodo de las Institutiones Canonicae. Publicado el Codex, comienza el periodo de los gran​des comentarios. Para el estudio de la ciencia canónica y de su específica metodología, tiene especial importancia la constitución de Pío XI DESU SCIENTIARUM DOMINUS.
ASPECTO LEGAL Y RELIGIOSO
Sólo un incorregible positivista puede olvidar que el Derecho Civil y el Canónico son Derecho por su juridicidad esencia, (Derecho) y no por ser Civil o Canónico. Antes de la ciencia jurídica existe una filosofía jurídica y derecho de todos los derechos positivos. No se puede calibrar debidamen​te las diferencias específicas de ambos ordenamientos, civil y canónico, si no se parte del género común esencia: El Derecho. UBI HOMO, IBIIUS. Pero ni siquiera es tan claro que se trate de dos derechos específicamente distintos, al menos en su origen. El Derecho es originariamente "Creacional" y la creación no es natural, sino libre y gratuita. La creación es, ob​jetivamente, exclusivamente cristiana. Cristo es el único modelo concreto de esta creación y de la historia que inaugura. La creación y el Evangelio no divide a los hombres en dos partes: iglesia y mundo. Las dos grandes Constituciones dogmáticas del Vaticano II, LUMEN GENTIUM y DEL VERBUM, y especialmente la Constitución pastoral sobre la iglesia en el mundo actual, la GAUDIUM ET SPES, lo han visto muy bien, incluso en la declaración sobre la libertad religiosa, DIGNITATIS HUMANAE, en el N° 14 se lee: "pues por la voluntad de cristo, la iglesia católica es la maestra de la verdad, y su misión es exponer y enseñar auténticamente la verdad, que es cristo, y al mismo tiempo declarar y confirmar con su au​toridad los principios del orden moral que fluyen de la misma naturaleza humana".

El Derecho creacional, no sólo garantiza una correcta fundamentación metafísica del derecho, sino que inicia el diálogo fundamental y la irrom​pible síntesis dinámica entra naturaleza y gracia. Sólo dentro de este diá​logo inicial y cada vez más progresivo y lucido hasta llegar a la encarna​ción del Verbo, se puede entender la universalidad de la Iglesia "fuera de la cual no hay salvación".

Es peligrosa, además, esa exagerada separación que establecen tantos ca​nonistas entre el Derecho Civil y el Canónico, porque, por una parte, pare​ce condenar, al menos implícitamente, al Derecho Civil, como si no fuera instrumento sincero de justicia y como si, incluso a veces, no tuviera en algunos puntos una más fina sensibilidad práctica hacia el hombre, que la que pudo existir en algunos institutos canónicos; por otra parte, existe el peligro de tipificar lo canónico de tal suerte, que parte todo menos autén​tico Derecho. De esta forma se puede caer en la imprecisión de algunos dogmáticos y, especialmente, de bastantes pastoralistas.

Como saber relativamente autónomo, lo canónico tiene que especificarse por su objeto formal. En cuanto al objeto material, el misterio de la Iglesia, es claro que coincide con la Teología. Su aspecto formalmente jurídico lo distingue de la Teología dogmática y de la teología moral y de cualquier otra rama teológica, pero lo que parece excesivo es, precisamente y sólo por este objeto formal, desligarle de la Teología. Esto es todavía menos lógico en todos aquellos que insisten en todas las notas específicas e individuantes de lo canónico en cuanto tal. Resulta, por lo visto, que aunque se trata de un Derecho muy peculiar, sagrado, sacramental, etc. su aspecto jurídico es irreconciliable con lo teológico. Históricamente se configura lo canónico como una parte de la Teología y recibe durante casi once siglos el nombre de Teología práctica. Su total autonomía posterior no supone un desligarse de la Teología, lo cual me parece imposible, sino de otras ramas de la Teología, especialmente de la moral con la cual vivió en estrecho y pacífico maridaje. Una separación excesiva, fuera del ámbito de lo meto​dológico, entre Teología y Derecho hace muy poco inteligible al segundo y desde luego, injustificable. Un método puramente exegético convierte al canonista-legalista, en absolutamente incapaz de abordar temas doctrina​les de envergadura y para tomar conciencia de la profundidad que subyace en el Codex.

Lo primero que tiene que tener en cuenta lo canónico es lo humano. Una bien entendida centralidad del hombre constituye un dato previo, un ver​dadero existencial filosófico, teológico y jurídico. Un Derecho Canónico sin sentido para el hombre no es canónico, porque no es cristiano. Un De​recho Canónico que no respete y no asuma los derechos fundamentales de la persona en cuanto tal, no es Canónico, porque no es humano. Ya desde el principio, pues, la vocación canónica es humana y busca esa estructura esencial de cada persona, que es en sí meta ideológica y que descubre el Derecho auténtico, anterior a toda posible división en civil y canónico.

No puede entenderse lo canónico, si es parte no de la única y universal mediación de cristo y si no tiene en cuenta que cristo es el único mediador de todo sentido.

DERECHO SACRAMENTAL

La sacramentalidad radical no puede entenderse más que a la luz del mis​terio de la encamación, del misterio de Cristo, como Sacramento primario de salvación y del misterio de la iglesia, sacramento universal de salvación.
Del verbo de Dios y Cristo, son una misma y única realidad. Por eso la legislación canónica debe lograr la máxima cohesión humano-cristiana de la comunidad. De la gracia capital de Cristo, sin la que no se entienden los caracteres sacramentales, brota la única potestad sacra de la Iglesia. Sin la configuración de! hombre cristiano por el carácter del bautismo, de la confirmación y del orden en sus tres grados, y todo centrado en la S. Eucaristía (canon 897). no se entiende lo canónico, que no se ve cómo

puede ser no-teológico.

Derecho Canónico, tiene que ser Evangélico, inspirado en el evangelio. Y este esencial carácter evangélico, exige evitar defectos y excesos; evitar el gravísimo defecto, posible en toda legislación positiva, de establecer lo que Jesús prohíbe y el exceso de convertir en universalmente obligatorio, lo que para Jesús es potestativo y libre.

El espíritu evangélico, exige también la concepción y la práctica de la autoridad, como servicio de tal manera que no se apacienten mejor los pastores, que el rebaño.

El Espíritu Evangélico, exige al Derecho Canónico una especial connota​ción de libertad, porque es la libertad característica esencial del Espíritu Santo, motor de toda la actividad eclesial. Esta presencia viva del Espíritu en el Espíritu canónico, hace que la máxima libertad posible constituya una verdadera presunción fundamental. Ya Pablo VI en la ALLOCUTIO AD PRAELATOS AUDITORES S. ROMANAE ROTAE, afirmaba que en la Iglesia, libertad y autoridad son valores que se integran mutuamen​te. Libertad y fe configuran los derechos subjetivos del bautizado, dato fundamental para entender la verdadera sacramentalidad por ejemplo en el caso concreto del Matrimonio, sin libertad y fe el sacramento se vuelve una realidad automática, y las leyes, puras fuerzas automáticas, pura lega​lidad externa, tan ajena al espíritu de lo canónico.

El Papa Juan Pablo II, en la Constitución SACRAE DISCIPLINAE LE- GES, insiste luminosamente en el carácter sagrado-teológico del Código, que, lejos de sustituir a la fe, a la gracia y principalmente a la caridad, debe establecer un orden que atribuya la parte principal (PRAECIPUAS TRI- BUENS PARTES) al amor, a la gracia y a los Carismas del Espíritu Santo y que los favorezca. Bajo este aspecto también el Derecho Canónico está imbuido de espíritu cansmático, porque debe hacer más fecunda y fácil Ja vivencia comumtario-social de los carismas, que siempre son también AD ALTEROS, AD AEDIFICATIONEM CORPORIS CHRISTI. Insiste también el Papa en la realidad fundamental de la COMMUNIO ECCLESIALIS y esta constituye un criterio constante, para concertar justamente las tensiones y tendencias del uno y múltiple pueblo de Dios. Este carácter Evangélico-eclesial, obliga y permite al Derecho Canónico a establecer y a respetar la verdadera jerarquía de los valores y las preferencias a favor de los “Evangélicamente pobres”.

Promulgado el Código, éste puede ser llamado con toda razón conciliar. Juan Pablo II en la citada const. SACRAE DISCIPLINAE LEGES, lo expresa muy bien: "el Codex es un instrumento que corresponde de lleno a la naturaleza de la iglesia, especialmente como la presenta el magisterio del concilio Vaticano II en general, y de modo particular su doctrina eclesiológica" y añade algo que evidencia el mismo estudio de los cánones:

Muy aún: en cierto sentido, este nuevo Codex podría entenderse como un gran esfuerzo por traducir al lenguaje canónico esta doctrina misma, la eclesiología conciliar.

El Derecho Canónico es, pues, un medio que, basado en el derecho divino natural y positivo, organiza racionalmente todos los elementos eclesiales, según justicia, para que la iglesia pueda cumplir más eficazmente los fi​nes que su divino fundador le señaló y que en definitiva están ordenados a la salvación de los hombres, “Que en la iglesia debe ser siempre la ley suprema” (Canon 1752). Lo canónico, que, como jurídico es relación de relaciones, ayuda a la armonización justa de todas las demás fuerzas y relaciones eclesiales orientándolas al bien común y a crear los ámbitos de libertad cristiana más amplios y protegidos al servicio del amor. Lo canónico. en cuanto jurídico, clarifica la realidad eclesial haciéndola más justamente solidaria, de tal manera que el amor quede bien repartido y que no se desperdicien fuerzas ni se desorienten. Esta organización de medio según justicia constituye en sí misma un alto valor pastoral del que debe aprovecharse y se aprovecha la pastoral concreta.

OBJETO

Son múltiples los bienes jurídicos que están en juego, también de orden patrimonial y organizativo. No obstante, el corazón del derecho canónico se halla en el corazón mismo de la iglesia en su dimensión visible-sacra- mental, o sea en los bienes salvíficos: la palabra de Dios y los sacramen​tos, empezando por el centro de ellos, el sacrificio sacramental de la Eu​caristía. Los derechos y deberes de los fieles entre sí, y entre los Pastores y los demás fieles en razón del sacerdocio ministerial, tienen como mate​ria esos bienes salvíficos, que obviamente superan la dimensión jurídica, pero también la incluyen como necesaria.

Así, por ejemplo, transmitir la palabra de Dios en su autenticidad, cons​tituye para un padre de familia cristiano un verdadero deber de justicia intraeclesial, respeto a sus hijos; para los Pastores organizarse de modo, que los Sacramentos sean efectivamente accesibles a todos, es también una permanente exigencia de justicia.

EL SENTIDO DEL DERECHO EN LA IGLESIA

Lo canónico, derecho verdaderamente singular, síntesis de elementos fi​losóficos (naturales) y de elementos teológicos (sobrenaturales), mientras intenta realizar el valor de la justicia tanto en el fuero interno como en el externo, fomenta la libertad de los hijos de Dios y respeta la suprema libertad del espíritu santo.

El Derecho Canónico no es, por voluntad de cristo, democrático, sino sa​bia y correctamente paterno en cuanto que traduce la paternidad de Dios de la que participan de modo diverso, pero siempre como servicio de amor y obediencia, los investidos en autoridad pública y todos los miembros del pueblo de Dios con sus diversas funciones y carismas, para construir la gran familia de los hijos de Dios. Este sentido sagrado de la fecundidad paterna por una parte y, materna, por otra, ya que la iglesia es madre, explica incluso humanamente la solidez y armonía de la sociedad eclesial frente al cambio continuo de otras sociedades políticas. Todo se debe, en definitiva, al espíritu santo, pero este derecho especialísimo, que consti​tuye lo canónico es, justamente interpretado, un instrumento precioso de cohesión eclesial y encierra una viga y siempre actual sabiduría.

En cualquier ámbito del conocimiento humano es decisiva la comprensión de la esencia del respectivo objeto. En el campo jurídico es muy evidente la necesidad de tener constantemente en cuenta que es el derecho; y lo mismo sucede en el derecho de la iglesia. No se trata de una cuestión meramente teórica, elegante o exquisita, sino de un interrogante que de hecho informa y determina todo el quehacer práctico del jurista, y es​pecíficamente del canonista. Cuando se rehuye el planteamiento de ese problema, puede significar que se aceptan maquinalmente ciertos esque​mas empobrecidos, que incluso llegan a deformar la realidad, con la triste consecuencia de avalar injusticias.

Conclusión
En la actualidad, por una parte, reina un acuerdo bastante extendido a ni​vel teórico acerca de la importancia de concebir el derecho en la iglesia a la luz del misterio de la misma iglesia, conforme a lo indicado por el Con​cilio Vaticano II. Se es consciente que un enfoque positivista, entendido sobre todo como un simple legalismo que considera el derecho canónico como mero conjunto de leyes humanas que han de ser sin más aplicadas a los casos concretos, resulta actualmente improponible. Es preciso ver al Derecho Canónico como realidad eclesial, como realidad que pertenece al plano sobrenatural de la fe y de la teología. Sin embargo, lo anterior es curiosamente compatible con un persistente legalismo de hecho: tanto quienes defienden el derecho eclesial, como quienes lo critican, o lo que es más frecuente, simplemente lo ignoran, siguen pensando en la práctica que ese derecho es un conjunto de normas jurídicas, que encuentra su ex​presión principal en los actuales códigos, latino y oriental. La convicción de fondo antes descrita parece no haber influido en el modo efectivo de enfocar y poner por obra lo jurídico en el Pueblo de Dios.

En la raíz de ese fenómeno se puede observar que están muy arraigadas algunas contraposiciones fundamentales: derecho-teología; derecho-pastoral; potestad jerárquico-libertad y derechos de los fieles. Son piezas que no se logra encajar. En el fondo, a pesar de todos los progresos teológicos realizados, se maneja casi siempre de modo más o menos consciente, el concepto anterior de Derecho Canónico como conjunto de leyes eclesiás​ticas. Y ese concepto aparece poco teológico y poco pastoral, en sí contrario a la libertad de los hijos de Dios. Mientras más teológico, más pastoral y más promotor de la libertad fuera un derecho eclesial, menos "jurídico" debería ser.

El Derecho Canónico es algo intrínseco a la iglesia, que ha de captarse en relación con la sacramentalidad de la misma iglesia, y que ha de situarse más específicamente en la Palabra y los Sacramentos, como factores in​trínsecamente jurídicos que edifican el pueblo de dios.

El Derecho en la Iglesia no es primariamente un conjunto de normas, sino aquello que es justo en la misma iglesia, una red de relaciones de justicia dentro del pueblo de dios.

El centro del Derecho Canónico es cada persona humana, y en primer término el fiel.

El Derecho Canónico es a la vez, e inseparablemente, personalista y comunional. precisamente porque la pertenencia a la iglesia comporta una relacionalidad comunional de la persona, de índole intrínseca.

En síntesis el Derecho se encuadra perfectamente en el ámbito de la mi​sión salvífica de la iglesia. Implica también poner todos los medios para que se actualice el derecho de todos y de cada uno a un encuentro personal con cristo a través de los bienes salvíficos que él ha dejado a su iglesia.

CÓDIGO DE DERECHO CANÓNICO

Promulgado por la Autoridad de Juan Pablo II, Papa Dado en Roma, el día 25 de enero de 1983.

• LIBRO I DE LAS NORMAS GENERALES (Cann. 1 - 6)

- Título I de las leyes eclesiásticas (Cann. 7 - 22).
- Título II de la costumbre (Cann. 23 - 28).
- Título III de los derechos generales y de las instrucciones (Cann. 29 - 34).
- Título IV de los actos administrativos singulares (Cann. 35 -93).

* Capítulo I normas comunes.

* Capítulo II de los rescriptos.

* Capítulo III de los privilegios.

* Capítulo IV de las dispensas.

Título V de los estatutos y reglamentos (Cann. 94 -95)
Título VI de las personas físicas y jurídicas (Cann. 96 – 123)

* Capítulo I de la condición canónica de las personas físicas.

* Capítulo II de las personas jurídicas.

Título VII de los actos jurídicos (Cann. 124 – 128)

Título VIII de la potestad del régimen (Cann. 129 – 144)

Título IX de los oficios eclesiásticos (Cann. 145 - 196)

* Capítulo I de la provisión de un oficio eclesiástico

- Art. 1 de la libre colación.

- Art. 2 de la presentación.

- Art. 3 de la elección.

- Art. 4 de la postulación.

* Capítulo I de la provisión de un oficio eclesiástico
- Art. 1 de la renuncia.

- Art. 2 del traslado.

- Art. 3 de la remoción.

- Art. 4 de la privación.
Título X de prescripción (Cann. 197 - 199)

Título XI del cómputo del tiempo (Cann. 200 – 203)

• LIBRO II DEL PUBLO DE DIOS

PARTE I DE LOS FIELES CRISTIANOS (Cann. 204 – 207)
Título I de las obligaciones y derechos de todos los fieles (Cann. 208 - 223)

Título II  de las obligaciones y derechos de los fieles laicos (Cann. 224 - 231)

Título III de los ministros sagrados o clérigos (Cann. 232 - 293)

* Capítulo I de la formación de los clérigos.
* Capítulo II de la adscripción o incardinación de los clérigos.
* Capítulo III de las obligaciones y derechos de los clérigos.
* Capítulo IV de la pérdida del estado clerical.
Título IV de las prelaturas personales (Cann. 294 - 297)

Título V de las asociaciones de fieles (Cann. 298 - 329)

* Capítulo I normas comunes.
* Capítulo II de las asociaciones públicas de fieles.
* Capítulo III de las asociaciones privadas de fieles.
* Capítulo IV normas especiales de las asociaciones de laicos.
PARTE II DE LA CONSTITUCIÓN JERARQUICA DE LA IGLESIA

SECCION I DE LA SUPREMA AUTORIDAD DE LA IGLESIA (Cann. 330 - 367)

* Capítulo I del Romano Pontífice y del Colegio Episcopal

- Art. 1 del Romano Pontífice.
- Art. 2 del Colegio Episcopal.
* Capítulo II del Sínodo de Obispos.
* Capítulo II de los Cardenales de la Santa Iglesia Romana.
* Capítulo IV de la Curia Romana.
* Capítulo V de los Legados del Romano Pontífice.

SECCION II DE LAS IGLESIAS PARTICULARES Y DE SUS AGRU​PACIONES

Título I de las iglesias particulares y de la autoridad constituida en ellas (Cann. 368 - 430)

* Capítulo I de las iglesias particulares.

* Capítulo II de los obispos.

- Art. 1 de los obispos en general.

- Art. 2 de los obispos diocesanos.

- Art. 3 de los obispos coadjutores y auxiliares.

* Capítulo III de la sede impedida y de la sede vacante

- Art. 1 de la sede impedida.

- Art. 2 de la sede vacante.

Título II de las agrupaciones de las iglesias particulares (Cann. 431 - 459)

* Capítulo I de las provincias eclesiásticas y de las regiones eclesiásticas.

* Capítulo II de los metropolitanos.

* Capítulo III de los concilios particulares.

* Capítulo IV de las conferencias episcopales.

Título III de la ordenación interna de las iglesias particulares (Cann. 460 -572)

* Capítulo I del sínodo diocesano.
* Capítulo II de la curia diocesana.
- Art. 1 de los vicarios generales y episcopales
- Art. 2 del canciller y otros notarios, y de los archivos.

- Art. 3 del consejo de asuntos económicos y del ecónomo.
* Capítulo III del consejo presbiteral y del colegio de consultores

* Capítulo IV de los cabildos de canónicos

* Capítulo V del consejo pastoral

* Capítulo VI de las parroquias, de los párrocos y de los vicarios pa​rroquiales

* Capítulo VII de los arciprestes

* Capítulo VIII de los rectores de las iglesias y de los capellanes

- Art. 1 de los rectores de iglesias.

- Art. 2 de los capellanes.
PARTE III DE LOS INSTITUTOS DE VIDA CONSAGRADA
SECCION I DE LOS INSTITUTOS DE VIDA CONSAGRADA

Título I normas comunes de todos los institutos de vida consagrada (Cann. 573 - 606)

Título II de los institutos religiosos (Cann. 607 - 709)

* Capítulo I de las casas religiosas y de su erección y supresión.
* Capítulo II del gobierno de los institutos.
- Art. 1 de los superiores y de los consejos.
- Art. 3 de los bienes temporales y de su administración.
* Capítulo III de la admisión de los candidatos y de la formación de los miembros.
- Art. 1 de la admisión en el noviciado 

- Art. 2 del noviciado y de la formación de los novicios 

- Art. 3 de la profesión religiosa

- Art. 4 de la formación de los religiosos

* Capítulo IV de las obligaciones y derechos de los institutos y de sus miembros

* Capítulo V del apostolado de los institutos.

* Capítulo VI de la separación del instituto.

- Art. 1 del tránsito a otro instituto.

- Art. 2 de la salida del instituto.

- Art. 3 de la expulsión de los miembros.

* Capítulo VII de las conferencias de superiores mayores.

Título III de los institutos seculares (Cann. 710 - 730)

SECCION II DE LAS SOCIEDADES DE VIDA APOSTÓLICA (Cann. 731 -755)
LIBRO III LA FUNCION DE ENSEÑAR DE LA IGLESIA

Título I del ministro de la palabra divina (Cann. 756 - 780)
* Capítulo I de la predicación de la palabra de Dios
* Capítulo II de la formación catequética Título II de la actividad misional de la iglesia (Cann. 781 - 792)

Título III de la educación católica (Cann. 793 - 821)

* Capítulo I de la escuela.
* Capítulo II de las universidades católicas y otros institutos católico de estudios superiores.
* Capítulo III de las universidades y facultades eclesiásticas.

Título IV de los instrumentos de comunicación social y especialmente de los libros (Cann. 822 - 832)

Título V de la profesión de fe (Cann. 833 - 848)

LIBRO IV DE LA FUNCION DE SANTIFICAR LA IGLESIA
PARTE I DE LOS SACRAMENTOS 
Título I del Bautismo (Cann. 849 - 878)

* Capítulo I de la celebración del Bautismo.
* Capítulo II del ministro del Bautismo.


* Capítulo III de los que van a ser bautizados.
* Capítulo IV de los padrinos.
* Capítulo V de la prueba y anotación del bautismo administrado.

Título II del sacramento de la Confirmación (Cann. 879 - 896)

* Capítulo I del modo de celebrar la Confirmación.
* Capítulo II del ministro de la Confirmación.
* Capítulo III de los que van a ser confirmados.
* Capítulo IV de los padrinos.
* Capítulo V de la prueba y anotación de la confirmación.

Título III de la santísima Eucaristía (Cann. 897 - 958)

* Capítulo I de la celebración eucarística

- Art. 1 del ministro de la santísima Eucaristía

- Art. 2 de la participación en la santísima Eucaristía

- Art. 3 de los ritos y ceremonias de la celebración eucarística

- Art. 4 del tiempo y lugar de la celebración de la Eucaristía

* Capítulo II de la reserva y veneración de la santísima Eucaristía

* Capítulo III del estipendio ofrecido para la celebración de la misa.

Título IV del sacramento de la Penitencia (Cann. 959 - 997)

* Capítulo I de la celebración del sacramento.
* Capítulo II del ministro del sacramento de la penitencia.
* Capítulo III del penitente.
* Capítulo IV de las indulgencias.
Título V del sacramento de la unción de los enfermos (Cann. 998 - 1007)

* Capítulo I de la celebración del sacramento.
* Capítulo II del ministro de la unción de los enfermos.
* Capítulo III de aquellos a quienes se ha de administrar el sacramen​to de la unción de los enfermos.
Título VI del Orden (Cann. 1008 - 1054)

* Capítulo I de la celebración y ministro de la ordenación.
* Capítulo II de los ordenandos.
- Art. 1 de los requisitos por parte de los ordenandos. 
- Art. 2 de los requisitos previos para la ordenación.

- Art. 3 de las irregularidades y de otros impedimentos. 
- Art. 4 de los documentos que se requieren y del escrutinio.
* Capítulo III de la inscripción y certificado de la ordenación realizada

Título VII del Matrimonio (Cann. 1055 - 1165)

* Capítulo I de la atención pastoral y de lo que debe preceder a la ce​lebración del matrimonio.

* Capítulo II de los impedimentos dirimentes en general.

* Capítulo III de los impedimentos dirimentes en particular.

* Capítulo IV del consentimiento matrimonial.

* Capítulo V de la forma de celebrar el matrimonio.

* Capítulo VI de los matrimonios mixtos.

* Capítulo VII de la celebración del matrimonio en secreto.

* Capítulo VIII de los efectos del matrimonio.

* Capítulo IX de la separación de los cónyuges.

- Art. 1 de la disolución del vínculo.

- Art. 2 de la separación permaneciendo el vínculo.

* Capítulo X de la convalidación del matrimonio

- Art. 1 de la convalidación simple.

- Art. 2 de la sanción en raíz

PARTE II DE LOS DEMAS ACTOS DEL CULTO DIVINO
Título I de los sacramentales (Cann. 1166 - 1172)

Título II de la liturgia de las horas (Cann. 1173 - 1175)

Título III de las exequias eclesiásticas (Cann. 1176 - 1185)

* Capítulo I de la celebración de las exequias

* Capítulo II de aquellos a quienes se ha de conceder o denegar las exequias eclesiásticas.

Título IV del culto de los santos, de las imágenes sagradas y de las reli​quias (Cann. 1186 - 1190)

Título V del voto y del juramento (Cann. 1191 - 1204)

* Capítulo I del voto.

* Capítulo II del juramento.

PARTE III DE LOS TIEMPOS Y LUGARES SAGRADOS

Título I de los lugares sagrados (Cann. 1205 - 1243)

* Capítulo I de las iglesias.

* Capítulo II de los oratorios y capillas privadas.

* Capítulo III de los santuarios.

* Capítulo IV de los altares.

* Capítulo V de los cementerios.

Título II de los tiempos sagrados (Cann. 1244 - 1253)

*Capítulo I de los días de fiesta.

*Capítulo II de los días de penitencia.

• LIBRO V DE LOS BIENES TEMPORALES DE LA IGLESIA (Cann. 1254 -1268)

Título I de la adquisición de bienes (Cann. 1259 - 1272)

Título II de la administración de los bienes (Cann. 1273 - 1289)

Título III de los contratos, especialmente de la enajenación (Cann. 1290 - 1298)

Título IV de la pías voluntades en general y de las fundaciones pías (Cann.

1299- 1310)

• LIBRO VI DE LAS SANCIONES EN LA IGLESIA

PARTE I DE LOS DELITOS Y PENAS EN GENERAL


Título I del castigo de los delitos en genera] (Cann. 1311 — 1312)

Título II de la ley penal y del precepto penal (Cann. 1313- 1320)

Título III del sujeto pasivo de las sanciones penales (Cann. 1321 - 1330) 

Título IV de las penas y demás castigos (Cann. 1331 - 1340) ,

* Capítulo I de las censuras.

* Capítulo II de las penas expiatorias.

* Capítulo III de los remedios penales y penitencias Título V de la aplicación de las penas (Cann. 1341 - 1353)

Título VI de la cesación de las penas (Cann. 1354 - 1363)

PARTE II DE LAS PENAS PARA CADA UNO DE LOS DELITOS

Título I de los delitos contra la religión y la unidad de la iglesia (Cann. 1364 - 1369)

Título II de los delitos contra las autoridades eclesiásticas y contra la libertad de la iglesia (Cann. 1370 - 1377)

Título III de la usurpación de funciones eclesiásticas y de los delitos en el ejercicio de las mismas (Cann. 1378 - 1389)

Título IV del crimen de falsedad (Cann. 1390 - 1391)

Título V de los delitos contra obligaciones especiales (Cann. 1392 - 1396)

Título VI de los delitos contra la vida y la libertad del hombre (Cann. 1397- 1399)

• LIBRO VII DE LOS PROCESOS
PARTE I DE LOS JUICIOS EN GENERAL (Cann. 1400 - 1416)

Título II de los distintos grados y clases de tribunales (Cann. 1417 - 1445)

* Capítulo I del tribunal de primera instancia

- Art. 1 del juez.

- Art. 2 de los auditores y ponentes.

- Art. 3 del promotor de justicia, del defensor del vínculo y del notario.

*Capítulo II del tribunal de segunda instancia.

*Capítulo III de los tribunales de la Sede Apostólica.

Título III de la disciplina que ha de observarse en los tribunales (Cann. 1446- 1475)

- Capítulo I del oficio de los jueces y del ministros del tribunal.

- Capítulo II del orden en que han de conocerse las causas.

- Capítulo III de los plazos y prórrogas.

- Capítulo IV del lugar del juicio.

- Capítulo V de las personas que han de ser admitidas en la sede del tribunal y del modo de redactar y conservar las actas.

Título IV de las partes en causa (Cann. 1476 - 1490)

* Capítulo I del actor y del demandado.

* Capítulo II de los procuradores judiciales y abogados. 

Título V de las acciones y excepciones (Cann. 1491 - 1500)

* Capítulo I de las acciones y excepciones en general.

* Capítulo II de las acciones y excepciones en particular.

PARTE II DEL JUICIO CONTENCIOSO

SECCION I

Título I de introducción de la causa (Cann. 1501 - 1512)

Capítulo I del escrito de demanda

Capítulo II de la citación y notificación de los actos judiciales Título II de la contestación a la demanda (Cann. 1513-1516)

Título III de la instancia judicial (Cann. 1517- 1525)

Título IV de las pruebas (Cann. 1526 - 1586)

* Capítulo I de las declaraciones de las partes.

* Capítulo II de la prueba documental.

- Art. 1 de la prueba documental.

- Art. 2 de la presentación de los documentos

* Capítulo III de los testigos y sus testimonios.

- Art. 1 quienes pueden ser testigos.

- Art. 2 de los testigos que han de ser llamados y excluidos. 

- Art. 3 del examen de los testigos. 

- Art. 4 del valor de los testimonios.

* Capítulo IV de los peritos.

* Capítulo V del acceso y reconocimiento judicial.

* Capítulo VI de las presunciones

Título V de las causas incidentales (Cann. 1587 - 1597)

* Capítulo I de la no comparecencia de las partes.

* Capítulo II de la intervención de un tercero en la causa.

Título VI de la publicación de las actas y de la conclusión de la causa (Cann. 1598- 1606)

Título VII de los pronunciamientos del juez (Cann. 1607 - 1618)

Título VIII de la impugnación de la sentencia (Cann. 1619 - 1640)

* Capítulo I de la querella de nulidad contra la sentencia.

* Capítulo II de la apelación.

Título IX de la cosa juzgada y de la restitución "in integrum (Cann. 1641

-1648)

* Capítulo I de la cosa juzgada.

* Capítulo II de la restitución "in integrum".

Título X de las costas judiciales y del patrocinio gratuito (Cann. 1649)

Título XI de la ejecución de sentencia (Cann. 1650 - 1655)

SECCION II DEL PROCESO CONTENCIOSO ORAL, (Cann. 1656 -1670) 

PARTE III DE ALGUNOS PROCESOS ESPECIALES 

Título I de los procesos matrimoniales (Cann. 1671 - 1707)

* Capítulo I de las causas para declarar la nulidad del matrimonio

- Art. 1 del fuero competente.

- Art. 2 del derecho a impugnar el matrimonio.

- Art. 3 del oficio de los jueces.

- Art. 4 de las pruebas.

- Art. 5 de la sentencia y de la apelación.

- Art. 6 del proceso documental.

- Art. 7 normas generales.

* Capítulo II de las causas de separación de los cónyuges.

* Capítulo III del proceso para las dispensas del matrimonio rato y no consumado.

* Capítulo IV del proceso sobre la muerte presunta del cónyuge Título II de las causas para declarar la nulidad de la sagrada ordenación (Cann. 1708 1712)

Título III de los modos de evitar juicios (Cann. 1713-1716)

PARTE IV DEL PROCESO PENAL (Cann. 1717 - 1731)
* Capítulo I de la investigación previa.

* Capítulo II del desarrollo del proceso.

* Capítulo III de la acción para resarcimiento de daños.

PARTE V DE LOS PROCEDIMIENTOS EN LOS RECURSOS AD​MINISTRATIVOS Y EN LA REMOCIÓN O EL TRASLADO DE LOS PARROCOS (Cann. 1732 -1739)
SECCION I DEL RECURSO CONTRA LOS DECRETOS ADMINIS​TRATIVOS

SECCION II DEL PROCEDIMIENTO PARA LA REMOCIÓN Y TRASLADO DE LOS PARROCOS (Cann. 1740 - 1752)

* Capítulo I del modo de proceder en la remoción de párrocos.

* Capítulo II del modo de proceder en el traslado de los párrocos.

DOCUMENTOS PONTIFICIOS

Son fuentes principales del derecho canónico, las decisiones de los Papas, los decretos de los Concilios, la doctrina, la costumbre. Como se ha dicho, la suprema potestad legislativa de la Iglesia, reside en el Papa, sus disposiciones asumen diversas formas.
1. Generadoras de normas de carácter general:
- Decretales o Constituciones: Son decisiones reglamentarias de carácter general cuando la decisión del Papa se dirige a toda la Iglesia, o a gran parte de ella, con un fin principalmente doctrinario, se la llama “Encícli​ca”. Si se trata de una decisión tomada por el Papa, sin que medie inicia​tiva de interesado, se llama “Motu proprio”.

- Bulas: Forma solemne para asuntos muy fundamentales, en las que se utiliza el sello de plomo.

- Breves: Un estilo solemne, empleándose al sello del anillo del pescador.

- Epístolas: Simples por su forma, a diferencia de las encíclicas, se diri​gen solo a un sector de la cristiandad.

2. Generador de normas jurídicas singulares.:

- Rescriptos: Son las decisiones o consultas solicitadas al Papa por perso​nas determinadas, en materia de gracia o de justicia.


Los Decretos de los Concilios (Que para su obligatoriedad, requieren la aprobación del Papa), constituyen también una fuente importantísima del

derecho canónico.


El Derecho Canónico reconoce la costumbre como fuente de Derecho, por el mismo valor que la ley, pero solo requiere la fuerza de tal, por el

consentimiento de la autoridad eclesiástica competente.

DERECHO PÚBLICO ECLESIÁSTICO


Es aquel que emana del Estado y que está destinado a regir la vida jurídica de las comunidades religiosas existentes en su territorio, a diferencia del Derecho Canónico que según algunos radica en las fuentes de producción de dichos órdenes normativos. (Derecho canónico: Es dictado por la propia Iglesia Católica, para regir sus vidas y disciplinar relaciones con los fieles, establece las leyes que definen los derechos y obligaciones de los miembros de la sociedad cristiana, para lograr el fin a lo que están destinados).

BASES CONSTITUCIONALES DEL DERECHO PÚBLICO ECLE​SIASTICO


La Constitución Nacional vigente contiene todas las normas del Derecho Público, destinadas a regir las relaciones entre el Estado y la Iglesia Ca​tólica.



El preámbulo invoca el amparo de Dios, que es fuente de toda razón y justicia.


El Art. 82: Establece el reconocimiento de la Iglesia Católica, su protago​nismo la formación histórica y cultural de la nación.


El origen de este artículo, ha sido la necesidad de declarar la importancia histórica que tiene la Iglesia Católica, y el culto que representa dentro de la formación de la Nacionalidad Paraguaya.


Por consiguiente dicho artículo establece claramente que el reconoci​miento basándose en méritos acumulados, a hechos realizados que posee la Iglesia Católica no sólo en Paraguay, sino en toda América.


Por lo tanto, la identidad Paraguaya está conformada en una gran parte, por la religión Católica y por el ejercicio del culto, tal como lo viene haciendo la Iglesia Católica desde la fundación de la nacionalidad para​guaya, de manera que esta norma, es lo que se llama en técnica legisla​tiva, una norma declarativa, no es una norma prescriptiva, no ha querido ser una norma prescriptiva desde el primer momento, sin embargo en la versión alternativa se la ha querido convertir en una norma prescriptiva. Esto en sí mismo no ofrece una desventaja, pero si hubiese de encerrar el artículo desde una perspectiva distinta, se ha querido hacer una norma declarativa, se le ha querido dar a la Iglesia Católica y al culto Católico, la importancia y la jerarquía que merece teniendo en cuenta la historia de esta nación.

- Artículo 24: De la Libertad Religiosa y de la Ideológica.


Quedan reconocidas la Libertad Religiosa, la de culto y la de ideológica, sin más limitaciones que las establecidas en esta constitución y la Ley.

Ninguna confesión tendrá carácter oficial.


El mismo artículo establece la relación del Estado con la Iglesia Católica, basándose en la independencia, cooperación y autonomía de los mismos.


Se garantiza la independencia y la autonomía de la iglesia y confesiones religiosas, sin más limitaciones que las impuestas en esta Constitución y las Leyes.


Nadie puede ser molestado, indagado u obligado a declarar por causas de sus creencias o de su ideología como lo garantiza el Artículo 37 de esta Constitución lo cual establece el derecho a la objeción de conciencia.


Se reconoce la objeción de conciencia por razones éticas o religiosas para los casos en que esta Constitución y la Ley lo admitan.

Bibliografía
* Material elaborado por el Prof. Dr. Félix Carlos Coronel Cristaldo – “Lecciones de Introducción a la Ciencia Jurídica II (Material adaptado al programa de estudio del primer curso (segundo semestre) – Universidad Católica “Ntra. Sra. De la Asunción” – Campus Universitario Concepción. Segunda Edición. Año. 2011.
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